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PRESENTACIÓN 


Durante décadas, a partir de la fundación del Partido Nacional 
Revolucionario (PNR) en 1929, y hasta el año de 1963, el sistema electoral 
mexicano estaba diseñado solamente para que el partido en el gobierno 
se mantuviera en él. Esporádicamente alguno de los partidos lograba el 
triunfo de uno o más de sus candidatos, pero sin poner en riesgo al parti- 
do en el poder. La reforma que crea los diputados de partido, mecanismo 
que sirve para integrar en forma plural la xXLvI Legislatura (1964-1967), es 
la que inicia la ruptura con el sistema vigente, y el proceso de apertura 
democrática mediante el acceso permanente de representantes de los par- 
tidos políticos minoritarios a la Cámara de Diputados del Congreso de la 
Unión. 

A pesar de lo trascendente de la medida, otros aspectos negativos de la 
legislación electoral se mantienen por lo que la reforma nace limitada de- 
bido a que el gobierno y su partido mantienen el control de las elecciones 
y de sus resultados, al conservar la mayoría en todos los organismos fe- 
derales, estatales y distritales encargados de preparar, realizar y calificar el 
resultado de los procesos electorales. Las funciones que mantiene el poder 
público son las siguientes: integrar el padrón electoral, expedir la creden- 
cial para votar —que carece de mecanismos de seguridad—, y designar a los 
integrantes de las mesas de casilla que deciden quién debe votar, y a quién 
aceptan como representante de partido o candidato para vigilar el proceso; 
además, tienen el control de las boletas electorales, se encargan de recibir 
el voto ciudadano, de contar los sufragios emitidos por cada partido, de 
anular las boletas sobrantes y entregar el paquete electoral al comité distri- 
tal electoral. Al final del proceso, la Cámara de Diputados y el Senado de la 
República, en sus respectivos ámbitos, determinan la validez o anulación de 
las elecciones y, en su caso, designan al triunfador mediante su respectivo 
colegio electoral, integrado mayoritaria o totalmente por representantes del 
partido del gobierno ”. 


* Véase Ley Electoral Federal de 1964, 
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El Partido Popular Socialista (PPS) promovido y fundado por Vicente 
Lombardo Toledano (1894-1968) junto con destacados dirigentes políticos y 
sociales, y distinguidos representantes de la cultura nacional, nació en 1948 
dotado de una orientación nacionalista y antimperialista con el nombre de 
Partido Popular (PP). Lombardo, quien fuera desde su fundación el prin- 
cipal dirigente del PP, es también el que promueve su transformación en 
partido marxista-leninista, lo que plantea la necesidad de adicionar su nom- 
bre original con el adjetivo socialista, por lo que a partir de 1960 se convierte 
en PPS, partido que a partir de ese momento se define como representante 
de los intereses e ideología de la clase trabajadora, sin abandonar su tradi- 
cional política de defensa de los intereses nacionales y populares. 

El PPS, uno de los cuatro partidos que integran la XLVI Legislatura plural 
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión debido a la reforma 
que crea los diputados de partido, al considerar las condiciones de parti- 
cipación electoral establecidas en la legislación, valora la reforma que le 
permite participar en el Poder Legislativo como positiva, pero insuficiente. 
Argumenta que redundará en el mejoramiento de la vida parlamentaria y 
permitirá abrir nuevos espacios de participación para los partidos minorita- 
rios, pero expresa que está convencido de la necesidad de seguir luchando 
por el establecimiento de un sistema electoral democrático y por otorgarles 
mayores responsabilidades y derechos a los partidos políticos, tanto en la 
preparación como en la realización de los procesos electivos, así como en la 
calificación de sus resultados. Todas las propuestas programáticas y legisla- 
tivas del PPS, en el ámbito electoral, tienen esa orientación. 

Para Lombardo, la reforma significa volver —cuatro décadas después 
de la primera ocasión en que fue electo diputado federal — a formar parte 
del Poder Legislativo federal y participar en la actividad parlamentaria. En 
Las primeras dos ocasiones 1925-1926 y 1926-1928, fue diputado del Partido 
Laborista Mexicano (PLM) dependiente de la Confederación Regional 
Obrera Mexicana (CROM) ”, y en esta última, representante del PPS. 

El presente volumen, segundo de la Obra parlamentaria de Vicente Lombardo 
Toledano, recoge iniciativas, intervenciones y debates sobre temas diversos 
que se relacionan con la integración, funcionamiento y responsabilidades 
de los poderes públicos de la federación, y también con aspectos esenciales 
concernientes a la relación que debe existir entre la federación y la entidades 
federativas, así como con aspectos medulares vinculados al municipio libre 
y a la necesidad de convertirlos en realidad en la vida municipal del país. 


** Véase presentación al tomo primero de esta Obra parlamentaria de VLT. 
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1. Funciones y responsabilidades del Poder Ejecutivo. Los comentarios y críti- 
cas relativos a las acciones y políticas del Poder Ejecutivo federal se expresan, 
fundamentalmente, mediante las intervenciones que Lombardo realiza con 
motivo de la glosa de los tres informes presidenciales que se realizan duran- 
te la XLVI Legislatura, una corresponde al último año de la administración 
del presidente, Adolfo López Mateos, y las otras, a los dos primeros años 
del gobierno del presidente, Gustavo Díaz Ordaz; también valora el papel 
del titular del Poder Ejecutivo, con motivo de la toma de posesión de Díaz 
Ordaz, que en su discurso aborda los principales problemas del país, las 
demandas de carácter nacional y de las masas populares, así como las solu- 
ciones que considera adecuadas; en esta ocasión, Lombardo opina sobre la 
política nacional e internacional, el desarrollo económico, los derechos de la 
clase obrera y campesina, los servicios sociales, la educación, y otros temas 
similares, y plantea las propuestas del PPS para resolver tanto los problemas 
nacionales como populares. 

2. Funcionamiento del Poder Legislativo. En otro ámbito —el funcionamien- 
to de las cámaras que integran el Congreso de la Unión, particularmente 
la Cámara de Diputados— el grupo parlamentario del PPS, dirigido por 
Lombardo, expresa sus opiniones con la finalidad de mejorar el trabajo 
de los representantes populares; muchas de sus iniciativas y propuestas 
—rechazadas o ignoradas en su momento— hoy son realidad en el funcio- 
namiento, no sólo de la Cámara de Diputados, sino también del Senado de 
la República: 

—Periodo de sesiones. Durante décadas, las cámaras del Congreso de la 
Unión tenían sólo un periodo de sesiones al año que duraba cuatro meses, 
del 1 de septiembre al 31 de diciembre. Para Lombardo, que consideraban 
la labor legislativa como la fundamental del trabajo parlamentario, acom- 
pañada de la vigilancia que el Congreso debía hacer respecto del accionar 
del Poder Ejecutivo, así como utilizar las sesiones para abordar los proble- 
mas nacionales y populares más importantes de cada momento, el periodo 
único era insuficiente, por lo que el grupo parlamentario del PPS propuso 
la existencia de dos periodos anuales, que se hizo realidad muchos años 
después. 

—Reelección de los diputados. Lombardo estaba convencido de que haber 
suprimido, en 1933, la reelección de los integrantes del Poder Legislativo 
había sido una decisión equivocada, porque no era adecuado comparar la 
prohibición motivada por la experiencia histórica del país en cuanto a la re- 
elección del jefe del Poder Ejecutivo, con la reelección ininterrumpida de 
los diputados. Lombardo consideraba que la función legislativa perdía con 


esta prohibición. Uno de sus efectos negativos era que cada legislatura par- 
tía de cero, iniciaba todo otra vez como si no existiera trabajo previo; otro 
efecto pernicioso se relacionaba con la adquisición de experiencia de los in- 
dividuos que integraban la Cámara, desde su perspectiva era absurdo que 
interrumpieran su formación, equivalía a pedirle a los profesionales de las 
distintas ramas que trabajaran tres años en su actividad, y dejaran de hacer- 
lo en los tres años siguientes. La Cámara de Diputados aprobó la propuesta 
del PPS con modificaciones que limitaban la reelección a dos periodos, pero 
el Senado se encargó de rechazarla sin discusión y sin argumentos. En 2014 
se estableció en la Constitución la reelección de diputados hasta por cuatro 
periodos y la de senadores hasta por dos. 

—E!l Palacio Legislativo. También se han convertido en realidad la propues- 
ta de Lombardo y del grupo parlamentario del PPS respecto de la necesidad 
de contar con instalaciones adecuadas y funcionales compartidas por am- 
bas cámaras. Construidas las instalaciones, desde 1979 la LI Legislatura de 
la Cámara de Diputados sesionó en el Palacio Legislativo de San Lázaro, no 
así la Cámara de Senadores que por intereses menores nunca ocupó el espa- 
cio que le correspondía, prefirió construir su propio recinto, aunque lo hizo 
muchos años después. 

—Transmisión de debates y sesiones por radio y televisión. La proposición de 
Lombardo y el PPS para que la Cámara de Diputados transmitiera los más 
importantes debates y sesiones por radio y televisión no fue respaldada en 
su momento; pero, años más tarde se puso en práctica. Adicionalmente, la 
política informativa de ambas cámaras ha sido complementada con el uso 
de las nuevas tecnologías para poner al alcance de los ciudadanos la infor- 
mación básica de los grupos parlamentarios e individuos que integran cada 
legislatura, así como los resultados del trabajo legislativo y sus principales 
actividades. 

—Supresión del Senado de la República. La única propuesta del grupo par- 
lamentario dirigido por Lombardo que no ha prosperado, relativa al Poder 
Legislativo, es la que plantea la necesidad de suprimir el Senado al que ca- 
lificó de organismo anacrónico, ajeno a la realidad actual del país, que poco 
o nada contribuye a las tareas esenciales del trabajo legislativo, y que oca- 
siona un gasto público innecesario que podría destinarse a la solución de 
alguno de los muchos problemas que requieren mayores montos de finan- 
ciamiento público. 

3. Relaciones entre la Federación y los estados. Por lo que respecta a las relacio- 
nes que debieran existir entre la federación y los estados de la República, el 
PPS dirigido por Lombardo consideraba que lo caracterizaba a México a fina- 
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les de la década de los años sesenta era la creciente intervención del Estado 
nacional en los problemas que abarcan a todo el territorio de la República, 
al que calificaba como un proceso lógico producido por el proceso de in- 
tegración de la economía del país, que requería la planeación de todas las 
actividades económicas, así como de aquellas de carácter social y cultural. 

Negaba la posibilidad de que las principales ramas de la economía en 
manos del estado nacional como el petróleo, la electricidad, el fierro y el 
acero pudieran ser explotados y comercializados nacional e internacional- 
mente por los gobiernos locales, lo mismo opinaba respecto de la prestación 
de los servicios públicos esenciales, y abogaba por un plan único para el de- 
sarrollo nacional que incluyera a la agricultura, la industria, los servicios, los 
diversos aspectos de la vida social, particularmente la educación popular 
básica, y aun para la profesional y la investigación científica. 

Sólo un plan nacional del desarrollo de la economía, de la vida social, 
de los servicios, de la educación, de la cultura y de todos los problemas 
inherentes a la sociedad —aseveraba el PP?S— puede hacer de México un 
país soberano, y plenamente independiente ante el extranjero. De ahí la 
convicción de Lombardo de que en México debiera respetarse plenamente 
la autonomía política de las entidades federativas, y al mismo tiempo cen- 
tralizarse la economía, y los servicios fundamentales para la población, en 
manos del Estado nacional. 

4. Municipio libre. Un aspecto importante, aún sin resolver, es el con- 
cerniente a la vida municipal. En la iniciativa del PPS para establecer un 
verdadero municipio libre, se recordaba que el régimen de Porfirio Díaz 
anuló por completo la vida independiente de los ayuntamientos. 

No obstante que el movimiento revolucionario le dio al municipio libre 
el carácter de exigencia popular, el problema no fue examinado a fondo 
por el Congreso Constituyente de 1916-1917. El artículo 115 constitucional 
subordinó el municipio en lo económico a los gobiernos locales, y las cons- 
tituciones de los estados privaron a los ayuntamientos de independencia 
política porque las legislaturas locales o los gobernadores califican las elec- 
ciones municipales e intervienen en ellas para imponer sus intereses con lo 
que anulan la vida democrática de las comunidades. 

La propuesta del PPS defendida por Lombardo consideraba que un paso 
de trascendencia era el de hacer coincidir el territorio de los municipios con 
zonas económicamente homogéneas para que los ayuntamiento represen- 
taran el interés primordial de los vecinos y se convirtieran en sus defensores 
y en los promotores de las actividades del conjunto. En el caso de los mu- 
nicipios de población indígena, la propuesta consistía en unir a las regiones 
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económicamente semejantes que tengan, a la vez, la misma lengua nativa. 
A la vez que debiera garantizársele su independencia económica y política, 
sin las cuales el municipio libre era una frase vacía de contenido. 

5. Consejo Metropolitano del Distrito federal. En el caso del Distrito federal — 
ahora Ciudad de México— la iniciativa para crear el Consejo Metropolitano 
del Departamento del Distrito Federal, da inicio a un largo proceso que con- 
cluye con la reciente aprobación de una Constitución propia de la capital del 
país, lo que le permite a sus ciudadanos contar con plenos derechos, al igual 
que sucede en las demás entidades federativas que integran la República. 

Como se puede apreciar, el Partido Popular Socialista, dirigido por 
Lombardo, no solamente formó parte de la XLVI Legislatura, sino que contri- 
buyó a revitalizar la labor legislativa anquilosada por un régimen de partido 
plenamente predominante. 

El hecho de que muchas de sus propuestas fueran aceptadas poste- 
riormente, y que otras sigan siendo demanda de amplios sectores de la 
población, refleja que su perspectiva era mucho más amplia que la de otros 
partidos, que no estaba acotada por intereses menores, de grupo político, 
sino que siempre estuvo orientada por los mejores objetivos nacionales y 
populares. 


Juan Campos Vega 
Investigador del CEFPSVLT 


LA CREACIÓN DE LOS 
DIPUTADOS DE PARTIDO 


INICIATIVA PRESIDENCIAL PARA 
CREAR LOS DIPUTADOS DE PARTIDO 


CIUDADANOS SECRETARIOS DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 
DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN: 


El pueblo de México se encuentra en una etapa de perfeccionamiento de 
sus propios sistemas sociales, que requiere la consciente y cada vez más ac- 
tiva participación de todos los ciudadanos, sin distinción de ideología, de 
partido político o de condición personal, en el cumplimiento de las grandes 
tareas nacionales. Porque nuestro país es la patria de todos los mexicanos y 
es necesario que nadie se sienta sin obligación para con él, ni postergado o 
excluido de la obra común que nos incumbe, todos debemos trabajar, per- 
manentemente, en bien de México. 

Es evidente el hecho de que no han podido encontrar fácil acceso al 
Congreso de la Unión los diversos partidos políticos o las varias corrien- 
tes de opinión que actúan en la República, de ahí que, con frecuencia, se 
haya criticado al sistema mexicano de falta de flexibilidad para dar más 
oportunidades a las minorías políticas, que se duelen de que un solo par- 
tido mayoritario obtenga casi la totalidad de los puestos de representación 
popular. 

Para consolidar la estabilidad política orgánica de que México disfruta, 
será un factor importante la mejor canalización por cauces legales, de las 
fuerzas cívicas, en particular las minoritarias y, muy principalmente, las 
que, estando agrupadas en partidos políticos nacionales, actúan orgánica- 
mente y no en forma dispersa, cuando no anárquica. 

Cualquiera reforma electoral que no estuviese acorde con la tradición 
de nuestro sistema constitucional tropezaría con la censura, no sólo de los 
juristas, sino también de todos aquellos interesados en la marcha de los 
asuntos políticos del país, es decir, de los ciudadanos en general. 


Propuesta de reformas y adiciones a los artículos 54 y 63 constitucionales, presentada 
por el presidente de la República, Adolfo López Mateos. Diario de los Debates de la 
XLV Legislatura, México, D. F., 21 de diciembre de 1962. 
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Si las minorías tienen derecho a representación, la realidad política del 
país exige que las grandes mayorías de ciudadanos que en los comicios se 
pronuncien a favor de un partido político mantengan en el Congreso el pre- 
dominio que corresponde a su condición mayoritaria. 

En síntesis: tanto las mayorías como las minorías tienen derecho a opinar, 
a discutir y a votar; pero sólo las mayorías tienen derecho a decidir. 

Por otra parte, no sería bien aceptada en las diversas entidades federa- 
tivas del país la supresión del sistema de diputados por circunscripción 
territorial, pues se considera que la comunidad humana residente en cada 
distrito electoral no tiene un representante en el Congreso sólo para discu- 
tir leyes, sino que, conforme a las viejas prácticas mexicanas, el diputado 
es, además de legislador, un expositor de las necesidades y problemas del 
distrito que representa y un obligado gestor del pueblo que lo eligió. Ello ex- 
plica que, previsoriamente, la Constitución exija la vinculación y el arraigo 
(nacimiento o vecindad) de los candidatos respecto a la circunscripción que 
aspiran a representar, tanto para la eficacia de sus gestiones, por el conoci- 
miento de las causas que las originan, cuanto para que, por el trato directo 
con los comitentes, puedan lograr su apoyo al constituirse en promotores 
de la cooperación social. 

Ante la imperiosa necesidad de conservar la vieja tradición mexicana del 
sistema de mayorías, por una parte y, por la otra, ante la urgencia de dar le- 
eítimo cauce a la expresión de los partidos políticos minoritarios, y después 
de estudiar minuciosamente los sistemas conocidos de representación pro- 
porcional, el Ejecutivo de la Unión considera conveniente configurar uno 
que, asentado con firmeza en la realidad nacional, sea netamente mexicano. 

Este sistema, que pudiera llamarse mixto, consiste en mantener el princi- 
pio de mayorías, complementado por otro, yuxtapuesto, de representación 
minoritaria, de tal manera que, además de diputados logrados por el sis- 
tema de mayorías, cada uno de los partidos, si no obtuvo un mínimo de 
triunfos electorales directos, cumpliendo determinados requisitos, tiene 
derecho a un número proporcional de representantes, que llamaremos *di- 
putados de partido”. 

Para que el sistema funcione correctamente debe tener dos condiciones: 
una en cuanto al mínimo de votos obtenidos y, otra, en cuanto al máximo 
de diputados de partido. 

Se ha calculado que un partido necesita obtener un dos y medio por cien- 
to de la votación total nacional, que es una proporción fácilmente asequible, 
para tener derecho a la obtención de diputados de partido. Esta condición 
obedece a la necesidad de impedir que el sistema degenere a una inútil 
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e inconveniente proliferación de pequeños partidos que no representen 
corrientes de opinión realmente apreciables por el número de quienes las 
sustenten, ya que se ha señalado como objetivo básico de esta reforma, y 
es connatural de toda organización parlamentaria, que dentro de la repre- 
sentación popular estén las minorías, siempre y cuando tengan también un 
mínimo de significación ciudadana. 

Las corrientes de opinión que no tengan el respaldo de un número su- 
ficiente de ciudadanos para hacerlos respetables no tienen, realmente, por 
qué estar representadas en el Congreso de la Unión. 

Para conservar como sólida base del sistema el principio de la mayoría se 
limitan a veinte los diputados de partido. 

Por otra parte, debe buscarse que el sistema de protección a las minorías, 
dándoles una legítima representación en el Congreso, permita una oposi- 
ción organizada que no solamente se concrete a hacer labor de crítica, sino 
que, además, por el número de miembros con que se cuente, pueda formar 
equipos de trabajo y esté en capacidad de formular proyectos que sirvan 
para el mejor gobierno del país. 

El sistema dejará de operar automáticamente cuando los partidos polí- 
ticos tengan fuerza suficiente para mantener una representación numérica 
por mayoría, y volverá a operar, también automáticamente, como garantía 
de que las minorías serán escuchadas, cuando un partido mayoritario ad- 
quiera una gran preponderancia en el país. 

El sistema propuesto tendrá como consecuencia la desaparición de los 
partidos que no representen una corriente real de opinión en el país y la 
vigorización y desarrollo de los que respondan al sentir de sectores aprecia- 
bles de nuestra población. 

Las reglas que deben regir el sistema electoral proyectado pueden pre- 
cisarse así: 

a) No tendrán representación alguna, salvo las derivadas de los triunfos 
que por mayoría obtengan en distritos electorales concretos, los partidos 
que no alcancen cuando menos el dos y medio por ciento de la votación na- 
cional total en esa elección de diputados. 

b) Los partidos que logren el dos y medio por ciento de la votación nacio- 
nal total tendrán derecho a que se les reconozcan, por ese solo hecho, cinco 
diputados de partido, aun cuando no hayan obtenido triunfos por mayoría 
en ninguno de los distritos electorales correspondientes. 

c) Por cada medio por ciento de la votación nacional, que sobre el dos y 
medio antes señalado obtenga un partido, tendrá derecho a que se le reco- 
nozca un diputado más. 
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d) El número de diputados que puede lograr un partido político en elec- 
ción directa no tiene más límite que el del número de distritos electorales. 

e) El número de diputados de partido que pueda lograr cada partido po- 
lítico no excederá de veinte en ningún caso. 

f) Si un partido político obtiene veinte o más triunfos por el sistema de 
mayoría, no tendrá derecho a diputados de partido. 

2) Si un partido político logra menos de veinte triunfos por el sistema de 
mayoría, tendrá derecho a completar hasta veinte diputados, en razón de 
los porcentajes de votación que sus candidatos acumulen, si satisface ade- 
más los otros requisitos. 

h) Solamente podrán acreditar diputados de partido los partidos políti- 
cos nacionales que hubieren obtenido su registro cuando menos con un año 
de anterioridad a la fecha de las elecciones relativas; esta disposición trata 
de evitar la multiplicación de los partidos ocasionales, formados exclusiva- 
mente con fines oportunistas para esa elección. 

1) Para acreditar a los diputados que correspondan a un partido en fun- 
ción de dos y medio por ciento básico de votación, no deducirán los votos 
de los candidatos del propio partido que hubieren obtenido mayoría. 

1) En los casos en que se acrediten diputados de partido, no será arbitra- 
ria la designación de las personas, ni se seguirá el orden que pretenda su 
partido, sino que serán declarados electos, en orden de preferencia, los can- 
didatos que, no habiendo alcanzado mayoría, hayan logrado el más alto 
porcentaje de sufra gio en relación a los otros candidatos del mismo partido. 
Además de ser, evidentemente, una norma equitativa, se evitará así la crea- 
ción de castas privilegiadas. 

k) Se establece expresamente que los diputados electos por razones de 
porcentaje tendrán la misma categoría constitucional y los mismos dere- 
chos y obligaciones que los electos por mayoría de votos en los distritos 
electorales. 

La reforma tendría como consecuencia que hubiera, además de los 
ciento setenta y ocho diputados electos por mayoría en sus respectivos dis- 
tritos, los que resultaran como diputados de partido, en los términos del 
proyecto. 

Una asamblea legislativa con un número básico de ciento setenta y ocho 
miembros, como el que tiene en la actualidad la Cámara de Diputados, es 
lo suficientemente numerosa para mantener la independencia de criterio 
de sus miembros y, permitiendo la libre expresión de las diversas opiniones 
de los partidos representados, conservar la unidad de acción indispensable 
para no convertirse en un organismo infecundo. 
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Con el sistema que se propone, dentro del actual número de partidos, si 
uno de ellos alcanzara ciento setenta y ocho triunfos por mayoría, y los otros 
cuatro obtuvieran, cada uno, por razón de porcentaje, veinte diputados, 
la cámara tendría un máximo de doscientos cincuenta y ocho diputados, 
número que no resulta excesivo, comparativamente con las asambleas par- 
lamentarias de otros países. 

Como los partidos minoritarios al obtener veinte diputados por mayo- 
ría, dejarían de tener derecho a diputados de partido al dejar de operar 
totalmente el sistema, por virtud de que los cuatro partidos minoritarios 
tuvieran veinte curules por mayoría, cada uno, la cámara volvería a su nú- 
mero de ciento setenta y ocho. 

Ante estos dos extremos, en que se citan a manera de ejemplo, cabría 
toda una gama de posibilidades. 

El sistema mixto ideado se considera aplicable a la Cámara de Diputados, 
pero no a la de Senadores. 

Nuestra estructura política se basa en la teoría constitucional del equi- 
librio representativo de los grandes y pequeños estados. La lucha entre 
los grandes estados, que lógicamente tratarían de atribuirse una repre- 
sentación mayoritaria, y los pequeños, que pretenderán estar en plan de 
igualdad, se resuelve por medio del sistema bicameral, en el que la Cámara 
de Diputados se integra por un principio de mayorías y, por tanto, los es- 
tados de mayor población tienen más representantes, mientras que en el 
Senado, elemento equilibrador de éste como en otros sentidos, los esta- 
dos se ven representados paritariamente, sin importar el número de sus 
habitantes. 

La sabiduría del sistema ideado por los constituyentes mexicanos y la ob- 
via necesidad de mantener el equilibrio entre todos los estados con el doble 
principio de integración, uno por cada cámara, nos hace apoyar entática- 
mente la conservación de la vieja fórmula: igualdad de los estados en el 
Senado y proporcionalidad demográfica en la Cámara de Diputados. 

Una consideración más, de carácter general: los derechos que a favor de 
los partidos políticos y de los ciudadanos se estatuyen en la Constitución, 
deben traer aparejada la correlativa responsabilidad. En efecto, quien ad- 
mite figurar como candidato y, posteriormente, resulte electo, contrae la 
estricta obligación de presentarse con la oportunidad debida al desempeño 
de la comisión que el pueblo le confiere. En caso de no hacerlo sin causa le- 
gal justificada, a juicio de la cámara que corresponda, debe ser sancionado 
en los términos que marque la ley. Si un partido político postula candida- 
tos en una elección, incurre en la pena que señale la ley si después acuerda 
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que, quienes de entre ellos resultaren electos, no se presenten al desempe- 
ño de su cargo. 

Por último, en razón de la especial integración de la Cámara de Diputados, 
puede presentarse en la práctica el problema del quórum necesario para 
abrir sus sesiones o ejercer su cargo; en efecto, no podrá precisarse previa- 
mente el número de miembros de entre ciento setenta y ocho como mínimo 
y doscientos cincuenta y ocho como máximo con que contará en definitiva. 

A reserva de incluirlo en la ley secundaria, podría adelantarse, como nor- 
ma interpretativa, el criterio de que debe tomarse como base el número de 
ciento setenta y ocho miembros, mientras no se termine la calificación de 
todos los casos electorales y, posteriormente, la base será el número total de 
los que hayan sido declarados electos. 

Por lo anteriormente expuesto, y en uso de la facultad que me confiere 
el artículo 71 fracción 1, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por el digno conducto de ustedes me permito someter a la ele- 
vada consideración del H. poder constituyente ordinario a que se refiere el 
artículo 135 de la propia Constitución, la siguiente iniciativa de reformas y 
adiciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

Artículo primero. 5e reforma y adiciona el artículo 54 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 54. La elección de diputados será directa, con sujeción a lo dis- 
puesto en el artículo 52 y se complementará, además, con diputados de 
partido, apegándose, en ambos casos, a lo que disponga la ley electoral y, en 
el segundo, a las reglas siguientes: 

I. Todo el partido político nacional, al obtener el dos y medio por ciento 
de la votación total en el país en la elección respectiva, tendrá derecho a que 
se acredite, de sus candidatos, a cinco diputados, y a uno más, hasta veinte 
como máximo, por cada medio por ciento más de los votos emitidos; 

II. Si logra la mayoría en veinte o más distritos electorales, no tendrá 
derecho a que sean reconocidos diputados de partido, pero si triunfa en 
menor número, siempre que logre el dos y medio por ciento mencionado 
en la fracción anterior, tendrá derecho a que sean acreditados hasta veinte 
diputados, sumando los electos directamente y los que obtuvieron el triun- 
fo por razón de porcentaje; 

mL. Éstos serán acreditados por riguroso orden, de acuerdo con el porcen- 
taje de sufragios que hayan logrado en relación a los demás candidatos del 
mismo partido, en todo el país; 

IV. Solamente podrán acreditar diputados en los términos de este artí- 
culo, los partidos políticos nacionales que hubieran obtenido su registro 
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conforme a la Ley Electoral Federal, por lo menos con un año de anteriori- 
dad al día de la elección; y 

V. Los diputados de mayoría y los de partido, siendo representantes de la 
nación como lo establece el artículo 51, tendrán la misma categoría e iguales 
derechos y obligaciones. 

Artículo segundo. 5e adiciona el artículo 63 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, con el siguiente párrafo: 

Artículo 63. Incurrirán en responsabilidad, y se harán acreedores a las 
sanciones que la ley señale, quienes habiendo sido electos diputados o sena- 
dores, no se presenten, sin causa justificada a juicio de la cámara respectiva, 
a desempeñar el cargo dentro del plazo señalado en el primer párrafo de este 
artículo. También incurrirán en responsabilidad, que la misma ley sanciona- 
rá, los partidos políticos nacionales que habiendo postulado candidatos en 
una elección para diputados o senadores, acuerden que sus miembros que 
resultaren electos no se presenten a desempeñar sus funciones. 

Artículo único transitorio. Las presentes adiciones y reformas entrarán en 
vigor cinco días después de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Protesto a ustedes mi consideración distinguida. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

México, D. F., 21 de diciembre de 1962. 

El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, 

Adolfo López Mateos. 


SEGUIREMOS LUCHANDO POR UN SISTEMA 
DEMOCRATICO PROGRESISTA Y COMPLETO 


EL C. DIPUTADO MANUEL STEPHENS GARCÍA: 
Señores diputados: 

El programa del Partido Popular, creado por su Asamblea Nacional 
Constituyente, que se realizó durante los días 20 y 21 del mes de junio de 
1948, decía, en su artículo tercero: 





Reforma a la Ley Electoral de Poderes Federales y de las leyes electorales de los 
estados, de acuerdo con los siguientes principios: 

a) Garantizar la existencia y la libre actividad de los partidos políticos de tenden- 
cias democráticas; 

b) Implantar el sistema de representación proporcional en la integración de las 
Cámaras del Congreso de la Unión, de las legislaturas de los estados y de los 
ayuntamientos; 

c) Organizar un registro auténtico de los ciudadanos, que sirva de base a la emi- 
sión del sufragio; 

d) Crear los órganos electorales que se requieren para vigilar la pureza de las 
elecciones; 

e) Dar efectiva y suficiente participación, en la vigilancia de los actos preparato- 
rios de las elecciones, en la realización de éstas y en el recuento y calificación de 
los votos, a los partidos políticos legalmente registrados. 


Desde entonces, hasta hoy, el Partido Popular, transformado en Partido 
Popular Socialista por decisión de su II Asamblea Nacional Ordinaria, del mes 
de octubre de 1960, ha venido luchando por una reforma a la Constitución 
de la República de acuerdo con los puntos de vista de su programa inicial, 
para ampliar el régimen democrático de nuestro país y transformar el Poder 
Legislativo en un órgano de expresión auténtica del pueblo y de la nación. 


Intervención del diputado M. Stephens García, del Partido Popular Socialista, en el 
debate del dictamen de la iniciativa que crea los diputados de partido. Diario de los 
Debates de la XLV Legislatura, México D. F., 26 de diciembre de 1962. 
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Ante el Senado de la República primero y, recientemente, ante la Cámara de 
Diputados, el Partido Popular Socialista presentó sendas iniciativas de ley 
para que el sistema electoral tradicional se modifique y la vida democrática 
se desarrolle de acuerdo con la evolución progresiva que, en el campo eco- 
nómico y social, ha logrado México en las últimas décadas, como resultado 
de la Revolución que principió en 1910. 

En varias ocasiones ha afirmado el Partido Popular Socialista, analizan- 
do el desarrollo de nuestro país, que nuestra Revolución fue una revolución 
nacional, democrática, antifeudal y antimperialista, y que, hoy —liquidadas 
ya las formas y las relaciones de producción semifeudales del pasado— si- 
gue siendo una revolución democrático-burguesa, que logró hacer pasar a 
México de su vieja condición de país agrario y minero a la de país industrial 
y agrícola, y ha puesto énfasis en el hecho de que la nuestra no se parece 
a las revoluciones democrático-burguesas que emprendieron los pueblos 
de Europa y el de la América del Norte en los siglos XVII! y XIX, porque esas 
revoluciones no tropezaron con obstáculos provenientes del exterior y se 
enfrentaron sólo a las alianzas que pactaron las fuerzas conservadoras de 
cada región para impedir el derrumbe del feudalismo. 

La Revolución Mexicana, en cambio, estalló y siguió su curso en el periodo 
en que las naciones, altamente industrializadas, inician su expansión sobre 
los países atrasados y débiles, para formar, con ellos, imperios coloniales o 
zonas de influencia que les sirvieran como fuentes de materias primas, de 
mano de obra barata y de mercados para el consumo de sus manufacturas. 

Por esa circunstancia trascendental, al mismo tiempo que tuvo como 
esencial objetivo la liquidación de la estructura económica basada en la 
concentración de la tierra en pocas manos, se propuso rescatar, para be- 
neficio exclusivo de la nación, las riquezas naturales de su territorio, que 
habrían de servir para la creación de las actuales y diversas ramas de la 
industria pesada en poder del Estado. Para llegar a esta situación ha sido 
necesario librar innumerables luchas contra los monopolios extranjeros 
que, desde fines del siglo pasado, habían invertido sus capitales en los cen- 
tros de producción y en los servicios más importantes de nuestro país. En 
esos combates el movimiento popular fue adquiriendo una conciencia más 
clara de sus derechos y de sus reivindicaciones, de sus fines inmediatos 
y de sus metas futuras; el crecimiento de las fuerzas productivas ha ido 
mejorando cuantitativa y cualitativamente la producción económica; se ha 
formado un solo mercado nacional en lugar de los mercados regionales 
de autoconsumo de hace cincuenta años; la industria extractiva de mine- 
rales, petróleo, carbón, maderas y fibras vegetales ha sido sustituida por 
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industrias de transformación, cuyos productos se consumen en el mercado 
interior; la industria nacional, en poder de particulares, se ha desarrolla- 
do considerablemente; las clases sociales se han diferenciado cada vez 
más, especialmente la burguesía y el proletariado; la burguesía, a su vez, 
ha ido dividiéndose en sectores, según sus vínculos con los monopolios 
extranjeros o con los intereses del pueblo y de la nación; las fuerzas reac- 
cionarias han vuelto a la oposición violenta, verbal y armada, las corrientes 
democráticas se han extendido y presentan diversos aspectos ideológicos y 
programáticos, y el proceso del capitalismo prosigue, pero con el carácter 
propio de un país semicolonial, en el que varios sectores sociales coinciden 
en objetivos que tienden a asegurar el progreso de México sin dependencia 
del exterior, mientras otros también se acercan, pero con el propósito de 
impedir no sólo la evolución autónoma de nuestro país, sino la elevación 
del pueblo por encima de los prejuicios, los fanatismos y la ignorancia en 
que ha vivido toda su historia. 

Por esos acontecimientos, que han transformado la fisonomía de México 
en las últimas décadas, es fácil explicarse el atraso con el cual surgieron los 
partidos políticos. Mientras vivió nuestro país en la etapa semifeudal y en 
la precapitalista, las luchas políticas tenían el carácter de movimiento sin 
organismos estables, sin programas permanentes, sin una filosofía social, 
que actuara sobre los problemas del momento previendo el futuro y pen- 
sando en niveles cada vez más altos de la vida social. Así fueron las luchas 
entre liberales y conservadores en la centuria pasada, porque, en el fondo 
de ellas, lo que estaba por precisar era la hegemonía del poder civil sobre el 
eclesiástico y la creación y la consolidación de la República democrática y 
representativa. 

También, así fueron las luchas en el primer periodo de la revolución, des- 
de 1910 hasta la década de los veinte. Los jefes del movimiento popular 
fueron demoledores del pasado, que debía desaparecer, y constructores de 
las primeras bases del sistema económico y social del México moderno. Casi 
todos pertenecían a la pequeña burguesía rural y urbana, a una sola clase 
social cuya tarea no consistía en planear el desarrollo del país a largo plazo, 
sino en barrer de obstáculos el camino que el pueblo había abierto con su 
sangre y con innumerables sacrificios. Los llamados partidos de esa época 
eran, en realidad, movimientos alrededor de los caudillos que habían lleva- 
do a las masas populares a la lucha armada contra el régimen dictatorial de 
Porfirio Díaz. 

Cuando la reforma agraria amplía el mercado doméstico, al elevar el po- 
der de compra de la población rural y, a causa de ese hecho, la industria se 
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desarrolla y la burguesía crece con conciencia de su clase y también la clase 
Obrera, las luchas políticas van adquiriendo otro sello, distinto al de los mo- 
vimientos populares del pasado. 

Porque los partidos representan y defienden los intereses de las diversas 
clases sociales. No son, como la doctrina del liberalismo sostenía, instrumentos 
de expresión de los ciudadanos, sin diferencias, sin antagonismos materiales 
e ideológicos. En las naciones que llegaron al más alto grado de progreso in- 
dustrial, dentro del régimen de la propiedad privada de los medios de la 
producción económica y del cambio, los partidos, o son de la burguesía mo- 
nopolista, o de la clase obrera. En las que no han alcanzado ese desarrollo, 
todavía las clases medias, para desempeñar un papel de importancia en la 
vida económica, tienen una función política que se hace sentir. Y en las que, 
como la nuestra, cierto sector de la burguesía —la burguesía nacional— está 
empeñada en el progreso económico y social con independencia del impe- 
rialismo, al lado de los otros sectores de la burguesía y de la clase trabajadora, 
los partidos políticos tienen que reflejar, lógicamente, las ideas y los intereses 
de las clases más definidas e importantes en la vida del país. 

Pero no se había reformado el sistema electoral en consonancia con el de- 
sarrollo económico y social de los últimos años. Seguíamos viviendo dentro 
de la ficción del liberalismo tradicional en que, tratándose de los derechos 
políticos, éstos corresponden a las personas físicas, a los ciudadanos, y no a 
las clases sociales. 

Mientras el artículo 27 y el artículo 123 de la Constitución reconocen, 
explícitamente, los derechos de los trabajadores como una clase social dife- 
rente a las otras, lo mismo de los trabajadores industriales, de los servicios 
públicos y del aparato del Estado, que de los antiguos obreros agrícolas, el 
artículo 54 de la Carta Magna y otros relativos a los derechos de los ciuda- 
danos, han seguido manteniendo la tesis antihistórica de la no existencia de 
las clases sociales. 

Por eso era urgente reformar la Constitución, para poder reformar tam- 
bién el régimen electoral vigente. Era inaplazable ya poner de acuerdo el 
sistema para designar a los representantes de la sociedad con la realidad que 
vive México. Era menester que el derecho de asociación, para fines políticos 
—una de las garantías individuales más importantes— pudiera ejercitar- 
se sin estorbos. Era indispensable reconocer que, sin partidos políticos que 
puedan funcionar libremente y llevar a sus representantes a los cuerpos co- 
legiados que expresan la soberanía del pueblo, sobre todo al Congreso de la 
Unión, la democracia mexicana seguirá siendo una prerrogativa de facción 
más que de una clase social. 
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Si el Poder Legislativo ha sido una institución subordinada al Poder 
Ejecutivo, la causa hay que buscarla no sólo en el sistema electoral viciado y 
antidemocrático que prevalece, sino también en el hecho de que se ha teni- 
do temor a que se produzca, en las cámaras que lo integran, el debate entre 
las clases sociales, que, en los lugares de trabajo, en la prensa, en la calle, 
en todas partes y todos los días, se lleva a cabo. Y, para ocultar el verdade- 
ro problema, se habla de la conveniencia o inconveniencia de que exista la 
oposición a la mayoría absoluta que integra, en la Cámara de Diputados y 
en el Senado, el partido del gobierno. 

El problema no es el de la oposición al gobierno, porque, en un país ca- 
pitalista, hay clases sociales diferentes y mientras no desaparezcan habrá 
lucha entre ellas. 5i no tienen acceso al Poder Legislativo, de una manera 
legal, seguirán la lucha fuera del parlamento y si se les estorba o se les per- 
sigue la llevarán a cabo de un modo clandestino. Porque la lucha de clases 
abarca todos los frentes de batalla en los que se decide la suerte del pueblo y 
de la nación: el económico, el social, el cívico, el educativo, el cultural. Si los 
diferentes sectores sociales, a través de sus partidos, tienen intervención en 
el Congreso, la confrontación de sus ideas servirá para que el pueblo valo- 
rice la actitud de cada uno en función de sus intereses y de los de la nación, 
expuesta por sus representantes genuinos, sin el peligro de que los órganos 
de publicidad los falsifiquen o los presenten mutilados. 

Esas son algunas de las razones que movieron al Partido Popular desde 
su nacimiento, hace catorce años, a proponer una revisión a fondo del 
sistema electoral. Esos son los motivos por los cuales el Partido Popular 
Socialista ha insistido sin descanso en que la ley suprema de nuestro país 
pase del individualismo al reconocimiento de los derechos de las clases 
sociales en el terreno político, como pasó desde el Congreso Constituyente 
de 1916 del reconocimiento de las garantías individuales, como únicas, a 
la proclamación de las garantías sociales; de la tradición jurídica liberal 
de que la única fuente de los contratos es la voluntad de las partes, sin la 
intervención del Estado, a la tesis de que también la coacción moral de las 
mayorías asalariadas sobre sus patrones produce actos jurídicos como la 
huelga, y a la doctrina de que el Estado no puede ser ya una institución 
al margen de la iniciativa privada, a la que, según la tradición también, 
debe corresponder la promoción económica, la orientación de la sociedad 
y aun la definición de las relaciones internacionales de México. El sistema 
de las mayorías, para elegir a los representantes del pueblo, además de 
su falsedad política teórica, porque supone homogeneidad de intereses 
entre los votantes, en la práctica se convierte muchas veces en un siste- 
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ma de minorías, porque, sumando los sufragios que obtienen los diversos 
partidos que no alcanzan la mayoría, son más que los de ésta. Y si, a tal 
circunstancia, se agrega la de que en las elecciones para senadores y di- 
putados el promedio de los ciudadanos que sufragan oscila entre el 8 y 10 
por ciento de los registrados en el padrón electoral, resulta que los repre- 
sentantes del pueblo carecen del respaldo de los habitantes de su distrito 
o de su estado. 

Sólo la representación proporcional de los partidos, según el número de 
votos que hayan logrado para sus candidatos, puede hacer posible el funcio- 
namiento de los órganos de la voluntad popular, desde los ayuntamientos 
hasta el Congreso de la Unión. Este sistema no tiene nada de original. Se ha 
puesto en práctica en muchos países menos desarrollados que el nuestro y 
funciona sin dificultades ni complicaciones. 

El Presidente de la República, licenciado Adolfo López Mateos, presenta 
ahora una iniciativa de ley, que consiste en reformar la Constitución para 
que, manteniéndose el principio de la mayoría de votos para elegir los di- 
putados al Congreso de la Unión dentro de los distritos electorales que 
correspondan a cada una de las entidades federativas, según su población, 
los partidos políticos nacionales tengan sus representantes directos en la cá- 
mara, si alcanzan, como mínimo, el dos y medio por ciento de la votación 
total nacional, aun cuando no hayan logrado triunfos por mayoría en los 
distritos electorales. En este caso los partidos tendrán cinco diputados, y, 
por cada medio por ciento de la votación nacional, que sobre el dos y medio 
por ciento antes señalado obtengan, tendrán derecho a que se les reconozca 
un diputado más, sin exceder de veinte diputados en total, incluyendo los 
diputados que hayan sido electos por mayoría de votos en sus respectivos 
distritos. Los partidos que obtengan veinte o más triunfos por el sistema de 
mayoría, no tendrán derecho a diputados de partido. 

El Partido Popular Socialista desea señalar, primero, las limitaciones de la 
iniciativa y las contradicciones en que incurre, para comentar, después, su 
trascendencia histórica. 

El principal fundamento de la iniciativa, según su exposición de moti- 
vos, es el de que no pueden desaparecer los distritos electorales que a cada 
estado de la República corresponden, porque los diputados, además de 
legisladores, deben ser expositores de las necesidades y problemas de los 
distritos y gestores obligados del pueblo que los eligió “conforme a las vie- 
jas prácticas mexicanas”. 

El Partido Popular Socialista considera que esas viejas prácticas mexi- 
canas deben desaparecer. Porque los diputados representan —según la 
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doctrina política de la división de los poderes que nuestros Constituyentes 
adoptaron, tomándola de la filosofía social que presidió la gran revolución 
democrático-burguesa de Europa iniciada en 1789— a todo el pueblo y no a 
una fracción del pueblo. Es natural que los diputados surjan de algún lugar 
del territorio del país, del poblado o de la ciudad en que hayan nacido o de 
la localidad en que tengan su residencia; pero, una vez electos, pierden su 
calidad provinciana y se convierten en altos funcionarios de la Federación, 
en representantes del pacto entre el pueblo de los estados que creó nuestro 
régimen republicano, representativo y federal. 

Lo que ha ocurrido en México es que, durante la larga etapa de la dic- 
tadura de Porfirio Díaz, el pueblo carecía de derechos políticos y el Poder 
Legislativo era un simple apéndice ornamental del Poder Ejecutivo. 
Después, a partir de la vigencia de la Constitución de 1917, sobre todo desde 
que las Cámaras del Congreso se integran con miembros de un solo partido, 
subordinado al gobierno en lugar de que el gobierno estuviera subordinado 
al partido, y sólo simbólicamente por cinco o seis personas afiliadas a otros 
partidos, el Poder Legislativo ha dejado de ser un poder autónomo, que ha 
prescindido de su función de vigilancia y de control del Poder Ejecutivo. En 
esta situación, se preocupan por los problemas nacionales y se sienten frus- 
trados en su función de directores políticos del país, canalizan su actividad 
hacia cuestiones minúsculas, convirtiéndose en procuradores del pueblo, 
tarea que corresponde a los ayuntamientos de los municipios y a los re- 
presentantes de los órganos del gobierno federal y de los gobiernos locales 
encargados de la asistencia pública y de los servicios sociales. 

Dentro de la doctrina constitucional, los diputados deben ser, cada uno 
de ellos y todos en conjunto, los representantes de la nación electos por 
los ciudadanos para legislar, para establecer las normas del desarrollo pro- 
gresivo del país y vigilar su cumplimiento. Así lo expresa el artículo 51 de 
la Carta Magna. La Cámara de Diputados es la tribuna política más im- 
portante de la República, el foro mayor de los mandatarios de los diversos 
sectores de la sociedad. Por eso deben recobrar sus grandes funciones y no 
empequeñecerlas. 

Lo que urge es que el periodo de sesiones de las cámaras del Congreso 
no se limite a uno solo de cuatro meses nominales al año. La experiencia de- 
muestra que, en la práctica, esos cuatro meses de sesiones se reducen a dos 
o tres semanas y, como la casi totalidad de las iniciativas de ley provienen 
del Poder Ejecutivo, y las legislaturas de los estados jamás han hecho uso 
de su derecho de presentar las suyas, los proyectos se aprueban sin debates 
sustanciales, sin análisis que demuestren la importancia de su contenido, 
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positivo o negativo y, por tanto, sin que el pueblo se entere del curso de la 
administración y de las perspectivas de su patria. 

El Partido Popular Socialista propone que la iniciativa del ejecutivo se 
amplíe, estableciendo dos periodos de sesiones al año para las cámaras del 
Congreso de la Unión: uno, del mes de septiembre al mes de noviembre, y 
otro, del mes de abril al mes de junio de cada año, reformándose el artículo 
65 constitucional en ese sentido. 

La iniciativa del Presidente de la República dice que, en los casos en que 
se acrediten diputados de partido, la designación de las personas no se hará 
en el orden en que los partidos pretendan, sino según el número de votos 
que cada uno haya logrado en relación a los otros candidatos del mismo 
partido, para “evitar la creación de castas privilegiadas”. 

El razonamiento implica una contradicción con la tesis de la cual parte 
el sistema de diputados de partido. Si se trata de que los partidos políticos, 
que no hayan logrado diputados electos por mayoría de votos en los distri- 
tos electorales, tengan sus representantes directos en el Congreso, porque 
se reconoce que esos partidos constituyen corrientes de opinión específicas 
y defienden intereses y principios de una clase o de un sector social deter- 
minados, corresponde a los partidos indicar el orden de preferencia de sus 
representantes, con la sola condición que hayan logrado el dos y medio por 
ciento del total de los votos emitidos en una elección en todo el país. 

En todas las naciones en las que existe el sistema de elección a través de 
los partidos, el orden que éstos formulan con sus candidatos se respeta al 
decidir el número de diputados que les corresponden. Esto es justo y útil, 
porque cada partido ha hecho un examen de sus cuadros y ha decidido 
quiénes deben ser sus exponentes en el Parlamento, tomando en cuenta su 
preparación, sus cualidades personales y la fidelidad a los principios que su 
partido sustenta. El orden preferencial de los candidatos de los partidos en- 
traña una selección hacia arriba y no hacia abajo. Por esta razón forma parte 
del sistema electoral. 

Repetir los mismos candidatos en cada elección y llevarlos al congreso o 
al parlamento reeligiéndolos constantemente, es un método rigurosamente 
democrático, porque sólo los miembros de los partidos saben quiénes pue- 
den representarlos mejor, al mismo tiempo que esa práctica va formando 
los especialistas que toda función social requiere. En México, por la amar- 
ga experiencia de las reelecciones sucesivas del presidente de la República 
y de los gobernadores en el pasado, que nuestro pueblo no puede olvidar, 
se ha extendido el principio de la no reelección hasta para tareas ajenas a la 
dirección del país. Por un tiempo, difícil de precisar, mientras los partidos 
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políticos no decidan, de manera legítima, la integración de los poderes del 
estado, es conveniente mantener el tabú de la no reelección del jefe del go- 
bierno nacional y de los gobernadores de las providencias; pero, respecto 
de los senadores y diputados, sobre todo éstos, hay que romper con la tra- 
dición, siempre que los diputados lo sean de verdad y no lleguen al puesto 
que ocupan por causas ajenas a los intereses del pueblo y de las clases so- 
ciales que lo integran. 

El Partido Popular Socialista, aunque resulta obvio decirlo, estima que 
la reforma a las bases constitucionales del sistema electoral presupone no 
sólo la modificación de la Ley Electoral Federal vigente, sino la existencia 
de un padrón de electores permanente e infalsificable, y la intervención efi- 
caz de los partidos en la preparación, en la realización y en la calificación 
de las elecciones. Sin esas providencias, el fraude puede hacer nugatoria la 
reforma, permitiendo que las maniobras, la discriminación, el abuso de au- 
toridad y la corrupción política vuelvan a imperar, llevando una desilusión 
más grande que las anteriores, al pueblo, precisamente porque se abre, para 
él, ahora, un panorama distinto al de ayer. 

Pasando a los aspectos positivos de la iniciativa de ley del ejecutivo, el 
Partido Popular Socialista declara: que la reforma al sistema electoral tiene 
la misma trascendencia que lograron y siguen manteniendo los artículos 
tercero, 27 y 123 de nuestra Constitución. 

Declara que, pasar del sistema del individualismo político al régimen de 
partidos, amplía la democracia mexicana y puede ponerla al nivel del desa- 
rrollo económico y social que México ha alcanzado en los últimos tiempos. 

Declara que, como partido que se inspira en los principios del socialis- 
mo científico y tiene como misión defender los derechos y los intereses de 
la clase obrera, la iniciativa es una medida revolucionaria y patriótica del 
presidente Adolfo López Mateos; porque sólo dentro de un sistema políti- 
co que respete la realidad, las diversas clases sociales y los partidos que las 
representan pueden contribuir, comparando sus ideas y sus programas, al 
progreso sistemático de la nación y a la transformación avanzada de sus 
instituciones. 

Declara que la reforma ha de ayudar a que los ciudadanos se inscriban 
en los partidos que, a su juicio, representen sus intereses, defiendan sus de- 
rechos, luchen por sus reivindicaciones y puedan dirigir su marcha hacia el 
futuro, liquidando la indiferencia con la que muchos de ellos ven los deba- 
tes políticos, a pesar de que de esa contienda depende su propia existencia. 

Declara que la iniciativa, al radicar la vida política del país en la actividad 
de los partidos, servirá para evitar que las organizaciones creadas para fines 
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distintos a la dirección de la vida política de la nación, como las cámaras de 
comerciantes y de industriales, las asociaciones de banqueros, de padres de 
familia, las corporaciones religiosas y, en general, las agrupaciones llama- 
das de la iniciativa privada, usurpen las funciones de los partidos, sin tener 
el valor de incorporarse en ellos, pretendiendo, al mismo tiempo, gozar de 
impunidad para su conducta de oposición cerrada a todas las medidas que 
contribuyen al progreso de la República. 

Declara que el proyecto ha de servir también para que las organizacio- 
nes sociales de frente único, como los sindicatos obreros, sus federaciones y 
confederaciones; los sindicatos de trabajadores administrativos, técnicos e 
intelectuales, las agrupaciones formadas por campesinos y otras de la mis- 
ma índole, dejen de adherirse, como tales organizaciones, a los partidos, 
violando el derecho que tienen sus miembros, como ciudadanos, de afiliar- 
se a los partidos de su elección, sin el riesgo de perder su trabajo o de recibir 
sanciones de sus dirigentes, que utilizan estas organizaciones para obtener 
puestos políticos, corrompiendo al movimiento obrero y campesino al des- 
viarlo de sus tareas naturales. 

El Partido Popular Socialista declara: Que sólo el desarrollo económico 
independiente de nuestro país, no interrumpido, el fortalecimiento de las 
empresas del Estado y de su influencia creciente en el progreso de la econo- 
mía nacional; la revolución técnica en la agricultura hasta que logre grandes 
rendimientos sobre la base de la reforma agraria integral; la difusión, cada 
vez mayor, de la enseñanza, de acuerdo con los principios y las normas 
contenidas en el artículo tercero de la Constitución; la extensión de los ser- 
vicios de salubridad y los de los seguros sociales, y la ampliación sistemática 
del régimen democrático, garantizando la libre actividad de los partidos, 
pueden asegurar la elevación del nivel de vida de las mayorías, la plena au- 
tonomía de la nación y el respeto a su política exterior, de amistad con todos 
los pueblos del mundo, apoyada en los principios de no intervención, de 
autodeterminación, de coexistencia pacífica de todos los regímenes sociales, 
y en el desarme y en la prohibición de las armas atómicas. 

Esos son los objetivos actuales de mayor importancia de la Revolución 
Mexicana. Esas medidas y normas constituyen el camino de nuestro pue- 
blo, que ha de llevarlos hasta las formas superiores de la vida social. Esa 
trayectoria es la que no debe abandonarse ni en el próximo sexenio ni en los 
que vendrán después. 

Cuando llegue el momento, el Partido Popular Socialista hará el balance 
de la obra gubernamental del presidente, Adolfo López Mateos, señalan- 
do sus aciertos y sus yerros; pero, desde hoy, puede afirmar que el jefe del 


SEGUIREMOS LUCHANDO /37 


Poder Ejecutivo ha impulsado a México por esa senda con gran decisión y 
patriotismo, sin que la presión de las fuerzas del imperialismo, de la reac- 
ción clerical, de la burguesía de derecha y de los políticos puestos al margen 
de la vida pública, por su traición al movimiento revolucionario, hayan 
detenido su labor, lo mismo que el ataque diario y desequilibrado de los 
sectarios que se llaman de izquierda y que coinciden, en sus juicios, con los 
enemigos tradicionales de nuestro pueblo. 

El Partido Popular Socialista, porque lucha en esta época de transición 
entre dos sistemas de la vida social, por contribuir a que México sea, en el 
futuro, un país socialista, estimula la ampliación de la democracia dentro 
del marco del sistema capitalista en que vivimos, así como la naturalización 
de las riquezas naturales de nuestro país, de las principales fuentes de la 
producción y de los servicios, porque, sin esta orientación, el desarrollo del 
país, en lugar de servir a la justicia social y a la independencia cabal de la 
nación, sólo será aprovechado por una minoría de explotadores del pueblo 
y de enemigos de la patria mexicana. 

En conclusión, el Partido Popular Socialista formula su voto sobre la ini- 
ciativa de reformas y adiciones a los artículos 54 y 63 de la Constitución, de 
la siguiente manera, reiterando su decisión de seguir luchando por la im- 
plantación de un sistema democrático más progresista y completo. 

Primero. Aprueba el nuevo texto del artículo 54 constitucional, que pro- 
pone el ejecutivo de la Unión, excepto su fracción III, que debe decir así: 

TI. Estos (los diputados) serán acreditados en el orden que figuren en 
las listas de candidatos que los partidos deben formular previamente a las 
elecciones. 

Segundo. Aprueba la adición al artículo 63 de la Constitución y propone la 
siguiente reforma de los artículos 65 y 66 de la misma carta magna. 

El artículo 65 debe decir: “El Congreso tendrá dos periodos de sesiones 
ordinarias cada año. El primero, del mes de abril al mes de junio, y el segun- 
do, del mes de septiembre al mes de noviembre, en los cuales se ocupará de 
los asuntos siguientes”. El resto del artículo será el mismo. 

El artículo 66 debe suprimirse. 


COLEGIO ELECTORAL 


EL DEBATE QUE SE INICIA SE TRADUCIRÁ 
EN LUCHA DEMOCRATICA LEGITIMA 


HONORABLE COLEGIO ELECTORAL DE LA XLVI LEGISLATURA 
DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN: 








Desde que se constituyó con el nombre de Partido Popular, en el año de 
1948, el Partido Popular Socialista ha luchado constantemente por una re- 
forma al sistema electoral que existe en nuestro país. Los tundamentos de 
esta demanda son los que siguen: 

En 1910, al estallar la revolución, el valor de la producción industrial era 
apenas el diez por ciento del valor total de la producción de la República. 
Este hecho demostraba que México no había entrado todavía a la etapa de 
la vida moderna, caracterizada por la industria como factor decisivo de 
la economía nacional y que, en consecuencia, ni la burguesía ni el prole- 
tariado eran fuerzas determinantes de la vida pública. Las clases sociales 
más importantes estaban constituidas por los hacendados de mentali- 
dad feudal y esclavista, por las masas de peones sometidas a los grandes 
propietarios rurales y por los comerciantes y banqueros dedicados a la ex- 
portación de materias primas. Á esta estructura material correspondía un 
régimen tiránico que había abolido los derechos del hombre, especialmen- 
te la libertad de expresión del pensamiento y la organización cívica de los 
ciudadanos. 

Durante la lucha armada y después del triunfo del movimiento revo- 
lucionario empezó a transformarse la estructura económica tradicional, se 
liberaron los peones de las haciendas, se inició la aplicación de la reforma 
agraria, se reconocieron los derechos de la clase obrera, creció el mercado 
interior y, para satisfacer las demandas en aumento, se establecieron las ba- 
ses para la nueva industria. 


La dirección nacional del Partido Popular Socialista acordó que su primer presunto 
diputado en ser llamado a la tribuna daría lectura al documento elaborado por 
Vicente Lombardo Toledano, donde se establece la posición del partido. Cumplió 
esa tarea el C. Vicente Gómez Gómez. Diario de los Debates de la XLVI legislatura, 
México, D. F., 22 de agosto de 1964. 
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En ese periodo surgen los primeros partidos políticos, pero todavía con 
el carácter de movimientos alrededor de los caudillos y de las figuras más 
relevantes de la lucha popular. No son aún organismos estables, con pro- 
gramas permanentes y objetivos precisos inmediatos y lejanos. 

Cuando principia el periodo gubernamental que debía haber presidido 
el general Alvaro Obregón, por segunda vez, se crea el primer organismo 
político nacional denominado Partido Nacional Revolucionario (PNR), que 
sustituye a los numerosos partidos regionales que giraban alrededor de los 
caudillos menores. Por haber sido concebido sin preparación previa, sin con- 
sulta de las organizaciones de los ciudadanos que podrían integrarlo y por 
otras causas, el PNR, a pesar de que significaba un avance dentro de la vida 
política de México, estaba lejos todavía de ser un partido sólidamente cons- 
tituido y de grandes proyecciones para el futuro. Fue, fundamentalmente, 
un órgano electoral creado por los dirigentes del movimiento revoluciona- 
rio, con el fin de controlar y fortalecer al poder público frente a las fuerzas 
conservadoras, y de agrupar a las grandes masas de trabajadores urbanos y 
rurales, con la mira de aplicar sin obstáculos las reformas estructurales pre- 
vistas en la nueva Carta Magna. 

El Partido Nacional Revolucionario careció de autoridad propia, no ejer- 
ció ninguna vigilancia sobre los funcionarios públicos surgidos de su seno, 
careció de recursos provenientes de sus miembros y no realizó actividades 
distintas a las electorales. Por eso fue declinando hasta perder la influencia 
que logró durante algún tiempo. 

En 1938, días después de realizarse la expropiación y la nacionalización 
de las empresas extranjeras del petróleo, nuestro país se vio al borde de 
un golpe de Estado, preparado por las fuerzas reaccionarias domésticas, el 
imperialismo internacional y las organizaciones fascistas que actuaban aca- 
tando órdenes provenientes del exterior. 

Era urgente enfrentarse a la situación, uniendo a todos los elementos de- 
mocráticos y revolucionarios. Para este propósito se creó un nuevo organismo 
con el nombre de Partido de la Revolución Mexicana (PRM), en sustitución 
del PNR, que hacía tiempo se hallaba prácticamente inactivo. Pero el Partido 
de la Revolución Mexicana no fue un partido político, sino una alianza de 
las organizaciones de la clase obrera, de las masas rurales, de ciertos sectores 
de las clases medias y de los jefes del ejército en su carácter de ciudadanos. 

Se evitó el golpe de Estado, fracasó el intento de guerra civil y fue posible 
la transmisión pacífica del poder. Pero el PRM, por su origen, su estructu- 
ra y sus finalidades, tenía que llegar a la crisis, y así ocurrió. El presidente 
Manuel Ávila Camacho retiró al ejército del partido, haciéndolo perder su 
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fisonomía original, y se mantuvo sólo como pacto de acción común de las 
organizaciones obreras, campesinas y del sector llamado popular. 

Se planteó entonces, en toda su magnitud, la revisión de las normas de la 
vida política de México y del sistema electoral vigente, porque el desarrollo 
de las fuerzas productivas continuaba. La Segunda Guerra Mundial impul- 
só a ciertas ramas de la producción agrícola e industrial, a tal punto que en 
el año de 1950, por la primera vez, el valor de la producción industrial ma- 
nufacturera fue superior al valor de la producción agrícola y minera juntas. 

¿Debía existirunsolo partido? ¿Cuálesseríansuscaracterísticas definitivas? 
¿Cabrían en él todos los elementos considerados como revolucionarios? 
¿Debía cerrarse el paso, invariablemente, a las corrientes de opinión ajenas 
a la que sustentaban los hombres que ocupaban el poder? ¿Había llegado el 
momento, en suma, de permitir la existencia de diversos partidos políticos y 
de establecer un nuevo sistema electoral que hiciera posible la intervención 
de aquéllos en los cuerpos colegiados representativos del pueblo mexicano? 

La guerra impuso un receso en muchos de los aspectos de la vida políti- 
ca, porque todos los esfuerzos de los elementos revolucionarios tendieron 
hacia la lucha contra las potencias dirigidas por la Alemania nazi, que re- 
presentaban un grave peligro para la humanidad. Tuvo que aplazarse la 
decisión sobre la ampliación de la vida democrática, tanto respecto de los 
partidos como del sistema electoral. 

Ante la victoria ya evidente de las naciones antifascistas, se planteaban 
varios importantes problemas para México. En primer lugar, la revolución 
no podía seguir teniendo como objetivos únicos la reforma agraria, la des- 
colonización y la legislación del trabajo. Era indispensable señalarle nuevas 
metas y se pensó, con previsión certera, que la más apremiante y la de ma- 
yor trascendencia era el desarrollo industrial independiente de la nación. 
Otra meta consistía en la ampliación de la vida democrática, porque las cla- 
ses sociales ya estaban bien definidas y, como ocurre en todos los países 
basados en la propiedad privada, en el sistema capitalista de producción, 
ningún partido podía declarar que representaba a todas las clases de la so- 
ciedad mexicana. 

Por eso surgió el Partido Popular. Pero, además de garantías para la for- 
mación y el desarrollo de los partidos, era indispensable una reforma al 
sistema electoral, sin la cual los nuevos partidos no podrían participar nun- 
ca en los organismos constitucionales de la vida política. 

A eso se debe que el Partido Popular hubiera postulado en su programa 
inicial el sistema de la representación proporcional para integrar los cuer- 
pos colegiados voceros del pueblo y de la nación: los ayuntamientos de los 
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municipios, las legislaturas de los estados y las cámaras del Congreso de 
la Unión. Ese sistema, a su vez, requería condiciones previas para poder 
funcionar, comenzando por la formación de un padrón de los electores, 
completo y permanente, para evitar simulaciones y fraudes. 

Los fundamentos teóricos del sistema de la representación proporcional 
corresponden a las mismas ideas directrices de la reforma agraria y de la 
legislación del trabajo, que se apoyan en la consideración de que si bien es 
cierto que todos los mexicanos son iguales ante la ley, la realidad demuestra 
que en una sociedad dividida en clases sociales diferentes, el disfrute de las 
garantías jurídicas corresponde casi exclusivamente a las clases y sectores 
enriquecidos, a propietarios de los medios de la producción económica. A 
este razonamiento se debe que haya surgido el derecho de clase en nuestro 
país: el derecho a la tierra para las comunidades campesinas; el derecho a la 
huelga, a la organización sindical y al contrato colectivo de trabajo para la 
clase obrera. Era indispensable aplicar al campo de la vida cívica esa misma 
orientación, considerando a los partidos políticos como sujetos de derecho 
electoral. La teoría liberal del siglo XIX en el terreno de la producción eco- 
nómica, del comercio y de la vida social, tenía que ser remplazada por una 
nueva doctrina jurídica y política que reconociera los derechos de los dife- 
rentes sectores y clases sociales. 

Corresponde el mérito histórico de haber iniciado la reforma electoral, 
al presidente de la República, licenciado Adolto López Mateos. El Partido 
Popular Socialista, por conducto de su único diputado en la legislatura an- 
terior, dio su voto aprobatorio a esa reforma, que crea los diputados de 
partido, y expresó que seguiría luchando porque a ese primer paso siguie- 
ran otros hasta conseguir una revisión a fondo del sistema electoral en vigor. 

Porque es evidente que si la reforma electoral representa un paso avan- 
zado sobre la estructura política que considera a todos los ciudadanos 
iguales y a sus representantes como voceros de un conjunto social hetero- 
géneo, mientras no sean sustituidos los otros aspectos del proceso electoral, 
la reforma reciente no podrá aplicarse de una manera justa, honesta y ver- 
daderamente democrática. 

Es urgente que el padrón de los electores sea permanente e infalsificable, 
para que los ciudadanos puedan votar con su credencial durante un pe- 
riodo de algunos años en todas las elecciones, evitándose así el fraude y la 
aplicación de procedimientos amañados que van desde la suplantación de 
los sufragios hasta el empleo de la violencia. 

Pero también es inaplazable que los partidos políticos intervengan en la 
calificación de las elecciones, porque son los genuinos representantes de 


EL DEBATE SE TRADUCIRA EN LUCHA DEMOCRATICA /45 


los ciudadanos de las diversas clases y sectores sociales. Cuando partidos 
disímbolos y hasta antagónicos puedan llegar en nuestro país a calificar 
unánimemente las elecciones, se podrá decir que hemos entrado realmente 
en la plena vida democrática. La actual Ley Federal Electoral no sufrió más 
modificaciones que las inherentes a la incorporación del mecanismo para 
la designación de diputados de partido. En todo lo demás sigue inspirada 
en las viejas ideas y en los métodos que otorgan al poder público el control 
del proceso electoral desde el principio hasta el fin, y la decisión respecto de 
quiénes deben ser los representantes del pueblo. 

Si a eso se agregan otros factores, como el de que una buena proporción 
de los ciudadanos no están empadronados y el que no todos los que figu- 
ran en las listas de electores emiten su voto, es necesario examinar las causas 
de esos hechos, porque no se trata de un olvido, sino de una decisión de no 
comparecer ante las urnas electorales. 

Otro hecho también es el de que una gran cantidad de ciudadanos no 
sabe votar. Es comprensible que los centenares de miles de indígenas que 
hablan todavía preferentemente las lenguas nativas no puedan votar con 
propiedad, y que también los millones de analfabetos que hay en nuestro 
país tropiecen con obstáculos para dar su voto de una manera consciente; 
pero la ignorancia respecto a lo que es el procedimiento electoral alcanza 
inclusive a las personas de clase media que viven en las urbes. Á este res- 
pecto, el Partido Popular Socialista propondrá oportunamente que en las 
escuelas secundarias y preparatorias de todo el país se dé un curso sobre la 
Ley Electoral y se enseñe la forma de emitir los sufragios, para que los jóve- 
nes eduquen a sus padres y a sus parientes, hasta que en la próxima década 
pueda votar la absoluta mayoría de los mexicanos. 

Las reformas al sistema electoral deben considerar, asimismo, la manera 
de impedir la coacción sobre los votantes, como lo apuntó hace unos meses 
la Comisión Federal Electoral en un documento valioso, pero que no fue co- 
nocido por casi nadie. 

Todos esos factores, más la actitud autoritaria e insolente de los caciques 
locales para quienes ni la reforma agraria ni la legislación del trabajo, ni la 
reforma electoral tienen valor, contribuyen a que las elecciones sean todavía 
no sólo imperfectas, sino que estén plagadas de vicios y de errores. 

El Partido Popular Socialista seguirá luchando dentro de los cuerpos 
integrantes del poder público y fuera de ellos, por una reforma electoral 
completa, y está seguro de que llegará un día en que la mayoría de los ciu- 
dadanos, hombres y mujeres, se habrán incorporado a los partidos políticos 
de su elección. Entonces quedará para siempre liquidada la teoría liberal de 
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los ciudadanos iguales teóricamente entre sí, y los partidos políticos gana- 
rán en fuerza y en autoridad porque representarán a la verdadera mayoría 
de los ciudadanos. También entonces no habrá sino diputados y senadores 
de partido, como ocurre en los países que han llegado desde hace tiempo a 
un grado de madurez política, que el nuestro todavía no logra. 

La dirección nacional del Partido Popular Socialista me encomendó que 
presentara este documento, no sólo para precisar nuestra opinión sobre el 
sistema electoral, sino también para exponer ante los presuntos diputados 
de la legislatura que va a integrarse, cómo entiende la labor parlamentaria. 

La presencia en la Cámara de Diputados de los representantes de los di- 
versos partidos políticos contribuirá, de una manera directa y eficaz, a que 
el Poder Legislativo actúe con independencia del Poder Ejecutivo. Esto no 
quiere decir que deba proceder en contra del gobierno, sino desempeñar el 
papel que la Constitución de la República le otorga como cuerpo legislativo, 
como institución revisora de la hacienda pública, como vigilante de la vida 
cívica de la nación y como órgano de interpretación y de defensa de los in- 
tereses del pueblo. 

Por razones que todos conocen, durante un largo tiempo el Poder 
Legislativo no pudo llevar a cabo su labor, dejando que el Ejecutivo asu- 
miera casi de un modo exclusivo las funciones que corresponden a la 
Cámara de Diputados y al Senado de la República. Á partir del día primero 
de septiembre próximo, habrá por lo menos un cotejo de ideas y un debate 
alrededor de las iniciativas de los diversos partidos políticos, que se tradu- 
cirá en una lucha democrática legítima, en un diario y elevado análisis de 
los problemas del pueblo y de la nación, porque sólo en un clima de respe- 
to y de emulación se pueden analizar las cuestiones que afectan a la vida 
de México. 

El Partido Popular Socialista está resuelto a contribuir, de esa manera, 
a las funciones de la Cámara de Diputados, que es el organismo genuina- 
mente popular de acuerdo con la doctrina de la división de los poderes y las 
tareas que le asigna la Carta Magna. 

Comúnmente se aplica a los partidos minoritarios el calificativo de parti- 
dos de oposición. Por lo que toca al Partido Popular Socialista, hemos dicho 
desde su fundación, incansablemente, que no es un partido de la oposi- 
ción por la oposición, porque una conducta semejante carece de sentido. El 
Partido Popular Socialista es un partido revolucionario, democrático, antim- 
perialista, que ha contribuido al desarrollo de la Revolución Mexicana para 
que llegue hasta sus últimas consecuencias. Por eso es un partido intransi- 
gente con las ideas y las metas que la revolución debe alcanzar. 
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Cuando el gobierno de nuestro país ha interpretado fielmente los ideales 
del movimiento revolucionario y ha defendido con decisión y valentía los 
intereses del pueblo y de la nación, la única oposición que puede esperarse 
es la de las fuerzas contrarrevolucionarias. Esto quiere decir que la oposi- 
ción a la política del poder público, es éste el que la engendra: si se desvía 
de la trayectoria de la revolución, la oposición surge de los revolucionarios; 
pero si el poder público sigue el camino construido por el pueblo, son los 
elementos retardatarios, conservadores y proimperialistas los que constitu- 
yen la oposición. 

El Partido Popular Socialista no puede, por tanto, mantener la misma 
conducta ante el gobierno. Sólo los dogmáticos y sectarios o los ignoran- 
tes de solemnidad pueden calificar de oportunismo su actitud, porque ni el 
Estado ha realizado la misma labor en todas las épocas ni los hombres que 
lo han presidido han tenido la misma calidad ni la misma devoción de ser- 
vir al pueblo y a la patria. 

El Partido Popular Socialista ha apoyado con claridad y firmeza la obra 
del actual presidente de la República, Adolfo López Mateos, porque in- 
dependientemente de los errores que haya cometido su administración, 
pasará a la historia como uno de los más grandes presidentes de México. 
Sólo pueden hallarse en oposición a su labor los enemigos del pueblo. 

Pero también el Partido Popular Socialista ha sostenido de un modo in- 
variable su línea estratégica y táctica, que consiste en la unidad de todas las 
fuerzas democráticas, revolucionarias y patrióticas, sin la cual no es posible 
que el gobierno, por avanzado y resuelto que sea, pueda lograr sus objeti- 
vos sin graves obstáculos y riesgos. Esa unidad ha operado ya en diversas 
ocasiones y debe ser una preocupación de todos los partidarios del progre- 
so autónomo de nuestro país, al margen de sus naturales divergencias en 
muchas cuestiones concretas y respecto de la manera de entender el futuro. 

El Partido Popular Socialista seguirá siendo un factor de ayuda para que 
nuestro país continúe avanzando sin interrupción, se eleve el nivel de vida 
de las mayorías en todos los órdenes y prospere la nación con independen- 
cia del exterior, haciendo posible que su pueblo se señale y alcance nuevas 
metas cada vez más valiosas, y el Estado mexicano participe en la solución 
de los grandes problemas internacionales en el mismo pie de igualdad que 
los grandes países del mundo. 

El Partido Popular Socialista tiene formulada una serie de iniciativas de 
ley y numerosas reformas a las existentes, para contribuir a esos propósitos, 
porque es un partido constructivo. En el actual periodo de la vida interna- 
cional, cuando la rebelión de los pueblos atrasados contra las metrópolis de 
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las naciones que los han explotado se halla en pleno desarrollo, y los anta- 
gonismos interimperialistas se multiplican y se profundizan, México tiene 
grandes posibilidades de seguir avanzando por la vía que su pueblo ha ele- 
gido hacia formas superiores de la vida social. Pero también dentro de este 
escenario hay peligros a los que es necesario hacer frente con éxito, que sólo 
se puede lograr con la unidad de los revolucionarios que hace más de me- 
dio siglo vienen luchando juntos y aprietan sus filas en los momentos más 
difíciles, sin transacciones con los intereses vitales de México. 

lodavía hay numerosas imperfecciones en nuestra vida política, que es 
menester liquidar con decisión, y problemas que estudiar seriamente para 
darles una solución justa y sin demora, porque los apremios internos y las 
presiones de afuera obligan a nuestro país a marchar defendiéndose para 
asegurar su cabal independencia y alcanzar las metas que todavía no logra. 

El Partido Popular Socialista ayudará a la construcción total del México 
nuevo que está edificándose, y luchará para que no se dé por definitiva- 
mente concluido sino hasta que el pueblo viva en la abundancia, con acceso 
fácil y verdadero a los beneficios de la civilización y de la cultura, y nues- 
tra patria pueda contribuir a la convivencia pacífica de todas las naciones, 
evitando nuevas violencias y, ante todo, una nueva guerra que tendría las 
consecuencias catastróficas que todos han señalado. 

Los años que vienen son difíciles. Las fuerzas más reaccionarias del im- 
perialismo norteamericano durante la última década, desde el golpe de 
Estado contra el gobierno de Guatemala, han puesto en vigor otra vez, 
desde la Casa Blanca, la política del garrote para tratar a nuestros pueblos. 
Escudándose en el imaginario peligro del comunismo para el continente, 
han preparado y realizado o ayudado a ejecutar numerosos cuartelazos que 
han roto el orden constitucional en casi toda América Latina. Han hecho de 
la Organización de los Estados Americanos un instrumento de división de 
las naciones del hemisferio y de agresión a su soberanía, repudiando, en la 
práctica, los principios de no intervención y de autodeterminación que for- 
man la estructura del derecho internacional. 

Su furia contra la Revolución Cubana ha llegado a extremos que han 
puesto en peligro la paz mundial, y su desesperación por la pérdida del 
dominio hegemónico que durante largo tiempo ejercieron sus monopo- 
lios sobre nuestros países los lleva hasta hablar abiertamente en contra del 
respeto a la soberanía de nuestros pueblos, calificándola de anacrónica e 
inaceptable. 

México está casi solo en el continente, levantando la bandera de la 
libertad, de la justicia y del honor de los trescientos millones de latinoa- 
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mericanos, con decisión y con un alto sentido de sus responsabilidades 
históricas. El abanderado en esta lucha trascendental se llama Adolfo López 
Mateos, quien entregará la tarea de seguir la misma gloriosa misión al pre- 
sidente electo Gustavo Díaz Ordaz. 

El Partido Popular Socialista hizo suya la candidatura del PRI para la 
Presidencia de la República y la registró como propia. Ayudó a su triunfo 
en todas las regiones del país, y espera prestar al licenciado Gustavo Díaz 
Ordaz el mismo concurso que ha dado al actual gobierno, insistiendo en la 
unidad de las fuerzas democráticas y patrióticas. 

La responsabilidad histórica de la calificación de las elecciones para di- 
putados corresponde por completo al partido del gobierno —al Partido 
Revolucionario Institucional— que tiene la mayoría de representantes 
y controla las comisiones dictaminadoras sobre la votación del 5 de julio. 
Calificamos de histórica esa responsabilidad, porque es la primera vez que 
va a aplicarse la reforma electoral. De las decisiones que tome dependerá 
que se abra para el pueblo la esperanza en una vida democrática en la que 
el pueblo se oiga a sí mismo, o que aumente su viejo pesimismo respecto del 
valor de las instituciones políticas de nuestro país. 

El Partido Popular Socialista, al presentarse ante el honorable colegio 
electoral de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por con- 
ducto de sus representantes, saluda a todos los diputados progresistas y 
revolucionarios; les tiende su mano de aliado, y a los que no participan de 
sus ideas ni de sus propósitos, los invita a discutir en el plano superior en 
que los sagrados intereses de la patria deben considerarse siempre. 


COMENTARIOS SOBRE LA POLÍTICA 
DEL PODER EJECUTIVO 


NADIE PUEDE APARTAR A MÉXICO 
DEL CAMINO DE LA REVOLUCION 





SEÑOR PRESIDENTE, 
SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 





No sin emoción abordo esta tribuna que ocupé la última vez hace cuarenta 
años como diputado de la clase obrera, porque al despedirnos los que inte- 
gramos esa asamblea, realizamos un examen crítico de la obra cumplida por 
la administración pública. 

Hoy, al regresar a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, mis 
primeras palabras conciernen, como aquéllas, al examen de la obra cumpli- 
da en este sexenio por el actual Presidente de la República. 

No he de analizar la obra cabal y completa de Adolfo López Mateos, por- 
que el tema, el objetivo de esta sesión solemne se refiere sólo al juicio del 
último informe del jefe del gobierno. Tiempo habrá, y lo habrá de hacer 
también mi partido, para llevar a cabo un examen objetivo, justiciero, real 
de la obra cumplida por el jefe del Estado. 

He de referirme, en consecuencia, sólo al informe, pero es menester para 
encuadrarlo históricamente, recordar que las causas del progreso de un 
país son, fundamentalmente, el grado de desarrollo de las fuerzas produc- 
tivas y la forma en que la riqueza se distribuye entre los componentes de la 
sociedad. 

Por esta causa, en la primera gran etapa de la historia de nuestro país, 
el objetivo fundamental del pueblo fue el de lograr la independencia de 
la nación, porque en una colonia no pueden desarrollarse las fuerzas pro- 
ductivas, no pueden distribuirse los productos de un modo justiciero ni 
tampoco pueden caminar, vigorosas y libres, las instituciones sociales ni flo- 
recer la cultura. 

Lograda la independencia de la nación, el pueblo se propuso otras me- 
tas. Para aumentar las fuerzas de la producción económica y para poder 
distribuir la riqueza de una manera equitativa o para iniciar el camino de la 
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justicia distributiva, era indispensable organizar jurídica y políticamente a 
la nación, ya libre, creando el Estado, pero otorgándole la categoría de única 
autoridad legítima en el país. 

Por esta causa, el objetivo en la segunda gran jornada de nuestra histo- 
ria, fue la creación de la República, y el fortalecimiento del Estado como la 
única autoridad de la nación, liquidando toda clase de corporaciones y pri- 
vándolas de sus privilegios, fueros y bienes que habían acumulado en el 
curso del tiempo. 

Nación independiente, régimen republicano, Estado como autoridad no 
sólo suprema, sino exclusiva de la vida pública, fueron los resultados de lar- 
gos años de lucha, primero durante los once de la Guerra de Independencia; 
después en la etapa dramática y convulsa de los treinta y cinco años que co- 
rren de 1821 hasta la revolución de Ayutla, y después, en la etapa siguiente, 
cuando las Leyes de Reforma dan fisonomía definitiva a nuestro país. 

Pero como no fue posible que la Revolución de Independencia ni la de 
Reforma alcanzaran todos los anhelos del pueblo mexicano, y las contra- 
dicciones internas de nuestra vida pública fueron acumulando injusticias, 
limitando las posibilidades del crecimiento material de nuestro país y tam- 
bién la manera de ser independiente frente al extranjero, en 1910, otra vez 
estalló un movimiento de tanta profundidad como los anteriores movi- 
mientos populares. 

Ya victoriosa la revolución, en 1917, se propone revisar todo el pasado, 
y surge de la nueva Carta Magna una nueva estructura jurídica y políti- 
ca para México; una nueva idea de las relaciones entre los particulares y el 
Estado, y una tesis, nueva también, respecto de las funciones del Estado. 
Esta revolución es la que todavía vivimos, y dentro de cuyo cuadro histórico 
debemos juzgar el intorme del presidente Adolfo López Mateos. 

He revisado otra vez; he leído con atención el informe que escuchamos 
apenas hace unas horas, y con el fin de examinar su contenido más valio- 
so, he de ceñirme, en cuanto a mis consideraciones, a los aspectos que me 
parecen de mayor trascendencia: el juicio histórico que el Presidente de la 
República tiene acerca de nuestra evolución, el desarrollo de las fuerzas 
productivas logrado en este sexenio, la forma en que se han llevado a cabo 
las relaciones de producción. Á este respecto, las prestaciones sociales y los 
servicios públicos; la vida democrática, la educación y la cultura; las relacio- 
nes internacionales y la perspectiva de México. 

No he de repetir, por supuesto, el texto del informe en ninguno de es- 
tos breves capítulos; pero sí he de hacer ver la mayor significación que 
tienen. 
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El Presidente de la República dice, hablando de nuestro pasado y de 
nuestro desarrollo histórico, que después de los tres siglos del régimen colo- 
nial, el anterior a la actual centuria fue también una etapa llena de guerras, 
de invasiones extranjeras que hicieron muy difícil disfrutar de la paz sin la 
cual no es posible construir nada perdurable; y que sólo apenas hace seis 
lustros, es cuando el país goza de paz interior, de paz institucional. ¿Por 
qué? Porque el pueblo se levantó contra el régimen de una dictadura perso- 
nal muy prolongada, y encontró el camino de su ser y también de su hacer. 

Por este motivo, afirma el Presidente, dentro de esa ruta: “Emprendimos 
con audacia pero con meditada planeación de recursos y de metas, tareas 
que en otras épocas hubieran parecido muy ambiciosas. Sin embargo, rea- 
lizada la tarea que nos impusimos —concluye— debemos aceptar que lo 
hecho es punto de partida para mejores logros”. 

Ahora bien, ¿de qué manera se han desarrollado las fuerzas de la pro- 
ducción en estos seis años? El gran problema de nosotros, los mexicanos, 
es —todos lo saben— la desproporción entre el desarrollo demográfico y el 
crecimiento de las fuerzas productivas. 

Hasta hace poco tiempo había un desnivel evidente entre el aumento de 
población y la producción económica que significaba satistacción de bienes, 
de necesidades e impulso para el desarrollo general. 

El Presidente afirma que en este sexenio se ha logrado ya mantener un 
coeficiente de desarrollo superior al del incremento demográfico. Esta afir- 
mación es no sólo importante sino al mismo tiempo veraz. ¿Obra sólo de 
estos seis años, exclusivamente labor del actual Presidente de la República? 
Sí y no; ningún gobierno, cuando acierta, es el creador de la historia, es siem- 
pre el resultado de esfuerzos anteriores y en materia del desenvolvimiento 
económico hay que ir hacia atrás, desde la administración de Obregón, que 
fue el primer aplicador fiel de la nueva Carta Magna; las bases trazadas por 
el presidente Calles, en materia económica y de progreso material y social, 
y recordar también la obra de los que siguieron, de los que hicieron obra 
positiva, pero es incuestionable que en este sexenio, como nunca, se pudo 
impulsar el desarrollo de las fuerzas productivas, porque también en es- 
tos años que van a concluir con el actual, la Revolución Mexicana llegó a 
perfilar con precisión, que será indudablemente permanente, las tareas del 
poder público frente a los grandes problemas del pueblo y de la nación. 

Decir, como algunos han afirmado, que hace muchos periodos presi- 
denciales, a raíz de la promulgación de la Carta Magna de 1917 se previó 
el desarrollo de México y se trazó el cauce por el cual caminamos hoy, no 
corresponde a la verdad histórica, y eso no es en detrimento de nadie, 
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sino que un país con la estructura del nuestro, con los apremios internos 
y exteriores por los que ha pasado, tuvo que enfrentarse a hechos con- 
cretos también, y resolverlos. Quien dio el rumbo general del desarrollo 
económico fue precisamente nuestra característica de país semifeudal y 
esclavista hasta 1910, y nuestro carácter de país semicolonial todavía has- 
ta ahora. 

Es, sin embargo, en estos años, cuando el Estado precisa su carácter, sus 
tareas, y las lleva a cabo con decisión. Por eso ha podido lograrse un ritmo 
del desarrollo económico superior al ritmo del desarrollo demográfico. El 
informe dice que el alza del promedio del crecimiento nacional será en el 
presente año de 7 por ciento. Este es un índice de una gran significación 
s1 se compara con el índice que guardan las demás naciones de la América 
Latina, que por desgracia para sus pueblos y para su cabal soberanía no ha 
logrado siquiera equiparar el crecimiento económico con el desarrollo de- 
mográfico. El informe agrega: “el producto nacional bruto en 1958 fue de 
66 000 millones de pesos; en el presente año de 1964 será de 90 630 millo- 
nes”. Resultado del desarrollo de la producción económica en todos sus 
aspectos: de la reforma agraria, ante todo considerada como simple au- 
mento del mercado interior, sin necesidad de tocar sus aspectos políticos 
y humanos; resultado del desarrollo de la industria, pero principalmente a 
juicio nuestro, resultado de la intervención del Estado en la economía na- 
cional, abandonando definitivamente la vieja tesis liberal del siglo pasado. 
El Estado en México es productor directo, coordinador de las fuerzas econó- 
micas, impulsor de la producción, administrador de los servicios, educador, 
y, al mismo tiempo, el defensor de la soberanía nacional hacia adentro y 
hacia afuera. Si el Estado en México no hubiese adoptado esta conducta no 
arbitraria ni caprichosa porque se desprende de los mandatos, de los im- 
perios contenidos en la Constitución de 1917 que nos rige, si se hubiesen 
mantenido los principios del liberalismo en todos los aspectos de la vida 
pública, es incuestionable que ni habrían crecido las fuerzas productivas al 
ritmo que tienen ni el país se hubiese desenvuelto en los aspectos funda- 
mentales de su existencia. 

Esta es la causa de que haya empezado a resolverse esa disparidad entre 
la población que aumenta y los bienes que no crecen al mismo ritmo. Por 
eso también el Estado ha podido llevar a cabo una inversión de más de 28 
000 millones y logrado una recaudación fiscal de más de 40 000 millones de 
pesos. En el sexenio, la inversión pública fue de 65 000 millones, es decir, 
131.7 por ciento más que en el ejercicio anterior y la recaudación fiscal cre- 
ció en 83 por ciento en el lapso señalado. 
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Esas inversiones, y es otro aspecto importante de la vida económica y 
por lo tanto social de nuestro país, han tenido también un nuevo destino: 
74 por ciento a obras de desarrollo económico y 26 por ciento a obras de 
beneficio social, es decir, que la inversión pública ya abandonó la tradición 
de inversiones improductivas en buena parte ornamentales, en cuanto a 
servicios públicos y otros aspectos que no aumentaban la riqueza, sino que 
empobrecían al país a cambio de oropeles y de formas ficticias de la vida 
social. 

Esta es la causa, asimismo, de que en el terreno del aumento de las fuer- 
zas productivas se hayan logrado incorporar en estos seis años más de 
364 000 hectáreas al cultivo; es la causa, de igual modo, del resultado de 
las obras de irrigación de las nuevas presas, de la grande y de la pequeña 
irrigación; es el producto del crecimiento de la producción agropecuaria, 
que sólo ella casi duplica la tasa del crecimiento demográfico; y es el mo- 
tivo de que haya aumentado considerablemente el rendimiento nacional 
de la tierra. 

Pero la reforma agraria no ha concluido; se entregaron, según el informe, 
16 millones de hectáreas a los ejidatarios, más de la tercera parte de las tie- 
rras repartidas en 44 años. El informe afirma que se repartirá hasta el último 
palmo de tierra que no reúna los requisitos estrictamente jurídicos que am- 
paran a la pequeña propiedad. 

Sobre el particular, habría que decir mucho en relación con la reforma 
agraria y la manera de concebirla; pero lo que importa en este aspecto del 
examen que llevo a cabo, es señalar sólo el aspecto del crecimiento de la pro- 
ducción. ¿Qué fenómeno está ocurriendo en nuestro país? ¿Por qué nos han 
visitado en un lapso muy breve personas ilustres, algunas, otras destacados 
jefes de los gobiernos extranjeros? Porque se ha dado el hecho de una ex- 
pansión de la economía de nuestro país. 

Cuando el general, Charles de Gaulle, visitó México hace algunos me- 
ses, yo leí un artículo en una revista, de un escritor conocido que decía de 
muy buena fe y aun exaltado: “Llega con el Presidente de Francia, la dulce 
Francia, la Francia eterna del pensamiento alado”. Y siguió discurriendo en 
el estilo ya muerto de nuestros abuelos y padres. 

¡No! El general Charles de Gaulle vino a comprar y a vender, como 
la reina de Holanda, como el príncipe de Japón; como vendrán mañana 
otros jefes de Estado, porque estamos pasando por un momento del boom 
como dirían los economistas, de expansión económica en la agricultura, en 
la industria, en los servicios; pero este boom se debe a la intervención del 
Estado como dije ya, en el proceso económico. 
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La libre concurrencia en un país como el nuestro, sin capitales naciona- 
les, padeciendo durante mucho tiempo la sangría del dinero que exportan 
las empresas extranjeras establecidas en nuestras tierras, jamás habría podi- 
do emprender las grandes reformas a la estructura económica y al camino 
del Estado. 

Hace medio siglo la industria básica todavía estaba en manos del capital 
extranjero, comenzando por la industria energética, el petróleo, la electri- 
cidad, el carbón, y por la industria básica fundamental de toda industria 
manufacturera, el fierro y el acero. Hoy no, casi todas las ramas funda- 
mentales de la industria están en manos del Estado y algunas de ellas las 
comparten los mexicanos. 

Sin eso, habría sido imposible este boom económico al que todos acuden 
para vender desde muy lejos, desde muy cerca. 

La electricidad aumentó considerablemente después de la nacionaliza- 
ción; no digamos el petróleo, que en su mayoría hasta 1938, era materia de 
exportación. Pero además hemos entrado a una nueva etapa en el petróleo; 
ya no es sólo una industria para lubricantes y combustibles; hemos desarro- 
llado el de la petroquímica. 

Hasta hace poco tiempo se podía medir la importancia económica de un 
país sabiendo qué número de lingotes de acero producía cada año. Hoy la 
medida es otra: ¿Cuál es la producción de la petroquímica? Esa es, y ya he- 
mos entrado en ella. 

Las empresas mineras han cambiado de orientación en cierta forma, y 
sobre esta base de la industria pesada, en manos del Estado, se han tenido 
que desenvolver las industrias productoras de bienes de uso y de consumo, 
y los servicios, ante todo las comunicaciones, los telégrafos, los teléfonos, 
las telecomunicaciones y las carreteras, en un país como el nuestro, mon- 
tañoso, sin vías fluviales navegables, con desiertos extensos, la obra de la 
comunicación interior era fundamental. 

Los ferrocarriles no bastaban, fueron pensados, creados y financiados, 
principalmente por los capitales privados de Norteamérica como apéndice 
de la gran red ferroviaria de su país, para poder exportarse los minerales 
y otros productos; sin una red de carreteras de tipo nuevo, hubiera sido 
imposible el desarrollo agrícola e industrial, y por lo tanto el intercambio 
interior. 

La obra realizada en este sexenio es de una enorme trascendencia en 
cuanto a caminos modernos toca, y las vías férreas no crecidas en la misma 
proporción, se han modernizado y empiezan a crearse las vías transversa- 
les, sin las cuales jamás se podrá integrar un sistema de comunicaciones y 
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transportes. La obra del Ferrocarril del Pacífico honra a nuestros ingenieros, 
y a los trabajadores que la llevaron a cabo. 

Es decir, en este sexenio las fuerzas productivas han crecido por un pro- 
ceso natural de acumulación de una serie de medidas positivas en el pasado. 
Pero si antes la nacionalización, el proceso de nacionalización de la econo- 
mía existió, fue en hechos esporádicos y concretos. Mentira que se haya, al 
nacionalizar algunas fuentes de la producción, formulado implícitamente 
un programa de largo alcance. 

Yo, que he vivido durante medio siglo la vida de mi país, y que he par- 
ticipado en ella como un soldado raso del ejército del pueblo, sé muy bien 
que eso no es verdad. Fue necesario nacionalizar a los ferrocarriles por- 
que estaban destruidos totalmente, y porque había que pagar a empresas 
extranjeras deudas contraídas o impuestas. Fue necesario nacionalizar el 
petróleo porque la nación no habría podido tolerar un reto a su sobera- 
nía por una bola de aventureros. Fue menester aplicar la reforma agraria 
dándole una denotación mayor que la primera, para que las tierras ricas 
también estuvieran en manos de los campesinos, y no solamente las áridas. 
Toda la nacionalización en el pasado fue un acto concreto impuesto por la 
necesidad. Pero hasta hoy precisamente, por toda la experiencia rica del pa- 
sado inmediato, es cuando hay una tesis real, clara, firme, precisa, acerca 
del desarrollo económico y del papel preponderante que debe tener en ese 
movimiento el Estado mexicano. Las fuerzas productivas en este sexenio 
son la garantía única para que, prosiguiendo en esa ruta, nuestro país pue- 
da alcanzar sus metas fundamentales, como nación, y nuestro pueblo los 
objetivos que hace mucho tiempo está persiguiendo. 

Pero ahora veamos el otro aspecto: ¿De qué manera se distribuye la ri- 
queza nacional? Porque bien dice el Presidente: “La producción no es un 
fin en sí, sino un medio”. Y todos los que hemos luchado por beneficiar a 
nuestro pueblo, por levantar todos los órdenes de su vida material y es- 
piritual, lo hemos afirmado sin cesar. El Presidente dice esta frase certera: 
“Algunos, de mala fe, afirman que en el proceso del desarrollo deben limi- 
tarse las conquistas obreras y estancarse el progreso social para la formación 
de capitales. Esta tesis —agrega— es contraria a la Revolución Mexicana”. 
Correcto; justo, desde el punto de vista de la teoría económica y desde el 
punto de vista de la práctica propia y ajena, porque hay dos maneras de 
desenvolver a un país: o bien elevando el nivel de vida de su pueblo, con 
sacrificio de la independencia nacional —no quiero citar nombres de países 
para no ofender a nadie— o hay también la otra forma, la de aumentar las 
fuerzas productivas e inclusive llegar casi hasta la soberanía plena nacional, 
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a costa del sacrificio de las masas populares, explotándolas. Pero las dos po- 
siciones son falsas, y, por lo tanto, injustas. Ni se debe elevar el nivel de vida 
con mengua de la soberanía nacional ni se puede tampoco mantener la in- 
dependencia nacional sacrificando al pueblo que todo lo hace. 

Es posible el crecimiento de la producción emparejado a una distribución 
menos injusta de la riqueza. El informe, a este respecto, da algunas cifras de 
interés: los precios aumentaron sólo 14 por ciento en el sexenio, y los suel- 
dos y salarios se elevaron 96.7 por ciento. 

Independientemente de examinar las cifras como tales, el hecho es que 
fue posible el desarrollo económico sin que se llevara a cabo la carrera in- 
fernal de que los salarios van atrás de los precios y pierden en el esfuerzo 
de un modo invariable. Esto fue posible por lo dicho antes, y también por 
la intervención del Estado en el mercado interior de compra de cosechas, 
venta de las mismas a precios fijos, y otras razones, principalmente por las 
medidas tendientes a aumentar los salarios y los recursos de las masas de 
las grandes mayorías. 

En este capítulo, el Presidente mencionó el reparto de utilidades a los 
trabajadores. Yo me opuse sistemáticamente, desde el año de 1920, a que 
se aplicara el artículo 123 en su parte relativa a las utilidades de las empre- 
sas, sin meditación, porque esta institución del reparto de las utilidades fue 
incorporada en el artículo 123 de la nueva Carta Magna por un grupo de 
constituyentes de 1916, que se inspiraron en la legislación europea, particu- 
larmente en la belga y la francesa, en los momentos en que los gobiernos 
de aquellos países trataban de tener la simpatía, el apoyo de las masas tra- 
bajadoras para la guerra mundial que se aproximaba, o en pleno combate 
con el enemigo, y además, porque había la intención —vale la pena leer el 
Diario de los Debates del Congreso Constituyente— había la intención de 
que el reparto de utilidades debería, con el tiempo y con sus consecuencias, 
remplazar a la lucha de clases. Por esos motivos, los que hemos participado 
muchos años en la dirección del movimiento obrero, nos opusimos al repar- 
to de utilidades. 

El actual presidente López Mateos le ha dado una variante al problema: 
parte de las ganancias de las empresas, a los trabajadores; parte para rein- 
versión, y parte para otro destino, aumentando los ingresos del fisco; pero 
no hubo en la intención de la ley —y así lo dice en su exposición de moti- 
vos— la vieja intención de creer que el reparto de utilidades va a acabar con 
la lucha de clases, porque eso es infantil y acusa ignorancia. La lucha de cla- 
ses no es una creación diabólica de los trabajadores; no es una institución 
comunista, no es ninguna de las cosas que le atribuyen; y como no se puede 
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defender la lucha de clases, porque es una tesis económica y política y no 
una corporación, es necesario decir que tal como nosotros la interpretamos, 
tiene el valor de aumentar los sueldos, los salarios, los ingresos de los traba- 
jadores y nada más. 

Ni la lucha de clases se va a suprimir, porque es un fenómeno creado 
por el sistema capitalista de producción, que no se muere por decreto ni 
se extingue por leyes, sino hasta que muera el régimen que ha engendra- 
do la lucha de clases; ni menos puede llegar a las teorías novísimas de que 
el capital se volvió humanitario; de que ya no es el régimen capitalista el 
lobo feroz; que han reflexionado sus beneficiarios y que ahora se han vuel- 
to buenas personas y aun ha surgido de su corazón una actitud paternal y 
fraternal para todos. 

No, el capitalismo popular que las grandes empresas norteamericanas 
difundieron por todo el mundo, es una falacia. Aquí sólo la Compañía de 
Teléfonos y no sé qué otra empresa venden acciones, comenzando por los 
empleados y obreros, para que sean socios de las empresas. Llegará el día 
en que habrá más socios individuales que los fundadores de la empresa; 
nada más que esos socios, a la hora del reparto de las ganancias, juntos, no 
representan ni una parte pequeña de la mayoría que sigue conservando el 
control y por lo tanto, repartiendo las cosas de una manera exclusivamente 
en su beneficio. El reparto de utilidades es útil; se agrega a los salarios como 
el aguinaldo de fin de año que ya se conquistó por la clase trabajadora des- 
de hace mucho; como otras prestaciones; pero al considerar las relaciones 
de producción, es decir, la forma en que la producción se distribuye, hay 
que tomar en cuenta no estrictamente el salario, sino el conjunto de servi- 
cios que aumentan no sólo el salario a la postre, sino la vida humana; que 
suprimen enfermedades; que hacen que el ser humano rinda más y pueda 
alcanzar los beneficios de la civilización. 

Es un orgullo para México, y lo declaro abiertamente, que hayamos lle- 
gado, en cuanto al promedio de la vida, a los 64.6 años, es el índice del 
promedio de la vida humana en los Estados Unidos, en el Canadá, en la 
Gran Bretaña y en los países de mayor desarrollo industrial, social, cultural 
y económico del mundo. Ya no somos en esta materia país en vía de desa- 
rrollo, sino un país plenamente desarrollado. 

Cuando se piensa que todavía hace poco tiempo la vida humana tenía un 
nivel tan bajo como promedio; que la mortalidad general era también muy 
alta; que la infantil era temendamente dramática, y que hoy, gracias a los 
servicios sanitarios de salubridad, de asistencia múltiples, de agua potable, 
alcantarillado, luz eléctrica, etcétera, haya bajado tanto la mortalidad, equi- 
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vale, simplemente, a duplicar la población de México. Si hace unos años 
teníamos treinta y cinco millones de habitantes, había que descontar los que 
morían prematuramente, y si hoy que tenemos cuarenta millones de habi- 
tantes hay que aumentar a esos cuarenta millones los que van a prolongar 
su existencia todavía por mucho tiempo. Esta es la ecuación para calcular 
los resultados de esta obra. 

El seguro social, los centros de seguridad social que van a las provincias; 
el ISSSTE, que ha ampliado sus compensaciones y que ya incluye el seguro 
de vida; el INPI, que todo el mundo ha aplaudido aquí y fuera de México, 
tomándolo inclusive como experiencia, con su maravilloso ejército de vo- 
luntarios en toda la República; los cuidados prenatales, la alimentación de 
los lactantes; el propósito de cuidar también de la salud de la primera in- 
fancia y aún de la adolescencia; todo eso, a más del aumento de los salarios 
y de otras condiciones, han hecho menos injusto el reparto de la riqueza 
nacional. 

La Revolución Mexicana se había caracterizado, hasta hace poco tiem- 
po, por haber logrado cuatro reformas a la estructura económica y política 
de nuestro país: la reforma a la estructura jurídica, la reforma agraria, la 
reforma social y la reforma económica con las atribuciones del Estado ya 
comentadas, pero evidentemente nuestro país se hallaba en un gran atraso 
desde el punto de vista político y civil. Otras naciones, mucho más peque- 
ñas que la nuestra, hace tiempo alcanzaron un sistema político electoral 
avanzado, democrático. Era indispensable llevar a cabo la reforma tam- 
bién política y, concretamente, una reforma al sistema electoral. El Partido 
Popular Socialista, desde que nació en el año de 1948, imprimió en su progra- 
ma esta demanda: un nuevo sistema electoral basado en la representación 
proporcional, un padrón electoral infalsificable, intervención mayor de los 
partidos políticos nacionales en todo el proceso electoral y en la calificación 
también de los sufragios. ¿La reforma hecha a la Constitución, que permite 
la elección de diputados de partido, es la reforma que nosotros propusi- 
mos? No, por ello seguiremos luchando, por la representación proporcional 
completa. Pero es un paso de una importancia histórica el hecho de haber 
establecido este sistema mixto, como lo llaman en el decreto que lo fincó, de 
diputados de distrito y diputados de partido. Esta es la quinta reforma que 
se realiza dentro del proceso de la Revolución Mexicana. 

El informe del Presidente saluda la presencia de los diputados de 
partido, porque ningún gobierno, afirma, puede trabajar con renovada efi- 
ciencia por mucho tiempo, sin la crítica y la vigilancia constante. Y agrega 
después este párrafo en su documento, que tiene una dedicatoria muy con- 
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creta para el jefe de Acción Nacional, para el jefe del Partido Auténtico de la 
Revolución y para el jefe del Partido Popular Socialista: “La presencia entre 
los diputados de partido, de quienes han sido jefes nacionales de sus orga- 
nizaciones políticas, precisamente de dos de las tendencias que se presentan 
más diversas y opuestas hace que aumente la confianza en la actuación par- 
lamentaria de sus grupos”, y dice adelante: “El país reconoce en ellos —yo 
el primero— las virtudes ciudadanas de quienes han sabido luchar por sus 
ideas y, dentro de los términos que las leyes establecen, han mantenido sus 
principios ideológicos en la lucha electoral, ampliando el panorama dentro 
del cual la ciudadanía concurrió a escoger hombres y programas”. 

Yo recojo estas palabras del jefe del gobierno. Por lo que mi partido, el 
Partido Popular Socialista, está aquí en la Cámara de Diputados como una 
fuerza de construcción, como una fuerza positiva, como una fuerza que 
quiere ayudar a la edificación de un México nuevo que todavía no hemos 
levantado del todo. Claro, todo arquitecto para poder construir demuele lo 
que estorba, y eso ha hecho la Revolución Mexicana: liquidar el pasado que 
debía morir y levantar sobre sus ruinas el México de hoy. Esa es nuestra acti- 
tud: constructores, y por lo tanto destructores, y por lo tanto constructores, 
según se quiera. Aquí estamos para construir. 

La presencia en esta asamblea de representantes de las corrientes de 
opinión que existen en México, yo la llamaría una de las formas de la coexis- 
tencia pacífica, porque no sólo en el ámbito internacional han de coincidir 
como coinciden, sin acudir a las armas ni a la violencia de ningún tipo los 
diversos regímenes sociales. En el ámbito de nuestro país la coexistencia de 
ideas y de programas y de propósitos distintos es signo de salud y de vida 
democrática. ¿Quién de nosotros tiene razón? ¿Qué partido tiene razón? 
Por hoy no creo que haya ningún partido de los que están aquí, suficien- 
temente vanidoso, jactancioso, para decirnos: “la razón totalmente nos 
corresponde a nosotros”. ¿No es verdad? 

La razón la dará la historia, es decir, la razón la dará la práctica, los resul- 
tados de la actitud del pensamiento, del programa y de la línea de estrategia 
y táctica que se emplea. 

¿Que esto de la coexistencia pacífica de las diversas corrientes de opinión 
merma el desarrollo de la democracia? No, al contrario, la impulsa. La 
impulsa porque por primera vez después de muchos años aquí, a un alto 
nivel —me imagino y así lo quiero— vamos a confrontar nuestras opiniones. 
Nos hemos lanzado un reto todos, cada partido a los demás, a ver cuál de 
los partidos acierta mejor a dar soluciones para los problemas de México. 
Esa es la competencia, no puede ser de otro modo, y en esa lucha no habrá 
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un vencedor ni vencidos; el único que va a beneficiarse con un debate de 
esta naturaleza es el pueblo mexicano y nuestro país. Pero es indispensable 
la paz, sin ella nada se puede hacer ni siquiera planear ni a corto ni a largo 
plazo. 

El Presidente dice que la paz que disfrutamos es no sólo la ausencia de 
convulsiones, sino paz activa; yo la llamaría, en contraste de la paz de se- 
pulcro de la época de Porfirio Díaz, una paz revolucionaria, porque la paz 
de hoy es paz creada por la revolución y, por lo tanto, es una paz activa, 
creadora, militante, entusiasta, vigorosa, que ve al presente en función del 
futuro. Y dentro de la vida democrática hay que tomar en cuenta todas las 
reformas a la Carta Magna para aumentar el poder del Estado, para insistir 
en el desarrollo de las fuerzas productivas; para aumentar los seguros, los 
salarios, los servicios de todo tipo; de esta manera la democracia mexicana 
aumenta su contenido y no sólo su extensión. 

Quizá algunos pregunten: “Bueno, ¿por fin, Lombardo qué es, y su par- 
tido? Aplauden la democracia y quieren el socialismo. ¿Qué son?”. Es fácil 
explicarlo. La democracia, democrático-burguesa, válgase la expresión, en 
México, en las condiciones históricas actuales por las que vive, ¿es una de- 
mocracia revolucionaria, o no? 

Yo afirmo: ¡Sí es una democracia revolucionaria! ¿Por qué? Porque per- 
mite a las clases sociales y a sus partidos organizarse, exponer sus ideas y 
defender sus intereses dentro de las instituciones y fuera de ellas. 

Esta democracia, con las limitaciones naturales del régimen jurídico y 
económico en que se apoya, va a seguir superándose. Me dio un gran pla- 
cer y a mis compañeros de partido y, aunque lo expresé brevemente, ahora 
lo confirmo, conocer las reformas que sufrió la declaración de principios del 
Partido Revolucionario Institucional en su última convención. “Aspiramos 
—dice— a una nueva sociedad”. En buena hora. Eso quiere decir que la so- 
ciedad de hoy debe ser reformada, superada. 

Nosotros también aspiramos a una nueva sociedad y supongo que los 
diputados de Acción Nacional, interpretando a su partido, también aspiran 
a una sociedad mejor que la de hoy, y también los diputados del Partido 
Auténtico de la Revolución. ¿En qué consistirá esa nueva sociedad? Allí va- 
mos a diferir. 

Una vez me dijo un joven brillante, de muy buena fe, estudioso, muy 
católico: “Sí, estamos de acuerdo. Ustedes quieren una sociedad nueva, so- 
cialista, sí. Nosotros igual. La diferencia consiste en que nosotros queremos 
una democracia cristiana y ustedes una democracia marxista”. Le corregí el 
término porque era impropio debido a su ignorancia de la teoría. Pero es 
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verdad. No hay quien no aspire a una nueva sociedad más grande, más jus- 
ta, más libre que la de hoy. ¿Pero cuál es el camino para llegar a ella? 

El camino de ampliar constantemente la democracia surgida de la 
Revolución de 1910. Esa es la trascendencia de la reforma a la Constitución 
y de la presencia de los diputados de partido en esta asamblea. 

Pero no bastaría tampoco el desarrollo de las fuerzas productivas, por 
impetuoso que fuese ni una forma menos injusta de repartir o distribuir la 
riqueza producida. Es necesario que el pueblo intervenga en el gobierno de 
su destino. Y perdón otra vez por la frase, pero es correcta. No es solamente 
lo anterior, sino es todo. 

Hemos comprobado que nuestro pueblo tiene interés en gobernarse a 
sí mismo, pero no sabe todavía cómo; ni hemos creado los instrumentos 
para que pueda hacerlo de un modo completo. Vivimos todavía en una 
etapa de transición, venciendo obstáculos de todo carácter. Claro que hubo 
irregularidades en la elección del 5 de julio; las hubo antes, las habrá en 
menor escala después, pero no solamente eso, nuestro pueblo no sabe 
votar. Aquí en la Ciudad de México, a gentes de la clase media se les inva- 
lidaron muchos votos por no saber cruzar siquiera con un lápiz el escudo 
de un partido. 

Cuando yo pienso que don Francisco I. Madero fue recibido por la pobla- 
ción de la Ciudad de México como nadie hasta hoy en la historia, excepto 
cuando llegó Benito Juárez, triunfador de los franceses a la capital, con júbi- 
lo enorme, febril, desbordado. Y a la hora en que fue candidato, de acuerdo 
con la ley, para Presidente de la República, salió electo con 60 000 votos en 
toda la República. Ese hecho demuestra la incongruencia entre el método 
electoral y al mismo tiempo la realidad política. Saludable es, por lo tanto, la 
educación en todos sus niveles, sobre todo en la primaria y en las escuelas 
secundarias, que son las dos escuelas democráticas. 

Educar, llevar el alfabeto y las nociones fundamentales de la cultura a las 
masas y en esa tarea, es necesario reconocerlo, ningún gobierno ha dejado 
de mantener la finalidad de multiplicar las escuelas y los maestros. 

El informe del Presidente es impresionante. Sólo los hechos demuestran 
la magnitud de la tarea cumplida: un aula cada dos horas, 114 millones de 
libros de texto; se multiplican los estudiantes de las escuelas técnicas, serán 
los que construyan con más rapidez el México al que todos aspiramos, sin 
que eso signifique que los profesionales y aún los investigadores de las uni- 
versidades no tengan ese o un mayor valor, porque aun las universidades 
se transforman. Ya no son ni mucho menos, las viejas casas de estudio, con 
las profesiones individualistas o liberales del pasado. 
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Que el gobierno toma a su mando la educación e imponga su criterio; 
siempre ha sido así. Las tribus indígenas de nuestro país tenían también su 
Secretaría de Educación, que se llamaba de otro modo, por supuesto: el cal- 
mecac, tenía por objeto instruir. No había nacido el Estado porque no existía 
siquiera la propiedad privada en las tribus, pero los jefes de las tribus tenían 
su aparato educativo. Quizá ya no sea más justa la expresión. ¿Con qué fin? 
Con el fin de preparar los cuadros de la tribu en todos los aspectos de su 
lucha y para evitar que la tribu se disgregara. Durante los trescientos años 
de la Colonia, el gobierno, el Estado-Iglesia de la Nueva España, impuso su 
criterio educativo. Durante la República, su primera etapa, triunfaron los li- 
berales y trataron de imponer su criterio también y no fue sino hasta más 
tarde cuando se logró. No hay Estado, nunca, en ningún país del mundo, 
en ninguna etapa de la historia universal, que haya dejado libertad para for- 
mar las conciencias. Todos, absolutamente todos los regímenes sociales, no 
importa, a partir de la esclavitud hasta hoy, han educado y es natural que 
lo hagan. 

Libertad de enseñanza equivale a libertad de comercio, a libertad de 
producción, a la no intervención del Estado, a saltar al siglo pasado. Todo 
el individuo, y el Estado vigilante, sólo coordinador. Una especie de tutor 
amistoso. 

¡Ah, nuestro país todavía viviría la barbarie si no hubiera ocurrido la 
Revolución Mexicana, y su pueblo viviría en la más grande y tremenda de 
las desesperaciones! 

En este sexenio también se ha puesto énfasis a recordar la cultura de 
nuestro país. Un país que no cuida su patrimonio espiritual no puede seguir 
adelante. Teotihuacan. Hay que aplaudir la reconstrucción de esa pequeña 
parte, nada más, que se ha logrado. lenemos un pasado glorioso, enorme, 
desde ese punto de vista, porque ya los hispanistas ortodoxos, en nuestra 
época, son ridículos, como los indigenistas ortodoxos también lo son. 

Nuestro pueblo no es español ni indígena, es mexicano, es nuevo, con 
una mentalidad mexicana formada a través de los años, pero nuestras raíces 
profundas están aquí, en Tula, en Xochicalco, en Teotihuacan, en el sureste, 
en Uxmal, en fin. Y López Mateos distrajo —según algunos— mucho dine- 
ro para reconstruir Teotihuacan. Y también las obras del Virreinato; ojalá se 
logren reconstruir los palacios de la vieja Ciudad de México. No sólo por 
razón de interés legítimo; es una inversión que traerá nuevas inversiones, 
divisas del exterior. El turismo es un poco molesto desde el punto de vis- 
ta, digamos moral, por aspectos que tiene y que no quiero mencionar, pero 
desde el punto de vista financiero es muy útil. Es cierto. 
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Imaginen, señoras y señores diputados, lo que será cuando se reconstru- 
ya nuestra vieja Ciudad de México, la colonial. Esa calle de la Moneda, una 
de las más hermosas del mundo, es comparable a la mejor calle que pueda 
haber en Italia; superior a las calles de España. Y esos monumentos, pala- 
cios en sí, son producto de México; son un prodigio. España volcó su genio 
aquí, y nuestros indios le pusieron su sello propio. Tenemos, pues, el pasa- 
do indígena y el colonial. 

Por ahí alguien dijo que no se invierta dinero en eso, cuando que es el 
patrimonio espiritual de México, y no solamente debemos conservarlo, sino 
lucirlo, rehabilitarlo, levantarlo, etcétera. Es una forma de cultivar a nues- 
tro pueblo. 

El índice de los analfabetos ha bajado mucho. Esperamos que en unos 
años más ya se habrá concluido. 

Por último, la política internacional. El Presidente da cuenta de su polí- 
tica internacional. Pero hay una cosa que yo desearía subrayar un poco: no 
puede haber una política exterior justa si no hay una política interior justa; 
de tal manera que tampoco pueda haber una política interior justa que no 
se refleje afuera. Hasta hace poco tiempo la política internacional de nues- 
tro país era sólo defensiva. Hubo un periodo, el primero de la revolución 
triunfante, en que los gobernantes de nuestro país no pudieron resistir a las 
presiones del norte, e hicieron concesiones que en otras circunstancias no 
habrían hecho. Pero es hasta hoy, cuando por el crecimiento de la produc- 
ción económica, de los servicios, de la diversificación de vías del pueblo, la 
educación, la conciencia nacional más robusta, podemos llevar a cabo una 
política exterior ya no defensiva. El mérito histórico de López Mateos, en- 
tre otros, a este respecto consiste en que por primera vez en la historia de 
nuestro país ha llevado a México por el mundo entero, lo ha proyectado por 
el mundo entero. Y, por supuesto, han servido los dos principios históricos 
para asentar esta política de proyección de nuestro país hacia afuera: no in- 
tervención y autodeterminación. Ha sido sistemáticamente y ante cualquier 
cambio. Que cae un gobierno constitucional de un país de la América Latina 
por un golpe de Estado, auténticamente propio o inspirado. No importa. 
No es México el que va a juzgar porque no tiene derecho a decir si es bue- 
no o malo el gobierno. Tenemos relaciones con los pueblos, no sólo con los 
gobiernos. Además, lo que podemos hacer es decir: “Nuestro representante 
diplomático se ausenta”. Pero frente a todo conflicto, el principio de no in- 
tervención. Este es un principio anticolonialista, antimperialista. 

Recuerden los años largos en que no podía haber un gobierno estable en 
México sin la venia de Washington... ¿Cuándo llegará el reconocimiento de 
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los Estados Unidos? Y hasta que no llegaba reconocimiento, no había paz ni 
tranquilidad; los gobiernos eran inestables. Ahora no tenemos que esperar 
la venia de nadie; pero tampoco queremos entrometernos en lo que no nos 
importa. Para algunos no les gusta el régimen social de Cuba. Bueno, pues 
derríbenlo; pero México no puede decir si es bueno o malo. Simplemente es 
el régimen que el pueblo se ha dado. Mantenemos nuestras relaciones con él. 
Que cada pueblo se autodetermine. Es el caso de Belice, a que el Presidente 
se refiere también. Claro, México reclamaba o tenía derechos, y se dejaron 
postergados. Guatemala también, y los alega; pero hace cien años; en una 
centuria muchas cosas han ocurrido desde entonces. Ese pueblo de infeli- 
ces creció, se identificó, adquirió conciencia de lo suyo y ahora reclama su 
independencia, su autodeterminación, que es también a la no intervención. 

Estos principios tienen una meta: ¿cuál? El progreso para cada pueblo 
dentro de un ambiente de paz. Por eso, en materia de política internacio- 
nal, el gobierno ha aceptado y aun solicitado créditos de afuera. ¿Malo? 
Hay nacionalistas que dicen: no, con nuestros propios recursos vamos a 
desarrollarnos. Esto es una ingenuidad, una ilusión. Yo he dicho: a con- 
dición de que no haya condiciones políticas, hay que aceptar dinero de 
todas partes, del cielo y del infierno, de Japón y de Alemania, de China y 
de Alaska; de Canadá y de Argentina, de todas partes. ¿Por qué? Porque no 
bastan nuestros recursos financieros. ¿Qué suerte han corrido esas inver- 
siones o esos créditos? Electricidad, industria de transformación, industria 
petrolera, obras públicas, ferrocarriles, fomento agropecuario, etcétera. 
¿Consecuencia? Ya pasamos el periodo de que éramos sólo un país expor- 
tador de minerales y de materias primas, y comprador de maquinaria y 
bienes productivos, y ahora han bajado nuestras compras de este tipo al 
extranjero, y han aumentado nuestras ventas y consecuentemente nuestra 
balanza comercial está menos desequilibrada; el comercio es un vehículo de 
paz internacional, afirma el presidente López Mateos, y es cierto. Principios 
invariables. Por eso el voto de México en la OEA que ha recibido el respal- 
do de todos, absolutamente, los mexicanos, según creo, de todas las clases, 
sectores, opinión, credo, y el aplauso del mundo, del mundo limpio y sano. 
Esta política internacional se ha realizado hoy, porque somos un país ya 
independiente; no del todo, pero con una soberanía que nosotros integra- 
remos en muy poco tiempo de una manera definitiva. 

¿Cuál es la perspectiva cuando el presidente López Mateos concluya? Él 
dice: el trabajo del pueblo, coordinado, ha logrado, en nuestra etapa, que 
nuestra nación sea una nación más respetada, más libre y mejor definida en 
el seno de las naciones. Es verdad, pero, ¿por qué? En la medida en que la 
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tendencia revolucionaria es y ha sido la que origina y fortalece la estabilidad 
nacional, afirma el Presidente, aumenta la responsabilidad de la revolución 
por sostener y mantener la unidad de los mexicanos. 

Nosotros, mi partido, el Partido Popular Socialista, desde su origen, pre- 
coniza como línea estratégica y táctica, la unidad de todos los patriotas y 
de los hombres y mujeres de pensamiento democrático, independiente- 
mente de sus discrepancias ideológicas, de sus intereses distintos y de otros 
motivos, porque en un país como el nuestro, que apenas se levanta de la 
postración, el gobierno no puede ser autosuficiente para alcanzar sus me- 
tas. Es menester que se unan todos los patriotas, todos. Eso no quiere decir 
que se anulen o que se renuncie a la lucha de intereses propios de clase o de 
partido. Es posible la unidad dentro de la diversidad y aun la unidad dentro 
de la contradicción. Ese es nuestro punto de vista. 

Y afirma después: Si el pueblo en las recientes elecciones votó mayorita- 
riamente por la Revolución Mexicana, serán sus postulados y su programa 
los que sigan alimentando la vida nacional. Es indudable. Nadie puede 
apartar a México del camino de la revolución, no sólo por la fortaleza de los 
revolucionarios, sino porque la revolución se renueva constantemente, se 
señala a sí misma nuevas metas. 

Hablar hoy de la reforma agraria como finalidad de la revolución es un 
anacronismo, como lo es hablar de los derechos de la clase obrera y del de- 
recho público que hay que respetar simplemente, como sería insensato que 
dijésemos que uno de los postulados de la Revolución Mexicana es el reco- 
nocimiento del principio de que la soberanía radica en el pueblo. Eso fue 
en la época de Morelos frente a la concepción monarquista de la vida. No, 
las finalidades de la revolución son otras hoy, y mañana serán distintas a 
las de hoy. Lo cierto es que el camino de la revolución no acaba nunca. Y 
nosotros, que queremos el socialismo, ¿por qué apoyamos la Revolución 
Mexicana? Porque es la fuerza viva del pueblo, y su pensamiento, su luz, 
la que ha abierto el camino. Y como sabemos que ese camino no se para, 
no se extingue, no concluye, y que cada vez es más fácil de recorrer, sabe- 
mos, en consecuencia, que la revolución alcanzará metas no previstas y que 
sus consecuencias finales serán: no el capitalismo, no porque por las leyes 
del desarrollo del sistema de la producción capitalista, todo sistema capi- 
talista, en cuanto llega a cierto punto de su evolución, cae en la formación 
de los monopolios, en el dominio de los monopolios financieros sobre los 
monopolios de la producción y entra a la etapa del imperialismo, que es 
la expansión de los capitales sobre los pueblos atrasados. Yo creo que na- 
die en México pensará que la finalidad de la Revolución Mexicana es que 


70/ OBRA PARLAMENTARIA II 


nuestro país entre en la etapa del imperialismo para fregar, perdónese la 
palabra muy castiza, y explotar a nuestros vecinos menos desarrollados que 
nosotros. No, mantenemos la revolución, la sostenemos porque es una cosa 
viva, actuante, que crece, que se nota en sí misma, que mejora sus ideas, sus 
pensamientos; esta unidad de los patriotas, de los que quieren el bien de 
nuestro país, el mejoramiento de nuestro pueblo, la soberanía íntegra de la 
nación, es la única salvaguarda de nuestra independencia, en todos los as- 
pectos que tiene. 

Somos una país de cuarenta millones de habitantes que produce lo que 
el pueblo necesita, en la alimentación, en el vestido, en la vivienda; ma- 
ñana producirá en otros aspectos de la vida, ya estamos en esa ruta, y se 
va a lograr pronto. Por esa razón, el Presidente lo sabe y dice: “Yo querría 
que hiciéramos un trato en un acto colectivo, una promesa, que nos em- 
peñemos en consolidar nuestra unión nacional y destinemos todo nuestro 
esfuerzo para hacer que la justicia social y la prosperidad alcancen a todos 
los mexicanos”. El Partido Popular Socialista, señor Presidente, pasó lista de 
presente a este llamamiento de usted para hoy y para mañana. 

El Presidente se despide de nuestro pueblo y se reintegra con sus her- 
manos. En realidad ni se despide del pueblo ni se reintegra; nadie que ha 
servido al pueblo está lejos de él; nadie que ha vivido para el pueblo pue- 
de volver a él. Vivió en el pueblo, para el pueblo y por el pueblo, según la 
afirmación lincolniana que nunca se realizó en la gran potencia del norte. 
Es cierto que los hombres son fruto de la historia, pero también los hom- 
bres hacen su propia historia. En cada periodo de desarrollo histórico los 
pueblos crean sus jefes, pero también es verdad que el factor personal cuen- 
ta mucho, que pocos grandes hombres ha habido aquí y en otras partes 
de la Tierra. Yo, que he tenido el privilegio de vivir muchos años y, como 
ven ustedes, por lo menos muy inquieto y muy indagador y viajando, co- 
nozco a todos los hombres importantes de este mundo de hoy; muy pocos 
resisten la cercanía. El factor humano es importantísimo, no hay sociedad 
sin guía, sin guías de tipo superior. Eso no es el culto de la personalidad, 
eso es el reconocimiento elemental de los resortes profundos de la historia. 
López Mateos, Adolfo López Mateos, es uno de los grandes de la historia de 
México y de la vida contemporánea del mundo. Larga vida a Adolfo López 
Mateos. 


NUESTRA LUCHA CENTRAL TODAVÍA 
ES LIBERADORA Y ANTICOLONIALISTA 





SEÑOR PRESIDENTE, 
SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 





Nuestro país entra, a partir del momento en que el licenciado Gustavo Díaz 
Ordaz asumió la Presidencia de la República, en una etapa que si no se pue- 
de llamar nueva desde el punto de vista cualitativo, sí es, cronológicamente 
juzgada, distinta a la del pasado inmediato y a los periodos anteriores. Por 
eso es importante, después de haber escuchado el mensaje inicial del jete 
del Poder Ejecutivo, que la cámara de representantes del pueblo examine 
ese documento en sus principales aspectos, ya que si el licenciado Gustavo 
Díaz Ordaz, como candidato a la Presidencia hizo juicios, comentarios, exá- 
menes, a veces acuciosos, sobre los principales problemas de nuestro país, y 
subrayó las demandas más urgentes de las masas populares y las exigencias 
de carácter nacional, presentando las soluciones que consideró adecuadas, 
sus opiniones tuvieron el carácter, en esa etapa de la lucha cívica, de ofreci- 
miento para cuando llegara al triunfo. 

Pero a partir del día primero de este mes de diciembre, el licenciado 
Gustavo Díaz Ordaz pasó de las promesas aisladas, las ordenó y les dio la 
forma de programa de la administración pública, que implica un compromi- 
so ante el pueblo y ante la nación. El mensaje del Presidente es breve, pero 
su contenido tiene una gran importancia. Yo diría que los temas que abor- 
dó podrían clasificarse de este modo: la democracia, la unidad nacional, el 
desarrollo económico, la planeación del desarrollo, el nivel del crecimiento, 
la reforma agraria, las obras públicas, las industrias, los derechos de la clase 
obrera, la coordinación de los servicios sociales, la educación, la política in- 
ternacional, la continuidad histórica de nuestro pueblo a través de sus tres 
revoluciones, y el modo en que deben servir a nuestro pueblo los funcio- 
narios públicos. Son tan valiosos estos temas que sería imposible glosarlos 
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todos. Por eso quiero hacer sólo un comentario sobre las cuestiones de ca- 
rácter económico. 

A este respecto, el mensaje del Presidente abarca las siguientes cuestio- 
nes. El desarrollo económico, del cual dijo que la producción es un medio 
y no un fin en sí misma, y tiene como objeto aprovechar los recursos natu- 
rales, aumentar el número de las fuentes de trabajo justamente retribuido, 
y alcanzar la plena independencia de la nación. Por lo que toca a la pla- 
neación del desarrollo, las afirmaciones principales son estas: equilibrar 
la agricultura y la industria, equilibrar la explotación y la conservación de 
los recursos naturales, formar el capital que nuestro país requiere para su 
proceso histórico, y distribuirlo de una manera debida. Con esa finalidad, 
el gobierno se propone planificar e impulsar el progreso económico por 
regiones. 

Respecto del nivel de crecimiento, he aquí los conceptos fundamentales 
del Presidente: la tasa del desarrollo anual no debe ser menor del seis por 
ciento; las funciones y los derechos de los tres sectores, público, privado y 
social, ya están claramente definidos: al sector público le corresponden las 
actividades básicas y, además, las que el sector privado no quiere, no pue- 
de o no sabe cumplir. Las inversiones públicas deben ser más numerosas y 
más amplias en el futuro. Las privadas tienen un vasto campo, pero no de- 
ben aspirar a suplir al Estado. Los créditos del exterior deben ser siempre 
autoliquidables y dedicarse a inversiones productivas. Los recursos deben 
canalizarse fundamentalmente hacia el campo, tanto los del Estado como 
los de la banca privada. 

He reducido a enunciados estos tres capítulos del mensaje del Presidente, 
porque, por su propia naturaleza se explican sin necesidad de comenta- 
rios, y presentan con claridad su sustancia trascendental, y la repercusión 
que tendrán en la vida inmediata y futura de México. Estamos de acuer- 
do los diputados del Partido Popular Socialista en esos planteamientos y 
en sus metas. Pero no queremos aprobarlos simplemente con palabras. 
Consideramos que es necesario, en esta ocasión, tener una idea, más o me- 
nos cabal, de lo que ha sido el desarrollo financiero de nuestro país desde 
1910 hasta hoy, para apreciar en su justo valor las opiniones del Presidente 
de la República, porque en esta materia económica hemos llegado ya a una 
situación en la que el camino está trazado y sólo hay que ampliarlo y hacer- 
lo más directo todavía para que no haya tropiezos en el porvenir. 

¿Cuáles han sido las características del desarrollo financiero de México? En 
1910, el producto bruto se integraba en un 85 por ciento con las aportaciones 
de la agricultura, la silvicultura, la ganadería, la minería, los ferrocarriles, 
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el petróleo y la electricidad. No había industrias de transformación. En 
cambio, las inversiones directas extranjeras llegaban a 1 700 millones de 
dólares: dos terceras partes de la inversión total. La producción económica 
se orientaba hacia afuera y el financiamiento era también extranjero. En 
estas condiciones estalló la revolución. 

El nuevo periodo del desarrollo de nuestro país, aun cuando es un poco 
arbitrario dividir el proceso histórico por etapas, tiene un perfil muy suyo 
y comprende los años de 1910 a 1940. La revolución, ante todo, se pre- 
senta como una gran movilización popular de carácter nacionalista. Si en 
1910 nuestra producción miraba hacia el exterior y de afuera venía el finan- 
ciamiento para nuestra economía, era lógico esperar que el movimiento 
revolucionario cambiase el carácter de nuestro proceso material. Por eso el 
primer rasgo característico de la Revolución Mexicana es su nacionalismo. 

Se promulga la Constitución de 1917, que es todavía una constitución li- 
beral en algunos sentidos, pero que tiene ya instituciones y normas con una 
orientación diferente a la del pasado. De acuerdo con ella, se nacionalizan 
la tierra y el subsuelo. Se inicia y desarrolla la reforma agraria. Después se 
legisla sobre instituciones de crédito. Se crea el Banco de México, el banco 
central de la nación, que tiene la facultad de emitir moneda, regular el cré- 
dito y mantener la reserva. 5e organizan los bancos de Crédito Agrícola y 
de Crédito Ejidal. Se forma la Nacional Financiera para impulsar el desarro- 
llo de la industria. Nace el Banco Hipotecario Urbano y de Obras Públicas, 
para atender los servicios urgentes de las ciudades y las poblaciones de la 
provincia. Se establece el Banco de Comercio Exterior, es decir, siguiendo las 
miras de la Constitución, se forjan las primeras bases para que México lle- 
gue a ser un país libre, independiente y soberano. 

En este mismo periodo, el volumen de la producción se desenvuelve con 
lentitud, pero al terminar la crisis económica mundial, que abarca el perio- 
do de 1929 a 1935, y cuando concluyen las represalias que sobre nuestro 
país ejercieron las empresas petroleras expropiadas en 1938, el equilibrio 
de la nación se consolida. Empieza entonces la capitalización interior: las 
inversiones extranjeras directas descienden, de 653.3 millones de dólares 
a 501.9 millones. Las inversiones del capital nacional aumentan hasta el 85 
por ciento de la inversión total. El sector privado representa el 46 por ciento, 
y el sector público el 39 por ciento del total de las inversiones. 

Sigue un nuevo periodo histórico, también con una fisonomía muy cla- 
ramente definida: el de 1940 a 1950. El capital interno se fortalece por las 
grandes utilidades de las empresas, debido a una mejoría de los precios, a la 
congelación de los salarios y a la exención de impuestos para las nuevas in- 
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dustrias. Las inversiones sostienen durante toda esta etapa una tasa media 
anual del 10.5 por ciento y el valor de la producción de bienes y servicios 
crece en un 6.6 por ciento anual. Como la población aumenta en 2.8 por 
ciento, la producción por habitante asciende en un 3.8 por ciento. La capita- 
lización interior se desarrolla considerablemente y permite pagar la deuda 
exterior, suspendida desde el año de 1942, e incorpora al patrimonio de la 
nación los ferrocarriles y el petróleo libres de adeudos. 

En seguida viene otra etapa: la de 1950 a 1964. Continúa la formación 
del capital mexicano. Las inversiones se realizan sin provocar inflaciones 
monetarias; pero en contraste, bajan los precios de nuestras exportaciones 
y aumentan los precios de nuestras compras en el extranjero. Estos dos fe- 
nómenos: el alza del precio de nuestras compras y de la baja del precio de 
nuestras ventas, son, como todos sabemos, los dos brazos de las tijeras del 
imperialismo, barreras para el desarrollo de México, al obligarlo a pagar con 
un volumen mayor de sus productos lo que antes adquirió con precios es- 
tables y equitativos. Y en contraste también, se logran créditos del exterior a 
largo plazo y autoliquidables, que se emplean fundamentalmente para am- 
pliar la siderurgia, la química, la petroquímica y las industrias mecánicas. 

Al concluir el año de 1963 las finanzas del país se encuentran consolida- 
das. La producción vuelve a incrementarse: la tasa media anual llega al seis 
por ciento, y la producción per cápita al tres por ciento. Las operaciones es- 
peculativas disminuyen. En 1963, el monto de las operaciones crediticias 
asciende a 54 mil 830 millones de pesos. El sector privado canalizó hacia la 
producción el 84.9 por ciento de los créditos que le fueron concedidos. Los 
capitales mexicanos han controlado varias empresas, y las inversiones di- 
rectas de afuera, que entre 1955 y 1958 representaron el once por ciento del 
total, descendieron al cinco por ciento. 

Conclusión: este proceso del desarrollo de México demuestra con cla- 
ridad que es menester proseguir firmemente la política de capitalización 
interior, con un incremento financiero que tenga por objeto aumentar las 
fuerzas productivas, canalizar el crédito hacia la producción, y fortalecer 
y multiplicar las empresas del Estado. Por eso tiene razón el presidente 
Gustavo Díaz Ordaz al puntualizar, de la manera en que expresé al princi- 
plo, su programa de gobierno. 

Hay también un hecho que corresponde, dentro de este examen breve, a 
nuestra evolución histórica contemporánea y a las mismas preocupaciones. 
En su mensaje, el Presidente de la República afirma que México nació bajo 
el signo del anticolonialismo, y eso es absolutamente justo, no sólo desde el 
punto de vista histórico, sino desde todos los ángulos de la vida nacional y 
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de su desarrollo. Todavía hoy nuestra lucha central es una lucha liberadora, 
anticolonialista. 

Por eso la cuestión que quiero subrayar, en conexión con las observacio- 
nes anteriores, es el papel que han desempeñado en México las inversiones 
extranjeras. Es cierto que las inversiones directas provenientes del exterior 
han contribuido, en cierta forma y en determinados momentos, al desarro- 
llo de México; pero sus aspectos negativos, comparados con los positivos, 
son mayores. De 1943 a 1952, las inversiones extranjeras llegaron a 255.1 
millones de dólares, y obtuvieron 646.4 millones de dólares de utilidades 
netas, es decir, dos veces y media el valor de la inversión. De esa cantidad 
se reinvirtieron 170.2 millones de dólares, y se enviaron al extranjero 476.2 
millones de dólares, es decir, el 186.1 por ciento de los ingresos habidos y el 
73.6 por ciento de la utilidad que obtuvieron. Entre 1953 y 1962, las inver- 
siones extranjeras directas en México lograron por utilidades netas 1 173.7 
millones de dólares, de las cuales remitieron al extranjero 970.5 millones. 

Conclusión de esta experiencia: las inversiones extranjeras directas ac- 
túan desvinculadas del desarrollo económico de México, en beneficio de 
sus países de origen. Antes las inversiones se dedicaban a la minería, al co- 
mercio y a la explotación de algunos servicios públicos. En la actualidad 
se orientan, principalmente, hacia actividades industriales. Pero además de 
la enorme sangría que representan para nuestra economía nacional, hay 
algunas empresas que, aprovechando el poder financiero de sus matrices 
radicadas en el exterior, controlan las actividades de su ramo en nuestro país 
y elevan la capacidad de sus instalaciones por encima de nuestro desarrollo. 
Otras controlan las materias primas, las que produce nuestro suelo; bajan 
los precios cuando han logrado esta meta, para arruinar a los competidores 
nacionales, y crean verdaderos monopolios que detienen y desnaturalizan 
el desarrollo económico normal de México. Adquieren equipos, maquinaria 
y aun materias primas en el extranjero, a precios elevados, y favorecen a sus 
empleados, que también importan como si fuesen mercancías, siendo mu- 
chas veces menos capaces que los nuestros, negándose a formar los cuadros 
que la industria reclama. 

¿Cuál es la conclusión de esta experiencia? La de que es necesario 
mantener una política de condiciones rigurosas para las inversiones 
extranjeras. Si México nació bajo el signo del anticolonialismo y sigue 
viviendo bajo ese signo, no sólo hay que incrementar el desarrollo 
económico de acuerdo con los principios nacionales ya definidos, sino 
que es menester que el proceso de capitalización interior se logre sin 
sacrificios para nuestro pueblo, estableciendo requisitos inviolables para las 
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inversiones directas del exterior. De otro modo, nuestro gobierno seguirá 
viviendo de una manera precaria, porque es un índice del desarrollo de un 
país saber con cuánto cuenta el gobierno que lo preside. Á este respecto, los 
ingresos del gobierno federal en 1963 fueron de 14 615 millones de pesos. 
Hechas las equivalencias del caso, podemos afirmar que representan 21 
veces los ingresos del mismo tipo de 1910. ¿A que sé debe este incremento 
al desarrollo de nuestro país? Sin duda y en buena parte, al cambio del sis- 
tema de impuestos. Actualmente, el 44.3 por ciento de los ingresos proviene 
de los impuestos directos; el 41.5 por ciento de los impuestos indirectos, y 
el 14.2 por ciento de prestación de servicios y usos de bienes del Estado. De 
estos impuestos, el de la renta es el más importante. De 1959 a 1963 pasó de 
3205 millones a 5 688 millones, es decir, subió en un 77.4 por ciento respec- 
to de las cifras de años pasados. 

Pero, ¿basta esto? No. El incremento es todavía muy bajo, muy peque- 
ño. Nunca ha llegado al ocho por ciento del producto nacional bruto, y el 
impuesto sobre la renta, a pesar de ser el renglón principal de nuestros in- 
egresos, representa sólo el 3.3 por ciento del valor del producto nacional. 
Cuando se quejan los empresarios de nuestro país de que los impuestos 
son muy altos; cuando se llevan a cabo movimientos no espontáneos, sino 
provocados, por el alza de las contribuciones; cuando particularmente en 
el caso del impuesto sobre la renta se alegan razones que son sinrazones 
para impedir que los ingresos se multipliquen, habría que recordar que si 
en México el impuesto sobre la renta representa el 3.3 por ciento del valor 
del producto nacional, en Inglaterra el impuesto sobre la renta es de 17.9 
por ciento del ingreso nacional, en los Estados Unidos el 22.3 por ciento, en 
Canadá el 16.8 por ciento, en Chile el 14.8 por ciento y aun en Perú el 9.3 
por ciento. 

¿Qué hay que hacer? Indudablemente cambiar el régimen impositivo, 
porque todavía mantenemos una concepción liberal abstencionista, que 
la vida moderna ha superado en todas partes. ¿Qué es lo que procede? 
Una reforma fiscal a fondo, hasta llegar al impuesto único para distribuir 
equitativamente la carga fiscal. 

El presidente Gustavo Díaz Ordaz ha hecho bien en hacer compromi- 
sos, porque eso es lo que el pueblo espera de él: convertir la producción en 
un medio y no en una finalidad; aprovechar los recursos naturales exclusi- 
vamente para beneficio de nuestro desarrollo; crear numerosas fuentes de 
trabajo, bien remuneradas, para elevar el nivel de vida de las mayorías y 
alcanzar la independencia plena de la nación mexicana, porque mientras 
México no sea un país absolutamente independiente, mientras continúe in- 
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fluido en mayor o en menor proporción, por los capitales extranjeros, no 
podrá disponer de los recursos que necesita para acrecentar sus bienes ma- 
teriales, sin los cuales no es posible pensar en el aumento de los servicios, de 
la educación, de la cultura y de otros aspectos de la vida social. 

Tiene razón también cuando dice que el desarrollo económico no se pue- 
de lograr sin programa, sin plan, y que es necesario estimular la agricultura 
y la industria. Porque un país que no se basa en una agricultura próspera, 
es un país cuya carrera industrial se detiene a la corta o a la larga. Y cuando 
afirma que es necesario explotar y conservar los recursos naturales, está en 
lo cierto. Lo cual implica parar en seco el despojo que están sufriendo nues- 
tras riquezas físicas por una serie de aventureros, muchas veces incrustados 
en el aparato del gobierno. En suma, sin la formación del capital nacional y 
sin una distribución del producto de una manera equitativa, no es posible 
el progreso de nuestra nación. 

Es importante, asimismo, después de este breve repaso del proceso de 
nuestra evolución financiera, que el jefe del gobierno haya precisado el 
papel que representan las inversiones del exterior, complementarias exclu- 
sivamente del cumplimiento de nuestros propios planes y los campos de 
los tres sectores nacionales de la economía. Ya no es, venturosamente, la ta- 
rea del Estado como productor directo, impulsor de los servicios sociales y 
coordinador de los esfuerzos privados, una política o una postura circuns- 
tancial. Ahora es un programa firme y preciso, cualquiera que sea el hombre 
que ocupe el más alto cargo del gobierno. 

El sector público, dice el presidente Díaz Ordaz, debe tener un sus ma- 
nos las actividades básicas y aquellas que el sector privado no quiere, no 
puede o no sabe cumplir. Y que, prosiguiendo en esta ruta, las inversiones 
públicas deben ser más cuantiosas en el futuro y, al mismo tiempo, abar- 
car mayor número de actividades. ¿Esto significa que las posibilidades del 
sector privado se reducen? No. Hace aún algunos meses apareció una lista 
enorme de necesidades de producción y se apeló a la iniciativa privada para 
que cubriera esos aspectos de la vida nacional. Es incuestionable que la ini- 
clativa privada contará en el porvenir con más posibilidades, pero ésta no 
debe aspirar a suplir al Estado. 

En cuanto a los créditos del exterior, las inversiones privadas directas 
deben ser condicionadas al interés nacional, y los préstamos deben te- 
ner por objeto estimular las actividades industriales y ser autoliquidables. 
Finalmente, los recursos todos del sector público y privado deben tener una 
orientación más precisa que hoy, y principal hacia el campo, porque sin 
agricultura rica la industria no puede seguir desenvolviéndose. 
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Creo, señoras y señores diputados, que este primer documento del pre- 
sidente de la República, licenciado Gustavo Díaz Ordaz, debe llenarnos de 
alegría, porque no sólo es la continuación de lo valioso de los gobiernos me- 
jores surgidos de la revolución, sino porque ha precisado todavía más el 
camino de nuestro pueblo. 

Á nosotros nos corresponde, a los diputados representantes del pueblo, 
no sólo aplaudir lo positivo, sino vigilar el cumplimiento del programa del 
Presidente de la República, no por desconfianza, sino porque la tarea po- 
lítica de la Cámara de Diputados consiste, justamente, en contribuir con 
sus Opiniones, con sus juicios críticos constructivos, a que la marcha de la 
administración se encuadre dentro del programa inicial del gobierno del 
presidente Gustavo Díaz Ordaz. 

Mi partido, a través de quienes lo representamos en esta Cámara de 
Diputados, expresa su satisfacción porque en esta etapa de la vida nacional 
lo que más importa es lograr la capitalización interior, fortalecer al Estado 
como fuerza hegemónica de la vida pública de nuestro país y, al mismo 
tiempo, elevar sistemáticamente el nivel de vida de las masas populares, 
para que México siga desempeñando el papel honroso y brillante que ya 
tiene conquistado en el escenario internacional, como país libre y soberano, 
que contribuye a que la paz se mantenga en el mundo. 

Debemos saludar este nuevo periodo de gobierno, como una nueva jor- 
nada prometedora de éxitos que va a emprender el pueblo mexicano, si lo 
ayudamos a que alcance las metas por las cuales ha luchado tantos y largos 
años. 


LA INTERVENCIÓN DEL ESTADO 
HA SALVADO A NUESTRO PAIS 





SEÑOR PRESIDENTE, 
SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 





El informe del presidente de la República, licenciado Gustavo Díaz Ordaz, 
no debe juzgarse como un documento en sí, con un valor sin vínculos con 
el país y con el mundo al cual pertenecemos. El informe del Presidente 
debe considerarse dentro del cuadro nacional e internacional de este 
momento. 

¿Cuál es el cuadro nacional? Diversos factores lo caracterizan. Una 
presión demográfica creciente. El rechazo de centenares de miles de 
jóvenes campesinos, sanos y vigorosos, a quienes se les cerró la frontera 
del país del norte para que, sin tierras en el nuestro y sin trabajo por ahora, 
puedan servir de factor de perturbación en la marcha normal de la nación 
mexicana. Una reforma agraria inconclusa que, precisamente por su larga 
antigúedad y por el aumento de las necesidades de la población rústica, 
debe ser objeto de nuevos métodos para llevarla a su cabal cumplimiento. 
Regiones atrasadas, especialmente las indígenas, que a medio siglo de 
haberse iniciado la revolución no han recibido todavía los beneficios que 
de ella esperaban. Salarios insuficientes en muchos sectores de la población 
activa, y otros hechos de parecida índole. 

lodos esos factores son apremios, urgencias, necesidades insatisfechas, 
que impulsan al gobierno a tomar medidas cada vez más importantes y 
más audaces, con la prudencia —para emplear los términos del propio in- 
forme— que los casos requieran. 

¿Cuáles son las características del cuadro internacional de este momento? 
Presiones sobre nuestro país de parte de los círculos gobernantes de los 
Estados Unidos, a causa principalmente de la política exterior de México, 
que se iniciaron desde la administración pasada. Las presiones son directas 
e indirectas, públicas y privadas, bruscas o broncas y sutiles. Estas presiones 
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no sólo no disminuyen, sino que cada día aparecen en mayor número y con 
mayor decisión de quebrantar la política exterior de nuestra patria. 

Movimientos populares en la mayor parte de los países de la América 
Latina pidiendo reformas a su estructura económica y social, sin las cuales 
no sería posible abrir el camino del franco desarrollo. Tensión internacional 
en un ámbito mayor, por las aventuras imperialistas: la del Vietnam, que es 
una de las vergúenzas más grandes que puedan caer sobre los responsa- 
bles de dirigir a una nación tan poderosa y tan adelantada como los Estados 
Unidos. Maniobras múltiples para hacer imposible la liberación de los pue- 
blos del sureste asiático, que aspiran a su independencia, como los demás 
pueblos de esa región del mundo y también del continente africano. 

Y cerca de nosotros, en el mar Caribe, que ha sido siempre codiciado por 
los monopolios norteamericanos y sus jefes aventureros, la vuelta a la etapa 
de la política del garrote para hacer de los pueblos que lo circundan la zona 
de dominio inmediato de la potencia vecina a nosotros. 

Ese es el cuadro dentro del cual el presidente Gustavo Díaz Ordaz ha in- 
formado al pueblo mexicano de la marcha de la administración. No sería 
posible en un comentario breve entrar al análisis de cada una de las partes 
que contiene el documento. Lo importante para nosotros, los diputados del 
Partido Popular Socialista, consiste en la afirmación de que la Revolución 
Mexicana no fue un episodio del pasado, sino que fue, sigue siendo y segul- 
rá siendo, por un tiempo que nadie puede determinar, el motor de nuestra 
historia. Estamos de acuerdo en que el móvil de la historia contemporánea 
de México es la revolución. Nuestro pueblo no se hubiera desprendido, o 
por los menos hubiera tardado siglos para hacerlo, de su pasado colonial de 
trescientos años, de la estructura semifeudal y esclavista y de su condición 
de país dependiente del exterior, sin sus revoluciones que hemos recordado 
en distintas oportunidades. La última fue una revolución que sacudió has- 
ta las entrañas a nuestro pueblo, porque cambió las bases materiales de su 
existencia y, consiguientemente, sus características sociales y políticas. 

México ha vivido en revolución constante. Primero de 1810 a 1821. 
Concluida la lucha por la independencia, entró a la revolución por la trans- 
formación de su estructura política y social, de 1821 a 1857, que se prolongó 
por un decenio más hasta la promulgación de las Leyes de Reforma. Y de 
1910 hasta hoy, por el cambio esencial de su organización económica, para 
disfrutar de completa autonomía. 

Mientras el jefe del gobierno nacional diga, exprese con claridad, hon- 
radez y aun con énfasis esos conceptos, lo demás —la solución de los 
problemas concretos del pueblo y de la nación— no obstante que es ta- 
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rea principalísima, puede ser resuelto. Por el contrario, cuando se oculta 
la génesis, el desarrollo, el carácter y los objetivos del movimiento revolu- 
cionario hay que dudar de la firmeza del poder público. Este es el primer 
mérito del informe del presidente Díaz Ordaz. 

Enseguida el Presidente definió la revolución como un desarrollo equili- 
brado y cabal en lo económico, en lo social y en lo cultural. Y para subrayar 
el concepto dijo: el auge de unos cuantos no es signo de salud, sino señal de 
retroceso. Estamos de acuerdo con la afirmación. 

Debe haber un desarrollo económico y social geográficamente equili- 
brado, dijo el Presidente. De acuerdo también: es uno de los puntos del 
programa de nuestro partido. 

Debe existir un poco de bienestar para muchos, reduciendo el exceso de 
algunos, añadió el Presidente. De acuerdo, asimismo, pero nosotros diría- 
mos más: debe haber bienestar para todos y no un poco de bienestar, sino 
bastante bienestar. Á este objetivo debe llevar el desarrollo natural de nues- 
tro país, impulsado por el movimiento revolucionario. 

Y, por último, al mencionar los factores integrantes del desarrollo coor- 
dinado, el Presidente hace notar que en nuestra época la tecnología tiene 
un papel muy importante en el progreso general, hecho cierto de induda- 
ble trascendencia. 

Después de precisar así el carácter del actual periodo histórico, que la 
Revolución Mexicana impulsa, el Presidente pasa a considerar las funciones 
del Estado. Continuará la intervención del Estado en la economía, afirmó, 
siempre que sea necesario. Nosotros estimamos que siempre será necesario. 
¿Por qué razón? Es cierto que vivimos en un país capitalista, pero con formas 
sui géneris de capitalismo. No estamos en un país en el que se haya suprimi- 
do la propiedad privada de los instrumentos de la producción económica y 
del cambio y, por tanto, al lado del Estado tiene que existir la actividad de 
los particulares en el desarrollo de nuestra nación. Esto es cierto. Pero tam- 
bién es verdad que si la Revolución Mexicana se hubiera detenido en la 
reforma agraria, aun cumpliéndola totalmente, y en el reconocimiento de 
los derechos de la clase obrera, aun respetándolos de una manera fiel, y el 
Estado se hubiera cruzado de brazos ante los problemas económicos reafir- 
mando los principios liberales del siglo xIX, México sería a estas horas una 
colonia de los monopolios norteamericanos. 

¿Qué es lo que ha salvado a nuestro país? ¿Cuál es la grandeza, en este 
sentido, del movimiento revolucionario? La intervención del Estado, no 
sólo para guiar y coordinar el proceso de la economía, sino su participación 
directa en el desarrollo como productor, como factor que consolida y 
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multiplica las fuerzas productivas, y como poder que ha creado multitud de 
instituciones en el campo de la producción agrícola, ganadera e industrial; 
en los transportes y las comunicaciones; en los servicios sociales y del 
crédito, que en conjunto le han dado a México la fuerza y el prestigio de 
que legítimamente disfruta. 

Todos sabemos que contra este proceso muy nuestro se formula una serie 
de argumentos sofísticos, engañosos, y algunos de ellos válidos pero inapli- 
cables a México. Se alega —y el embajador de los Estados Unidos en nuestro 
país no es ajeno a esta campaña— pues, por el contrario, durante la lu- 
cha electoral para elegir al presidente de la República y a los miembros del 
Congreso de la nación, visitó algunas ciudades de importancia: Monterrey, 
Guadalajara y otros más, hablando con calculada inocencia y sin mezclarse 
aparentemente en los problemas nuestros, para decir: señores, dirigién- 
dose a quienes le ofrecían banquetes, ustedes tienen un país admirable, la 
Revolución Mexicana forma parte ya de nuestro corazón. Pero no olviden, 
iah!, la experiencia ajena, que es más antigua y más rica que la suya. ¿Por 
qué los Estados Unidos de la América del Norte han llegado a una situación 
envidiable de prosperidad para su pueblo y de desarrollo impetuoso de 
sus fuerzas productivas? Porque no ha sido el gobierno el que ha creado la 
riqueza, sino sus hombres de negocios, jamás entorpecidos por el poder pú- 
blico. Sin la “libre empresa” los Estados Unidos no habrían llegado al nivel 
que todo el mundo ve con envidia y con asombro. Ese es el argumento que 
se levanta contra nuestra vía hacia el progreso. 

La tesis de la libre empresa la oponen a la nuestra. Aquí no se llama li- 
bre empresa, sino iniciativa privada. Pero olvidan sus panegiristas que si 
México ha llegado a su situación actual de desarrollo, es a causa de la inter- 
vención vigorosa del Estado en el proceso económico, producto de nuestras 
exigencias y de nuestras necesidades que plantean soluciones inaplaza- 
bles. Nuestra historia es totalmente distinta a la de los Estados Unidos de 
Norteamérica y, por supuesto, a la de las naciones europeas. Ni el origen 
de nuestra historia, ni su proceso a través del tiempo, ni las instituciones 
creadas por el pueblo, ni nuestra cultura, ni nuestra sensibilidad, ni nuestra 
manera de entender la existencia se parecen a las de ellos. Por esta razón, 
invocar la experiencia ajena para aconsejarnos que la imitemos, es un error 
y una intromisión indebida en nuestra vida doméstica. Afortunadamente 
es un argumento que por carecer de valor no puede tener influencia en la 
conciencia nacional. 

Faltan todavía por nacionalizarse muchas cosas. Nacionalizar en el senti- 
do de poner al servicio de la nación y no de los particulares, que no implica 
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siempre el acto de expropiar, algunas de las riquezas naturales y factores 
económicos. Falta por nacionalizar los recursos forestales, porque sólo una 
institución descentralizada que tome en sus manos la explotación racional, 
científica, técnica de nuestros bosques, puede planear el aprovechamiento 
y el crecimiento de esos bienes, dando trabajo a miles de mexicanos, crean- 
do nuevas industrias de transformación y contribuyendo a elevar el nivel 
de vida del pueblo. 

Falta por nacionalizar, con ese sentido, los recursos marítimos de nuestro 
país. Tenemos dos inmensos litorales, pero somos un pueblo de tierra aden- 
tro todavía. Nuestro pueblo podría comer bien y barato si el Estado creara 
un organismo descentralizado para aprovechar la incalculable riqueza de 
nuestras aguas. 

Falta que el Estado cree sus propios laboratorios para producir los medi- 
camentos que requieren los servicios sanitarios y asistenciales, liberándose 
de las firmas extranjeras que explotan sólo sus discutibles patentes. 

Faltan muchas cosas por hacer, y es claro que el Estado es el único 
capaz de emprender tales obras, porque la iniciativa privada —yo soy 
también de los que consideran que es necesaria, útil, conveniente, porque 
vivimos en un régimen social cuyo perfil he recordado— no está capa- 
citada financieramente ni cuenta con la fuerza política de que la nación 
dispone, para dar cumplimiento a estos propósitos. Además, en nuestro 
país la iniciativa privada, en muchos casos, está compuesta por personas 
que prestan su nombre para facilitar la inversión del capital extranjero, 
en contraste con la actitud de los mexicanos que arriesgan su propia for- 
tuna y dirigen sus negocios con éxito, dignos de apoyo, de estímulo y de 
respeto. 

Por ese motivo estimamos que la intervención del Estado será siempre 
indispensable, sin estrechar el campo de la iniciativa privada, porque éste 
es muy grande. Ya en dos ocasiones el gobierno ha publicado listas de in- 
dustrias a las que pueden concurrir los particulares, que dejarían ganancias 
legítimas y que integrarían la economía nacional. Creo que se podrían agre- 
gar a ellas otras actividades que no existen todavía. 

Después de explicar de este modo el Presidente de la República la pos- 
tura del Estado ante nuestro desarrollo, comenta que estamos ya a más de 
medio siglo de haberse iniciado el gran movimiento popular constructor del 
México nuevo, y por eso estamos seguros de nuestros principios. Poseemos 
principios firmes, y no tenemos que acudir a ninguna parte en su busca. 
México, dice el Presidente, no tiene una “metrópoli ideológica”. Nosotros 
estamos de acuerdo con su opinión. 
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Hoy en la mañana leí en un periódico —no recuerdo cuál, porque tengo 
mala memoria— que se me hace la siguiente pregunta: ¿qué dirá Lombardo 
de la frase del Presidente respecto de la “metrópoli ideológica”? Recuerdo 
en este momento que hace alrededor de quince años, un gran personaje 
de la política nacional me dijo que yo manejaba “ideas exóticas” y que lo 
único válido en nuestro país es lo mexicano. Me retó a discutir; pero no 
acepté. Me limité a decirle, con humildad, que para un debate era necesa- 
rio que los interlocutores se hallaran al mismo nivel en la escala zoológica 
y que esta circunstancia no ocurría en nuestro caso. Pero le recordé que en 
nuestra patria todo es exótico, menos la tierra. Las tribus indígenas vinieron 
del norte, no estaban aquí. Después, cuando esas primeras poblaciones se 
habían asentado ya, llegaron los españoles. ¡Gentes más exóticas que los es- 
pañoles para los indios mexicanos no podía haber! Y no sólo eran raros. Nos 
trajeron algunas ideas magníficas y principios universales que nuestras tri- 
bus, que estaban muy atrasadas, no podían siquiera imaginar. También nos 
impusieron sus costumbres y sus gustos, obligándonos a lo exótico: los za- 
patos cerrados, los pantalones, la chaqueta y el sombrero. Los indígenas no 
usaban ninguna de esas prendas de vestir. Así comenzó lo exótico, y siguió 
y sigue todavía y seguirá. Si hiciéramos un análisis exhaustivo de lo que 
es propio, autóctono, en México, y de lo que fue incorporándose a nuestra 
vida colectiva, nos quedaríamos con una sola cosa: la imagen de un territo- 
rio rico y hermoso, pero deshabitado. 

Nosotros creemos que todas las ideas de valor universal, no importa de 
dónde surjan, cuando se incorporan en un país, porque su pueblo las hace 
suyas, forman inmediatamente parte de su patrimonio ideológico. José 
María Morelos, en sus “Sentimientos de la Nación”, al declarar que la so- 
beranía reside en el pueblo, no estaba expresando nada mexicano. Había 
tomado ese principio vertebral de la revolución democrático-burguesa de 
Francia, y lo acogió, considerándolo como justificación de la voluntad y de 
la acción de las masas populares. 

A partir de los “Sentimientos de la Nación”, el principio de que la sobe- 
ranía nacional radica en el pueblo, se vuelve mexicano. Lo mismo ocurrió 
con la doctrina de la división de los poderes y con otras muchas institu- 
ciones políticas. Y es que la humanidad crea y produce en cualquier parte 
del mundo las ideas que deben conducirla. Si son justas, si tienen altura, 
si tienen belleza, si son capaces de mover el espíritu del hombre, en poco 
tiempo se transforman en ideas universales. Nosotros no tenemos metrópo- 
li ideológica. ¡En buena hora! Pero tampoco debemos tener una metrópoli 
económica. Porque el país que depende de otro, no importa cómo se llame 
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ese otro, es un país sometido, sin libertad, que no camina. México debe ser 
una nación con independencia en todos los órdenes de su vida. 

La revolución está en marcha; pero estamos obligados a facilitar el cum- 
plimiento de sus postulados. El artículo 27 de la Carta Magna, por ejemplo, 
necesita ser revisado, porque encierra disposiciones que obstaculizan 
la aplicación resuelta y completa de la reforma agraria. Podría citar otros 
impedimentos. 

La revolución está en marcha; pero por una senda distinta a la del pa- 
sado. El mismo artículo 27 contiene ideas y normas que no son las del 
capitalismo típico o clásico. Los constituyentes del 17 ya no fueron, desde el 
punto de vista ideológico, los constituyentes del 57. Según las palabras de 
uno de ellos, creo que Alfonso Cravioto: “Somos liberales; pero liberales que 
ven al socialismo”. Y para no citar etapa por etapa, es suficiente con recor- 
dar que durante la administración de Lázaro Cárdenas y de Adolfo López 
Mateos, se tomaron medidas de una enorme significación que han ayudado 
al cambio de la estructura económica y social del país: nacionalización del 
petróleo y de la electricidad, y antes y después de ellos, ahora mismo, me- 
didas semejantes que han hecho posible al ascenso de México en muchos 
aspectos de su existencia. 

Esto es lógico, señor presidente, señores diputados, porque la historia es 
un camino que no tiene regreso. O un pueblo avanza o entra en graves crl- 
sis económicas y políticas, a veces insalvables. Nuestro pueblo emprendió 
su marcha hace muchos años, por el camino que le convino. Un viejo pro- 
verbio chino dice: “antes de que los hombres comenzaran a andar no había 
caminos”. ¿Cómo se hicieron? Un día un hombre empezó a andar en una 
dirección; otros lo siguieron, y después otros, hasta que el camino quedó 
construido. Nosotros tenemos el que nuestro pueblo hizo con su sangre y 
sus sacrificios, su dolor y también sus victorias y sus alegrías. Es un camino 
que dejó atrás el pasado para siempre y nos conduce al porvenir por la ley 
del proceso dialéctico de la historia. Nos lleva a un futuro que tiene que ser 
distinto al presente, como el presente es distinto al pasado. 

El más grave problema nuestro sigue siendo la injusta distribución de la 
riqueza. En buena hora que el Presidente de la República reitere su deci- 
sión de ir al fondo de esta cuestión vital, porque de 1939 a 1960 el salario 
real del pueblo mexicano que trabaja disminuyó en un 10 por ciento. ¿Por 
qué ha mejorado, sin embargo, el nivel de vida? Por los servicios, no por los 
salarios: servicios de salubridad y de asistencia, los seguros sociales y otros, 
incluyendo la importante función educativa. ¿Cómo es posible que todavía 
—números más, números menos— el 98 por ciento de la población activa re- 
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ciba alrededor del 30 por ciento del producto bruto nacional, y que el dos por 
ciento reciba la mitad de la riqueza producida por el trabajo de la sociedad? 

El propio gobierno es de los más pobres de la Tierra. Del producto bruto 
sólo percibe el 10 por ciento, cantidad muy inferior al ingreso de muchos de 
los gobiernos de la América Latina. Hay que duplicar, por lo menos, sus re- 
cursos, para que pueda mejorar y extender los servicios. La única solución 
es una reforma fiscal a fondo, pero esa es una cuestión de otro tipo que en 
el momento oportuno vamos a proponer. 

En el informe hay también una cuestión que es necesario comentar por 
la importancia que tiene. El Presidente ha dicho que la lucha social debe 
realizarse dentro de la ley; que fuera de la ley no es aconsejable ni es útil 
ni saludable. Y agrega: si se nos demuestra que pueden ser susceptibles de 
perfeccionamiento las instituciones que nos rigen, lo haremos; si se las ata- 
ca sin razón las defenderemos. Nosotros estamos en completo acuerdo con 
esta línea política. Pero algunos preguntan: ¿por qué condena el Presidente 
la ocupación de la tierra y las huelgas que trastornan los intereses colecti- 
vos, al mismo tiempo que insiste en el respeto a los derechos y libertades 
individuales y a las garantías colectivas o sociales? Yo creo entender el sen- 
tido de su expresión. 

Es verdad que por el camino marginal a las instituciones establecidas no 
se tienen muchos éxitos. Si nuestra Constitución fuese un código seco, sin 
jugo humano, sin emoción histórica; si no tuviese el alma de bandera que 
posee, el pueblo buscaría los caminos marginales. Pero la Constitución es 
todavía, por ventura, un instrumento jurídico y político valioso, que no he- 
mos sabido o querido aplicar de modo fiel y resuelto. 

Sin embargo, la Constitución puede y debe ser perfeccionada. Y las le- 
yes secundarias con mayor razón. Si para aplicar la reforma agraria hay 
obstáculos, deshagamos esos obstáculos. Lo malo, lo reprobable, es que las 
autoridades encargadas de dar satisfacción a las necesidades de la masa ru- 
ral invoquen la ley y, al mismo tiempo, la violen. 

En cuanto al derecho de huelga quiero expresar mi opinión. Yo he dedi- 
cado mi vida a servir a los intereses de la clase obrera en todos los frentes 
de su lucha. Quizá sea yo el mexicano que mayor número de huelgas haya 
dirigido, y todas ellas con éxito, lo digo sin jactancia. Por eso considero que 
el quid de la cuestión consiste en la forma en que ese derecho se maneja. 
La huelga es el arma fundamental de la clase obrera; pero si no se estudia 
bien el conflicto a que va a aplicarse; si no hay en cada ocasión un plan es- 
tratégico y táctico justo; si no hay dirección eficaz del movimiento, la huelga 
fracasa. Estoy hablando de la huelga verdadera, no de las simulaciones de la 
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huelga, porque desgraciadamente se ha abusado demasiado de la amenaza 
de la huelga, hasta convertirla en chantaje. Los patrones saben bien que no 
llega el agua al río y conforman a los líderes obreros con cualquier cosa. Pero 
con la huelga no hay que jugar, como tampoco hay que jugar con la palabra 
revolución, y menos aún con las acciones revolucionarias. 

El caso de los médicos es complejo. Crisis de un sector social que se ve 
obligado, contra su deseo, contra su pensamiento, contra su sensibilidad de 
clase media a proletarizarse, a convertirse en una fracción de la clase asala- 
riada, en virtud de las leyes del desarrollo capitalista. En la medida en que 
se nacionalicen los servicios médicos, no habrá sino médicos servidores del 
Estado. Muchos de ellos se resisten a aceptar su situación actual y, sobre 
todo, su perspectiva. 

Ese es un factor que ha contribuido al conflicto. Además —no quie- 
ro hablar de otras cosas— todos estamos enterados de que hubo intereses 
no precisamente limpios, sino espurios en el asunto. Fue un movimien- 
to sin cabeza, sin plan, y quienes lo azuzaron cometieron un error táctico 
imperdonable: tratar de retar al poder público para medir sus fuerzas, pre- 
cisamente el día primero de septiembre en que el presidente de la República 
informa al pueblo sobre la situación del país. Pensaron los que señalaron la 
fecha, que ante su amenaza el encargado del Poder Ejecutivo doblaría las 
manos y se vería obligado a una transacción. De este modo se sentaría un 
precedente, y entonces, basándose en él, se buscarían otras coyunturas para 
ir disminuyendo el poder político del gobierno y sus adversarios aumen- 
tando el suyo. Hubo buena fe en muchos también pero no dirigieron su 
propia conducta, sino que fueron dirigidos. 

Yo no califico de huelga la de los médicos, ni un problema sindical. La 
huelga no es un derecho que corresponda a los sindicatos, sino a la mayoría 
de los trabajadores como resultado de una coalición. Pero la coalición tiene 
también sus cauces legales: actas para comprobar la existencia de la mayoría 
en los lugares de trabajo, un pliego de peticiones, plazos para que la huelga 
estalle, notificaciones, dirección, etcétera. Nada de eso ha habido. Por eso se 
convirtió el conflicto en un río revuelto en el que muchos quisieron pescar. 

Yo nunca estaré en contra de la huelga, porque es el único derecho eficaz 
que tiene la clase obrera. Es cierto que las huelgas trastornan la vida normal 
de la sociedad; pero es un acto jurídico. Ántes de la Constitución del 17 una 
huelga era delito contra la libertad de comercio y contra la libertad de in- 
dustria, según el Código Penal y el Código Mercantil y aun el Código Civil. 
El Constituyente, haciéndose eco de las demandas justas de la clase obre- 
ra, elevó a la categoría de acto jurídico la presión contra los patrones, para 
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compensar la disparidad de las fuerzas de las dos clases sociales. ¿Cómo 
evitar que las huelgas en los servicios públicos trastornen el orden estable- 
cido? Preparándolas bien, ganando previamente a la opinión pública para 
que se ponga del lado de los trabajadores, estudiando y previendo el desa- 
rrollo de la huelga paso a paso, manteniendo los servicios de emergencia y 
negociando con habilidad. 

Pero no hay que caer tampoco en las actitudes oportunistas ni en los ar- 
gumentos falsos. Hoy leí en otro periódico la afirmación de que hizo bien el 
gobierno en poner en cintura a los revoltosos para que el orden público no 
se altere ni hoy ni mañana. ¡Qué interpretación del orden público! 

¿En qué consiste el orden público, señores diputados? El orden público 
en un país como el nuestro no es una cuestión policiaca, sino jurídica. El 
orden público está constituido por los derechos y las instituciones que nos 
rigen. Cuando estas instituciones y estos derechos se dejan de aplicar, se 
rompe el orden público. 

Por último, el Presidente se refiere a los partidos políticos. lodos recorda- 
mos sus conceptos: los derechos y las facultades del partido mayoritario, y 
los derechos y facultades de los partidos minoritarios. Nosotros, los diputa- 
dos del Partido Popular Socialista, estamos de acuerdo con esos conceptos. 
¿Por qué? Se nos llama a veces un partido de la oposición sin meditar en 
el término. ¿Partido de oposición contra el gobierno? La oposición por la 
oposición carece de sentido en política y en todo, salvo en circunstancias 
extraordinarias. Nosotros somos la oposición, sí; pero no porque nos opon- 
gamos a la Revolución Mexicana. Á lo que nos oponemos es a lo contrario, 
a que no se cumplan los objetivos de la revolución. En eso consiste nuestra 
discrepancia con el poder público. Somos un partido que lucha porque la 
revolución siga su curso, enriqueciendo sus instituciones y precisando, más 
y más, sus metas inmediatas y sus objetivos finales. 

El Presidente tiene razón cuando afirma: “Los partidos minoritarios no 
tienen sólo el derecho, sino la responsabilidad de criticar y de señalar erro- 
res, omisiones, corrupciones y abusos, y así contribuyen a gobernar”. Es 
cierto. Nosotros contribuimos a gobernar en la medida de nuestras fuerzas, 
no sólo por eso sino porque queremos que nuestras instituciones se perfec- 
cionen constante y sistemáticamente. 

Concluye el informe invocando la indivisibilidad de México. Todas las 
ideas, todos los pensamientos, todos los principios, por extraños que pa- 
rezcan, tienen libertad para exponerse y divulgarse en nuestro país; pero 
a condición de que no signifiquen un atentado a los intereses de la nación, 
afirma el Presidente. Estamos completamente de acuerdo. Y más en esta 
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época de apremios internos, justos unos y otros indebidos, y de presiones 
injustas e indebidas de afuera. Más que en el pasado debemos unificarnos 
en acciones comunes quienes pensamos que la revolución es la única fuerza 
capaz de construir un México nuevo y mejor que el de hoy. 

¡Muy bien que el Presidente vaya a la América Central! Esta ha sido una 
falla de la Revolución Mexicana, mejor dicho, de los gobiernos surgidos de 
la revolución. Todos aplaudimos a López Mateos cuando llevó por primera 
vez la voz de México al ámbito del mundo: al Oriente, a Europa, a la América 
del Sur. Pero la América Central ningún presidente la ha visitado. Hubo 
sólo una entrevista de unos minutos entre el Presidente de Guatemala y el 
Presidente de México hace años. 

Debemos tener una política clara y amistosa hacia los pueblos de la 
América Central. Una política de cordialidad y de concordia, de paciencia 
fraternal y de elevadas miras, más que para las otras regiones de la Tierra. El 
solo hecho de que los pueblos centroamericanos conozcan al México actual 
por conducto del jefe de su gobierno, ya es un paso para el entendimiento 
permanente y firme con nuestros vecinos. 

Señor Presidente, señoras y señores diputados: los representantes del 
pueblo que pertenecemos al Partido Popular Socialista, saludan el informe 
del presidente Gustavo Díaz Ordaz, y reiteran su decisión y su interés por 
seguir ayudando al progreso de nuestro país, porque la acción gubernativa 
no puede ser unilateral ni puede venir exclusivamente de arriba. La demo- 
cracia que no se basa en el movimiento del pueblo, en coordinación con los 
propósitos justos del Estado, es una democracia anémica, enferma o trunca. 

¡Ojalá que la Revolución Mexicana, que comenzó con los “Sentimientos 
de la Nación”, tan caros al presidente Díaz Ordaz y a todos nosotros, siga 
iluminando a esta asamblea representativa del pueblo mexicano! 


LLAMAMIENTO PARA IMPULSAR LA REVOLUCIÓN 





SEÑORA PRESIDENTE, 
SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 





Desde las cartas de relación del conquistador, las instrucciones de los vi- 
rreyes a quienes los sucedían en el mando, y los primeros informes de los 
presidentes de la República, a partir de la administración de don Guadalupe 
Victoria, en 1824, hasta hoy, en los informes que el jefe del gobierno ha dado 
de su gestión, hay tres partes fundamentales: primera, cómo se ha usado el 
poder por el jefe del gobierno; segunda, con qué objetivos se ha usado el 
poder; tercera, la perspectiva para el desarrollo de México. 

Con mayor acento, en unas partes que en otras, esa ha sido la estructura 
del informe del jefe de gobierno. Veamos, de acuerdo con esta clasifica- 
ción, no arbitraria, cuál es el valor del segundo informe del presidente de la 
República, Gustavo Díaz Ordaz. 

Ante todo, quiero decir dos palabras sobre sus características generales. El 
Presidente ha usado un estilo llano y directo. Eminentemente polémico, ins- 
pirado en un sano nacionalismo y escrito con una honda emoción patriótica. 

Pasemos a recordar las palabras del Presidente en cuanto se refiere a 
cómo ha usado el poder en este segundo año de su administración. 

Afirma que está obligado a explicar, a reiterar las ideas que nos conducen, 
las razones que fundan las acciones gubernamentales y a prever el curso de 
los acontecimientos. 

Y tiene algunas formulaciones de evidente importancia que, aunque no 
lo son del todo, sí lo son en muchos sentidos, como esta: “México ha for- 
mado el caudal de su corriente histórica con todas las ideas, sin entregarse 
al exclusivismo de ninguna, sino manteniendo intacta su propia sustancia. 
Nuestra forma de vivir no corresponde exactamente a otras formas de vida 
en el mundo. La nuestra emana y crece de las raíces más profundas de noso- 
tros mismos”. 


Intervención en la glosa del segundo informe del presidente Gustavo Díaz Ordaz. 
Diario de los Debates de la XLVI Legislatura, México, D. F., 7 de septiembre de 1966. 
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Esto quiere decir que el Presidente, conocedor de la historia de nuestro 
pueblo y de nuestra patria, a la cual acude con mucha frecuencia, tiene el 
valor de afirmar un hecho que no por obvio y por cierto, para quienes han 
meditado un poco, deja de tener trascendencia política; porque todavía hay 
por ahí gentes que afirman que nuestro país se ha formado con ideas ex- 
clusivamente mexicanas, que no ha tenido ninguna influencia del exterior 
y que, por lo tanto, no salir jamás del cuadro de las ideas nuestras es un de- 
ber elemental, lo mismo de los gobernantes que de las organizaciones y de 
clases sociales. Esta es una mentira... que se esgrime cuando conviene a los 
intereses de quienes hablan. 

El Presidente dice que se ha formado, que ha creado nuestro país su 
caudal de corriente con todas las ideas, “sin entregarse al exclusivismo de 
ninguna”. En otras palabras, la historia de nuestro país es la historia de 
una parte del mundo. Cuando las ideas universales son válidas, legítimas, 
muchas de ellas se han incorporado aquí, en nuestra tierra, y en nuestro 
pensamiento, y pasan a formar parte del caudal, de su corriente histórica. 

El Presidente también dice que hemos vivido este año dentro de una paz; 
pero que esta paz es una paz dinámica, democrática, opuesta a las bases coer- 
citivas de las dictaduras. La de México es una paz conquistada después de la 
revolución. Lo sabemos. Pero todavía en muchos países de la América Latina 
esto no se sabe. Cuánto darían muchos jefes de Estado en Centroamérica, o 
en América del Sur, por decir lo mismo con el aplauso de sus pueblos. 

Esta paz, ¿a qué se debe? Se debe a las libertades y, sobre todo, a la con- 
cepción que México tiene de lo que es una democracia. La vieja idea de que 
la democracia es una forma de gobierno, es decir, una superestructura jurí- 
dica nada más ha pasado en nuestro país a la historia antigua. 

La paz es la que define el artículo tercero de la Constitución. La demo- 
cracia de este precepto es una democracia formal en cuanto a que encierra 
derechos, pero es una democracia con un contenido básico: la democracia 
económica, democracia social, democracia cultural y democracia internacio- 
nal; aun cuando se hable de un país determinado como es el nuestro. Tal es 
la proyección del concepto, de la definición implícita que tiene el artículo 
tercero de nuestra Carta Magna, en cuanto el régimen de gobierno. 

También no es ninguna novedad, pero ya es una afirmación muy valiosa 
como la anterior, reiterar qué entendemos los mexicanos por democracia. Á 
veces ocurre que una situación constitucional derrumba a un régimen dic- 
tatorial por ahí, en cualquier parte del Sur, y llega un civil a gobernar. ¿Pero 
se va este gobierno, con toda la apariencia de constitucional y de democrá- 
tico, se va por el camino de la revisión de la estructura económica tan vieja? 
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No, se mantiene en la superficie sin tocar el fondo de la vida nacional. Esta 
es una de las causas de la gran tragedia que sigue aquejando a nuestros her- 
manos los pueblos de América Latina. 

Sentadas estas premisas, en cuanto a cómo el presidente Díaz Ordaz ha 
usado el poder, informa: Hoy vengo a decir que las condiciones económicas 
son más satisfactorias que las que prevalecían hace un año. Pudimos haber 
escogido —agrega— el camino fácil de la sobrexpansión; pero como no se 
trata de inflar, sino de crecer, optamos por corregir para reanudar el creci- 
miento firme, equilibrado y sano. 

Todo gobierno que se inicia necesita ajustar la maquinaria del Estado, 
y aun cuando no toque ninguno de los principios que la impulsan, evi- 
dentemente se encuentra frente a los problemas económicos creados por el 
propio desarrollo y por la concepción de la administración pública pasada. 

El Presidente dice que se ha seguido una política crediticia y monetaria 
encaminada a la estabilización, canalizando el crédito, con riguroso crite- 
rio selectivo, hacia las actividades productivas y conservando un circulante 
monetario acorde con la producción de bienes y servicios y la velocidad del 
incremento. 

Nosotros consideramos que esta es una política sabia, porque tan pobre 
es nuestro país que todo crédito que no vaya a la producción, aun cuando 
atienda necesidades o demandas útiles, es, en cierta medida, un despilfa- 
rro. Insistir, en consecuencia, en que el crédito debe ser para impulsar las 
fuerzas productivas es una base sana de la cual partir para orientar toda la 
política, no sólo crediticia, sino la política económica. 

Gasto público estabilizado, inversión programada y coordinada, buscan- 
do su máximo rendimiento. Y aquí el Presidente empieza a desarrollar su 
tesis. ¿Qué se va a encontrar cuando se lee el documento con atención?, 
¿qué se va encontrar en todas o en casi todas sus partes? Programar, darle 
orden al desarrollo, saber en qué consiste el desarrollo, cómo se debe ir al- 
canzando y con qué propósitos. 

Inversión programada y coordinada y, agrega todavía más: el desarro- 
llo debe ser importante y siempre sostenido. En los próximos cuatro años 
el promedio anual de la producción económica real no será inferior al seis 
por ciento. 

Ya esto tiene una gran significación. Si nuestro desarrollo demográfico, 
como todos sabemos, es uno de los más altos del mundo y alcanza una 
fracción de más del tres por ciento no es posible que el desarrollo de la pro- 
ducción sea inferior ni siquiera al que este ritmo de crecimiento económico 
se equipara; tiene que ser superior. 
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El Presidente señala que en los cuatro años venideros el ritmo de la in- 
versión será importante para que logremos un índice de crecimiento del 
seis por ciento. Dentro del desarrollo de la economía, dentro del marco de 
la producción económica, ¿cuál es el sector más urgido de estas medidas 
de impulso monetario? Evidentemente, el campo. El campo; porque sin 
él, y no sólo la agricultura, sino la ganadería, las industrias derivadas de 
la producción agropecuaria y otras actividades relativas, y lo recuerda el 
Presidente después, ni el mercado crece, el interno ni el mercado de afue- 
ra, para las exportaciones nuestras ni hay materias primas en abundancia 
ni hay, tampoco, plazas nuevas para el mayor número de mexicanos, en un 
país que todavía tiene una población excepcionalmente activa, la más nu- 
merosa, en la población rústica. 

Así, dice el Presidente, hemos usado el poder. Ahora, ¿con qué propósitos 
se ha usado el poder? Este capítulo del informe, que no es del documento 
que el Presidente leyó, sino los temas agrupados por mí para el fin de este 
análisis, este capítulo es el más rico por cuanto a que aquí la política del 
gobierno, sobre todo en materia económica, salta como una política concu- 
rrente con la promesa inicial y rebasa la torma de una simple información 
administrativa. 

Esta frase bastará para darle toda la técnica a los propósitos con que se ha 
usado el poder. Dice el Presidente: El objetivo supremo de nuestro desarro- 
llo económico es la independencia nacional y el bienestar social del pueblo. 

Después agregará: Hemos vivido en un esfuerzo continuo, dramáti- 
co de descolonización y no hemos abandonado todavía este combate. 
Descolonizar, liberarnos, lograr nuestra independencia nacional todavía 
trunca, no completa, desde el punto de vista económico, aun cuando desde 
el punto de vista político nadie lo discute y nadie la toca, la independencia 
de México. 

Entonces, ¿cuál debe ser, para qué fines hemos de usar el poder? ¿Para 
qué propósitos lo hemos empleado? No sólo estamos obligados a informar 
lo que hicimos en este año, sino lo que vamos a hacer, como consecuencia 
de lo que hemos realizado en los años que pasaron. 

Los lineamientos para el desarrollo económico-social de 1966 a 1970 son 
los que siguen: Alcanzar un crecimiento económico de seis por ciento en 
promedio anual, por lo menos. Otorgar prioridad al sector agropecuario. 
Impulsar la industrialización y mejorar la eficiencia productiva de la in- 
dustria. Atenuar y corregir desequilibrios en el desarrollo, tanto regionales 
como entre distintas ramas de la actividad. Distribuir con mayor equidad el 
ingreso nacional. Mejorar la educación, la vivienda, las condiciones sanita- 
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rias y asistenciales, la seguridad y, en general, el bienestar social. Fomentar 
el ahorro nacional. Mantener la estabilidad del tipo de cambio y combatir 
presiones inflacionarias. 

Otra vez, no sólo ya da idea de la programación, sino el programa en sín- 
tesis, en indicadores claros. Por la primera vez, de un modo así, cabal, un 
informe del jefe del gobierno se ciñe a su propia concepción del desarrollo. 
Objetivos claros, precisos y además, jerarquizados. 

Después dice, contestando las quejas justas, sólo en apariencia, del 
abandono en que algunas regiones de la República se encuentran, que el 
gobierno federal tenía dos caminos: dejar a los estados solos o ir en auxi- 
lio no pecuniario, ni fiscal, ni administrativo, sino de impulso productivo 
a los que lo necesitan, dentro de una concepción nacional del proceso de 
crecimiento. 

Por eso el Presidente afirma: “El gobierno federal ha hecho de equili- 
brador de diferencias regionales”. Justo, correcto, certero, porque toda 
planificación tiene que contemplar el área dentro de la cual se aplica el pro- 
grama, y entonces no puede proceder sino de una manera: la que aconsejan 
los principios de la técnica y, al mismo tiempo, las necesidades de las partes 
para llegar al impulso general colectivo. 

Hemos empleado el poder —afirma el Presidente— para mantener nues- 
tro sistema financiero mexicanizado. Para que no acontezca la paradoja de 
que, con los “recursos ahorrados por los mexicanos, se realicen financia- 
mientos extranjeros, sólo en apariencia”. 

Ya era hora. Hacía muchos años que estábamos esperando que el jefe del 
Estado corrigiera este defecto. Á veces nuestro ahorro nacional, manejado 
por instituciones del Estado, ha servido para impulsar negocios del exterior, 
que para nada benefician a nuestro país. 

Se ha integrado el sistema del crédito dedicado a la agricultura, dice 
el Presidente. ¡Ojalá, con el Banco Nacional Agropecuario! Y digo ¡ojalá!, 
no en tono de duda, sino en tono de deseo. Porque yo no acabo de enten- 
der, señoras y señores diputados, y lo digo con toda franqueza, cómo los 
1 500 millones de pesos que han llegado a nuestro país de la Alianza para el 
Progreso, para impulsar la producción agrícola, tienen que dar una serie de 
vueltas raras y extrañas. En lugar del Banco Nacional del Crédito Agrícola, 
del Banco Nacional de Crédito Ejidal, directamente, o por conducto de la 
Nacional Financiera, o de alguna otra institución, o del propio banco cen- 
tral, del Banco de México, esta suma enorme de dinero recorre un camino 
largo y va a dar a la banca privada para que ésta lo maneje. Y todos recorda- 
mos que la Alianza para el Progreso da dinero a nuestro país con el uno por 
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ciento, que pagaremos dentro de diez años como primer abono, y dentro de 
cuarenta, se pagará el préstamo total, el capital. Dentro de cuarenta años, 
¿quiénes van a pagar a los Estados Unidos? Nadie. No sabemos, ni ellos 
tampoco, qué va a ocurrir dentro de medio siglo. Ellos no saben. Nosotros 
tampoco. 

¿Por qué, entonces, este crédito no forma parte real y oportuna, sobre 
todo si es crédito a la nación, no se maneja por la Nacional Financiera y no 
por la banca privada con el aval, por añadidura, de la nación? Por ahí se dice 
y creo que en el Banco de México, el gerente o el director general del Banco 
de México, ha dicho en alguna ocasión, y si él no ha sido, le pido excusas 
desde esta tribuna; pero algún funcionario público sí, que si se prestara 
muy barato el crédito para el campo, como se recibe, se desalentaría a la 
banca privada. Yo no sé que la Revolución Mexicana haya surgido y se haya 
enriquecido para alentar a la banca privada o a los banqueros. No lo acabo 
de entender. Pero, ¡ojalá!, que quede integrado el sistema del crédito rural, 
sin el cual no es posible el progreso de México. 

El Presidente informa, y sale al frente del debate actual, de hoy mismo, 
acerca del crédito que proviene del exterior. Y dice, porque estamos noso- 
tros totalmente de acuerdo, que los préstamos intergubernamentales o de 
organismos internacionales a nuestro gobierno y a nuestras empresas pú- 
blicas son preteribles a la inversión directa. 

Pero, en cuanto al debate, el Presidente recuerda que hay dos tesis, una: 
nada de inversiones extranjeras; pobres, pero libres. Y la otra: toda puerta 
libre o abierta a las inversiones extranjeras. Más vale correr riesgos que mo- 
rirse de hambre. 

El Presidente dice: ni la una ni la otra son tesis justas ni correctas. ¡Qué 
quisiéramos, no necesitar del crédito exterior; pero lo necesitamos! Entonces 
la inversión directa debe asociarse al capital nacional, con condiciones, y 
las condiciones son estas: primera, debe ser conducto, la inversión direc- 
ta extranjera, conducto permanente de innovaciones técnicas; segunda, no 
deben desplazar o sustituir al capital o empresas nacionales y, tercera, debe 
respetar nuestra legislación y reinvertir una adecuada proporción de sus 
utilidades. 

¡Ah, si esto fuese posible! Teóricamente, es posible; sí, legalmente, es 
posible exigir estas condiciones; pero, en la práctica, no, por desventura, 
por lo menos en esta etapa de nuestro desarrollo. 

Asociarse al capital nacional; 51 por ciento, dice la legislación imperante, 
en una empresa, debe ser de capital nacional, y el 49 por ciento, de capital 
extranjero. Si este mecanismo fuese posible podría ser objeto de un debate; 
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pero, ¿no sería sustancialmente peligroso? Sin embargo, ¿qué ha ocurrido 
en la realidad?, ¿qué ha acontecido? Ha surgido un sector de mexicanos que 
se llama el sector de los prestanombres. Son muy numerosos. De la noche a 
la mañana han surgido muchos ricos en nuestro país. En la Baja California, 
y del norte al sur, en todos lados. ¿El capital es suyo? No lo es. Es capital ex- 
tranjero que ellos dicen ser de su propiedad. Y a ese capital extranjero se 
agrega el 49 por ciento del capital nacional. ¿No tiene remedio esta situa- 
ción? Sí la tiene. Hay muchos medios para comprobar que se ha defraudado 
el principio de la subordinación del capital extranjero al capital mexicano. 

S1 esta disposición, o este pronunciamiento, esta norma del Presidente 
de la República, para las inversiones directas extranjeras, se complementa- 
ra, y no dudo que pueda hacerse, y aun sé que hay la intención de hacerlo, 
s1 se complementa, y de eso estoy seguro que, tarde o temprano, se va a 
hacer porque de otro modo quedaría incompleta la medida, entonces sí la 
inversión directa extranjera sería un buen factor como complemento de la 
inversión nacional subordinada. 

Los partidarios de la puerta libre para la inversión directa extranjera la 
aplauden sin reserva. Claro, porque son banqueros. Y dentro del proce- 
so económico de cualquier país basado en la propiedad privada, sabemos 
muy bien que, a la larga o a la corta, el capital financiero domina al capi- 
tal productivo. Pero, hace unos días, la Cámara Nacional de la Industria 
de Transformación publicó una respuesta a un señor, que es director de 
un banco privado importante, defensor de la libre puerta, y le demostró lo 
que hemos dicho hace muchísimos años, con cifras y datos: que uno de los 
factores por los cuales México no cuenta con capital nacional bastante, es 
porque ha sufrido un proceso de descapitalización, debido a la inversión 
directa extranjera, que exporta las ganancias. 

El Presidente reitera que la industria básica es patrimonio exclusivo de la 
nación. Esta afirmación es muy importante, porque la industria básica no 
es solamente la que hoy tenemos, surge de las ramas de la industria básica 
o pesada. 

Hace unos años no había industria química, no había industria petro- 
química. Hoy la hay. Si el Estado controla, en forma exclusiva la industria 
básica y se exige mayoría de capital nacional en industrias derivadas de la 
básica, pero importantes también de suyo, es una medida sana y limpia; 
porque, sin esta industria básica, que es el timón de la barca, no puede ha- 
ber desarrollo de las industrias de transformación. 

Dice el Presidente que el crédito externo está sujeto a la capacidad de 
pago de nuestro país. Excelente. Porque esa es la causa del desequilibrio de 
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nuestra deuda o del crecimiento de ella. Como ha bajado la deuda en un 2.1 
por ciento se prueba que no nos endeudamos más de lo que podemos pa- 
gar, la política es correcta y justa. 

Afirma el Presidente, también, que la inversión hecha en México ha sido 
financiada, principalmente, con recursos nacionales. Ya se apuntaba hace 
algunos años esta tendencia; pero, ahora, no sólo es una tendencia, sino un 
camino, y esto es muy positivo. 

Reitera que la inversión se realiza para obras productivas, nunca para 
financiar gastos corrientes. E informa que se usó el poder para lograr un fi- 
nanciamiento de crédito, por la primera ocasión, para Petróleos Mexicanos. 
Esto parecería sin mayor trascendencia, pero sí la tiene, si se piensa aquí 
mismo, hoy, en la Ciudad de México, hay instituciones extranjeras, distra- 
zadas de mil modos, dizque para orientar al desarrollo económico, técnico, 
y que se dedican, no a interpretar la vida de México y a impulsar su desa- 
rrollo, sino a levantar murmuraciones y críticas insanas como alrededor del 
petróleo. Esta afirmación del Presidente es muy valiosa. 

La semana pasada, los señores diputados habrán recibido, probablemen- 
te, un folleto, al lado de otros papeles que pesan entre media tonelada y 
una tonelada, que recibimos los representantes del pueblo. Este folleto dice: 
“Ahí está el éxito del petróleo de Venezuela. Qué diferencia con el petró- 
leo de México. Pobre de Petróleos Mexicanos, tan escaso, con rendimientos 
tan bajos, con aportación tan miserable al erario nacional y a los otros, y a 
Venezuela, que la criticaban, ahí están ingresos semejantes a las utilidades”. 
No tenemos queja ninguna. Sí habría que comentar, es cierto. Nada más que 
nosotros no queremos agotar nuestros recursos petrolíferos. Nosotros que- 
remos manejarlos, acrecentarlos y multiplicarlos, diversificarlos, porque sin 
la industria energética no es posible pensar en el desarrollo independiente 
de México. Hay algunos que prefieren subir su ingreso a subir su dignidad. 
Bueno, allá ellos. Nosotros no estamos en este caso. 

Por primera vez, también, la Comisión Federal de Electricidad logró co- 
locar bonos en Europa por 20 millones de dólares. Es decir, que ya no sólo 
el Estado mexicano, como tal, es el que ha logrado créditos para su desa- 
rrollo; son las instituciones descentralizadas del Estado, lo cual implica el 
reconocimiento expreso de que la economía de nuestro país ha creado cau- 
ce distinto a toda su historia y que estas instituciones descentralizadas, que 
gozan de personalidad propia, aunque pertenecen a la nación, son capaces, 
por sí mismas, también, de adquirir compromisos que van a ser cumplidos. 

El Presidente dice que se ha usado el poder público, igualmente, para de- 
tener el alza de los precios. E informa que a pesar de eso ha habido intentos 
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bruscos de alterar los precios, pero que el pueblo no está conforme y que 
acudirá al Poder Legislativo para que lo faculte a fin de tomar las medidas 
necesarias para evitar esta medida de especulación y de agio. 

Sigue desarrollándose la petroquímica, sigue desarrollándose la energía 
eléctrica. Y en cuanto a la ganadería y agricultura reitera el Presidente el 
hecho valioso, por decirlo hoy, que no será posible permitir la pequeña pro- 
piedad agrícola ganadera, sino para 500 cabezas de ganado mayor, como lo 
marca el artículo 27, ya olvidado hace muchos años por los ganaderos mexi- 
canos. Que no se prorrogarán las concesiones ganaderas. Que las tierras 
susceptibles de cultivo se entregarán de acuerdo con la ley y las que no sean 
así serán otorgadas para formar ejidos ganaderos. Eso está bien. 

lodos esperamos que estas medidas, que son el marco dentro del cual 
debe ocurrir la producción agropecuaria, se completen con un plan muy 
concreto de mejoramiento de la producción ganadera, que se encuentra 
en una etapa todavía primitiva. Alguna vez dije yo, y es verdad, que la 
ganadería mexicana se encuentra en el periodo de los búfalos, cuando los 
pieles rojas iban detrás de las manadas, siguiendo las lluvias. Ahora no hay 
búfalos, aunque así les dicen a los ganaderos: “búfalos”. Se invirtieron los 
términos. Pero todavía hay necesidad de 25 0 30 0 35 hectáreas, para una ca- 
beza de ganado mayor, y no en todos los casos son propias las tierras para la 
agricultura. Por eso es importante esta decisión inquebrantable. 

El Presidente informa que hay diez mil solicitudes de tierra en el 
Departamento Agrario, acumuladas, con petición negativa de parte de los 
gobernadores. Me imagino son peticiones de hace muchos años, como es 
cierto; largo sería explicar las causas de este hecho. Por eso hemos propues- 
to la supresión de la primera instancia. 

Lo interesante es que el Presidente dice: No han sido dictaminadas por 
el jefe del Ejecutivo. Será doloroso para el Presidente de la República negar 
las solicitudes de tierra pero vamos a contestarlas todas. Aquellas que no 
sea posible atender, les diremos por qué no, y las que sí se puedan atender, 
se atenderán. 

También eso es muy valioso. Porque si se pudiera hacer una especie de 
estadística de los llamados procuradores, tinterillos, coyotes, rábulas, que 
han explotado a los campesinos, dizque defendiendo sus derechos agrarios 
ante el Departamento Agrario, ante el Banco Ejidal, ante el Banco Agrícola, 
ante la Secretaría de Agricultura, ante el Banco de Comercio Exterior, et- 
cétera, pasarían de mil. Los indígenas nuestros, y nuestros campesinos, se 
han acostumbrado por generaciones a litigar. No nacieron abogados, pero 
litigan. Y litigan porque desde que se estableció la primera instancia en el 
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Virreinato, hasta hoy, tienen que pelear lo que es suyo. Ya está bien que ter- 
mine esto. ¿Se puede? Ahí están las tierras. ¿No se puede? ¿Por qué no se 
puede? No promesas vagas ni ilusiones, realidades. Porque la política agrí- 
cola de México debe tener realidades, objetivos reales, posibles. 

El Presidente dice: alimentación, materias primas y exportación. 
Correcto. Pero hay que saber qué es posible: 15 millones 500 mil hectá- 
reas, en los dos últimos ciclos, se cultivaron. Se aúnan a varios 75 cultivos 
principales. Diversificación: 20 mil millones de pesos precio del volumen. 
Siguen creciendo las industrias relacionadas con el campo como la de 
fertilizantes. 

El Presidente dice, en cuanto a la industria forestal: Ni tala despiada- 
da ni vedas totales. Es verdad. La riqueza forestal es una riqueza, no es un 
valor fósil, sino vivo. Y todos los países que disfrutan de bosques los explo- 
tan racionalmente. Pero algún día se creará un instituto descentralizado, 
como Petróleos Mexicanos, como los demás, que maneje la riqueza fores- 
tal del país. Sólo el Estado a través de este instrumento puede programar 
el desarrollo de la explotación científica y técnica de la riqueza forestal. Los 
particulares no están capacitados para ello. 

Sigue creciendo la red nacional de carreteras. Hay más de 60 mil kilóme- 
tros. Excelente. En un país montañoso, como el nuestro, sin carreteras, no 
aumentan las fuerzas productivas, no aumenta el mercado nacional, no au- 
menta la renta pública, no aumenta el nivel de vida de los mexicanos. 

Menciona el Presidente, de paso, los problemas de la educación supe- 
rior, y dice: Los que puedan pagar, y ahora son muchos, que contribuyan 
en algo, y los que no puedan hacerlo, que no lo hagan. Porque la educación 
superior no puede ser un privilegio. Y si las universidades quieren disfrutar 
de recursos, cada vez más amplios, hay que crearles un patrimonio propio. 

Se sigue aumentando el servicio público de agua a las poblaciones pe- 
queñas, a las poblaciones de 800 a 2 500 habitantes. Esta es una medida de 
una trascendencia enorme. Si hasta hoy el salto mayor que ha dado México 
consiste en el aumento del promedio de la vida, se debe a las obras funda- 
mentales de salubridad y de asistencia. No sólo las ciudades, sino el campo, 
los pequeños poblados. 

El seguro social, reitera el Presidente, se seguirá ampliando. Cubre ya a 
siete millones de personas; ha aumentado. Pero hay que llevarlo al campo. 

Y, no obstante que los Estados Unidos nos daban el 60 por ciento para los 
desayunos escolares, lo cortaron. Vamos a continuar; eso es muy útil, que 
el pueblo mexicano lo sepa. Muy importante. Porque, como decía un ami- 
go mío, que murió en mala hora, es cierta la política de la buena vecindad, 


LLAMAMIENTO PARA IMPULSAR LA REVOLUCION / 101 





nada más que nosotros somos los buenos, y los otros, los vecinos. Y eso es 
cierto: hechos, obras y no sólo palabras. 

En donde el informe del presidente Díaz Ordaz pone un acento muy va- 
lioso, muy reiterativo y apasionado, dentro del equilibrio del documento, al 
hablar de cómo ha usado el poder, es en la política exterior. Sin una política 
interior, como la que se ha mantenido, no puede haber una política exte- 
rior, como la que hemos llevado a cabo. Son complementarias, reflejo la una 
de la otra. Así es. Ya está tan labrada la política exterior de nuestro país que 
nadie se atreve a tocarla. No intervención, autodeterminación; no presión 
política en asuntos económicos, no presión económica en asuntos políti- 
cos, y solución pacífica de los conflictos. Nada más. Pero, ¿para qué más? 
Con esto es bastante. Ya, cuando se dice es intocable, la política exterior de 
México se vuelve intocable de verdad. 

El general Eisenhower vino dos veces a México con el fin de que se to- 
cara nuestra política. El presidente Kennedy vino una vez. El presidente 
Johnson no sé a qué vino. No lograron nada. Si el Presidente de México 
puede decirlo —no importa a qué jefe de Estado— con orgullo y con humil- 
dad: este es terreno vedado para mí, señor; ya es una gran victoria, es un 
escudo formidable. 

Pero Díaz Ordaz no sólo reitera esta política exterior en cuanto a sus prin- 
cipios y normas, sino que, en su viaje a la América Central, lo dijo: No creo 
haberme salido de las facultades que tenía —dice, de un modo sencillo, hu- 
milde y un poco irónico y por lo cual lo felicito— dije a Panamá que la zona 
del canal de Panamá pertenece a la soberanía del pueblo de Panamá. Y eso 
es verdad. 

Informa de los intercambios de tipo cultural, de asistencia técnica entre 
México y Centroamérica, y aunque, por primera vez, nuestro banco cen- 
tral ha hecho un préstamo, simbólico, claro, de cinco millones de dólares al 
Banco Centroamericano de Integración Económica, porque es también la 
forma de ligarnos. 

Ya era hora de que México tuviera una política hacia América Central. En 
el pasado no fue posible. Sería largo que yo explicara a ustedes por qué. Es 
larga la historia y, a veces, medio dramática. Pero los tiempos han cambiado, 
venturosamente, y ahora sí se puede decir que en México hay una política 
valiosa, positiva y justa hacia Centroamérica. 

En cuanto a las relaciones con los Estados Unidos, el presidente Díaz 
Ordaz nos informa que el presidente Johnson convino que, en lo futuro, 
se consultarán recíprocamente los problemas relativos a la producción y al 
mercado del algodón. Pero parece que se le olvidó al presidente Johnson, 
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no al presidente Díaz Ordaz. Porque están empeñados, nuestros vecinos, en 
hacernos el dumping, y más que el dumping están decididos a hacer el dum- 
ping múltiple, a llevar sus reservas del algodón al mercado mundial, para 
arruinarnos. 

Un funcionario, muy alto, del gobierno norteamericano, llegó, hace po- 
cos meses, a aconsejarnos que por qué no cambiamos de cultivos. Nosotros 
no podemos cambiar de cultivos. Podríamos preguntarles: ¿Y ustedes, por 
qué no los cambian? Ustedes tienen mucho dinero, muchos recursos técni- 
cos, pueden cambiar de cultivo fácilmente, nosotros no podemos. Además, 
el algodón de ustedes es inferior en calidad al algodón mexicano. Ustedes 
se quedan con el algodón nuestro y mandan al mercado mundial el suyo. 

Ojalá que las preocupaciones del presidente Johnson le permitan 
recordar ese compromiso. Por lo pronto, nuestro país sigue pidiendo la rec- 
tificación de esta política equivocada que atañe directamente a más de cien 
mil familias de nuestro país. No sólo es el primer capítulo de la exportación; 
es, también, el primer capítulo de la producción nacional y del empleo de 
mano de obra. 

Pero uno de nuestros grandes problemas, de nuestra hora, es la 
Organización de los Estados Americanos. ¿Para qué repetir lo que ha ocu- 
rrido? Queremos que se revise el estatuto con el cual nació y que se le dio 
a la OEA. Sí; pero no en cuanto a sus principios básicos, y con la condición, 
ha dicho México, de que a la hora de revisar el estatuto de la OEA se inclu- 
yan compromisos de tipo económico. El gobierno norteamericano dice: No, 
eso sí no lo aceptamos. Sería conveniente que existiera un ejército intera- 
mericano. México dice: No, no es conveniente, no participaremos en él, por 
razones constitucionales y por otros motivos. 

Y, cada año, dice el Presidente, se ahonda la distancia entre los países al- 
tamente desarrollados, países industriales y los que apenas comienzan a 
desarrollarse. ¡Ojalá que se emplee una política más educativa! 

México ha proseguido en su labor para que se declare zona desatomi- 
zada la América Latina. Hasta hoy el gobierno americano dice: No. Pero 
México ya tomó posiciones terminantes. Ni un centavo para la política bé- 
lica, ni permitiremos que por nuestro territorio pasen, o se utilicen, o se 
almacenen, proyectiles atómicos. 

Otro gran tema, para este momento, es la Alianza para el Progreso. El 
presidente Johnson vino a México, en realidad, amparado por la sombra de 
Lincoln, sombra que se volvió pesada aquí, y no por ella, sino por quien la 
portaba, para usar la tribuna de nuestro país y plantear el problema de la 
junta de los presidentes del continente americano. 
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El Presidente nuestro dice en su informe: No me puedo negar, pero tam- 
poco podemos correr el riesgo que sería gravísimo, de reunirnos los jefes 
de Estado si no sabemos, previamente, para qué, de un modo concreto, y 
tenemos la seguridad de arribar a conclusiones, o acuerdos, o a pronun- 
ciamientos positivos. Está absolutamente en lo justo el Presidente. Y yo 
tengo la seguridad de que si estas negociaciones previas, que implican esta 
afirmación, fracasaran, el Presidente contaría con el apoyo clamoroso de 
nuestro pueblo, de la misma suerte que si el Presidente lograra que los prin- 
cipios, las normas de la política exterior de nuestro país, fueran aprobadas 
en una junta suprema de los jefes de Estado, también contaría con ese apo- 
yo el gobierno. 

¿Cuál es la perspectiva de México? ¿Cómo la ve el Presidente? 

Para elevar el nivel de vida se requiere una tasa de crecimiento de 6.5 por 
ciento al año, en el periodo 1966-70. Para ese fin se requerirán inversiones 
por 275 mil millones de pesos; 95 mil el sector público y 180 mil el sector pri- 
vado. El 90 por ciento de la inversión pública y privada se hará con recursos 
nacionales. 

La inversión de 95 mil millones se distribuirá así, suprimiendo las fraccio- 
nes en la proporción: 39 por ciento a la industria; 22, a las comunicaciones y 
transportes; 14, a fomento agropecuario y pesquero; 22, a obras de beneficio 
social y 1.6 por ciento, a administración y defensa. 

¡Ojalá que este sector privado pueda tener los dos tercios de los 275 
mil millones!, y que no sean para los prestanombres, porque, entonces, se 
rompería el equilibrio que existe, por fortuna, hoy, entre la inversión pública 
real y la inversión privada real de mexicanos; así lo esperamos. 

Hemos de crecer en la producción agrícola, en el petróleo, en las ramas 
diferentes de la industria pesada o básica, en la red de caminos. Y esto, 
que es muy importante, mucho muy importante: Se ha iniciado, dice el 
Presidente, la planeación regional, dividiendo el territorio de la nación en 
ocho grandes zonas y setenta regiones económicas. ¡Eureka! Estamos muy 
contentos. Nosotros, los eternos batalladores de la planeación y la progra- 
mación económica, estamos de plácemes porque, no sólo se promete, se 
empezaron a dar pasos en esa dirección. Este es uno de los grandes acier- 
tos y de las grandes victorias del gobierno en este año. Ocho zonas en la 
República. Por fin sabremos en dónde queda cada zona, en qué región 
se va a sembrar, cuánto se va a sembrar, cuánto se va a producir, cuánto 
es el índice, la productividad, y poder calcular los resortes y las leyes del 
mercado, tanto del consumo cuanto las bases también para el mercado 
exterior. 
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Para todo este plan, dice el Presidente, necesitamos se ajuste el aparato 
del Estado que en muchas partes ya es obsoleto. Es verdad y es justo. 

Pero los pronunciamientos más importantes son los de tipo político. La 
revolución continúa, y continuará mientras no hayamos alcanzado todos 
los mexicanos el bienestar fincado en el trabajo y la seguridad basada en 
la justicia. El México con el que soñamos será fruto de nuestros esfuerzos, 
pero demandará, además, de la continuidad en el propósito y de la acción 
de las futuras generaciones que nos sucedan. 

“Creo firmemente —dice el Presidente— en el constante remosamiento 
de la Revolución Mexicana”, es decir, en la evolución dinámica y dialéctica 
de la revolución, que tampoco es un proceso simplemente mecánico de au- 
mentar y disminuir; no, es preciso aumentar en calidad, en nuevas metas, 
en nuevos objetivos. 

Dentro de la paz, dentro del marco de la paz, que no es inmovilidad, el 
progreso tampoco lo es, tiene que ser, a su turno, dinámico. 

No haremos caso a los provocadores; no emplearemos, frente a la violen- 
cia irresponsable, la contraofensiva arbitraria. La mejor política, para acabar 
con los provocadores y los aventureros, es la política de producción, de ele- 
vación del bienestar, de la ampliación de la vida democrática. 

La Revolución Mexicana nació con la confluencia de distintas ideas; ob- 
tuvo fórmulas de todas ellas, y su eficacia, cada vez mayor, deriva, no de 
una rigidez ni de un carácter monolítico que nunca ha pretendido tener, 
sino de la adaptabilidad con que actualiza sus principios, en la armonía de 
los intereses que representa. 

La revolución, por eso, proviene de abajo. Esta es la esencia del pueblo. 
Mayor participación de los ciudadanos en la vida, no sólo política, sino 
económica, social, cultural. Mayor debate entre los mexicanos. Debate 
ideológico, ofrecimiento de solución para los problemas. Defensa y bus- 
ca afanosa del perfeccionamiento de las instituciones. Ese es nuestro 
porvenir. 

Saludamos su valiosa afirmación: La historia es un devenir. Es, como de- 
cía un viejo filósofo de la Antigúedad clásica, Heráclito: “Es un fluir el agua 
que tocan nuestras manos en una corriente, no volveremos a tocarla jamás”. 
Es cierto. Es saludable que en todo este proceso dinámico y dialéctico hayan 
surgido nuevos factores sociales, dice el Presidente. 

Y hace un elogio de la clase media. Es verdad, pero, también, el que ha 
crecido es el sector de la clase trabajadora, que se junta con la clase media, y 
que es muy difícil separarla en muchos aspectos, porque ya no podemos, ni 
debemos, tener el concepto de la clase obrera que teníamos hace cincuenta 
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años. ¿Obreros industriales nada más en un país no industrializado? Así co- 
menzamos; pero hoy, no. 

El desarrollo económico e industrial de nuestro país, técnico y aun cien- 
tífico, aunque en modesta escala, nos está indicando que la clase obrera 
creció, creció en número y en connotación del término. Para nosotros, todas 
las personas que viven del fruto de su esfuerzo manual o intelectual per- 
tenecen a la clase trabajadora. Esta clase no es sólo equilibradora, como ha 
sido en ciertos momentos, sino que a ella pertenece el porvenir. 

El Presidente termina su informe con llamamientos. Llamamientos muy 
peculiares y muy interesantes. No son llamamientos al silencio. Son llama- 
mientos a la lucha. 

Por eso es polémico el documento del Presidente. Polemiza con la de- 
recha, polemiza con el extremismo irresponsable de la izquierda. No para 
colocarse en el justo medio, sino que la verdad está en la lucha y no en el 
justo medio aristotélico. 

Afirma lo que es cierto y, reiteradamente, dijo: Las metas actuales de la 
revolución ya no son las de ayer. Las de hoy no serán las de mañana. 

Por eso llama el Presidente al pueblo a construir el México nuevo. El mo- 
tor de la historia es el pueblo; sí, y dentro del pueblo, la clase trabajadora, 
para nosotros, con la connotación que acabo de dar, la que produce todos los 
bienes materiales y espirituales; es el motor, es la vanguardia. Nada más que 
la vanguardia en la historia se conquista, no se regala ni se otorga. Es la clase 
trabajadora la que debe conquistar la vanguardia del pueblo. No esperar a 
que el poder público dé todo. Ayudar al poder público, sin complejos de ser- 
vilismo, con independencia, proponiendo, cada vez, soluciones concretas a 
los problemas. Que haya relación entre el jefe del gobierno, con estas inten- 
ciones que lo mueven, y el pueblo; sobre todo, las organizaciones de masas. 

¿No es triste, en los últimos años, ver cómo el Presidente de la República 
se ha esforzado por mejorar las prestaciones, los derechos de las gentes que 
viven de su trabajo, y éstas, ni siquiera, por una cuestión elemental de forma, 
le han expresado su reconocimiento? ¿En dónde están las organizaciones 
que deben ser el conducto lógico, el vínculo entre el Presidente de la 
República y las masas populares no organizadas? 

¿No es triste que el presidente Díaz Ordaz use un lenguaje, no para él 
triste, sino triste para otros que ya querrían o que deberían utilizar los jefes, 
los líderes, los conductores de las organizaciones obreras y campesinas? 

¿No es triste que haya silencio, en tanto que el Presidente se debate en 
su angustia frente a los problemas fundamentales y se muestre alegre ante 
el porvenir? 
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Nos ha complacido, enormemente, el informe del Presidente de la 
República. Díaz Ordaz es un combatiente y no un burócrata. Esa es la clave, 
la meta de este informe tan valioso. Y cuando un combatiente en jefe llama 
a combatir, hay que combatir. 

Nuestro pueblo seguirá combatiendo, y nosotros, como una parte del 
pueblo, seguiremos hasta el último día —no de nuestras vidas persona- 
les— hasta el último día de la historia, que está todavía muy lejos aún, 
combatiendo. 


OPINIONES Y PROPUESTAS 
SOBRE EL PODER LEGISLATIVO 


INICIATIVA DE REFORMA CONSTITUCIONAL PARA 
ESTABLECER DOS PERIODOS DE SESIONES AL ANO 


HONORABLE ASAMBLEA: 


Con fundamento en el derecho que nos otorga la fracción II, del artículo 
71 de la Constitución de la República, proponemos la reforma del artículo 
66 de la misma Carta Magna, que se refiere al periodo de sesiones ordina- 
rias del Congreso General. Fundamos nuestra iniciativa en las siguientes 
consideraciones: 

Primera. El artículo 66 de la Constitución dispone que el periodo de se- 
siones ordinarias de las cámaras de Congreso General durará el tiempo 
necesario para tratar todos los asuntos de su competencia señalados en el 
artículo 65 del mismo supremo ordenamiento, pero que no podrá prolon- 
garse más que hasta el 31 de diciembre del mismo año. De acuerdo con esta 
norma han funcionado las cámaras del Poder Legislativo desde que entró 
en vigor la Constitución de 1917 hasta hoy: cuatro meses anuales que en los 
tres que dura la gestión de los diputados —artículo 51 de la Constitución— 
hacen un total de doce meses de trabajo. 

Ya de suyo, limitado ese espacio de tiempo para los múltiples y trascen- 
dentales deberes del cuerpo colegiado representativo del pueblo mexicano, 
se reduce considerablemente en la práctica, porque la experiencia demues- 
tra que el mes de septiembre se emplea en actividades legítimas; pero 
de valor esencialmente protocolario, y a partir del mes de noviembre el 
Ejecutivo de la Unión envía a la Cámara diversos proyectos de reformas 
a las leyes vigentes, iniciativas para nuevos ordenamientos jurídicos y el 
Presupuesto de Egresos para el siguiente año, que forman un conjunto de 
documentos valiosos que por su número, sus dimensiones y su contenido, 
apenas pueden examinarse de una manera superficial. 

Esa experiencia demuestra, por tanto, que la Cámara de Diputados no 
dispone sino de dos meses cada año para su labor legislativa y política pro- 
pla, que resultan obviamente insuficientes, convirtiéndose, en la práctica, 


Proposición de la diputación del PPS para reformar el artículo 66 de la Constitución. 
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en una institución cuya principal tarea consiste en aprobar las proposicio- 
nes del Presidente de la República. 

Segunda. Los periodos de sesiones extraordinarias de las cámaras del 
Congreso o de una de ellas, no pueden ampliar el periodo de las sesiones 
ordinarias, porque de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67 constitucio- 
nal, sólo se ocuparán del asunto o asuntos establecidos en la convocatoria 
que debe expedir la Comisión Permanente del Congreso. Ésta tampoco 
puede compensar la brevedad del periodo de sesiones reglamentarias de la 
Cámara de Diputados, porque sus atribuciones son limitadas y las precisa la 
Constitución en su artículo 79. 

Tercera. Por lo que ve al Senado, la situación es semejante a la de la 
Cámara de Diputados, porque trabaja cuatro meses al año, y como se trata 
de cuerpos colegisladores pueden aplicársele las mismas consideraciones 
que anteceden. 

Cuarta. Si esta es la situación en la que se encuentran las cámaras del 
Congreso desde hace cerca de medio siglo, con la reforma a la Constitución 
que ha hecho posible la presencia de representantes de todos los partidos 
nacionales registrados en la Cámara de Diputados, es evidente que los dos 
meses de trabajo de que disponen cada año para sus iniciativas y proposi- 
ciones apenas alcanzarían para considerar algunas de ellas. 

Quinta. El pueblo espera mucho de la actual legislatura, porque como du- 
rante largo tiempo sólo por excepción surgieron de la Cámara de Diputados 
algunos proyectos de ley, al integrarse con los diputados de todas las clases 
y sectores sociales, supone, con razón, que la Cámara se hará eco de sus vie- 
jas y nuevas demandas, iniciándose una verdadera vida parlamentaria en 
nuestro país, que ampliará el régimen democrático. 

En virtud de lo expuesto, y con el fundamento legal invocado, la diputa- 
ción del Partido Popular Socialista propone que el texto actual del artículo 
66 de la Constitución sea sustituido por el siguiente: 

Artículo 66. Para tratar todos los asuntos mencionados en el artículo an- 
terior, habrá dos periodos de sesiones cada año: del primero de marzo al 30 
de junio, y del primero de septiembre al 31 de diciembre. 

Protestamos a la honorable asamblea nuestro respeto. 

Sala de sesiones de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 
13 de octubre de 1964. 

La diputación del Partido Popular Socialista: Vicente Lombardo Toledano. 
Roberto Chávez Silva. Jorge Cruickshank García. Rafael Estrada Villa. 
Roberto Guajardo. Jacinto López Moreno. Jesús Orta Guerrero. Francisco 
Ortiz Mendoza. Ramón Rocha Garfias. Joaquín Salgado Medrano. 


INICIATIVA DE REFORMA CONSTITUCIONAL PARA 
ESTABLECER LA REELECCION DE LOS DIPUTADOS 


HONORABLE ASAMBLEA: 


Con fundamento en el derecho que nos otorga la fracción II del artículo 
71 de la Constitución de la República, proponemos la reforma de su ar- 
tículo 54, con el objeto de que los miembros de la Cámara de Diputados 
puedan ser reelectos tantas veces como los partidos políticos a los que per- 
tenezcan así lo decidan, y obtengan los votos necesarios de acuerdo con el 
sistema electoral que se halla en vigor, ya sea por mayoría de sufragios de 
los distritos electorales, bien como diputados de partido. Fundamos nuestra 
iniciativa en las siguientes consideraciones: 

Primera. El principio de no reelección, que en otros países del mundo 
carece de sentido, porque las características de su desarrollo histórico son 
diferentes a las del nuestro, ha sido considerado por el pueblo mexicano 
durante casi un siglo como una de las condiciones para la existencia del ré- 
gimen democrático y como garantía para la paz interior de la nación. 

Este hecho se debe a la amarga experiencia de los resultados de la pre- 
sencia prolongada en el poder de los mismos individuos que lo detentaban. 

El general Porfirio Díaz, en su Plan de Palo Blanco, del 21 de marzo de 
1876, expresaba que la no reelección del presidente de la República tendría 
el carácter de ley suprema. Sin embargo, todos sabemos de qué manera fue 
violado ese principio, convirtiendo a su autor en un dictador que retuvo el 
gobierno durante treinta y cinco años, hasta que un vigoroso movimiento 
popular lo obligó a renunciar a su cargo y a abandonar el país para siempre. 

Los precursores de la revolución, especialmente los autores del Programa 
y Manifiesto del Partido Liberal Mexicano, fechado el primero de julio de 
1906, exigían la supresión de la reelección para el presidente y los goberna- 
dores de los estados, agregando que estos últimos sólo podrían ser electos 
nuevamente hasta después de dos periodos del que desempeñaron; pero 
no postularon la no reelección de los senadores y diputados del Congreso. 


Proposición de la diputación del PPS para adicionar el artículo 54 constitucional. 
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Francisco I. Madero, en su obra titulada La sucesión presidencial en 
1910, rechazaba la violencia armada y proponía la creación del Partido 
Antirreeleccionista, con dos principios fundamentales: “libertad de 
sufragio y no reelección”. Después, en su Plan de San Luis, del 5 de oc- 
tubre de 1910, declaraba: “Además de la Constitución y leyes vigentes, se 
declara ley suprema de la República el principio de no reelección del pre- 
sidente y vicepresidente de la República, gobernadores de los estados y 
presidentes municipales, mientras no se hagan las reformas constituciona- 
les respectivas”. 

El Plan de Ayala, del 28 de noviembre de 1911, hizo suyo el Plan de San 
Luis Potosí, adicionándolo con demandas de carácter agrario. 

El Plan de Guadalupe del 26 de marzo de 1913 no se refiere a reformas 
políticas; pero el mensaje del primer jefe del Ejército Constitucionalista 
al Congreso Constituyente, firmado en Querétaro el primero de diciem- 
bre de 1916, explicando los fundamentos de su proyecto para la nueva 
Constitución, no menciona a los diputados y senadores. En el artículo 51 
del proyecto, en cambio, se dice que la Cámara de Diputados se compon- 
drá de representantes de la nación, electos en su totalidad cada dos años, 
sin prohibir su reelección. 

Fue la reforma al artículo 51 de la Constitución, promulgada el 20 de 
abril de 1933, la que establece que la Cámara de Diputados se compondrá 
de representantes de la nación, electos en su totalidad cada tres años, y el 
artículo 59 que los senadores y diputados no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato. 

Segunda. Las referencias anteriores demuestran que el principio de no 
reelección ha tenido como objetivo fundamental impedir la continuación 
del Presidente de la República, pero no el de los miembros de las cáma- 
ras del Congreso Nacional. La misma restricción vigente para la reelección 
de los senadores y diputados debe entenderse como una cuestión de tiem- 
po y no de principio. Por esta causa se puede afirmar que si tratándose 
del titular del Poder Ejecutivo no ha habido transacciones, respecto de los 
miembros del Congreso el principio antirreeleccionista no los afecta, consi- 
derando que los representantes del pueblo y de los estados realizan mejor 
su función si adquieren los conocimientos necesarios para cumplir su tarea 
de legisladores y de vigilantes de la administración pública. 

Tercera. La reciente reforma a la Constitución, que ha permitido la inte- 
eración de la Cámara de Diputados de esta cuadragésima sexta Legislatura 
del Congreso, con diputados de los partidos nacionales registrados, ha ve- 
nido a cambiar la concepción tradicional del mandato de los representantes 
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populares, porque ya no son exclusivamente, como en el pasado, manda- 
tarios de los ciudadanos domiciliados en circunscripciones electorales de 
acuerdo con el número de sus habitantes, sino que pueden ser también di- 
putados de los partidos integrados por sectores sociales que tienen ideas e 
intereses propios que defender. 

S1 se examina a fondo la reforma electoral, es fácil descubrir que su espí- 
ritu consiste en ampliar el régimen democrático de nuestro país, tomando 
en cuenta la realidad social, que se caracteriza por el ingreso cada vez ma- 
yor de ciudadanos en las diversas agrupaciones políticas. Por esta razón, 
todos los diputados que integramos esta Legislatura somos representantes 
de algún partido y es indudable que en el futuro, si surgen otros organis- 
mos cívicos, habrá mayor número de corrientes de opinión en la Cámara 
que las de hoy. 

Cuarta. En estas condiciones, resulta el hecho de que no se cumpliría con 
el propósito trascendental de la reforma electoral, si cada tres años deben 
ser reemplazados los representantes de los partidos políticos por otros nue- 
vos. En todos lo países del mundo, no importa el régimen social que en ellos 
prevalezca, la reelección de los representantes del pueblo es ley y costum- 
bre, principalmente por dos motivos: porque sólo el partido político que los 
propone al pueblo en las elecciones constitucionales puede saber cuáles son 
los que merecen su confianza, y porque la labor parlamentaria requiere ca- 
pacidad y experiencia si ha de ser eficaz. 

Quinta. En el proyecto que la diputación del Partido Popular Socialista ha 
presentado a la consideración de vuestra soberanía, proponiendo que haya 
dos periodos de sesiones cada año para las cámaras del Congreso, pone de 
manifiesto que el actual sistema de cuatro meses anuales de labor resulta in- 
suficiente, porque no hay tiempo siquiera para estudiar los proyectos de ley 
que envía el Poder Ejecutivo. Por eso es fácil comprender que un diputado 
que sólo actúa durante doce meses en tres años, suponiendo que pudiera 
utilizarlos de un modo íntegro para realizar sus tareas, no puede adquirir ni 
los conocimientos ni la experiencia que el cargo de representante del pue- 
blo y de la nación exigen. 

Sexta. Si la reforma al sistema electoral ha de tener la trascendencia que 
el pueblo espera, ha de ser a condición de que sus representantes sean fun- 
cionarios altamente calificados para exponer y defender sus intereses, y 
para que puedan ser alcanzadas las metas que persigue en cada una de las 
etapas de la evolución histórica de nuestro país. 

Séptima. Podrá pensarse, quizá, por algunas personas, que los diputados 
que no cumplen con sus deberes resultarían, de ser reelectos, verdaderos 
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obstáculos para la vida democrática y para el cumplimiento fiel de las fun- 
ciones que corresponden a la Cámara de representantes del pueblo. Sin 
embargo, es fácil contestar a este argumento, porque como para ser can- 
didato a diputado es indispensable que algún partido político lo postule 
para ese cargo, es incuestionable que todos los partidos desearían tener en 
la Cámara a los elementos más capaces y más fieles a los principios y a los 
programas que sustentan. Después de cada ejercicio los partidos políticos 
habrán aquilatado el valor de sus representantes, lo mismo que los ciudada- 
nos de todo el país, por lo que es incuestionable que habrá una selección que 
en el curso del tiempo irá aumentando los cuadros del Poder Legislativo, sin 
los cuales las cámaras del Congreso no podrían desempeñar la importante 
misión que la Constitución de la República les señala. 

Por estas razones y por otras que de ellas se desprenden, la diputación del 
Partido Popular Socialista somete a la consideración de vuestra soberanía, el 
siguiente proyecto que reforma y adiciona el artículo 54 de la Constitución: 

Único. Se adiciona el artículo 54 de la Constitución con la siguiente 
fracción: “VI. Los diputados podrán ser reelectos.” 

Protestamos a vuestra soberanía nuestro respeto. 

Sala de sesiones de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 
13 de octubre de 1964. 

La diputación del Partido Popular Socialista: Vicente Lombardo Toledano. 
Roberto Chávez Silva. Jorge Cruickshank García. Rafael Estrada Villa. 
Roberto Guajardo. Jacinto López. Jesús Orta Guerrero. Francisco Ortiz 
Mendoza. Ramón Rocha Garfias. Joaquín Salgado Medrano. 


FUNDAMENTACIÓN DE LAS DOS INICIATIVAS 
PARA DEVOLVERLE AUTORIDAD AL CONGRESO 


EL C. LOMBARDO TOLEDANO 
Pido la palabra, señor presidente. 





ELE. PRESIDENTE 
¿Con qué objeto? 





EL €. LOMBARDO TOLEDANO 
Con el fin de fundamentar una iniciativa. 





EL C. PRESIDENTE 

De acuerdo con el artículo 60, no es posible concederle la palabra has- 
ta en tanto la comisión a que se ha turnado este proyecto rinda su 
dictamen. 





EL C. LEO9MBARDO TOLEDANO 
¿Me permite hacer uso de la palabra para objetar el trámite? 





EL €. PRESIDENTE 

Si la asamblea lo determina, como un caso urgente, está a disposición. 

Se pregunta a la asamblea si el caso se considera urgente para así conceder 
la palabra al ciudadano diputado Lombardo Toledano, o si se acuerda el trá- 
mite que se turne a la comisión y se discuta cuando... 





EL €. EOMBARDO TOLEDANO, VICENTE 
Yo reclamo, hay una confusión, no se puede votar... 
Señor presidente, pido la palabra. 


Intervención a favor de las propuestas del PPS acerca de la ampliación del periodo 
de sesiones del Congreso y la reelección continua de los diputados, y anuncio de la 
presentación de una proposición relativa a la construcción del Palacio Legislativo. 
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EL €. PRESIDENTE 
¿Quiere hablar en términos del artículo 58, fracción 1, para fundarlo? 





EL C. LOMBARDO TOLEDANO 
Eso fue lo que dije. 





EL €. PRESIDENTE 
Puede hacerlo. 





EL €. LOMBARDO TOLEDANO 
Señor presidente, honorable asamblea: 

Lamento esta confusión en el conocimiento y aplicación del Reglamento 
del Congreso, pero seré breve. 

El Partido Popular Socialista, representado aquí por diez diputados de 
partido, considera que es indispensable dictar una serie de medidas y pro- 
mover un conjunto de reformas a nuestro régimen jurídico fundamental, 
con el objeto de darle al Poder Legislativo de la nación la autoridad que 
durante largos años perdió y que debe recobrar, no sólo en beneficio de los 
propios integrantes de las Cámaras del Congreso, para lograr un trabajo 
eficaz de ello, sino para que el régimen democrático de nuestro país tenga 
realmente bases firmes en las que pueda apoyarse. 

Esas razones nos han hecho pensar que ante todo, es menester que 
el Congreso de la Unión pueda funcionar de una manera eficaz y no de 
una manera circunstancial. No he de repetir, por supuesto, los funda- 
mentos de la primera iniciativa que esta honorable asamblea ya escuchó, 
pero todos sabemos bien, y ya tenemos, a pesar de la brevedad del tiem- 
po que ha transcurrido desde el día primero de septiembre hasta hoy, 
que no basta el periodo de sesiones de cuatro meses al año para que 
las cámaras del Congreso puedan despachar todos los asuntos que le 
competen. 

Entonces, es natural que se piense en que hay que aumentar el número 
de sesiones de las cámaras del Congreso. Nosotros proponemos dos perio- 
dos de sesiones: uno del primero de marzo al 30 de junio y otro del primero 
de septiembre al 31 de diciembre. 

No es excesivo que los diputados puedan trabajar ocho meses al año, 
porque para eso están aquí, para representar al pueblo, para defender sus 
intereses, para hacerse eco de sus demandas y para sugerir una serie de me- 
didas que a veces serán de carácter legal y otras de carácter administrativo; 
pero muchas veces olvidamos que el Poder Legislativo no es exclusivamen- 
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te un cuerpo colegiado dividido en dos cámaras para el fin de expedir leyes 
o de aprobarlas. 

El Congreso de la Unión, y principalmente su Cámara de Diputados, 
tiene una función política que no se reduce a la obligación de legislar. 
Tomando en cuenta lo dispuesto en la Constitución de la República, las 
tradiciones, no muy abundantes ni ricas, pero en fin, las tradiciones que 
tenemos de la vida legislativa, la Cámara de Diputados debe realizar tam- 
bién otra función, que es la función de la vigilancia de la administración 
pública. Rara vez se ha ejercido hasta hoy esta tarea. No sólo porque hay 
que examinar la cuenta pública, no sólo porque es menester escrutar el 
presupuesto de gastos del gobierno federal, sino porque es imprescin- 
dible que la administración pública sea entendida en sus funciones por 
todo el pueblo, cuyos representantes son los diputados del Congreso de 
la Unión. 

La propia Carta Magna dispone que la Cámara puede invitar a un secre- 
tario de Estado, a un alto funcionario del gobierno para que venga a este 
recinto y explique tal o cual medida de carácter administrativo que haya 
dictado. O bien, para que colabore con la Cámara de Diputados en el escla- 
recimiento de algunas cuestiones de trascendencia. Además, es costumbre 
en todos los cuerpos colegiados del mundo que quienes lo integran dejen 
su opinión, su constancia, en el Diario de los Debates, sobre problemas múlti- 
ples, sobre hechos que ocurren en su país o fuera de él, con el objeto de que 
el pueblo esté enterado no sólo de las informaciones que se publican en los 
Órganos de la prensa, sino de los comentarios que los representantes popu- 
lares puedan hacer a esa serie de cuestiones de significación. 

Podría agregar otras muchas consideraciones a éstas, pero como se ve, 
son tantas o tan importantes, que un periodo de sesiones único, cada año, 
resulta absolutamente insuficiente para que las cámaras del Congreso rea- 
licen su tarea. 

Por esta razón, sugerimos que haya dos periodos de sesiones cada año. 
En los últimos tiempos no ha partido ninguna iniciativa de trascendencia 
de las cámaras. Si se examina la estadística de lo que pudiéramos llamar la 
vida parlamentaria de nuestro país en las últimas décadas, la aportación de 
las cámaras es muy pobre al régimen jurídico y político de nuestro país. Y si 
hoy, la Cámara de Diputados está integrada con representantes de todos los 
partidos políticos, ¿cuándo va a haber tiempo para que las iniciativas que de 
ellos surjan sean estudiadas a fondo, con seriedad, discutidas y aprobadas o 
rechazadas, pero en suma, examinadas con todo el sentido de la responsa- 
bilidad que deben tener los representantes del pueblo? Si no prolongamos 
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la etapa de los trabajos de la Cámara de Diputados, dentro de unas semanas 
clausuraremos el periodo de sesiones, y nos iremos a nuestra casa. Y vendrá 
el largo periodo de ocho meses de receso, durante el cual la vida parlamen- 
taria que puede iniciarse hoy, desaparece. 

Yo creo, señores colegas, que en los recesos también debe haber vida par- 
lamentaria; no vida legislativa, pero sí vida parlamentaria. 

¿Cuándo la Cámara de Diputados ha escuchado al pueblo directamente? 
Sería deseable que hubiese un foro, un foro popular, presidido y dirigido por 
los diputados, para escuchar quejas, demandas, proposiciones, iniciativas, 
sería saludable. 

Durante el receso, también sería muy útil que todos nosotros, los que 
integramos esta Cámara, en grupos —según la inclinación de cada uno, se- 
gún el interés especial que persiga— formaran mesas redondas, seminarios, 
agrupamientos para estudiar no sólo proyectos de ley, sino los graves pro- 
blemas del pueblo y de la nación. 

Queremos, en suma, que esta reforma al sistema electoral que ha hecho 
posible la presencia aquí de los diputados de todos los partidos dé frutos, 
frutos durante los periodos de trabajo legislativo, frutos durante los recesos 
de esta labor, para que el Poder Legislativo de la nación mexicana adquiera 
el prestigio, la respetabilidad y la autoridad que merece. 

Dentro de unos días, por decreto del Congreso, los integrantes de sus 
dos Cámaras se van a trasladar a la población de Apatzingán, en un acto 
solemne que tendrá indudablemente gran trascendencia y que sienta un 
precedente de significación: vamos a rendir homenaje al hombre genial que 
en medio de la batalla, en condiciones críticas y duras, pensó que lo más 
importante en nuestro país era darle la representación a nuestro pueblo, 
de una manera orgánica. Ese trashumante Congreso de Apatzingán, ese 
grupo de ciudadanos que siguieron a Morelos en todas sus vicisitudes, es 
realmente conmovedor, si se piensa no sólo en los problemas que tuvieron 
que sortear sino en lo que quería significar esa medida: integrar el primer 
Congreso, en plena batalla armada. Era todo un símbolo y significaba una 
gran perspectiva histórica para el futuro de México. 

Yo creo que estaría muy bien que, independientemente de la ceremo- 
nia del Congreso recordando aquel hecho, tormador de nuestro país, las 
cámaras del Congreso honraran también al Primer Congreso de Anáhuac, 
trabajando todos los días, haciéndose eco de los problemas populares, de 
los problemas de la nación, disponiendo de todo el tiempo para servir y 
para representar, de un modo plenamente genuino y también legítimo al 
pueblo mexicano. 
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Por esta causa, la diputación que tengo el honor de presidir en esta asam- 
blea ha propuesto que haya dos periodos de sesiones de las cámaras del 
Congreso de la Unión. 

Ahora, en cuanto a la reelección de los diputados, la exposición de moti- 
vos que la funda ha sido escuchada, asimismo, y no vale la pena repetirla. 
Sólo quiero subrayar esta consideración: malo que se hubiera continuado 
en la función legislativa cuando ésta no existía, pero malo que se trunque 
cuando empieza a haber una vida parlamentaria en México. 

No hay posibilidad de la tormación de los cuadros parlamentarios si no 
existe la posibilidad de reelegirlos; no se van a elegir las personas físicas por 
sí mismas, sino a través de sus partidos y del voto de los ciudadanos. En 
consecuencia, va a haber un proceso de selección, y así en tres, seis o nueve 
años, puede haber ya en México un conjunto de parlamentarios, de profe- 
sionales del Parlamento —no creo que sea exagerada ni injusta la frase— que 
puedan en realidad desempeñar su labor de una manera importante. 

Yo fui diputado hace cuarenta años, por dos años; pero fui reelecto para 
el periodo inmediato. La prohibición de la reelección inmediata es recien- 
te y en realidad no estaba justificada sino por una cuestión de control del 
Ejecutivo sobre el Poder Legislativo. Las cosas han cambiado, venturosa- 
mente, entonces, es necesario formar los cuadros parlamentarios. El ser 
miembro de la Cámara de Diputados o del Senado es una profesión en to- 
das partes del mundo, no una profesión individual, una profesión política, 
una tarea social de verdadera importancia. 

Yo estoy seguro de que la mayoría de los que integramos esta asam- 
blea no conocemos la legislación de nuestro país, comenzando por la Carta 
Magna. ¿La hemos estudiado a fondo todos los aquí presentes? 

¿Hemos rastreado un poco en la historia de nuestro régimen jurídico, 
etapa por etapa de la evolución histórica de México? No lo creo. Ninguno 
puede legislar para el futuro sin conocer el pasado; no se puede improvisar 
la legislación sólo teniendo en cuenta el presente. ¿Disponemos siquiera de 
los elementos necesarios para formarnos un juicio ante una proposición, 
provenga no importa de dónde? Tampoco. Yo he ido a la Biblioteca del 
Congreso; ni siquiera el Diario de los Debates está completo allí, no hay 
legislación, no hay manera de servirse rápidamente, por conducto de un 
funcionario o empleado de la Cámara, de los ordenamientos importantes 
para poder estudiar las proposiciones que aquí se presentan. 

Los diputados, los senadores, deben ser conocedores profundos de la 
legislación de su país, de su historia, de la historia de su patria, y también 
vivir al día conociendo lo que pasa en otras partes de la Tierra. Esa es la 
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labor de un parlamentario, porque es muy difícil —yo lo reconozco— im- 
provisar un discurso. No es igual leer un proyecto meditado, largamente, a 
entrar a un debate sin preparación. Eso sólo lo dan la experiencia, el estu- 
dio, la práctica. 

Creo que la reforma al sistema electoral quedaría trunca, si no se reeligie- 
ran los diputados. Yo no hablo de los senadores porque creo que nosotros 
no podríamos, sin que la Cámara de Senadores considere la cuestión, hacer- 
les indicaciones; pero lo importante, lo nuevo en México no es el Senado, 
que cada día pesa más y es más opaco y triste. Lo lamento. Lo nuevo en 
México es esta Cámara de Diputados; aquí están representados todos los 
partidos políticos, como hace tiempo lo queríamos muchos. Aquí está el 
pueblo de verdad, por la primera vez, con todas las dificultades y los tropie- 
zos y obstáculos, las simulaciones y problemas sin cuento que hemos tenido 
que vencer; muy bien, pero aquí estamos al fin y al cabo. 

Entonces, es de aquí de donde debe partir la vida política. Ya es un acto 
de trascendencia histórica el hecho de que el debate que se libraba hasta 
hace poco tiempo en las calles, se libre en esta tribuna. Hemos pasado en 
estos tiempos del debate que se realizaba en la calle, que continuará por su- 
puesto, al debate dentro de las instituciones. 

Entonces, es absolutamente necesario que se formen los diputados que 
deben adquirir mayor capacidad, mayor eficacia, mayores conocimientos, 
hasta que haya un cuerpo político, como es la Cámara de representantes 
del pueblo, cuya labor no solamente tenga eco aquí adentro de nuestro país, 
sino afuera de él. 

En las naciones de gran desarrollo, el Poder Legislativo es el más impor- 
tante como forma de expresión del pensamiento colectivo de una nación. 
El presidente de la República o el primer ministro, son los ejecutores de 
los trazos, de los lineamientos, de los programas que el cuerpo legislati- 
vo ha formulado; son gobernantes, es decir, son mandatarios para ejecutar 
normas ya trazadas y para alcanzar metas propuestas. Pero nosotros, los 
diputados, somos, al mismo tiempo que mandatarios, somos mandantes, 
porque hemos recibido por vía electoral el poder necesario del pueblo para 
seguir actuando como sus representantes, sus voceros y sus defensores. 

Seamos congruentes y lógicos. Yo creo que nadie pensará que algunos 
queremos reelegirnos por el hecho de no tener qué hacer. No. Esa sería una 
idea mezquina y un poco ridícula. Los que más trabajamos somos los que 
tenemos posibilidades de seguir trabajando más. Los que nada hacen, casi 
nunca pueden hacer una cosa nueva. Y si nuestra tarea —y para eso esta- 
mos aquí en esta reunión, en esta asamblea— es la de representar a nuestro 
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pueblo, defenderlo, preparémonos para eso. Cada tres años pueden quedar 
algunos nada más de los diputados de cada partido, y vendrán otros; pero 
no importan las personas físicas; lo que interesa es la continuidad de la obra 
parlamentaria que ahora no se concibe ya en México, sino como la continui- 
dad de la obra de cada partido político. 

Señoras y señores diputados: Esas son algunas de las consideraciones 
que fundan las iniciativas; esas son nuestras preocupaciones. El viernes se- 
guramente se dará cuenta de otra proposición que hemos formulado: es 
necesario construir un edificio, un palacio del Congreso de la Unión. Este 
recinto pequeño, cursi, antiguo, inoperante, debemos abandonarlo lo más 
pronto posible, y supongo que los senadores estarán ansiosos también de 
abandonar la vieja casa en que se encuentran. Necesitamos un palacio her- 
moso, hermoso como nuestro pueblo, digno de todas las grandes batallas 
que el pueblo mexicano ha librado a lo largo de los siglos. Cuando el Poder 
Legislativo empiece a renacer, es necesario no esconderlo en una covacha, 
sino al contrario, alojarlo en un palacio hermoso, porque representamos la 
vida de un pueblo, y la vida de un pueblo es siempre elevada y hermosa. 
Un gran palacio, que no nos lo vayan a construir en un barrio sin significa- 
ción como para salir del paso a título de transacción. 

Que se nos dé en la Plaza de la Ciudadela; que se tiren los cuarteles viejos 
que de nada sirven, y levantar un gran palacio con todos los servicios: salas 
para los diputados, para las diputaciones; salas para traducciones simultá- 
neas en diversas lenguas extranjeras; personal eficaz; una gran biblioteca de 
un millón de ejemplares; hemerotecas; servicios de toda naturaleza; salas 
de lectura; una editorial que publique al día todas las informaciones le gis- 
lativas; que edite también, por lo menos, libros para consumo del pueblo; 
con folletos con las cosas de mayor interés, que también publique las obras 
de los diputados y senadores en cualquier rama del saber y de la cultura, y 
que edite, para el pueblo, las obras fundamentales de la literatura universal, 
de la filosofía y de la ciencia, para contribuir a su educación general y cívica. 

Un palacio muy bello, funcional, moderno, sin ostentaciones, pero 
respetable, que represente realmente las ansias del pueblo y que con- 
firme su esperanza en sus representantes. "lodo esto hay que hacerlo así. 
Comenzaremos bien e iniciaremos la obra legislativa, para que las leyes par- 
tan de aquí y no de allá, no sólo del Ejecutivo, sino también del Legislativo, 
y podamos coordinar las leyes vigentes; derogar las antiguas, las que son 
injustas, las que son ineficaces; y el pueblo mexicano empezará en la labor 
nuestra, a verse a sí mismo y a decir que tenía razón cuando cogió el fusil 
hace años para cambiar el orden social establecido en México. 


DICTAMEN DE LA INICIATIVA QUE PROPONE 
DOS PERIODOS DE SESIONES AL ANO 





EL C. SECRETARIO BRAULIO MERAZ NEVÁREZ (LEYENDO): 








Honorable Asamblea: 

Por acuerdo de vuestra soberanía fue turnada la iniciativa de reformas al 
artículo 66 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
presentada por los ciudadanos diputados miembros del Partido Popular 
Socialista, a la Primera Comisión de Puntos Constitucionales, la que se 
permite poner a consideración de esta honorable Asamblea, el siguiente 
dictamen: 

1. Efectivamente como se expresa en el primer párrafo de la considera- 
ción primera del texto de la iniciativa de reformas sobre la que se dictamina, 
de acuerdo con el artículo 66 de la Constitución, el periodo de sesiones ordi- 
narias de las cámaras del Congrego de la Unión “no podrá prolongarse más 
que hasta el 31 de diciembre” de cada año. Toda vez que el periodo de sesio- 
nes ordinarias se inicia el 1 de septiembre de cada año, conforme el párrafo 
inicial del artículo 51 de la propia Ley Fundamental, las sesiones ordinarias 
de la Cámara de Diputados no pueden exceder de doce meses durante el 
mandato de cada Legislatura, como afirma en su parte final la considera- 
ción primera. 

También es cierto que los periodos de sesiones extraordinarias del 
Congreso o de una sola de las cámaras que lo integran “no pueden ampliar 
el periodo de las sesiones ordinarias”, según dice la consideración segunda 
de la iniciativa, puesto que dichas sesiones extraordinarias sólo se han de 
ocupar del asunto o asuntos que exprese la convocatoria correspondiente 
en los términos del artículo 67 constitucional, por ello, y de acuerdo con la 
fracción IV del artículo 79 de la Constitución, las convocatorias para sesiones 
extraordinarias deben señalar el objeto u objetos de tales sesiones. 

2. Conviene, sin embargo, hacer notar que el texto de reformas del re- 
petido artículo 66, al ser propuesto aisladamente a la consideración de esta 
Cámara, es inaceptable aun a la simple vista de nuestra mecánica constitu- 
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cional puesto que, en todo caso, para evitar obvias contradicciones entre 
diversos textos de la Constitución y con el funcionamiento del Congreso, 
tal como los textos vigentes establecen, debieron proponerse, además, re- 
formas a los artículos 65 y 69 de la propia Constitución. 

En efecto, el encabezado del artículo 65 establece que “el Congreso se re- 
unirá el día 1 de septiembre de cada año para celebrar sesiones ordinarias”, 
por tanto, la reforma debía haberse propuesto también respecto de dicho 
precepto, por cuanto a la fecha de iniciación del periodo adicional de sesio- 
nes ordinarias que se propone, pues de otra manera tal artículo resultaría 
contradictorio con el texto propuesto para el artículo 66. 

A su vez, la primera parte del artículo 69 señala que el Presidente de la 
República asistirá a la apertura con un informe. La iniciativa debía haber 
incluido, por razones de congruencia legislativa, la proposición de una re- 
forma a dicha primera parte del artículo 69 constitucional, puesto que de 
otra forma el Ejecutivo resultaría obligado, no sólo a asistir a la apertura de 
cada uno de los dos periodos de sesiones ordinarias anuales que se propo- 
nen, sino a rendir dos informes al Congreso dentro de cada año. 

Si este último hubiera sido el propósito de los autores de la iniciativa, lo 
que no se expresa en la misma, y por razones de claridad, debió haberse 
propuesto de todas maneras la reforma del párrafo inicial del artículo 69, 
para señalar la obligación del presidente de asistir a la apertura de los perio- 
dos ordinarios de sesiones, y de presentar en cada ocasión un informe sobre 
el estado general de la administración púbica del país. 

3. La iniciativa tampoco considera lo dispuesto por las fracciones 1 y II 
del citado artículo 65, relativas a la revisión de la cuenta pública del año an- 
terior, y al examen, discusión y aprobación del presupuesto del año fiscal 
siguiente, respectivamente; resulta obvio que, por un lado, ni la cuenta pú- 
blica ni el presupuesto podrían ser presentados a la Cámara de Diputados 
durante el primer periodo de sesiones ordinarias a que se refiere la iniciati- 
va, que abarcaría del primero de marzo al 30 de junio como se propone, ya 
que sería imposible preparar una y otra para tales fechas y además, porque 
el presupuesto eficaz resulta imposible de formularse y de prever adecua- 
damente las necesidades del país, si se formula con demasiada anticipación; 
por otra parte, tampoco podría dejarse la aprobación del presupuesto, in- 
distintamente, para cualquier sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, 
ya que si tal aprobación se dejara para el periodo de sesiones que se pro- 
pone, comprendido entre el 1 de marzo y el 30 de junio, de cualquier año 
en que deba regir el presupuesto, se llegaría al absurdo de considerar con 
varios meses de retraso una serie de disposiciones cuya vigencia comienza 
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el 1 de enero de cada año. La iniciativa del Partido Popular Socialista, aun- 
que menciona el Presupuesto de Egresos al final del segundo párrafo de su 
consideración primera, simplemente no consideró que los temas de la cuen- 
ta pública y del presupuesto son temas de la marcha de la administración 
pública. 

Resulta, pues, inadmisible la reforma del artículo 66 en la forma que se 
propone la iniciativa, aun desde el punto de vista de la necesaria aplicación 
de otros artículos de la misma Constitución, el 65 y el 69, los cuales a mayor 
abundamiento, están contenidos, precisamente, en la sección 1 del capítulo 
TI del título tercero de la Carta Fundamental, sección a la que también perte- 
nece el artículo 66 cuya reforma se propone. 

4. Con relación a la iniciativa de que se trata, y por encima de las consi- 
deraciones precedentes que simplemente podrían conducir a la conclusión 
de proceder a subsanar las deficiencias técnicas de que adolece la propia 
iniciativa, es conveniente recordar con brevedad algunos antecedentes así 
como parte de las ideas relacionadas con la regulación constitucional de la 
actitud legislativa. 

Si en la actualidad la Constitución previene un periodo anual de sesiones 
ordinarias del Congreso con duración máxima de cuatro meses, la iniciativa 
sobre la que se dictamina propone duplicar las sesiones ordinarias, al pre- 
tender el establecimiento de dos periodos para la celebración de las mismas, 
con duración conjunta de ocho meses cada año. Pero si se toma en cuenta 
que la diputación que presenta la iniciativa establece que las cámaras no 
disponen “sino de dos meses cada año para su labor”, según se afirma en 
el texto de la iniciativa, el propósito de quienes proponen la reforma pare- 
ce ser el de triplicar la duración de las sesiones ordinarias, al extenderla de 
dos a seis meses cada año, en el supuesto de que fuera válida la afirmación 
de referencia, contenida en el tercer párrafo de la consideración primera y 
reiterada en la consideración cuarta de la iniciativa, en el sentido de que la 
Cámara de Diputados no dispone sino de dos meses cada año para su ho- 
gar, los de noviembre y diciembre según se colige del segundo párrato de 
la consideración primera y de la que “la situación es semejante” por lo que 
ve al Senado, dice la consideración tercera. Esta afirmación es desmentida 
por el solo hecho de que la iniciativa que le contiene fue leída en la sala de 
sesiones de esta Cámara el día 13 de octubre del corriente año, lo que de- 
muestra que la Cámara no dispone solamente de los meses de noviembre y 
diciembre “para su labor”. 

Además, en los términos que se proponen para el artículo 66, la dura- 
ción de cada uno de los dos periodos cuya creación sugiere la iniciativa 
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sería obligatoria, ya que en ambos casos se habla de fechas fijas de termi- 
nación de cada uno de dichos periodos que, consecuentemente, habrían 
de prolongarse por disposición constitucional hasta cada una de las fechas 
propuestas, o sea hasta el 31 de diciembre en un caso y hasta el 30 de ju- 
nio en el otro, y las sesiones ordinarias no podrían terminar antes de tales 
fechas. 

Por cuanto el número de los periodos de sesiones ordinarias, es pertinen- 
te recordar que la Constitución de 1857 establecía, como ahora lo propone el 
Partido Popular Socialista, dos periodos de sesiones. Conforme a los textos 
correspondientes, la duración obligatoria de los mismos era solamente de 
cinco meses, si bien existía la posibilidad de prorrogar de acuerdo con el tex- 
to original del artículo 62, uno de ellos; y en todo caso, la duración máxima 
de los mismos, consideradas otras posibilidades posteriores de prórroga, 
nunca excedió de seis meses y medio. 

No obstante que, comparados con los ocho meses de duración anual 
que representaría en conjunto los dos periodos de sesiones ordinarias que 
se proponen, dichos seis meses y medio podrían considerarse escasos, y 
a pesar de que los periodos fijos establecidos por la Constitución de 1857 
sólo abarcaban cinco meses de cada año, en el dictamen sobre el artícu- 
lo 66 de la Constitución, en sus términos actuales presentado al Congreso 
Constituyente de 1916-1917 en la sesión vespertina del 5 de enero de 1917, 
manifestaba: 


Un distinguido escritor mexicano, refiriéndose a la facultad de la Cámara popu- 
lar de prorrogar sus sesiones y de tener éstas durante periodos fijos, dice lo si- 
guiente: Nuestro sistema tiene el inconveniente de los periodos fijos de sesiones, 
que ni el mismo Congreso puede reducir, aunque no haya materia para llenarlos. 
Esta necesidad de reunirse es casi una obligación de legislar que provoca el deseo 
de discurrir iniciativas y estimula la facultad de invención en los representantes 
amenazando con una fecundidad, poco deseable. 


Más adelante decía el dictamen: “en cuanto a la actividad preponderante 
del Congreso y en particular de las cámaras populares... es muy propia para 
romper el equilibrio o, mejor dicho, la ponderación que debe haber entre 
los poderes públicos en una República representativa”. La argumentación 
de los dictaminadores, apoyada en la opinión de Rabasa, hizo que, sin dis- 
cusión y por unanimidad, el Constituyente de 1917 aprobara en sus actuales 
términos el artículo 66, cuyo texto fue puesto a votación en la sesión celebra- 
da la tarde del 14 de enero de 1917. 
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En tales condiciones, no obstante la innovación que los diputados de par- 
tido representan en nuestro sistema constitucional, y en vista de que no 
podría decirse que la actividad legislativa anterior no haya sido aprecia- 
ble, no es aconsejable por una parte, la excesiva duración de los periodos 
de sesiones ordinarias del Congreso, que podría provocar “una fecundidad 
poco deseable”, y que impondría la “necesidad de reunirse” que constituiría 
“casi una obligación de legislar”; ni parece saludable por otra, el estableci- 
miento de periodos fijos, como se propone, pues quizá no hubiera “materia 
de llenarlos”. Así pues, tampoco nuestros antecedentes constitucionales, o 
el espíritu del Constituyente de 1917, o la teoría constitucional mexicana, 
pueden ser fundamento, sino todo lo contrario, de la reforma al artículo 
66 de la Carta Fundamental que propone la diputación del Partido Popular 
Socialista. 

Por otra parte y a mayor abundamiento, el artículo 67 de la Constitución 
de la República establece la posibilidad de celebrar periodos extraordinarios 
de sesiones, tanto del Congreso como de cualquiera de las dos cámaras para 
tratar los asuntos de sus respectivas competencias, señalando que dichos 
asuntos se mencionarán concretamente en las convocatorias respectivas, 
de tal manera que tanto el Ejecutivo Federal como los miembros del Poder 
Legislativo pueden promover ante la comisión permanente que se convo- 
que a un periodo extraordinario cuando la importancia o la urgencia de un 
asunto lo amerite. Por tanto, la propia Constitución prevé el mecanismo a 
través del cual el Poder Legislativo pueda reunirse cuando el país y sus ne- 
cesidades lo reclamen. 

Por último, la comisión quiere expresar con toda claridad que, en su crite- 
rio, el receso no implica inactividad de los diputados o de los miembros del 
Poder Legislativo en general, sino que es un periodo de igual o mayor inten- 
sidad de trabajo que el del periodo de sesiones, ya que durante dicho receso 
deben estudiarse, con contacto directo con el pueblo y con los diversos sec- 
tores de opinión pública, los problemas y las necesidades que ameritarán 
futuras iniciativas de ley; deben también mantenerse en constante actividad 
las comisiones de ambass cámaras preparando los estudios y dictámenes so- 
bre los asuntos que deben ser conocidos en el siguiente periodo de sesiones; 
y sobre todo, tomando en cuenta que la doctrina constitucional surgida con 
motivo de la reforma electoral que permitió la existencia de diputados de 
partido, da a éstos y a los de mayoría del carácter de gestores ante los ór- 
ganos competentes del Estado para que los problemas de las comunidades 
que representan sean atendidos y resueltos. En tal virtud, la comisión esti- 
ma que estas importantes funciones básicas para el buen desempeño de las 
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facultades que corresponden a la representación nacional, no podrían rea- 
lizarse si la mayor parte del año el Poder Legislativo estuviera dedicado a la 
celebración forzada de dos periodos de sesiones de cuatro meses cada uno. 

Por lo expuesto, la comisión que suscribe se permite proponer a vuestra 
soberanía el siguiente punto de acuerdo: 

Único: Se desecha la iniciativa presentada por la diputación del Partido 
Popular Socialista para reformar el artículo 66 de la Constitución de la 
República, manteniéndose el texto vigente de dicho precepto en sus 
términos actuales. Archívese el expediente. 

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la 
Unión. México, D. F., a 26 de diciembre de 1964. 

Enrique González Vargas, Miguel Covián Pérez, Constancio Hernández 
Allende, Luis Priego Ortiz. 


TRABAJAR MÁS PARA REIVINDICAR 
AL PODER LEGISLATIVO 





SENOR PRESIDENTE, 
SEÑORES DIPUTADOS: 





Desde que presentamos la iniciativa, que hoy se rechaza, sabíamos muy 
bien que era difícil lograr en este primer periodo de sesiones de la actual 
legislatura la aprobación de una proposición que tiende a prolongar el pe- 
riodo de sesiones de la Cámara de Diputados. ¿Por qué lo sabíamos? En 
parte por los motivos que la comisión dictaminadora ya ha expuesto, y en 
parte por otras razones que también podríamos nosotros agregar. 

Difícil es, evidentemente, cambiar una tradición muy vieja, realmente 
arraigada, pero no porque vaya a ser rechazada en esta ocasión nuestra 
propuesta y mandada al archivo, como la comisión propone, vamos a 
dejar de insistir en ella. En septiembre de 1965, en septiembre de 1966, 
y los que vuelvan, o regresen o se inicien en la siguiente legislatura, in- 
sistirán también en ese empeño. ¿Cuáles son los motivos de nuestra 
proposición? No el hecho de que los diputados trabajen más. Ese no 
es argumento que hayamos nosotros esgrimido; no estamos haciendo 
implícitamente un ataque a los diputados, diciendo que es gente que 
no labora, que no le gusta asistir a las sesiones, que es preferible para 
ellos que los periodos de trabajo sean muy breves para que queden en 
libertad. No está en nuestra mente esa clase de argumentos. Lo que de- 
cimos es simplemente esto: ¿cuál es la realidad actual? Hasta antes que 
la Cámara de Diputados se integrara en la forma en que hoy se halla, la 
labor parlamentaria tenía un carácter, y hoy otro diferente. Yo no quiero 
decir que nunca hayan surgido iniciativas de ley del seno de la Cámara 
de Diputados. Las ha habido, aun en este periodo, y valiosas, tanto de un 
partido político, como de otro, pero incuestionablemente en el pasado la 
Cámara tenía una función de aprobación de las iniciativas del Ejecutivo, 
más que de gestión propia, en cuanto a los ordenamientos jurídicos y 


Intervención en el debate del dictamen de la iniciativa que propone reformar el 
artículo 66 constitucional, presentada por los diputados del PPS. Diario de los Debates 
de la XLVI Legislatura, México, D. F., 26 de diciembre de 1964. 
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políticos aplicables a nuestro país; pero hoy de todos los partidos surgen 
iniciativas de ley. 

Aquí pasamos muchas horas. Cada vez que hay sesión ya se ha vuelto 
una cuestión muy monótona otorgar permisos para condecoraciones. Este 
es un pueblo de condecorados. Si se lleva la estadística se verá que todo el 
mundo tiene condecoración, quizá menos los diputados, y esa es una cosa 
inútil para nosotros, lo digo sin ironía, pero esa es la verdad. Pasamos horas 
también dispensando pensiones a los tataranietos de un coronel que se dis- 
tinguió en la guerra de 1847. Hay que ser generosos, ¿por qué no, si el erario 
nacional lo aguanta? 

Muchas horas y luego el rezago que recibimos por herencia, tremendo, 
¿pero hemos discutido iniciativas de trascendencia? No. Allí está la del mu- 
nicipio libre. ¿Puede haber algo más importante que eso? Hemos convenido 
incluso, en que esa cuestión hay que estudiarla mucho. No tenemos prisa, 
nos damos cuenta de la trascendencia. Tenemos el receso por delante, pero 
en el rezago hay también otras cuestiones. Está la proposición hecha en la 
legislatura anterior para modificar el texto del artículo 27 de la Constitución 
de la República y volverlo a su texto primitivo, purgándolo de las trabas que 
en alguna época se le impusieron para favorecer la agricultura privada en 
contra de la agricultura ejidal. Hay iniciativas tendientes, asimismo, a hacer 
reformas en otros ordenamientos de la vida pública. No hemos discutido 
eso; eso también es del rezago. 

Pero ahora veamos los argumentos: en la Constitución de 1857, la 
Constitución de 1917, el señor Rabasa, otros estadistas, otros tratadistas, 
otros publicistas. Todo eso es del pasado. En la época de la promulgación de 
1857 no vivíamos en la situación de hoy; en la época de 1916 y 1917, tam- 
poco, ¿alcanza el tiempo para que la Cámara pueda realmente discutir los 
propios proyectos de ley que surgen de ella, con un periodo de cuatro me- 
ses? No alcanza; dígase lo que se diga, no alcanza. Este periodo es breve, 
va a concluir mañana o pasado. Ha habido algunas iniciativas importantes, 
y la Cámara de Diputados no sólo es un cuerpo legislativo; está obligada, 
por razones de la propia Carta Magna, a trabajar en conjunto con el Senado 
y cumplir funciones diplomáticas, relaciones públicas, en fin, y eso, ade- 
más de las condecoraciones y de las pensiones, nos quita mucho tiempo. 
Entonces, ¿cuál es el tiempo hábil para esa labor? Muy breve. ¿Que es una 
cosa mala pedir que se trabaje un poco más para atender la parte legis- 
lativa? Porque es cierto que la Cámara de Diputados tiene otras tareas, y 
que los diputados en lo individual cumplen otras funciones respecto de las 
cuales puedo decir dos palabras. Pero si no quieren dos periodos de sesio- 
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nes, bien. Hagamos un periodo único, pero más largo. ¿Qué inconveniente 
hay en eso? En lugar de cuatro meses, que se reducen mucho, que sean 
cinco, los que sean. La comisión dice que está la puerta abierta, el camino 
trazado; que cada Cámara puede convocar a periodos de sesiones. No es 
cierto, por desgracia. La Comisión Permanente del Congreso es la que pue- 
de convocar a las Cámaras, a las dos o a una de ellas por separado. Entonces 
hay que gestionar ante la Comisión Permanente que convoque a la Cámara 
de Diputados para fines muy concretos. La reforma al sistema electoral ha 
cambiado las necesidades de la Cámara de Diputados; quizá no al Senado 
porque no afectó a ese cuerpo la reforma del sistema electoral. Aquí sí se ha 
integrado la Cámara por primera vez desde 1910, para no hablar del pasado 
lejano, de una manera diferente. Entonces, un mes más, cinco meses siquie- 
ra. Yo no pretendo naturalmente que aquí se tome una votación favorable. 
De antemano nuestra iniciativa está perdida, pero yo he pedido la palabra 
para insistir en la conveniencia de que la Cámara de Diputados trabaje más. 

En cuanto a que los diputados deben ser gestores durante el receso, 
pues esa es la tradición, pero ¿esa es la función fundamental de los diputa- 
dos federales? No. Yo me siento tan diputado por el estado de Yucatán, en 
esta tribuna, como diputado por el estado de Jalisco o de Tamaulipas o de 
Chiapas. ¿Por qué? Porque soy un diputado nacional; cada uno de nosotros 
representa al pueblo mexicano en su conjunto; no somos diputados loca- 
les de los estados; todos los diputados representamos al pueblo mexicano. 
Naturalmente, por razones técnicas, tienen que surgir diputados de los dis- 
tritos, de algún lugar, no del aire, a pesar de la existencia de los diputados 
de partido. 

El otro día nos hicieron un gran elogio ciertos diputados, diciendo 
que el gobierno nos había regalado a nosotros —los del Partido Popular 
Socialista— diez curules. No quisimos contestar porque somos prudentes 
y porque no nos gustan los argumentos de ese peso. Yo podía haber dicho 
que a ellos les regaló veinte la Santa Madre Iglesia. Pero no lo dijimos por- 
que ese no es un argumento. 

La realidad política de nuestro país es que los partidos representan clases 
sociales cada vez más precisas, porque vivimos en un país de clases socia- 
les diferentes. 

Entonces, es incuestionable que los diputados son fundamentalmente 
representantes del pueblo mexicano, en su conjunto, y no procuradores del 
pueblo. 

Hubo una época larga, cuando no había vida parlamentaria, en que los 
diputados iban a “picar piedra” —como se dice vulgarmente— a las secre- 
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tarías de Estado, para conseguir unos rieles, unos sarapes “para el hospital 
de mi pueblo”; unos gises, unas pizarras, unos libros de texto para las escue- 
las, etcétera. Pero esa es una tarea que no es para los diputados nacionales. 
Ser procurador del pueblo es muy interesante; yo no trato de minimizar, 
naturalmente, la función de los procuradores del pueblo. Que los goberna- 
dores de los estados necesitan el concurso de los diputados de la entidad 
que gobiernan, ese es otro hecho; pero también los gobernadores deben ser 
educados políticamente. ¿Por qué han de ser ayudantes de los gobernado- 
res los diputados federales? Por ningún motivo. Si tienen un presupuesto, 
si tienen funcionarios, ¿y los diputados locales entonces? Podrían ser auxi- 
liares de los diputados federales, y los alcaldes auxiliares de los diputados 
locales. No, no, no; ese no es el punto. 

Yo creo que una de las formas de reivindicar al Poder Legislativo, de dar- 
le altura, prestigio, autoridad ante todo el mundo, es permitirle que trabaje 
más. 

Yo sé bien, señoras y señores diputados, lo repito una vez más, que en 
este momento y por hoy, vamos a perder la iniciativa. Todos los argumentos 
que se den son inútiles con el fin de ganar la mayoría de votos, pero insis- 
tiremos. Si se aprueba la reelección, yo mismo insistiré, dentro de los tres, 
cuatro o cinco años que vienen, y si Dios me ayuda, dentro de veinte años 
estaré aquí con la misma súplica. 





DESPUES DE QUE INTERVIENEN LOS DIPUTADOS 
ANTONIO ROSILLO PACHECO Y MIGUEL COVIÁN PÉREZ, 
VUELVE A LA TRIBUNA PARA HACER ACLARACIONES 








SEÑOR PRESIDENTE, 

SEÑORAS Y SEÑORES: 

Se me cayó el cielo encima, menos mal que no fue la lámpara. No, no quiero 
dar la seguridad al diputado Covián Pérez y a los demás distinguidos dipu- 
tados. Es que yo no tengo una actitud despectiva para nadie; es mi modo 
de hablar, pero tengo un profundo respeto por las ideas que no son las mías 
y, sobre todo, por la representación nacional, a la que yo pertenezco. No 
voy a argúir, porque sería interminable el asunto, pero sí quiero, claro, pre- 
cisar algunas cuestiones, porque, pues aparecería yo, según lo que dijo el 
diputado Rosillo y según lo que dijo el diputado Covián Pérez, como un ig- 
norante, como hombre fatuo, como un hombre amenazado con la exclusión 
de la vida pública de nuestro país, por la conducta mala que he observando 
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en este momento; y eso, a mí no me conviene, como ustedes comprenden, 
nia nadie. 

Lo primero que yo deseo es precisarle al señor diputado Rosillo que lo 
que él llama criterio anacrónico de las clases sociales, dividiendo a la so- 
ciedad en clase baja, media y alta, yo nunca lo he aceptado; yo tengo un 
concepto científico de las clases sociales y no tengo, pues, una opinión que 
pudiéramos llamar pintoresca de la sociedad humana. Nunca, en mi vida, 
he pensado que las sociedades se dividen en clases bajas, medianas y altas. 
No sé de dónde las sacaría el diputado Rosillo. 

Yo digo que esta sociedad mexicana, en la cual vivimos, está dividida en 
clases sociales, pero no en la baja, en la mediana, en la media y la alta. Para 
mí, las clases sociales se dividen, por razón de su participación en la produc- 
ción económica, fundamentalmente. 

La mayoría de los que trabajan son una clase social: la clase trabajadora. 
Ya se trate de un investigador científico, de un catedrático de la Universidad, 
de un técnico, de un obrero industrial, de un maestro de escuela, de un 
campesino. La clase productora de bienes materiales y de bienes intelectua- 
les o espirituales es la clase trabajadora. Por eso hablo de clases, y por eso 
digo que los partidos políticos obedecen a clases sociales. ¿Que en nuestro 
país todavía las clases sociales no están bien estructuradas? Lo hemos ex- 
presado en numerosas ocasiones, porque somos un país apenas en ascenso, 
en el principio del ascenso. ¿Y que hay partidos que aspiran a representar 
a las clases sociales? También es otro hecho incontrovertible. Mi partido as- 
pira a ser un partido representativo de la clase trabajadora, desde el punto 
de vista ideológico, desde el punto de vista político, desde el punto de vista 
de su militancia. 

El PRI, al renovar su estatuto, dijo también que está integrado por tra- 
bajadores, de tal sector, de tal otro sector, del otro más. El PAN no ha dicho, 
hasta hoy, por lo menos desde esta tribuna, a qué clase social representa; 
pero como constantemente habla de la clase media, supongo que represen- 
ta principalmente a la clase media o aspirará a representar a la clase media. 

Ahora bien, esos partido políticos tienen una ideología que no la inventa- 
ron. Es la ideología de las propias clases sociales a las cuales representa. No 
es necesario que un partido esté integrado sólo por proletarios, en el senti- 
do tradicional de la palabra, para que sea un partido de la clase obrera. Un 
partido puede defender los intereses inmediatos e históricos de una clase 
independiente de quienes lo integran desde el punto de vista humano. Y 
eso lo sabe todo mundo. No es, pues, anacrónico el criterio de dividir a la 
sociedad en clases; lo que es no sólo anacrónico sino chistoso, es dividirla 
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en clase baja, clase alta y clase media. Por que eso parece tarifa de algo, de 
algún servicio, de un teatro, de algún espectáculo de alguna otra actividad 
social. 

No, no, no; pero lo que si no admito yo, es decir, no es que admita, sino 
que me asombra, es que el diputado Rosillo haya venido a decir aquí que lo 
no anacrónico, lo importante y lo que debe ser en el futuro, es dividir a la 
sociedad por categorías profesionales. Bueno, yo leí eso en Benito Mussolini 
hace muchos años, y después en Adolfo Hitler, y después en Francisco 
Franco, es decir, un régimen corporativo; la sociedad organizada por cor- 
poraciones profesionales. Ya tuvimos tres siglos de corporaciones durante 
la etapa colonial. Bueno, afortunadamente esa clasificación es una clasifi- 
cación no anacrónica si no absolutamente inoperante, hasta en las escuelas 
primarias. 

En cuanto a que la ley debe tener un carácter permanente, estoy de 
acuerdo. ¿Que hay contrastes que deben respetarse? De acuerdo también. 
Pero de eso a concluir que una ley es intocable, no; es contrario a la lógi- 
ca y contrario al proceso histórico. Una ley hay que retocarla cuantas veces 
sea menester. La vida siempre va más adelante que la leyes. Eso es claro. Y 
cada vez que la vida supera a una ley, prevista para una etapa histórica di- 
ferente, hay que modificar la ley. ¿Quién se atrevería a defender desde esta 
tribuna la vigencia real, no teórica, no jurídica, no formal, por ejemplo, del 
artículo 28 de la Constitución? En la República Mexicana están prohibidos 
los monopolios. Pues sí, es la lanza de don Quijote contra los molinos de 
viento. La vida ha creado monopolios. Lo que hay que hacer es ajustar el 
artículo 28 a la realidad y darle un rumbo diferente. Eso es la ley, es un pro- 
ceso, y siempre la estructura va más de prisa, en cuanto a sus consecuencias 
directas, que la superestructura. Eso todo mundo lo sabe, a la infraestruc- 
tura, como algunos economistas han dado en decir en los últimos días o 
meses. 

Que seamos prudentes, dice el diputado Rosillo. De acuerdo. Hemos 
sido prudentes. ¿Qué es la prudencia? La prudencia es la actitud que no 
lleva a la exageración, que no lleva a los excesos, que implica meditación, 
reflexión profunda, de acuerdo. Debemos ser prudentes, pero la prudencia 
no puede estar reñida con la fecundidad legislativa. Eso depende de no- 
sotros. S1 nos proponemos transformar esta Cámara de Diputados en una 
jaula de pericos, claro, entonces con cinco minutos de fecundidad... ¿cómo 
se podría llamar?... pues diría yo verde, bastaría para decir: ¡Basta! Pero eso 
no es posible, la fecundidad no es inocuidad. La fecundidad es creadora en 
tanto que se proponga cosas de importancia. 
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Y en cuanto a que vamos a laborar en el receso, sí, nosotros lo dijimos. 
Propusimos que hubiera mesas redondas, que creáramos un foro popular; 
que oyéramos al pueblo; pero eso no es incompatible con la labor legisla- 
tiva. Yo no he venido a esta tribuna, mi comentario final a las palabras del 
diputado Rosillo, a repetir ideas ya depuradas. Todo depende de quién juz- 
gue. Yo no he venido tampoco a hacer propaganda. He venido a defender 
ideas, las ideas de mi partido, y lo seguiré haciendo. En suma, como uste- 
des ven, aun tomándome como un hombre que maneja ideas anacrónicas, 
vuelvo a insistir en que se trabaje. Esto no quiere decir que no hemos traba- 
jado, he dicho yo que estamos trabajando; pero que hay que trabajar más, 
eso no es contradictorio. 

El diputado Covián Pérez sí me ha maltratado mucho, y me ha ame- 
nazado, además de maltratado, cosa que yo no admito porque eso no es 
prudente, no es nada prudente. ¿Con qué derecho me amenaza? Yo no he 
tratado despectivamente ningún asunto. Dice que carecemos de técnica le- 
glslativa. Claro que al proponer la reforma a un artículo de la Constitución 
es indispensable reformar otros para ponerlos en concordancia. Es elemen- 
tal, para eso es el trabajo de la Cámara para concordar. 

Que ocho meses forzosos harían abandonar a los diputados sus labores 
en sus distritos, en las comunidades, pues; quizá, pero yo diría que basta el 
fin de semana; pero no quiero tampoco menospreciar la labor de gestores, 
no. Está bien que ayuden a los distritos, a la población de los distritos; es 
útil. Pero yo digo que la primacía debe tenerla la labor legislativa. Por eso se 
llama Poder Legislativo, precisamente, y no se llama poder de gestores, po- 
der administrativo, Poder Legislativo Federal. 

Dice también que debemos estudiar más nuestras iniciativas para el futu- 
ro. Le aseguro al diputado Covián Pérez que voy a ir a la escuela y me voy 
a inscribir en la escuela para legisladores, con objeto de que yo no quede en 
ridículo, como hoy, porque eso está mal; me ofende y demuestra que yo soy 
un hombre absolutamente incapaz de estar a la altura de mis colegas de la 
Cámara de Diputados. 

¿Que por qué no propusimos al principio los cinco meses en lugar de 
ocho y a última hora venimos a decir que ocho? Pues propusimos ocho 
porque lo consideramos mejor. Ahora yo vengo a mendigar un mes más 
—no a proponer— y si no atienden a mi mano levantada, extendida, me 
quedo con ella. Eso es todo. 

Que nosotros hemos trabajado en las comisiones. Yo confieso que muy 
poco, en lo personal, porque me dejaron unas comisiones en las que no se 
puede trabajar: condecoraciones, pensiones; lo que no he aceptado es ir a 
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los informes de los gobernadores, no, porque es demasiado. Pero, claro, si 
me ponen en alguna comisión en la que se trabaje, yo les aseguro que sé tra- 
bajar también, ¿por qué no? Entonces, lo único que deseo yo aclarar, para 
concluir estas palabras —ya no vuelvo a la tribuna, no amenazo con mi pre- 
sencia por tres veces y me doy por muerto—: yo lo que quiero aclarar es 
que aquí no vengo yo a usar la tribuna para poemas teoréticos huyendo a 
las realidades del país. Si algún hombre conoce México, ese soy yo: conozco 
pulgada por pulgada, o hectárea, si se quiere, del territorio nacional. Tengo 
medio siglo de recorrer el territorio y de hablar con mi pueblo. He pasado 
años y años sirviéndole a la clase obrera de mil maneras, defendiéndola 
ante las juntas de conciliación, haciendo el papel de agitador, que es un pa- 
pel muy honroso y muy levantado, cubriendo la trinchera ideológica; de 
mil modos. Entonces, les aseguro a ustedes, que aparte de estudiar más, que 
seguiremos insistiendo ya más preparados para el debate, para que no nos 
derrote a la primera de cambio; eso es indudable. Y en cuanto a la amenaza 
de que yo no voy a ser diputado, yo lo recibo como amenaza, pero tengo el 
presentimiento de que me volverán a ver pronto. 


DICTAMEN DE LA INICIATIVA PARA ESTABLECER LA 
REELECCION CONTINUA DE LOS DIPUTADOS 





ELE, PRESIDENTE: 
Se concede el uso de la palabra al C. diputado Sánchez Dosal, para dar lec- 
tura al dictamen de referencia. 





EL C. CARLOS SANCHEZ DOSAL: 

Honorable Asamblea 

Por acuerdo de vuestra soberanía fue turnada a las suscritas comisiones 
unidas Primera de Puntos Constitucionales y Segunda de Gobernación, la 
iniciativa presentada por la diputación del Partido Popular Socialista para 
adicionar el artículo 54 de la Constitución General de la República. En tal vir- 
tud nos permitimos someter a vuestra consideración el siguiente dictamen: 

Las comisiones estiman necesario señalar que, en su concepto, la ini- 
ciativa de referencia es contraria a la técnica legislativa en atención a que 
propone adicionar el artículo 54 con una fracción VI, autorizando la reelec- 
ción de los diputados al Congreso de la Unión. Tal adición establecería una 
contradicción con lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 59 de la 
propia Constitución en la que se prohíbe expresamente la reelección para 
los diputados y senadores para el periodo inmediato. A mayor abunda- 
miento, el mencionado artículo 54 en su parte final se refiere concretamente 
a las reglas para la elección de los diputados de partido y, en tal virtud, la 
adición de una fracción más estaría operando con relación a dicha espe- 
cie de representantes y no respecto de la totalidad de los miembros de la 
Cámara de Diputados. 

No obstante lo anterior, las comisiones recogen la idea de los proponen- 
tes por considerar que sus propósitos son los de establecer en nuestro país 
una más genuina vida parlamentaria y desean hacer algunas considera- 
ciones respecto de la conveniencia de llevar adelante sus objetivos, desde 
luego corrigiendo los defectos de técnica jurídica con que ha sido plantea- 
da la iniciativa. 
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En primer término, las comisiones estiman que es indispensable declarar 
en forma clara y definitiva que una reforma al artículo 54 de la Constitución, 
con el objeto de modificar las normas vigentes de materia de reelección de 
los miembros de la Cámara de Diputados, de ningún modo representa la 
iniciación de una corriente de opinión contraria al principio de no reelec- 
ción para los titulares del Poder Ejecutivo federal y estatal, ya que dicho 
principio es esencia y razón de la Revolución Mexicana y del régimen cons- 
titucional emanado de ella, por lo que es y debe seguir siendo intocable. 

Dicho principio, sin embargo, históricamente está referido en forma ex- 
clusiva al Poder Ejecutivo. Si bien el pueblo de México, a partir de 1910, 
enarboló como bandera de sus aspiraciones revolucionarias los principios de 
sufragio efectivo y no reelección, los cuales se plasmaron en la Constitución 
de 1917, en ningún momento perfiló la aplicación del postulado anti- 
rreeleccionista respecto de los miembros de las Cámaras de Diputados y 
Senadores, persistiendo así en una continuidad histórica que se inicia en la 
Constitución de 1824, se mantiene en las constituciones centralistas, se ra- 
tifica en la de 1857 y es confirmada una vez más en la Carta Fundamental 
de Querétaro. En efecto, si un congreso constituyente es, histórica y jurídi- 
camente, la expresión más directa y genuina de la voluntad popular, puede 
decirse que nunca esa voluntad popular se ha pronunciado en el sentido 
de limitar la reelección de sus representantes ante el Congreso de la Unión. 

Fue hasta el año de 1933 cuando se promulgó una reforma constitucional 
a efecto de que los miembros del Poder Legislativo no pudieran reelegir- 
se en periodos sucesivos, tal como lo establece el texto vigente del artículo 
59; pero si se examinan los antecedentes de dicha reforma, así como la ex- 
posición de motivos de la iniciativa correspondiente y los debates que se 
suscitaron dentro de este recinto legislativo, se llega a la conclusión de que 
la prohibición para que senadores y diputados se reelijan en el periodo in- 
mediato al de su ejercicio no fue consecuencia de condiciones históricas 
objetivas ni de requerimientos populares ni de circunstancias de la realidad 
nacional, sino únicamente una determinación tomada por ciertos círculos 
políticos que tendían a crear una mayor centralización del poder público. 
Esos intereses políticos han desaparecido en la actualidad. 

Especialmente a partir de la reforma constitucional a los artículo 54 y 
63 que ha permitido integrar la representación nacional con diputados de 
todos los partidos políticos registrados, ha surgido la necesidad de comple- 
mentar dicha reforma poniendo en vigor sistemas que abran para el pueblo 
la posibilidad de reelegir a aquellos de sus representantes que hayan cum- 
plido con eficacia y más depurado espíritu de servicio la representación que 
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les fue otorgada. Tal posibilidad no existiría si cada tres años hubiera ne- 
cesidad de reemplazar a los diputados de los diversos partidos políticos, 
quienes, por otra parte, no estarían en aptitud, por lo precario del tiempo de 
su ejercicio, de adquirir los conocimientos y la experiencia indispensables 
para el mejor cumplimiento de su tarea de legisladores y de vigilantes de 
la administración pública. El juicio del pueblo acerca de quiénes han cum- 
plido con su deber puede manifestarse con plena claridad por medio de la 
reelección de sus representantes. 

Es necesario también hacer notar que el texto constitucional vigente no 
prohíbe la reelección de los miembros del Poder Legislativo, sino que úni- 
camente la limita a periodos no sucesivos, de tal manera que es frecuente 
el caso de diputados que lo han sido en tres o más periodos distintos, o de 
otros que han sido electos como senadores en el periodo inmediato poste- 
rior a aquel en que ejercieron con el carácter de diputados, operando así 
un tipo de reelección que no reporta ninguna ventaja digna de tomarse 
en cuenta y sí en cambio adolece de graves inconvenientes para el apro- 
vechamiento de las experiencias y capacidades adquiridas por quienes son 
reelectos. 

Las comisiones desean subrayar que la idea de establecer otra modali- 
dad en el sistema de reelección de los diputados al Congreso de la Unión, 
no implica que todos los que actualmente ejercen el cargo o que en el fu- 
turo llegaran a desempeñarlo, fueran reelectos ya que solamente quienes 
hubieran demostrado eficacia en sus funciones y un auténtico espíritu de 
servicio a las mejores causas populares podrían aspirar al cargo, creándo- 
se así un estímulo que propiciaría el desarrollo de hombres más útiles a la 
nación. En efecto, no es razonable pensar que todos y cada uno de los di- 
putados pudieran reelegirse a su arbitrio personal, ya que de acuerdo con 
el sistema electoral imperante, para ser candidato a un cargo de represen- 
tación popular con serias posibilidades de éxito se requiere la postulación 
de un partido político registrado, siendo inconcuso que todos los partidos 
pugnarán para llevar a la Cámara y mantener en ella sólo a sus elementos 
más capaces y más fieles a los principios y programas que sustentan, de 
donde resulta que, fenecido un ejercicio cada partido habrá de justipreciar 
el verdadero valor de sus representantes; pero además, y este es el argu- 
mento de mayor solidez, quien en última instancia habrá de decidir será el 
pueblo, quien indudablemente no reelegirá a aquel diputado que no haya 
cumplido con su deber legislativo, que no haya defendido los intereses de 
la ciudadanía que representa, que no haya pugnado por la aplicación de los 
principios y el programa del partido que lo postuló. Esta selección, que a no 
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dudarlo operaría en la práctica, vendría a propiciar el mejoramiento de los 
cuadros legislativos sin los cuales el Congreso de la Unión no podrá desem- 
peñar con plenitud de acierto la elevada misión que constitucionalmente 
tiene encomendada. 

A todo lo anterior hay que agregar que en el mundo entero los diver- 
sos sistemas políticos, sean parlamentarios o presidencialistas, tienen como 
base la reelección de los diputados. No encontramos, pues, razón alguna 
de tipo jurídico constitucional para mantener dentro del sistema vigente en 
nuestro país una disposición como la que actualmente prohíbe la reelección 
de los diputados al Congreso de la Unión para el periodo inmediato. 

En estas condiciones y sin que ello implique introducir una innovación 
sustancial, puesto que la reelección de los diputados se encuentra inscrita 
en el artículo 59 constitucional, venimos a proponer, recogiendo la idea de 
la iniciativa que originó el presente dictamen, la reforma de dicha disposi- 
ción legal para el solo efecto de adoptar otra modalidad, conforme a la cual 
los diputados podrán ser electos en dos periodos sucesivos pero no para un 
tercero inmediato, sin que ello impida que transcurrido éste puedan volver 
a ejercer el cargo. Esta modalidad tiende a aprovechar al máximo la expe- 
riencia, los conocimientos y la capacidad que hayan demostrado algunos 
legisladores, para que esas cualidades puedan aprovecharse, en algunos 
casos, durante todo un periodo de gobierno, lo que no se obtiene dentro 
del sistema vigente y la limitación para ejercer en un tercer periodo res- 
ponde a la necesidad de promover nuevos cuadros parlamentarios que 
renueven con sus aportaciones el ambiente y la acción legislativos. Se esta- 
blecería así un conveniente equilibrio entre quienes llegan con el impulso 
de sus ideales, sus afanes de mejoramiento colectivo, sus propósitos de re- 
forma y renovación, y aquellos otros que, poseyendo también esas virtudes 
públicas, pueden a través de la experiencia adquirida en la práctica parla- 
mentaria, encontrar los caminos más adecuados para hacer más fructíferos 
los afanes comunes de progreso y bienestar para nuestro pueblo. 

Otra ventaja consistiría en obtener una más eficaz coordinación entre las 
cámaras de Diputados y Senadores. Estos últimos, cuyo periodo constitu- 
cional es de seis años, independientemente de las facultades exclusivas que 
tienen señaladas, en esencia deben actuar como cuerpo colegislador y, en 
tal virtud, por razones eminentemente prácticas deben buscar las vías más 
adecuadas para que el Congreso de la Unión funcione con el dinamismo y 
la agilidad que las necesidades del país reclaman. La circunstancia, operan- 
te en la actualidad, de que a la mitad del ejercicio senatorial se renueve en 
su totalidad la Cámara de Diputados, crea la necesidad de restablecer las 
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normas de colaboración que había venido funcionando, de tal suerte que la 
continuidad legislativa se rompe temporalmente durante cierto lapso. Por 
el contrario, mediante el sistema propuesto, que en cierto grado asegura 
la permanencia en la Cámara de Diputados, en todas y cada una de las 
legislaturas, de un grupo de representantes populares conocedores de la 
mecánica parlamentaria, supera los inconvenientes apuntados y garantiza 
el mantenimiento de la coordinación indispensable entre ambas cámaras. 

Las comisiones consideran que en esta forma estaríamos perfeccionando 
un sistema constitucional que tiende a lograr el equilibrio de los tres pode- 
res de la Unión. Nuestra estructura política, siendo presidencialista, otorga 
al titular del Poder Ejecutivo una suma de poder y un cúmulo de facultades 
limitadas, en dos distintos Órdenes, por la existencia de los poderes legisla- 
tivo y judicial y por la aplicación irrestricta del principio de no reelección, 
el cual repetimos, es y debe seguir siendo intocable por lo que se refiere 
al Presidente de la República. Sin embargo, el principio aplicable al Poder 
Judicial es el de la inamovilidad para garantía de una buena administración 
de la justicia y a nadie se le ha ocurrido interpretar dicho principio como 
una reelección de por vida. Para los diputados, cuya función constitucional 
es esencialmente legislativa, de vigilancia de la administración pública y de 
representación política, el sistema operante es el de una reelección limitada. 

En consecuencia, México presenta una estructura de equilibrio para un 
buen gobierno dentro de tres sistemas: no reelección para el Poder Ejecutivo, 
inamovilidad para el Poder Judicial y reelección para el Poder Legislativo. 

Ahora bien, la no reelección del Presidente de la República no implica 
que quienes colaboran con él en las tareas del Poder Ejecutivo queden al 
término de un periodo de gobierno sustraídos a la posibilidad de seguir 
entregando su experiencia y su capacidad a las funciones del gobierno. Al 
contrario, la regla general es que quienes mayor eficacia y responsabilidad 
han demostrado en una función pública se mantengan en ella o en otra de 
igual o mayor jerarquía. Lo contrario sería una dilapidación de esfuerzos y 
de energía humana que traería como consecuencia detenciones o retrocesos 
totalmente inconvenientes. Las mismas razones son aplicables al ejercicio 
de la judicatura y, lógicamente, deben operar también respecto de quienes 
han demostrado eficiencia dentro de la función legislativa. 

Ahora bien, aunque pudiera estimarse que algunos de los razonamien- 
tos esgrimidos llevan a la conclusión de que lo recomendable es implantar 
la reelección indefinida de los diputados al Congreso de la Unión, las comi- 
siones han considerado que, por el momento, es preferible establecer por 
etapas la integración de un nuevo sistema en consonancia con la reciente 
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reforma a los artículos 54 y 63 de la Constitución, para que las experiencias 
futuras señalen la oportunidad y la conveniencia de ampliar o no la reelec- 
ción limitada que ahora se propone. 

Por las razones expuestas, las comisiones unidas Primera de Puntos 
Constitucionales y Segunda de Gobernación, se permiten someter a la con- 
sideración de esta H. Asamblea, el siguiente proyecto de decreto: 

Articulo único. Se reforma el artículo 59 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 59. Los senadores no podrán ser reelectos para un periodo inme- 
diato. Los diputados al Congreso de la Unión no podrán ser electos para un 
tercer periodo consecutivo. 

Los senadores y diputados suplentes podrán ser electos con el carácter 
de propietarios, siempre que no hubieren estado en ejercicio; pero los se- 
nadores y diputados propietarios no podrán ser electos con el carácter de 
suplentes. Estas normas se aplicarán conforme a lo dispuesto en el párrato 
primero de este artículo. 

Transitorio. 

La presente reforma entrará en vigor a los 5 días de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Sala de comisiones de la H. Cámara de Diputados. México, D.F., a 27 de 
diciembre de 1964. 

Comisión Primera de Puntos Constitucionales: Enrique González Vargas, 
Miguel Covián Pérez, Constancio Hernández Allende, Luis Priego Ortiz. 

Comisión Segunda de Gobernación: Manuel Gurría Ordóñez, Salvador 
Rodríguez L., Enedino Ramón Macedo. 


LA REELECCIÓN PERMITIRÁ LA CONTINUIDAD 
DE LA MARCHA REVOLUCIONARIA 





SEÑOR PRESIDENTE, 
SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 





La Cámara de representantes del pueblo, antes de clausurar sus labores, 
va a discutir uno de los proyectos de ley más importantes del inicio de esta 
legislatura. Por eso ha despertado el hecho una gran expectación en la opi- 
nión pública y un debate que empieza a ser apasionado, que se refleja sobre 
todo en los órganos de la prensa. 

¿Por qué es importante la discusión? Porque entraña una medida de 
trascendencia, más quizá para la vida futura de nuestro país, que para este 
momento que estamos viviendo. Los autores de la iniciativa, los diputados del 
Partido Popular Socialista, consideramos que después de la reforma a la Carta 
Magna estableciendo modalidades nuevas para la integración de la Cámara de 
Diputados, era indispensable garantizar la posibilidad de la formación de los 
cuadros parlamentarios. La una y la otra medidas se complementan, porque lo 
nuevo en la reforma a la Constitución, abriendo la posibilidad de la presencia 
en la Cámara de Diputados de representantes de los diversos partidos polí- 
ticos nacionales, es el hecho —y oportunamente lo hicimos notar— de que 
no sólo los ciudadanos son titulares del derecho electoral, sino también los 
partidos como personas morales. 

La reforma, en este sentido, representa un gran progreso respecto de 
nuestro régimen tradicional electoral. Mientras no surgieron los partidos 
políticos diferentes, las elecciones se realizaban alrededor de los candidatos 
individuales, por lo menos alrededor de personas que no estando encua- 
dradas en un partido, aspiraban, sin embargo, a representar los intereses 
del pueblo. Pero a partir del momento en que diferentes partidos políticos 
postularon sus candidatos y algunos de éstos llegaron hasta la Cámara de 
Diputados, existe ya no un precedente, sino una norma firme, para que en 
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el porvenir la Cámara popular siga integrada por diputados, naturalmen- 
te, electos por el pueblo, pero voceros de los diferentes organismos políticos 
de nuestro país. 

En estas condiciones, si no se reforma la Constitución para que cada par- 
tido político decida quiénes de sus representantes pueden continuar en la 
Cámara de Diputados, la reforma quedaría en cierta medida trunca, incom- 
pleta. La reelección de los diputados es, en suma, la consecuencia natural de 
la integración de la Cámara por los representantes de los partidos políticos. 

Ya no son las personas físicas las que van a aspirar a continuar en la 
Cámara, son los partidos políticos los que han conquistado el derecho de 
mantener a sus representantes. Ellos son los únicos que pueden juzgar de 
la eficacia de sus delegados en la Cámara del pueblo. Los únicos que pue- 
den decidir quiénes deben continuar en la labor que se les confió y quiénes 
deben retirarse de esa tarea. 

Pero la incomprensión, por la falta de reflexión de muchos, ha provocado 
una confusión hasta en personas de las que podría pensarse que meditan, 
y contagian a quienes no leen jamás ni los órganos de la prensa, menos aún 
los documentos del Congreso. 5e dice que queremos abrir la puerta para la 
reelección del Presidente de la República; que así comenzó el porfirismo, 
declarándose enemigo de la reelección, para establecerla después como una 
norma intocable. 

Se afirma, por otros, que todos los diputados actuales tratamos de reele- 
eirnos en bloque, cuando concluya la labor de esta legislatura. Se comenta, 
asimismo, que eso es destruir la libertad cívica; que nuestra iniciativa es un 
valladar para que las nuevas generaciones tengan acceso al Congreso, y 
que en un régimen presidencial, que no es el sistema parlamentario, no se 
concibe que los representantes populares puedan continuar de una manera 
indefinida. Todos estos argumentos son completamente falsos, información 
no válida. 

Por el cambio de impresiones que hemos tenido en estos días entre los 
diputados de las diversas corrientes de opinión, de distintos partidos políti- 
cos, no he visto que exista oposición a la tesis de la reelección. Discrepamos 
en cuanto a la duración de los diputados en la Cámara, pero no respecto 
a la esencia de la cuestión. Y esta coincidencia va a aparecer en el debate 
que se ha abierto. Sin embargo, yo quiero afirmar que mi partido, el Partido 
Popular Socialista, siendo partidario de la reelección indefinida de los re- 
presentantes populares, votará en pro del dictamen; de la misma manera 
que siendo partidario de un régimen electoral basado en la representación 
proporcional, votó en la legislatura anterior por el dictamen que propuso 
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la reforma constitucional, creando los diputados de partido, porque las dos 
medidas representan un avance, un indudable progreso en la vida demo- 
crática de México. 

Nos interesa que la resolución que tome la Cámara de Diputados esté 
bien fundada, históricamente bien apoyada, porque mañana se habrá de 
acudir, indiscutiblemente, a las fuentes de la ley, al propósito del legislador, 
al espíritu con el cual fue modificado el texto de la Carta Magna. 

El dictamen que aprobó los diputados de partido, durante el Colegio 
Electoral de esta legislatura, es un documento que pertenece a la historia 
del sistema parlamentario de México. Por eso nosotros queremos agregar, 
ahora, al dictamen de las comisiones, respecto de la reelección de los dipu- 
tados, algunas reflexiones, porque se acudirá también en el futuro a estas 
fuentes que deben ofrecer todos los argumentos posibles, para que se vea 
que la medida no es ninguna maniobra de nadie, ni tampoco el deseo de 
que determinados partidos o corrientes de opinión tengan privilegios o de- 
rechos injustificados. 

El dictamen dice, refiriéndose a la iniciativa del Partido Popular Socialista, 
que adicionar con una fracción más el artículo 54 de la Constitución —se- 
ría la fracción Vi— entraña una contradicción con el artículo 59 de la propia 
Carta, porque afirma que los senadores y los diputados no podrán ser 
reelectos para el periodo inmediato. 

Yo no diría que hay una contradicción, sino una redundancia, que es 
común, que es casi habitual, cuando se presenta una iniciativa de ley que 
corrige algún texto, porque esa redundancia desaparecería al establecerse el 
principio de la reelección. 

Dice también el dictamen que el artículo 54 se refiere a los diputados de 
partido y no a la totalidad de los miembros de la Cámara de Diputados, y 
que en esa virtud el sitio para nuestra iniciativa de reelección no está ahí, 
sino en otro precepto. No lo creo; la fracción V del artículo 54 dice: “Los di- 
putados de mayoría y los de partido, siendo representantes de la nación, 
como lo establece el artículo 51, tendrán la misma categoría e iguales dere- 
chos y obligaciones”. En consecuencia, a un precepto con tal texto se puede 
agregar el derecho a la reelección, pero estas son cuestiones de carácter 
técnico que no van al fondo del problema. Si el principio de la reelección 
queda establecido en un artículo o en otro, tiene un valor secundario. Lo 
fundamental es discutir si la reelección procede o no procede. 

Dice el dictamen, refiriéndose a la reforma del año de 1933 que prohibió 
la reelección para el periodo inmediato, que esa medida fue consecuencia 
de una determinación tomada por ciertos círculos políticos que tendían 
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a crear una mayor centralización del poder público. No lo creo. En 1933 
el presidente de la República era el general Abelardo Rodríguez, cuyo 
mandato de presidente interino terminaba el 30 de noviembre del si- 
guiente año. ¿Quién la promovió, en consecuencia? El general Plutarco 
Elías Calles, llamado entonces “jefe máximo de la Revolución”, pero no 
para centralizar el poder, porque si ese hubiera sido su propósito, sí habría 
prohibido del todo la reelección, sin condicionarla a plazos periódicos de 
interrupción. 

El poder acumulado en manos del general Plutarco Elías Calles no consis- 
tía en el control de la Cámara de Diputados ni de la Cámara de Senadores, 
sino en otros factores que no vale la pena recordar. La causa de la reforma 
de 1933 fue un motivo pequeño, que difícilmente se puede calificar bien, 
pero que existe en la realidad de la vida politica de México: hacer partícipe 
al mayor número posible de personas en la canonjía de diputado, porque 
eso era en aquel tiempo la representación del pueblo. 

El dictamen dice más adelante que la limitación de la reelección a sólo 
dos periodos sucesivos responde a la necesidad de promover nuevos cua- 
dros parlamentarios que renueven con sus aportaciones el ambiente y la 
acción legislativa. Tampoco lo estimamos correcto. Y veamos por qué. Cada 
año la Cámara trabaja cuatro meses; de cada mes, ocho días; en cuatro me- 
ses serían 32 días; en tres años, 96 días. Si se descuentan los días empleados 
en las labores diplomáticas, en actos de cortesía, y en despachar iniciativas 
del Ejecutivo, de los 96 días habrá 50 o 60 hábiles para las iniciativas que sur- 
jan de las cámaras del Congreso. Y aun cuando esta cuenta resulte, quizás, 
para algunos, un balance mezquino, yo pregunto: ¿Se pueden formar los 
cuadros parlamentarios en ese tiempo tan breve? Imposible. 

Dice la comisión que deben restablecerse cada tres años las normas de 
colaboración entre el Senado y la Cámara de Diputados, si no se permite la 
reelección de los diputados para el periodo inmediato. No lo creo, porque 
la colaboración de las cámaras no es colaboración personal entre quienes las 
integran, sino de institución a institución. Además, el Senado representa a 
las entidades federativas, fundamentalmente, de acuerdo con la estructura 
política de nuestro país, y no al pueblo. 

Afirma después la comisión en su dictamen: La reelección de los dipu- 
tados para el periodo inmediato perfecciona un sistema constitucional que 
tiende a equilibrar los tres poderes de la Unión. No lo creo. El equilibrio 
de los poderes se refiere al Poder Ejecutivo, al Poder Legislativo y al Poder 
Judicial, pero no tiene que ver ese equilibrio con el régimen interno de las 
cámaras del Congreso de la Unión. 
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Dice el dictamen, además, que México tiene una estructura de equilibrio 
para el buen gobierno, que consiste en la no reelección del Ejecutivo, en la 
inamovilidad del Judicial y la reelección limitada del Legislativo. No lo creo. 
Esa no es una estructura de equilibrio, sino de diferentes formas de división 
del trabajo, de las funciones del poder público que para su ejercicio se dis- 
tribuyen en tres poderes. Si los ministros de la Suprema Corte de Justicia 
tuvieran un término para su gestión, y los diputados y los senadores pudie- 
ran reelegirse indefinidamente, la estructura política sería también estable. 

El dictamen agrega que la no reelección del presidente de la República 
no alcanza a sus colaboradores. ¡Naturalmente! Los colaboradores del pre- 
sidente son empleados de su confianza que puede nombrar y remover con 
libertad, de acuerdo con lo que dispone el artículo 89 de la Constitución. 
En modo alguno son electos por el pueblo los secretarios del Estado, ni 
los jefes de departamento, ni los gerentes o directores de las instituciones 
descentralizadas. 

El dictamen concluye diciendo que por el momento es preferible estable- 
cer por etapas la integración del nuevo sistema creado con el advenimiento 
de los diputados de partido, y que la experiencia señalará en el futuro la 
conveniencia de ampliar o no la reelección de los diputados. ¿Cuál será esa 
experiencia? Difícil es anticipar juicios respecto de la experiencia, pero es 
indudable que demostrará que no es posible la formación de los cuadros 
parlamentarios en seis años, mientras se mantenga el sistema de labores no- 
minales sólo de cuatro meses por año. 

He comentado el dictamen para que no se crea que es el único funda- 
mento de la reelección. Lo que acabo de expresar es un alegato sobre una 
cuestión de procedimiento. Lo fundamental es preguntar: ¿de qué se tra- 
ta?, ¿cuándo ha sido prohibida la reelección de los diputados en México?, 
¿en qué Constitución?, ¿en la de 1814?, ¿en la de 1824?, ¿en la de 1857?, ¿en 
la de 1917? En ninguna de ellas. Jamás ha sido prohibida la reelección de 
los diputados dentro de nuestro orden jurídico supremo. En cambio, la no 
reelección del presidente de la República sí fue una demanda popular cla- 
morosa desde antes de que la revolución estallara en 1910, y uno de sus 
principales motivos a causa de la casi perpetuidad del general Porfirio Díaz 
en el poder. Antes, todavía, desde la Revolución de Ayutla, la demanda po- 
lítica principal fue también la de la no reelección del presidente y de los 
gobernadores de los estados. 

No es menester fundar ni explicar profusamente las razones de esta de- 
manda popular tan largamente sostenida; pero por lo que toca al problema 
que discutimos, no se encontrará ninguna prohibición para la reelección de 
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los representantes populares. La Constitución vigente no prohíbe la reelec- 
ción de los diputados. Por eso es extraño que todos los argumentos que se 
han publicado en los últimos días versen alrededor de la idea de que se va 
a establecer un nuevo sistema político. Eso es falso. No se va a tocar al ré- 
gimen político en su esencia. Si la Constitución permite la reelección de un 
diputado pasado un periodo, permite la reelección. Y si ahora se propone 
que haya la posibilidad de la reelección inmediata, para el siguiente perio- 
do, seguida de un receso, no se está cambiando la sustancia de las cosas. 
Tanto la Constitución cuanto la proposición de la comisión dictaminadora 
mantienen la reelección y lo único que hay que decidir es si conviene que 
haya reelección pasado un periodo o si puede haber una reelección inme- 
diata, para una segunda reelección, por lo cual es necesario esperar tres 
años. 

Quienes están en contra de la proposición de la comisión están, lógi- 
camente, en favor de que se mantenga el actual sistema establecido en la 
Constitución de la República. Pero no creo que nadie haya pensado en 
abrirle las puertas a la reelección del presidente de la República, en esta eta- 
pa de la evolución histórica de nuestro país. 

Los intentos de reelección del Presidente, que hubo en el pasado, obede- 
cieron a causas muy concretas, en circunstancias históricas muy especiales, 
sobre todo el primero de ellos que tuvo un sello dramático, que no deseo 
recordar porque sería desviar el curso del debate. Pero hoy, después del de- 
sarrollo democrático de las últimas décadas, la reelección del presidente de 
la República carece de sentido. No hay necesidad de ello, y supongo que na- 
die se prestaría tampoco a intentar la aventura. 

¿Cuántos años van a pasar aún para que nuestro pueblo mantenga firme su 
criterio de prohibir la reelección del presidente de la República? Lo ignoro y no 
creo que alguien lo sepa. Dependerá de muchas circunstancias, pero por ahora 
la no reelección del presidente de la República y de los gobernadores es un 
principio que nadie se atreve a tocar. Esta cuestión, en consecuencia, queda al 
margen del debate. ¿Por qué, entonces, han surgido la duda, las interrogaciones 
y una serie de argumentos que se confunden con la ignorancia o los prejuicios? 
Por no haberse enterado de la proposición que hoy discutimos. 

Respecto de la conveniencia de la reelección indefinida o limitada, el 
dictamen de las comisiones en realidad no objeta la reelección indefini- 
da. No presenta argumentos contra ella. Lo único que afirma es que por el 
momento basta con una reelección inmediata, y que el futuro dirá si con- 
viene modificar lo que hoy se propone, suponiendo que se acepte. Esta 
conclusión no es, teóricamente, al menos desde el punto de vista jurídi- 
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co, una conclusión sólida, ni es tampoco firme desde el ángulo político. 
No invalida la proposición que los diputados del Partido Popular Socialista 
presentamos. 

Para nosotros, o la reelección es indefinida o no es reelección verdadera. 
S1 se hiciera una encuesta —valdría la pena intentarla entre los publicistas, 
los tratadistas de derecho constitucional, y con las personas mejor entera- 
das— su resultado sería que la reelección indefinida es la única reelección 
aconsejable. ¿Por qué? Nuestro sistema electoral tiene dos etapas: primera, 
la de la postulación de los candidatos a diputados por los partidos políti- 
cos; la segunda etapa, el voto de los ciudadanos. Hay, pues, un proceso de 
selección. 

Analizando más a fondo el problema, es fácil colegir que no todos los 
candidatos de un partido político, cualquiera que sea, pueden merecer, des- 
pués de su gestión en la Cámara, el aplauso o el apoyo para presentarse 
otra vez como aspirantes a representantes del pueblo. Cada partido hará su 
propio proceso interno de selección. Entonces, habrá sólo una minoría en 
cada legislatura que continuará su labor parlamentaria. ¿Es malo o es bue- 
no eso? Nadie podría pronunciarse en contra, excepto que tenga intereses 
inconfesables. 

Hay quienes afirman que en nuestro país no se pueden emplear los 
argumentos que se usan en otras partes del mundo en donde existe régi- 
men parlamentario, porque nuestro sistema es presidencial. Yo contesto a 
esas personas que las palabras no son mágicas, y que si hablamos de par- 
lamento en México, no es en el sentido de la estructura constitucional del 
poder público, sino de un término universal, genérico. ¿De qué se trata? 
De que tengamos una vida parlamentaria. Sí, parlamentaria; una vida en la 
que el pueblo opine a través de sus representantes. Eso es un parlamento. 
Independientemente de que sí exista un régimen presidencial, todas las na- 
ciones tienen parlamentos, asambleas, en los que el pueblo habla, diserta, 
critica, aprueba y rechaza o modifica las leyes y expresa su pensamiento. El 
parlamento funciona también en los países que no tienen la estructura po- 
lítica de los países occidentales: los países socialistas. 

También hay la opinión de que la Constitución no se debe tocar. Algunos 
de los constituyentes de 1916 y 1917 se oponen a toda modificación. Pero es 
fetichismo. En primer lugar, ningún grupo de hombres puede considerarse 
como propietario de las instituciones que contribuyó a formar. En segundo 
término, es incuestionable que si lleváramos ese argumento hasta sus con- 
secuencias últimas, el derecho se convertiría en una serie de instituciones 
pétreas, mientras la vida corre y se supera a sí misma. Pero el mito, el tó- 
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tem y el tabú ya no corresponden a nuestro tiempo. En esta época de ritmo 
veloz, de dinamismo extraordinario, tratar de que el derecho permanezca 
fijo e inmutable es no darse cuenta siquiera de qué cosa es la vida de nues- 
tro mundo. O el derecho no sólo va acorde con la vida, sino que se anticipa 
a ella para conducirla, o se convierte en un conjunto de principios inefica- 
ces, porque han perdido su poder de exaltación. Nosotros creemos que la 
reelección de los diputados no sólo es el complemento de la integración de 
la Cámara de Diputados de nuestro país con la presencia de representantes 
de los diferentes partidos políticos. Estimamos que, además, la reelección 
de los diputados va a permitir la herencia, legislatura por legislatura, no del 
arte de discutir ni de formular proyectos de ley, sino de la continuidad de la 
marcha revolucionaria. 

S1 recordamos cuáles fueron las metas de la revolución en los primeros 
años, a partir de 1910, y observamos el panorama de hoy, el ideológico, el 
real y el objetivo, tenemos que llegar a la conclusión de que entre aquel mo- 
vimiento popular que comenzó hace más de medio siglo y el de hoy, hay 
una distancia enorme. Y es cierto. Hace años, quizá el consejero más impor- 
tante de la revolución en su época de lucha armada, indignado ante una 
serie de medidas nuevas que se tomaron por el gobierno con el apoyo de la 
clase obrera y de los campesinos, declaró que esa revolución que nosotros 
estábamos impulsando, no era en la que ellos habían pensado. Y yo le dije 
que tenía razón. 

Es verdad, afirmamos. La revolución que ustedes imaginaron es 
totalmente distinta a la revolución en la que pensamos nosotros. Y es in- 
cuestionable que mañana los que nos sucedan en la vida política de México, 
van a impulsar la revolución de una manera diferente a como la concebimos 
hoy. De otro modo la revolución se muere, se acaba, porque una revolución 
es un movimiento vivo, es el pueblo en acción, es el pensamiento creador, 
y si no se supera a sí mismo, si no señala nuevas metas en cada periodo de 
la evolución histórica, se extingue como la luz que se apaga y entra en crl- 
sis insalvable. Nosotros no podemos manejar ni mitos ni fetiches ni tabúes. 
Tenemos que actuar no sólo con realidades, sino también con las renovadas 
aspiraciones del pueblo. 

Hemos convenido todos, en el lenguaje de cada quien, en afirmar que 
si desde el punto de vista económico nuestro país ha alcanzado hace algu- 
nos años, y ahora más, un estimable desarrollo; que si en el terreno social 
también ha logrado niveles desconocidos en el pasado, en cambio, respec- 
to de la vida política se halla en atraso. Este es el mérito de la reforma a la 
Constitución creando la diputación de partido, y será el mérito histórico 
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de la segunda reforma a la Carta Magna estableciendo la posibilidad de la 
reelección. 

Ya aparecerá dentro de poco tiempo el verdadero fondo, el móvil real 
de la oposición a la reelección de los diputados. Es curioso que algunos ele- 
mentos políticos que han pasado varias veces por el Senado y por la Cámara 
de Diputados, que han sido dos y tres veces senadores y diputados, con una 
longevidad política asombrosa, aun cuando nunca surgió de ellos nada en 
el parlamento, ahora sean los enemigos de la reelección. ¿Por qué? ¿Han en- 
vejecido mentalmente? Quizá. ¿Están resentidos porque no tienen acceso 
a las cámaras del Congreso, sobre todo a la Cámara de Diputados? Tal vez. 
Aquí mismo, en esta asamblea, el general Marciano González, que forma 
parte de ella, fue mi colega hace cuarenta años. Y si la memoria no me falla, 
fue reelecto como diputado. Yo también fui reelecto. No sé si me equivoco, 
pero hay otro veterano aquí, el diputado Covarrubias, que también alcanzó 
la reelección. Y hay aquí, asimismo, diputados que fueron senadores una o 
dos veces, y que han sido varias veces diputados. ¿Malo? No. 

Fueron representantes por periodos interrumpidos; pero ¿por qué no 
hacerlo con franqueza? ¿Hay una ambición en nosotros? 

Sería estúpido y ruin suponerlo. No estamos manejando intereses pri- 
vados ninguno de los diputados de ningún partido político. Estamos 
manejando intereses colectivos y, más todavía, el problema de la amplia- 
ción sistemática y no interrumpida del sistema democrático de México. Eso 
es lo que estamos considerando. Eso es lo que queremos mejorar: el régi- 
men democrático de nuestro país. 

El día en que tengamos un sistema electoral que no se preste a malas in- 
terpretaciones, a errores o a vicios; el día en que nuestro pueblo sepa votar, 
porque la mayoría del pueblo mexicano no sabe votar todavía; cuando, en 
suma, se eleven nuestros métodos e instituciones políticas y la conciencia 
cívica de las mayorías, el Poder Legislativo tendrá más poder que nunca en 
el sentido de fijar la orientación, la dirección de la nación mexicana. Y como 
sucede siempre, surgido de una base económica cada vez más robusta, su 
fruto, la acción parlamentaria influirá sobre la base de la cual partió, hacien- 
do que alcance metas de mucho mayor trascendencia. 

Nadie está tratando de engañar al pueblo, nadie propone algo ilíci- 
to. Nadie está pensando en que se va a reelegir, excepto yo, que sí pienso 
reelegirme. Por eso no debemos detenernos por las murmuraciones o falsos 
argumentos de la calle, recogidos a través de la prensa o de otras maneras. 
Los que pueden tener la autoridad para decidir en México esta cuestión tan 
importante en el actual momento histórico son los partidos políticos. ¿Por 
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qué? Porque en ellos están incorporados los hombres y las mujeres con un 
programa, con una línea estratégica y táctica, con objetivos concretos y cla- 
ros. Los miembros de los partidos políticos son no sólo el estado mayor del 
pueblo, son el factor consciente de la vida política nacional, unos con mayor 
fuerza que otros, pero son los partidos los que tienen que decidir a través de 
sus representantes auténticos. 

Es incuestionable que ya no va a alcanzar el tiempo para que el Senado 
de la República discuta esta iniciativa. Dentro de breves horas habrá clausu- 
rado sus sesiones el Congreso de la Unión. En cierta medida, mejor. Vamos 
a aprovechar el receso para hacerle una exposición al pueblo, diaria, justa, 
precisa, y a recoger su veredicto. 

Hace unos días hablábamos de cómo emplear el receso, y todos estuvi- 
mos de acuerdo en que ha y que emplearlo para ir al pueblo. Muy bien, ¿por 
qué no iniciamos la primera encuesta? ¿Quiere el pueblo mexicano cam- 
biar representantes cada tres años, antes de que se formen los cuadros del 
Parlamento? ¿No sería deseable que tuviesen representantes cada vez más 
eficaces, más competentes, más ilustrados? 

No es una crítica mordaz, por supuesto, ni es tampoco mi intención la de 
molestar a nadie; pero yo conozco a algunos miembros de la Cámara que 
son excelentes líderes de masas, hombres que han estado años largos den- 
tro de la clase obrera, dentro de la clase campesina o al lado de la juventud, 
o en la cátedra, o peleando en los tribunales los derechos de las personas, 
pero no son aún verdaderos parlamentarios. 

No hay ningún inactivo en esta Cámara, todos tenemos una historia, pe- 
queña o grande; pero esa experiencia no se puede trasladar de un modo 
mecánico hasta esta tribuna. Es necesario aprender, aprender no el arte de 
hablar, sino el de aprender la función política, histórica, de un parlamento. 

Cuando un parlamento no influye en la marcha de la sociedad, cuando 
no prevé el futuro y no traza caminos para el porvenir, es un parlamento 
pequeño, infructuoso, que en lugar de ayudar al gobernante lo estorba. 

Las futuras legislaturas tendrán que ser más valiosas que la nuestra, pero 
la nuestra debe establecer las bases para que las venideras sean en todos 
sentidos realmente superiores a la que hoy integramos. 

Estamos de acuerdo en la reelección indefinida. Hay quienes piensan 
que si aceptamos hoy la reelección limitada, ahí se queda, como el salario 
mínimo que resulta el máximo para mucha gente. No lo creo. Dependerá de 
nosotros. Vamos a seguir insistiendo en un sistema electoral distinto al del 
pasado, hasta que lleguemos a la perfección, hasta donde la perfección es 
posible. Vamos a insistir también en un régimen electoral que permita la re- 
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presentación proporcional de acuerdo con los votos que los partidos logren 
y llegaremos a él tarde o temprano. 

Demos este primer paso con confianza, con sentido de mexicanos que 
desean ampliar la vida democrática de su patria. Esa es la trascendencia 
histórica, esta es la importancia de la medida que podemos tomar hoy. No 
conformarnos con lo que se propone, sino decir: lo aceptamos, y continuar 
la batalla hasta hacer de la vida política de México el medio propicio para 
que nuestro pueblo se libere de sus miserias y nuestra patria comparta la 
vida del mundo como igual entre iguales. 


DICTAMEN DEL SENADO SOBRE 
LA REELECCION DE DIPUTADOS 


HONORABLE ASAMBLEA: 


A las suscritas comisiones fue turnada, por acuerdo de vuestra soberanía, el 
expediente enviado por la H. Cámara de Diputados que contiene la minuta 
del proyecto de decreto aprobado por esa H. colegisladora con fecha 30 de 
diciembre de 1964, por el cual se reforma el artículo 59 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en los siguientes términos: 

“Artículo 59. Los Senadores no podrán ser reelectos para un periodo in- 
mediato. Los diputados al Congreso de la Unión no podrán ser electos para 
un tercer periodo consecutivo. Los senadores y diputados suplentes podrán 
ser electos con el carácter de propietarios, siempre que no hubieren estado 
en ejercicio; pero los senadores y diputados propietarios no podrán ser ree- 
lectos con el carácter de suplentes. Estas normas se aplicarán conforme a lo 
dispuesto en el párrafo primero de este artículo”. 

Las comisiones que suscriben consideran pertinente hacer notar que, 
para emitir el presente dictamen, hicieron un minucioso y sereno estudio 
no solamente de los argumentos históricos, jurídicos y políticos en que se 
fundó la resolución de la H. Cámara de Diputados, sino también de las in- 
tervenciones oratorias producidas durante el debate correspondiente en el 
seno de la colegisladora y de los diversos puntos de vista que, a partir de la 
aprobación del decreto, fueron emitidos por personas, instituciones y Órga- 
nos de opinión pública. 

Sin embargo. tomando en cuenta que las distintas opiniones vertidas en 
torno de esta cuestión, en uno u otro sentido, son de sobra conocidas y sería, 
en consecuencia, innecesaria su confrontación, pues, entre otras cosas, avi- 
varían pasiones nada constructivas y aún enteramente contrarias al espíritu 
de comprensión y unidad de los mexicanos, las comisiones que suscriben 
consideran que para la mejor utilidad del presente dictamen, basta exami- 
nar si los objetivos que se pretende alcanzar con la reforma aprobada por la 
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colegisladora, son posibles dentro de las normas de la actual Constitución 
o si es necesaria la reforma de ésta para la realización de esas finalidades. 

Del acucioso análisis del dictamen aprobado por la H. Cámara de 
Diputados puede deducirse que, entre las finalidades que ese cuerpo cole- 
eglado considera viable alcanzar con la reforma al artículo 59 constitucional, 
sobresalen las siguientes: 


la. EL FORTALECIMIENTO POLÍTICO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 

Esta tesis deriva, en opinión de la H. colegisladora, de la circunstancia 
de que en la actualidad sus integrantes, por razón de la brevedad de su 
ejercicio, tienen una actuación relativamente limitada frente a la suma de 
facultades y poder político que tiene en sus manos el Poder Ejecutivo y 
frente a la inamovilidad judicial. En consecuencia, la posibilidad de que un 
núcleo de diputados esté en condiciones de actuar en dos periodos sucesi- 
vos acrecentaría la autoridad y la fuerza política de la Cámara de Diputados 
en el ejercicio de sus funciones. 


2a EL LOGRO DE BASES MÁS SÓLIDAS PARA EL EQUILIBRIO 

DE LOS TRES PODERES DE LA UNIÓN 

Dicho equilibrio se basa actualmente en tres sistemas diversos: No reelección 
para el Poder Ejecutivo, inamovilidad para el Judicial y reelección alterna 
para el Legislativo. Este último, no obstante su jerarquía constitucional, tie- 
ne una relevancia política limitada en cuanto se rompe periódicamente y 
a corto plazo la continuidad de ejercicio de sus integrantes. La reelección 
de los diputados para otro periodo sucesivo consolidaría, en consecuencia, 
las bases de ese equilibrio, indispensable para el mejor funcionamiento del 
Estado. 





3a EL MEJORAMIENTO DE LOS CUADROS LEGISLATIVOS 
El fortalecimiento político de la H. Cámara de Diputados también operaría 
mediante un mejor aprovechamiento de los conocimientos y la capacidad 
que hubiesen demostrado algunos diputados y el más eficaz empleo de la 
experiencia que adquieran. En opinión de la H. Cámara de Diputados esas 
aptitudes y esa experiencia se aprovechan en menor grado dentro del sis- 
tema vigente de reelección alterna si no es que se pierden en muchos casos 
cuando el diputado que las ha demostrado no tiene posibilidad de volver a 
ejercer el cargo. 

Cada partido, a juicio de la colegisladora, tendría: un creciente interés 
propio en ir seleccionando a aquellos de sus miembros que mayor capaci- 
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dad hayan demostrado en el ejercicio legislativo a fin de volvera postularlos 
para un nuevo periodo, y ello traería como consecuencia la elevación pro- 
gresiva, intelectual y política, de los integrantes de la Cámara de Diputados. 


da UNA MÁS EFICAZ COORDINACIÓN 

ENTRE AMBAS CÁMARAS DEL CONGRESO 

Opina la colegisladora que, en la actualidad, la circunstancia de que a la mitad 
del ejercicio senatorial se renueve en su totalidad la Cámara de Diputados, 
en la práctica rompe temporalmente las normas de coordinación que ha- 
bían venido funcionando y que el sistema que trata de introducirse asegura, 
en cierto grado, en todas y cada una de las legislaturas, la permanencia de 
un grupo de diputados conocedores de la mecánica parlamentaria y garan- 
tiza así el mantenimiento de esa coordinación, indispensable entre ambas 
cámaras. 

Por otra parte, al examinar los discursos pronunciados durante el debate 
a que dio lugar el dictamen de referencia, se advierte que los representantes 
de todos los partidos políticos participantes en dicha discusión, indefecti- 
blemente coincidieron, por encima de juicios secundarios y accesorios, en 
que las finalidades de la reforma aprobada son las ya transcritas. Ásimismo, 
las opiniones emitidas con posterioridad a la resolución de la Cámara de 
Diputados se refieren a datos o cuestiones históricas y argumentos jurídicos 
y políticos, en muchos de los cuales predominó el propósito de polemizar 
más que el estudio reflexivo y ponderado, sin que el debate se hubiese cen- 
trado realmente en torno de los verdaderos objetivos preconizados por los 
propugnadores de la reforma. 

En tal virtud, estas comisiones estiman que, para llegar a conclusiones 
definitivas en este asunto debemos constreñimos al examen de la cuestión 
ya planteada: si esas finalidades, que reconocemos como plausibles y con- 
cebidas con un propósito de avance social y político, pueden ser realizadas 
en el marco de la Constitución vigente o si se hace indispensable la reforma 
que propone la Cámara de Diputados. 


la SOBRE EL FORTALECIMIENTO POLÍTICO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 

Sin desconocer que ciertos sectores, interesados en minar las bases de nues- 
tra estructura democrática, suelen divulgar la opinión de que la Cámara 
de Diputados y en general el Poder Legislativo funcionan sin la fuerza y 
la autoridad que le confieren nuestras leyes, es innegable que, en virtud 
del avance democrático del país, de la existencia de un régimen de parti- 
dos, de la elevación de la conciencia ciudadana y de otros factores positivos 
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que sería prolijo enumerar, cada legislatura ha representado un considera- 
ble avance tanto en lo relativo a su composición, como a su capacidad de 
acción y de iniciativa. 

En tal virtud, y ante la circunstancia de que la actual legislatura es la pri- 
mera que se integra bajo las normas de la reforma electoral y de que ya son 
perceptibles los frutos positivos del nuevo sistema, es de preverse que, en 
lo sucesivo, el fortalecimiento político de la Cámara de Diputados irá en 
aumento y su función será cada vez más fecunda. Es de hacerse notar que 
el orden jurídico que vive el país, dentro de la estructura revolucionaria, 
ha emanado de la acción legislativa y ésta seguirá siendo un instrumento 
cada vez más eficaz para el desarrollo progresivo del país. Por lo tanto, esa 
finalidad puede ser realizada, a juicio de las comisiones que suscriben, sin 
necesidad de promover una nueva reforma constitucional, 


2a SOBRE EL LOGRO DE BASES MÁS SÓLIDAS 

PARA EL EQUILIBRIO DE LOS TRES PODERES DE LA UNIÓN 

En opinión de estas comisiones, el equilibrio de poderes, dentro de nues- 
tro sistema constitucional, no deriva del tiempo de ejercicio de cada uno de 
ellos, sino del cúmulo de facultades y atribuciones que la Constitución con- 
cede a cada uno de esos poderes y de la efectividad de su ejercicio. 

S1, como ya quedó asentado, por virtud del progresivo desarrollo de- 
mocrático del país, la Cámara de Diputados viene ejerciendo, cada vez con 
mayor eficacia, la autoridad que le es inherente, es lógico concluir que las 
bases del equilibrio de poderes en nuestro país son suficientemente sólidas 
y estables. Consecuentemente, no existe necesidad de una reforma consti- 
tucional en este aspecto. 





3a SOBRE EL MEJORAMIENTO DE LOS CUADROS LEGISLATIVOS 
Sobre este particular, las comisiones que suscriben consideran que la ca- 
pacidad política y la preparación cultural de un representante popular, no 
se adquieren necesariamente durante el limitado lapso del ejercicio le gis- 
lativo, sino que constituye un acervo intelectual que se logra a lo largo de 
la militancia política cuando se estudia sistemáticamente la realidad nacio- 
nal, se está en vivo y permanente contacto con los problemas populares, se 
profesan sinceramente las convicciones políticas y se sirven con lealtad los 
ideales que se preconizan. 

Lo que en realidad se adquiere en la función parlamentaria, es determi- 
nado dominio de la técnica legislativa. AÁ mayor abundamiento, el actual 
sistema de reelección alterna permite el aprovechamiento de la experiencia 
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adquirida, tanto por la posibilidad de volver a desempeñar el cargo con un 
periodo intermedio, como por la circunstancia, que ha venido operando en 
la práctica, de que los diputados al concluir su cargo puedan ser electos se- 
nadores de la República. 

Por otra parte, el interés de los partidos políticos por promover a cargos 
de elección popular a sus mejores militantes, existe independientemente de 
que, una vez electos, puedan reelegirse para un periodo inmediato o para 
un nuevo ejercicio posterior al lapso intermedio que el sistema vigente es- 
tablece. En cualquiera de los casos señalados es obvio que ningún partido 
político postulará a alguno de sus miembros que no reúna las aptitudes y 
capacidad que garanticen una eficaz defensa de la ideología y de los inte- 
reses sociales del propio partido. Esta es, pues, una responsabilidad de los 
partidos políticos. Por otra parte, en la etapa ascendente y de notable con- 
solidación que viven los partidos políticos en México, es incuestionable que 
éstos se empeñarán en una permanente labor de capacitación y superación 
de sus cuadros y que esta circunstancia hará necesario e indispensable un 
proceso selectivo de los mejores, en el seno de cada organización política, en 
beneficio de esta misma. El hecho de que un militante político, sobresalien- 
te en su labor de diputado, no pueda continuar en el ejercicio de su cargo 
durante tres años más, no debe suponer que la capacidad y experiencia que 
haya adquirido en el ejercicio legislativo vayan a ser desaprovechadas por 
el partido a que pertenezca. Concluyentemente, el argumento respectivo, 
sostenido por la H. Cámara de Diputados, no es lo suficientemente determi- 
nante para justificar la reforma constitucional propuesta. 


da SOBRE UNA MÁS EFICAZ COORDINACIÓN 

ENTRE AMBAS CÁMARAS DEL CONGRESO 

En opinión de las comisiones que suscriben, la coordinación entre las cá- 
maras de Diputados y Senadores, que estimamos indispensable y benéfica, 
no depende exclusivamente de la continuidad del ejercicio de alguno de 
los integrantes de la primera de ellas, sino de las normas constitucionales 
y reglamentarias respectivas y de las prácticas ya establecidas, normas y 
prácticas que no son ignoradas por un grupo más o menos numeroso de di- 
putados que invariablemente ingresan a una legislatura después de haber 
pertenecido a otras anteriores. Áun quienes no han ejercido nunca la fun- 
ción legislativa, pero que poseen un acervo de conocimientos y capacidad 
políticas, tienen clara noción del mecanismo de esa coordinación. Por otra 
parte, es improbable que el simple hecho de que un grupo de diputados 
ejerza el cargo en dos legislaturas consecutivas, mejore los procedimien- 
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tos de colaboración y coordinación entre ambas cámaras, toda vez que las 
normas relativas son claras y precisas y no ofrecen lugar a dudas, y, en todo 
caso, el mejoramiento de esa coordinación tendría que producirse a través 
del perfeccionamiento de dichas normas legales y reglamentarias. Por lo 
tanto, las suscritas comisiones estiman que este objetivo se cumple también 
sin necesidad de promover una reforma constitucional. 

En resumen: Las comisiones tras estudiar y analizar la documentación 
que llegó a su poder con relación a la reforma de que se trata y de examinar 
todas las expresiones de opinión pública emitidas al respecto, consideran 
absolutamente necesario dejar precisado que los propósitos que animaron 
a la H. colegisladora para aprobar la reforma al artículo 59, son, esencial- 
mente, los de promover un más eficaz funcionamiento de la Cámara de 
Diputados y del Poder Legislativo, mejorar las normas de coordinación 
entre ambas cámaras, lograr bases más sólidas para el equilibrio entre los 
poderes de la Unión y elevar la capacidad de los cuadros legislativos. 

Aparece también con clara evidencia el anhelo de que, al fortalecerse 
el Poder Legislativo, la vida democrática del país tenga en él una fuente 
vigorosa en la que pueda nutrirse y apoyarse para alcanzar los fines, tan lar- 
gamente deseados por nuestro pueblo, de un sistema político más perfecto, 
constructivo y en alto grado coadyuvante del desarrollo nacional. 

Estas comisiones aprecian debidamente las aspiraciones que movieron a 
la H. Cámara de Diputados al aprobar la reforma al artículo 59 constitucio- 
nal, pero estiman que para alcanzar las metas ya señaladas no es necesaria 
la reforma propuesta, ya que la Constitución vigente ofrece en su conjun- 
to y específicamente en varios de sus preceptos, las bases y el camino para 
alcanzar dichos objetivos en la actual etapa del desarrollo cívico del país. 

En consecuencia, las suscritas comisiones consideran que si la actual 
Constitución ofrece los medios jurídicos, de bien probada eficacia, para lo- 
grar en esta hora el desenvolvimiento cívico, que es anhelo común de los 
mexicanos y que inspiró a los miembros de la H. Cámara de Diputados al 
aprobar la reforma que nos ocupa, dicha reforma es actualmente innecesaria. 

Por lo tanto, las suscritas comisiones se permiten someter a la considera- 
ción del H. Senado de la República los siguientes puntos de 


ACUERDO: 

Primero. No es de aprobarse la iniciativa proveniente de la H. Cámara 
de Diputados para reformar el texto del artículo 59 Constitucional, y se re- 
suelve que el mismo debe subsistir en los términos en que se encuentra 
actualmente redactado. 
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Segundo. Devuélvase a la colegisladora para los efectos constitucionales. 

Sala de comisiones de la H. Cámara de Senadores. México, D. F., a 23 de 
septiembre de 1965. 

Lic. Manuel M. Moreno, Lic. Carlos Sanrrones Benítez, Lic. Ezequiel 
Padilla, Lic. Rafael Matos Escobedo, Lic. Alberto Terrones Benítez, Lic. Rafael 
Murillo Vidal, Dr. José González Bustamante, Lic. María Lavalle Urbina. 


EL C. RAFAEL MURILLO VIDAL: 
Pido la palabra, señor presidente. 





ELE. PRESIDENTE: 
Tiene la palabra el ciudadano senador Murillo Vidal. 





EL C. MURILLO VIDAL: 
Considerando este asunto de urgente y obvia resolución, y apoyado en 
el artículo 59 del Reglamento Interior de la Cámara pido se consulte a la 
asamblea si se dispensa el trámite de segunda lectura y se ponga inmedia- 
tamente a discusión. 


EL C. SECRETARIO CARLOS LORET DE MOLA: 
En votación económica se pregunta a la asamblea si considera este asunto 
de obvia resolución y, en consecuencia, si se le dispensa el trámite de segun- 
da lectura. 

(La Asamblea asiente.) 

Dispensado. 

Está a discusión. 

No habiéndola, en votación económica se pregunta si ha lugar a votar. 

(La Asamblea asiente.) 

Ha lugar. Se va a proceder a recoger la votación nominal. 








EL DICTAMEN DEL SENADO SOBRE LA REELECCIÓN 
DE DIPUTADOS ES POBRE, OSCURO, DEBIL Y COBARDE 





SEÑOR PRESIDENTE, 

SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 

La cuestión que nos ocupa hoy no se refiere sólo al problema de la reelec- 
ción de los diputados ni al acuerdo del Senado de la República, rechazando 
la resolución que tomamos unánimemente en diciembre de 1964. Por la 
evolución que ha tenido este asunto, trasciende los límites de una cuestión 
reglamentaria y las fronteras de un problema de tipo jurídico y político, li- 
mitados al problema de la reelección. 

¿Por qué afirmo esto? Porque se ha dado el caso insólito en la historia del 
Poder Legislativo de México, de que un acuerdo de la Cámara de Diputados, 
en condiciones nuevas desde el punto de vista de su composición, y dentro del 
cuadro político nacional, nuevo también, el Senado rechaza sin argumentos, 
sin razones y sin el valor de examinar como cuerpo colegiado la cuestión, el 
voto unánime de los cuatro partidos representados en esta asamblea, que 
representan al pueblo. 

Yo estaba esperando, como todos los diputados, seguramente, con mucho 
interés, el dictamen que produciría el Senado con relación a este proyec- 
to. Esperaba con interés su opinión, porque se cree por tradición que el 
Senado está constituido por personas mayores, cultas, afectas a meditar, re- 
flexivas, tranquilas, con el fin de “irle a la mano” a la Cámara de Diputados, 
integrada por jóvenes turbulentos, ignorantes, impetuosos y propensos a 
la imaginación. Pero ahora compruebo que si esta era la opinión tradicio- 
nal que se tenía sobre el Senado, era un juicio falso, totalmente inftundado 
no sólo respecto de la Cámara de Senadores, sino con relación a la vida de 
nuestro país, porque jamás se había visto un documento político y jurídico, 
como el dictamen de las comisiones del Senado, tan pobre, tan oscuro, tan 
débil, tan cobarde y tan mal redactado. 





Intervención acerca del rechazo de la Cámara de Senadores a la reforma al artículo 
59 de la Constitución, relativa a la reelección continua de los diputados. Diario de los 
Debates de la XLVI Legislatura, México, D. F., 15 de octubre de 1965. 
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Más todavía. En el documento que se nos ha entregado para nuestro 
conocimiento, hay una nota de la secretaría del Senado que dice: “Por tra- 
tarse de un asunto de obvia resolución, se dispensa el trámite de segunda 
lectura. Aprobado por unanimidad de cuarenta y siete votos. Devolverse 
a la colegisladora”. ¡De obvia resolución!, y sin discusión. ¿Es así como se 
puede tratar un asunto de tal envergadura como la renovación del Poder 
Legislativo de México? Á pesar de todo, vale la pena examinar un poco el 
voto del Senado. 

El dictamen que acabamos de escuchar lo hace en parte, pero yo quie- 
ro subrayar lo medular del documento. “El orden jurídico que vive el país 
—afirma— dentro de la estructura revolucionaria, ha emanado de la acción 
legislativa y ésta seguirá siendo un instrumento cada vez más eficaz para el 
desarrollo progresivo del país. Por lo tanto, esa finalidad puede ser realiza- 
da, a juicio de las comisiones que suscriben, sin necesidad de promover una 
nueva reforma constituciona]”. Sin ironía, yo no entiendo esto, que es uno 
de los principales argumentos de aquella Cámara. 

Otro argumento: “Es lógico —dice— concluir que las bases del equi- 
librio de poderes en nuestro país son suficientemente sólidas y estables. 
Consecuentemente, no existe necesidad de una reforma constitucional en 
este aspecto”. Pero nadie preguntó al Senado si estamos sólidamente esta- 
blecidos o si los fundamentos de nuestro equilibrio de poderes son buenos 
o deleznables. Eso se llama salirse por la tangente. 

Otro argumento más, también esencial: “La capacidad política y la pre- 
paración cultural de un representante popular —dice el Senado— no se 
adquieren necesariamente durante el limitado lapso del ejercicio legislati- 
vo, sino que constituye un acervo intelectual que se logra a lo largo de la 
militancia política”. El Senado no quiere la reelección inmediata, pero afir- 
ma que no se puede adquirir experiencia y capacidad parlamentaria en un 
lapso tan breve como el que existe hoy en la Carta Magna. ¿No es un pensa- 
miento incongruente con la tesis de que parte? 

Otro argumento: “A mayor abundamiento —dice el Senado— el actual 
sistema de reelección alterna permite el aprovechamiento de la experiencia 
adquirida, tanto por la posibilidad de volver a desempeñar el cargo con un 
periodo intermedio, como por la circunstancia, que ha venido operando en 
la práctica, de que los diputados al concluir su cargo puedan ser elegidos 
senadores de la República”. 

Señor presidente: yo no entiendo este argumento. No es una doctrina 
política, sino una promesa de la lotería personal que no tiene nada que ver 
con nosotros. 
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Y siguen los argumentos fundamentales. “En cualquiera de los casos 
señalados —añade el Senado— es obvio que ningún partido político postu- 
lará a alguno de sus miembros que no reúna las aptitudes y capacidad que 
garanticen una eficaz defensa de la ideología y de los intereses sociales del 
propio partido”. Pero esta frase tampoco es un argumento, ni corresponde 
discutirla a la Cámara de Diputados, porque es un derecho exclusivo de los 
partidos políticos que tomaron aquella medida de tanta trascendencia. 

En fin, después de estas brillantes razones, concluye el dictamen de los se- 
nadores, que es muy breve, diciendo: “Para alcanzar las metas ya señaladas 
no es necesaria la reforma propuesta, ya que la Constitución vigente ofre- 
ce en su conjunto, y específicamente en varios de sus preceptos, las bases 
y el camino para alcanzar dichos objetivos en la actual etapa del desarrollo 
cívico del país”. Y agrega: “en consecuencia, dicha reforma es actualmente 
innecesaria”. Yo comento: si no es necesaria la reforma porque los objetivos 
que persigue la Cámara de Diputados se alcanzan dentro de la Constitución 
vigente, no será necesaria la reforma ni hoy ni mañana ni nunca. 

¿Por qué ha ocurrido todo esto? Porque estamos frente a un problema en el 
cual hay que meditar. No se va a discutir hoy, pero hay que apuntarlo, porque 
está a la vista. El Senado se ha convertido en México en una entelequia. Cuando 
se planeó, sin éxito, imitando lo que en el Viejo Mundo se había estableci- 
do hacía mucho tiempo —Cámara de los Lores, Cámara de los Comunes. 
Cuando se pensó en una corporación que representara los intereses crea- 
dos, se dejaba a la Cámara de Diputados la tarea de exponer la opinión 
de las masas, de los inconformes, pero a la postre nuestros constituyentes 
adoptaron la institución del Senado, copiándola de la estructura constitu- 
cional de los Estados Unidos de América del Norte. 

Había razones, desde la época de la Nueva España, para respetar a las 
provincias, pero al aceptarse no se pensó ya en las clases o castas privile- 
gladas, sino en la representación de los estados que integran la Federación 
que hasta hoy subsiste como institución puramente formal. El Senado no 
representa al pueblo mexicano. Representa a los estados de la República. La 
prueba es que Chihuahua tiene dos senadores, como Colima. Dos Tlaxcala, 
como Coahuila. Así se conformó lo que llamamos el pacto federal. 

Pero ese pacto, que pretende conservar la autonomía y la soberanía de 
los estados frente al Poder Federal, por el desarrollo económico, social y 
político de México, ha ido perdiendo su perfil originario y su eficacia. El 
proceso de nuestro país es un camino de centralización de la economía, 
como era lógico que ocurriera, y así acontece en otros países del mundo. Y 
tras el movimiento de federalización de la economía, como resultado del 
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devenir natural de la sociedad mexicana, ha ocurrido la intervención cada 
vez mayor sobre los estados de la República en su vida política, que ejercen 
los partidos políticos nacionales. 

Por estas causas los estados se han convertido, desde el punto de vista 
de la realidad, en entidades que tienen tradición, fisonomía propia, intere- 
ses muy estimables contra los cuales no creo que nadie pueda atentar, pero 
para los fines de la organización jurídica y política de México, el cuerpo que 
los representa, el Senado, está siendo cada vez más un cuerpo inoperante. 

Conozco algunos senadores. Son personas capaces, honorables e inteli- 
gentes. Y conozco a muchos que hubiera deseado no conocerlos jamás. Los 
senadores no tienen la culpa, quizá, sino en parte mínima, de estar inte- 
egrando un cuerpo que se halla en pleno proceso de fosilización. 

¿De qué manera revivir al Senado? Cuando llegue el momento oportuno 
quizá haya que proponer que el Senado abra las puertas a los senadores de 
partido, que es la única forma de llevarle aire fresco, pues de otra manera 
va a envejecer irremediablemente y a sucumbir a la postre. 

¿Se vuelven timoratos los senadores? ¿Han olvidado la historia? No. Hay 
personas de una cultura extraordinaria, con experiencia y con valor. ¿Qué les 
pasa entonces? Como individuos tienen méritos, pero como cuerpo colegiado 
muy poco. Y si su función es una función de freno, de apaciguamiento de la 
Cámara de los jóvenes, de los diputados, que representan al pueblo, se puede 
pasar, sin sentir, al freno de la vida progresista de México. 

Por eso nos encontramos ante el caso extraordinario de que, sin razones, 
dispensando la segunda lectura a un dictamen importante y sin debates, 
aprobado en silencio, casi de un modo clandestino, por cuarenta y siete vo- 
tos, se haya tomado una resolución así sobre uno de los grandes debates 
contemporáneos de la vida política de nuestro país. 

Ahora bien, el dictamen —el nuestro— recuerda todo lo que ha habido 
alrededor del problema: antecedentes históricos, origen de la iniciativa, el 
debate en la Cámara de Diputados, su resolución; la discusión fuera de la 
Cámara y las intervenciones de menor cuantía, que fueron quizá las que 
más ruido hicieron. Todo está dicho y recordado en el dictamen. Pero la con- 
clusión a la que llega es la de que por ahora nada podemos lograr. 

Desde este punto de vista, el voto particular de Acción Nacional tiene 
razón. Por eso la Cámara debe insistir en que tuvo razón y la tiene: el ca- 
mino primero de la Constitución para llevar el asunto hasta sus últimas 
consecuencias. Sin embargo, yo me doy cuenta de lo que puede ocurrir si es 
que aprobamos el voto particular de los representantes del Partido Acción 
Nacional. En este periodo de sesiones seguramente no volvería a discutir 
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el Senado, porque sus labores son abrumadoras. Esperará a septiembre de 
1966, y la víspera de que termine no sólo ese periodo de sesiones, sino la 
XLVI Legislatura, volverá a rechazar la resolución de los diputados, sin argu- 
mentos, y todos nos iremos a nuestra casa. 

Yo me doy cuenta de todo esto. Como la cuestión no es de procedimien- 
to, lo mismo es que aprobemos que se archive el dictamen del Senado como 
que se lo devolvamos. ¿Por qué? Porque no se va a ganar la batalla con mé- 
todos jurídicos. Toda gran lucha se gana en virtud de la correlación de las 
fuerzas que existen en un momento determinado en un país determinado. 
El dictamen recuerda que hay metas e instituciones que parecían inasequi- 
bles y que, sin embargo, se han conquistado. Lo importante es que no nos 
archivemos nosotros, aunque los papeles vayan al archivo. 

Nosotros, al insistir en que la Cámara de Diputados ha tenido razón, de- 
bemos, dentro y fuera de ella, aprovechar el receso para informar al pueblo 
y pedirle que analice la resolución de la Cámara de Diputados para darle 
más fuerza todavía y llevarla al triunfo en un futuro próximo. 

El dictamen recuerda el caso del voto de las mujeres y otros anhelos que, 
pasado algún tiempo, se convirtieron en realidades. Yo podría agregar mu- 
chas experiencias. En el año de 1933, por ejemplo, cuando la clase obrera 
organizada propuso la expropiación y la nacionalización de la industria del 
petróleo, a sus dirigentes nos llamaron locos, ilusos, demagogos, etcétera. 
Cinco años después conseguimos nuestro objetivo. ¿Qué pasó con la na- 
cionalización de la industria eléctrica? Llegado un momento en que se hizo 
una conciencia nacional, entonces el gobierno de López Mateos la llevó a 
su cumplimiento. Muchas experiencias así se pueden agregar, en el campo 
político, en el de las reivindicaciones sociales, en la vida cívica y en el terre- 
no de la cultura. 

Nosotros —el PPS— no estamos conformes todavía con la reforma que 
hizo posible la entrada a la Cámara de Diputados de los diputados de par- 
tido, porque es incompleta. Seguiremos pugnando por la representación 
proporcional y también esftorzándonos porque se logre en nuestro país 
una revisión a fondo del sistema electoral vigente, desde el padrón na- 
cional infalsificable hasta la calificación de las elecciones de un modo más 
democrático que hoy. Seguiremos luchando por otras reivindicaciones de 
diferente tipo, y otros partidos, como al que yo pertenezco, sin duda harán 
lo mismo. 

Pero para mí, señoras y señores diputados, hay un hecho de una enorme 
trascendencia alrededor de este debate, aparte de la crisis del Senado. El he- 
cho de la actitud que ha tenido esta XLVI Legislatura, que pasará a la historia 
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de nuestro país con un nivel muy alto: El hecho de que frente a los intereses 
de la nación y de nuestro pueblo, independientemente de las discrepancias 
naturales que existen entre los partidos políticos, se han unido por primera 
vez para hacer un frente común en defensa de México. 

Se logró en el caso de la reelección de los diputados. Y hace unos días se 
logró exponiendo nuestra repulsa colectiva, como representantes del pue- 
blo, a la amenaza inconsulta de la Cámara de Representantes de Estados 
Unidos. Es incuestionable que se van a presentar casos semejantes. El he- 
cho de que los cuatro partidos nos hayamos puesto de acuerdo para votar 
por la reelección es un indicio de las posibilidades que se abren en un país 
como el nuestro, todavía no plenamente soberano, hacia dentro y hacia fue- 
ra, cuando se tiene por encima de las cuestiones circunstanciales el interés 
supremo de la nación. 

Es inútil tratar de convencer a quienes ya han expresado juicios adver- 
sos a la reelección, sin tener otro propósito que el de tergiversar los hechos 
y retorcer las ideas políticas y jurídicas. Jamás cambiarán de criterio, porque 
en el fondo de su conducta y agarrándose a frases demasiado manoseadas 
como las de “respeto al progreso del país”, “avance de la democracia mexi- 
cana”, hay todo lo contrario. Cada vez que se presenta una medida, una 
iniciativa, o se toma un acuerdo para hacer avanzar de veras la democra- 
cia en nuestro país, se echan encima del propósito, porque quisieran que 
México viviese eternamente en un régimen político imperfecto, en donde 
siempre, determinados sectores que todos conocemos, tratan de medrar, 
cosa que no ocurrirá si existe un sistema en el cual los representantes del 
pueblo viven vigilantes y realmente participan en la orientación del Estado. 

Eso no debe preocuparnos. Aunque no sean los mismos que hablaron 
ayer, habrá otros. Destruir es muy fácil. Construir es muy difícil, sobre todo 
cuando se trata de construir caminando hacia adelante. Construir caminan- 
do hacia atrás es una tarea que no requiere esfuerzo. Por lo que a nosotros 
toca, al grupo de diputados del Partido Popular Socialista, afirmo que segui- 
remos luchando porque se reforme la Constitución y sea posible establecer 
la reelección indefinida de los diputados. 

Es el complemento lógico natural de la integración de la Cámara con los 
diputados de partido. Porque si los partidos políticos en nuestro país, como 
está empezando a acontecer, enriquecen la vida democrática, agrupando 
en su seno organizadamente a las distintas clases y sectores de la sociedad, 
ellos decidirán quiénes de sus representantes deben continuar en el parla- 
mento. Así acontece en todas partes del mundo. Y a nadie se le ha ocurrido 
decir en el extranjero que un senador o un diputado continúan en el Poder 
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Legislativo por muchos años, a veces durante casi su existencia, por razo- 
nes personales. 

Durante el receso reanudaremos la lucha a lo largo de la República, y en 
septiembre de 1966 vendremos aquí a insistir. Ojalá que para entonces los 
senadores hayan meditado, cosa improbable, pero no imposible. Yo soy de 
los que creen en la perfectibilidad del hombre. No soy pesimista. Puede su- 
ceder también que los hagan meditar, que es lo mismo. Para entonces quizá 
sea oportuna la iniciativa. La política da sorpresas muy grandes. Lo impor- 
tante es que las dé a quienes militamos en el campo político. 

Esta XLVI Legislatura ha dado un paso que ha devuelto el prestigio, aun 
cuando algunos quieran que no acontezca, al Poder Legislativo de la nación 
mexicana. Si aprovechamos nuestro tiempo para insistir con ideas y otros 
propósitos sanos y elevados, y con otras proposiciones de trascendencia, 
podremos exhibir con orgullo el saldo de nuestro esfuerzo. 

Por lo que a mí se refiere, pasando estos tres años que seguirán a esta le- 
elslatura, aquí estaré de nuevo, y volveré a la carga. No es una cuestión de 
capricho, ni es una cuestión individual. Es una cuestión más importante: la 
salvación de México. 

Estamos muy atrasados todavía en la vida política. En materia econó- 
mica estamos en desarrollo, en materia social también, y lo mismo en el 
terreno de la cultura; pero en materia cívica estamos a la zaga de otros paí- 
ses. Somos un país en bruto, no pulido. Necesitamos transformar nuestras 
instituciones políticas y ponerlas al ritmo de nuestro desarrollo social, eco- 
nómico y cultural. 

Señoras y señores diputados: Nosotros votaremos por el dictamen. 
Creemos que lógica y jurídicamente su conclusión es contradictoria, pero 
para qué vamos a mandarlo al Senado. Desde el punto de vista práctico, ju- 
garíamos un partido de frontón en medio de las sombras. 

Seguiremos luchando por esta iniciativa y nos veremos muy pronto en el 
cumplimiento de esta gran tarea. 


PROPOSICIÓN PARA CONSTRUIR 
EL PALACIO LEGISLATIVO 


HONORABLE ASAMBLEA: 


Apoyados en lo dispuesto por el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso General, los que suscriben, integrantes de la diputa- 
ción del Partido Popular Socialista, presentan a la consideración de vuestra 
soberanía las siguientes proposiciones que, después de fundadas por uno 
de sus autores, solicitan se turnen a las comisiones que correspondan para 
estudio y dictamen. Pero antes de exponerlas, desean expresar brevemente 
los motivos que las inspiran. 

La revolución iniciada en 1910 se había caracterizado hasta hace poco 
tiempo por cuatro reformas a la estructura de nuestro país: la reforma jurí- 
dica, basada en un nuevo concepto de la propiedad y de los derechos de la 
nación sobre su territorio y sus riquezas naturales; la reforma agraria; la re- 
forma social que reconoce los derehos y los servicios sociales que merece la 
clase trabajadora, y la reforma educativa, que otorga al Estado la facultad de 
educar y de formar la conciencia de las nuevas generaciones, para permitir 
el acceso de los representantes de las diversas clases y sectores, a través de 
sus partidos, a los cuerpos colegiados representativos del pueblo. 

La reforma electoral, limitada por hoy a la integración de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, fue iniciada por el ejecutivo, apro- 
bada por el Congreso y las legislaturas de los estados, y se ha aplicado por 
primer vez al constituirse esta XLVI Legislatura. 

Por primera vez en la historia de nuestro país, la reforma al sistema elec- 
toral ha hecho posible la presencia en la Cámara de Diputados de los cuatro 
partidos políticos nacionales registrados que existen y este hecho plantea 
una serie de problemas que deben abordarse inmediatamente para que el 
Congreso de la Unión alcance el alto prestigio que merece, cumpla con to- 
das sus funciones sin obstáculos, justifique una ampliación mayor todavía 
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del régimen democrático en el futuro, y ayude a la educación cívica y al me- 
joramiento del nivel cultural del pueblo mexicano. 

Ante todo, la diputación del Partido Popular Socialista considera urgen- 
te que se den los pasos necesarios para construir el Palacio del Congreso 
de la Unión. Este edificio de la Cámara de Diputados, construido el siglo 
pasado cuando las libertades individuales, los derechos cívicos y los par- 
tidos políticos estaban proscritos de hecho; pequeño, de estilo que aspira 
a ser solemne y resulta cursi, y mal ubicado por añadidura, es ya inservi- 
ble para el trabajo de los representantes populares, y como en su sala se 
realizan las asambleas plenarias del Congreso en ocasiones de extraordina- 
ria importancia, resulta todavía más estrecho y antifuncional. La casa del 
Senado es también anticuada e inservible para sus labores. El Palacio del 
Congreso debe ser planteado por las dos Cámaras que lo integran y vigila- 
da la edificación por los representantes que designen, para que responda a 
su necesidades que sólo ellos pueden precisar. Y debe levantarse fuera del 
centro de la ciudad en un lugar adecuado como la plaza de la Ciudadela 
u otro sitio de igual amplitud que cuente con varias vías de comunicación 
expeditas. 

Considera también que debe organizarse una Biblioteca del Congreso 
que tenga cabida para un millón de libros como mínimo, no sólo con los ma- 
teriales necesarios para la labor legislativa, provenientes de todo el mundo, 
sino también para servicio público, abarcando todas las ramas del saber y de 
la cultura, con salas para lectura, investigación y reuniones de especialistas. 
La biblioteca debe completarse con una hemeroteca bien dotada, de perió- 
dicos y revistas de todos los países, con servicios e información fotográfica e 
impresa de las colecciones que forme. 

En el mismo Palacio del Congreso debe establecerse una gran editorial 
para imprimir y divulgar profusamente los documentos nacionales y ex- 
tranjeros, que el pueblo debe conocer para que viva enterado de la vida 
política nacional e internacional. Para editar los estudios y los trabajos que 
escriban los miembros del Congreso y las obras fundamentales de la cultura 
universal, a precios bajos al alcance de las mayorías. 

El Congreso de la Unión tiene el deber de contribuir a la educación cívica 
del pueblo, y esta tarea sólo puede realizarla con instrumentos como los que 
se sugieren, complementados por otros que es fácil colegir y que la práctica 
señalará para que se construyan o se adquieran. 

En virtud de lo expuesto, la diputación del Partido Popular Socialista, so- 
mete a la consideración de vuestra soberanía la aprobación de la resolución 
siguiente: 
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Unica. La Cámara de Diputados acuerda construir, asociando a la Cámara 
de Senadores en la empresa, el Palacio del Congreso de la Unión. Una co- 
misión especial de las dos cámaras tendrá a su cargo la labor de estudiar la 
forma en que ese propósito debe realizarse y dirigir la edificación de la obra 
que debe servir para las funciones que han señalado. 

Protestamos a vuestra soberanía nuestro respeto. 

Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados del Congreso General, 13 de 
octubre de 1964. 

La diputación del Partido Popular Socialista. Vicente Lombardo 
Toledano, Roberto Chávez Silva, Jorge Cruikshank García, Rafael Estrada 
Villa, Roberto Guajardo Tamez, Jacinto López Moreno, Jesús Orta Guerrero, 
Francisco Ortiz Mendoza, Ramón Rocha Garfias, Joaquín Salgado Medrano. 


DECIDAMOS CÓMO DEBE SER 
EL PALACIO LEGISLATIVO 


Por el murmullo, señor presidente, señoras y señores diputados, que es- 
cucho, quizá algunos señores representantes pensarán que existe una 
nueva, feliz o infeliz coincidencia entre los diputados del Partido Acción 
Nacional y los diputados del Partido Popular Socialista, pero no se trata de 
esa cuestión. 

S1 yo fuese un abogado chicanero, diría que el artículo 134 no es aplicable, 
como los diputados de Acción Nacional lo dicen, al caso de la construcción 
del Palacio Legislativo, porque dice ese precepto: “Todos los contratos que 
el gobierno tenga que celebrar para la ejecución de obras públicas, serán 
adjudicados en subasta, etcétera”. El Poder Legislativo no es el gobierno, es 
solamente el Ejecutivo. Así es que este mandato no nos toca a nosotros. Si 
dijese “el poder público”, bien; pero no es el poder público, es solamente el 
gobierno, o sea el Poder Ejecutivo. Así es que el Poder Legislativo no está 
obligado a someter a concurso, pero perdonen la broma, yo entiendo el es- 
píritu del asunto. 

Me imagino que los diputados de Acción Nacional, con toda razón, se 
preocupan porque en este asunto no vaya a haber malas interpretaciones, 
manejos no claros, etcétera. Yo quiero decir de antemano que el represen- 
tante de la Cámara de Diputados, el diputado Martínez Corbalá, cuando 
nosotros lo designamos como representante de la asamblea para tratar con 
el representante del Senado, nos merece toda la confianza como represen- 
tante genuino del pueblo, como profesional capaz y como hombre honesto. 
En consecuencia, los diputados del Partido Popular Socialista hemos esta- 
do conversando con el diputado Martínez Corbalá, y sabemos que llegado 
el momento se tiene que proceder exactamente de la misma manera en que 
sugieren los diputados de Acción Nacional, y que supongo que es el pensa- 
miento colectivo de la asamblea. 
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A mí lo que me preocupa es otra cosa: que independientemente de que 
llegada la hora se construya, de acuerdo con concursos, con planes apro- 
bados, etcétera, no vaya a ser que los constructores nos digan en qué casa 
debemos vivir y nos obliguen a habitarla. Yo creo que debe ser al revés el 
asunto: somos nosotros los habitantes futuros del Palacio Legislativo los 
que debemos decirles a nuestros sastres cómo queremos nuestro vestido, 
porque si se nos llevara a una política de hechos consumados: aquí está la 
maqueta, así decidimos nosotros, ustedes tendrán tantos cuartos, tantas sa- 
las, y a construir, creo que se invertirían los términos del propósito que nos 
animó al acordar la erección del Palacio Legislativo. Somos nosotros los que 
tenemos que decidir, ni siquiera el Poder Ejecutivo, sino las dos cámaras del 
Congreso, cómo queremos que sea el Palacio Legislativo, y no sólo en cuan- 
to al alojamiento mismo de nuestras asambleas, de las comisiones, de los 
diputados, senadores, representantes de los partidos, etcétera, sino inclu- 
sive el estilo del Palacio Legislativo, desde el punto de vista arquitectónico, 
plástico, artístico. Tenemos que opinar. 

No dudo que hay —evidentemente lo han demostrado en mil ocasio- 
nes— arquitectos e Ingenieros muy capaces en nuestro país. En esta materia 
no podríamos nosotros considerarnos inferiores a ningún país del mundo, 
sin excepción; pero al fin y al cabo nosotros debemos decidir, porque luego 
los profesionales, los especialistas, son muy caprichosos, le dicen a uno: no, 
señor, usted hace esto, porque es lo que le conviene. Muy bien; ellos pueden 
Opinar así; pero si nosotros opinamos de otro modo tienen que sujetarse a lo 
que el Poder Legislativo determine. 

Simplemente he hecho uso de la palabra para decir que la Gran Comisión 
tome en cuenta lo que nosotros hemos deseado, o sea, que no se considere 
definitivamente aprobado el plan del Palacio Legislativo sin la venia de la 
Cámara de Diputados y, en el caso, también, sin el permiso, la autorización 
y aprobación del Senado de la República. 

Ahora, en cuanto a la segunda parte, yo supongo que las dos grandes co- 
misiones de las cámaras del Congreso tomarán las providencias necesarias 
para que la ejecución de la obra se realice en los mejores términos posibles. 

En suma, es una simple advertencia, un llamamiento muy fraternal a 
la Gran Comisión de la Cámara de Diputados para que no dé por aproba- 
do el proyecto o anteproyecto del Palacio Legislativo, sin que nosotros lo 
conozcamos. 


TRANSMITIR LAS SESIONES RELEVANTES 
DEL CONGRESO POR RADIO Y TELEVISION 





SENOR PRESIDENTE, 

SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 

No considerábamos necesario fundar nuestra proposición, porque ha sur- 
gido de todos los sectores de la sociedad mexicana la demanda consistente 
en que el pueblo, que no puede asistir a las sesiones parlamentarias, se ente- 
re, sin embargo, de una manera directa, de los debates que se realicen aquí. 

Nos parece tan justificada la petición, que no imaginábamos que pudie- 
ra haber objeción alguna. Pero como algún diputado ha solicitado el uso de 
la palabra en contra, nos vemos obligados a hacer algunas consideraciones 
para insistir en nuestra exigencia. 

Nosotros vamos más lejos todavía —y oportunamente presentaremos la 
iniciativa correspondiente— de una simple transmisión de las sesiones de 
las cámaras del Congreso, utilizando los medios modernos de difusión de 
las ideas. Estimamos que ha llegado el momento de nacionalizar la radio y 
la televisión, porque se han convertido en instrumentos de corrupción de la 
mente humana. Se ha dicho tanto a este respecto, que pronto llegará la hora 
para examinar la cuestión a fondo, pero por el momento qué menos pode- 
mos pedir que el pueblo se entere de visu e 1n extenso —si se me permite la 
expresión— de lo que sus representantes digan y propongan. 

Hace cuarenta años se transmitían las sesiones de la Cámara de Diputados 
por la radio. Trabajábamos en las tardes hasta muy noche a veces. El pue- 
blo sabía lo que ocurría en este recinto. Hay que tomar en cuenta que una 
buena parte de los mexicanos no lee la prensa todavía. Los grandes diarios 
de la Ciudad de México circulan sólo aquí y en escaso número de ejempla- 
res en las capitales de los estados. Son más leídos los periódicos locales de 
la provincia que los grandes periódicos de la capital; en cambio, no hay nin- 
gún mexicano que no escuche la radio y, ahora, la televisión, cada vez en 
mayor número. 
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En un país como el nuestro, que está saliendo de manera lenta y difí- 
cil del analfabetismo, gracias al esfuerzo considerable del gobierno federal, 
aumentando las escuelas y el número de maestros, editando libros de tex- 
to gratuitos, etcétera, la gente empieza a preocuparse por leer, pero sigue 
prefiriendo el sistema auditivo o el audiovisual para estar al corriente de 
lo que acontece en México y en el mundo. ¿Por qué, entonces, no utilizar 
esos instrumentos de difusión de las ideas? ¿Vamos a limitar a la Cámara de 
Diputados sólo a un número pequeño de oyentes, de interesados en seguir 
la marcha de la institución? ¿Por qué no transmitir por la radio y por la tele- 
visión las sesiones de importancia, tal como lo proponemos? Cuando vaya 
a ser discutido un proyecto de ley, cuando se trate del examen de una pro- 
posición de trascendencia, que son, al fin y al cabo, los únicos momentos en 
que al pueblo le importa saber qué opinan sus representantes. 

Tenemos la obligación de informar de un modo completo a todo el pue- 
blo de lo que hacemos, de lo que pensamos y de lo que decidimos. Por 
eso creemos que tenemos razón al presentar la sugestión. La radio y la 
televisión son, en la actualidad, empresas privadas que constituyen un mo- 
nopolio contrario al artículo 28 de la Constitución, después examinaremos 
qué hacer con ese monopolio, pero que nos den, mientras tanto, una parte 
mínima de su tiempo. Que nos coloquen en igualdad de circunstancias que 
a los anuncios de la coca-cola, de la pepsi-cola, de las cervezas, de los un- 
egúentos milagrosos y otras mercancías de tan alto valor. Pedimos paridad 
con los anuncios del vicio, que son los que se han apoderado de la radio y la 
televisión. También pedimos igualdad con las comedias, esos engendros de 
la subliteratura que inquietan sólo a las personas analfabetas, a la hora que 
hacen el lavado y el barrido de sus casas. Pedimos un trato semejante, no 
queremos supremacía, simplemente equidad. 

¿Qué, la Cámara de representantes del pueblo no puede tener acceso a los 
instrumentos modernos de la publicidad? Yo creo que sí, y perdónenme colegas 
que no siga insistiendo, porque considero que no puede haber argumentos 
serios en contra de una proposición de esta naturaleza, y porque como no ha 
recaído sobre ella un dictamen todavía, sino que se le ha dado lectura, y acabo 
de explicarla, como uno de sus autores, cuando venga la decisión de la comisión 
respectiva discutiremos a fondo la cuestión. 


EXAMINAR Y DISCUTIR EFICAZMENTE 
EL PRESUPUESTO DE LA FEDERACION 





SEÑOR PRESIDENTE; 
SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 





Esta es otra cuestión que no entraña ninguna trampa ni hay pensamiento 
oculto en nosotros los proponentes de la idea, pues es un asunto de sim- 
ple procedimiento para facilitar el examen cuidadoso del presupuesto de 
la Federación. 

¿Qué es lo que ocurre aquí cada año? Llega el presupuesto cuando va a 
iniciarse un nuevo ejercicio fiscal, en los últimos días del mes de diciembre. 
Es un documento muy voluminoso, difícilmente manejable. La comisión 
respectiva de la Cámara lo examina rápidamente, y los diputados, en lugar 
de conocerlo, sólo escuchan la opinión de la comisión dictaminadora, y así 
se aprueba. 

¿No es deseable que para discutir el presupuesto, de una manera seria, se 
conocieran por lo menos, a través de una comisión especial, o si se quiere de 
algunas de las ya establecidas, los lineamientos generales del gasto público 
para el siguiente año? ¿Hay algo inconveniente en eso? Una de las más altas 
funciones de la Cámara consiste en aprobar el presupuesto y, después, en 
decir si la cuenta pública está bien o está mal. Son dos cosas inseparables. 
Opinar si el programa del gobierno para el año siguiente es adecuado y, 
posteriormente, decir si se ha gastado el presupuesto de una manera co- 
rrecta y justa en beneficio del pueblo y de la nación. 

Cuánto no ganaría la Cámara de Diputados si una comisión de ella la 
tuviese enterada, después de conversar con el secretario de Hacienda una 
o varias veces, de los propósitos que el gobierno persigue a través del pre- 
supuesto de egresos. De ese modo, cuando llegue el documento oficial ya 
habrá elementos de juicio para los representantes populares. La comisión 
dictaminadora sabría más acerca de la tendencia del gobierno en materia 
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de gastos públicos, y entonces el debate ocurriría de una manera más pro- 
vechosa, más certera, que callando o confiando sólo en una comisión que 
no va a disponer de mucho tiempo para hacer un juicio exhaustivo del plan 
político de las finanzas del Estado. 

El presupuesto del gobierno federal no es una simple relación de parti- 
das globales y concretas aplicadas a cada uno de los departamentos de la 
administración. Es algo más que eso: es la concreción, en números, de una 
concepción política acerca de la forma de emplear los recursos del pueblo 
para impulsar el desarrollo de nuestro país. Eso es para nosotros lo más im- 
portante y no saber si la partida 10 3 o la 25 o la 47 de tal o cual secretaría es 
pequeña o grande para las necesidades que tiene encomendadas. Eso no se- 
ría examinar el presupuesto desde el punto de vista político. Y lo único que 
la Cámara de Diputados tiene que hacer es juzgar la cuenta pública desde 
el punto de vista político: el proyecto de inversiones, y después la forma en 
que se aplicaron. 

¿Qué se pretende con el presupuesto para el año de 1965? ¿Cuánto va a 
gastar el pueblo mexicano para sostener la administración? ¿Qué suma de 
dinero va a utilizar para impulsar el desarrollo económico? ¿Qué cantidades 
van a ser necesarlas para incrementar los servicios sociales? Y asíen los demás 
renglones de la vida pública. Se trata, pues, de examinar políticamente, 
repito, el presupuesto. Sería peregrino suponer que estamos en aptitud 
nosotros, que no somos los administradores, es decir, los gobernantes, los 
que tenemos en nuestras manos el manejo de los órganos de ejecución del 
programa del Estado, considerar los aspectos aritméticos o simplemente 
contables de un plan que elaboran los técnicos de la administración cada 
año y se presenta a la consideración de la Cámara de Diputados. 

¿Cuándo ha sido discutido el presupuesto desde el punto de vista político, 
a fondo? Hay objeciones al presupuesto porque hay objeciones a la política 
que estamos viviendo, sobre todo en las últimas décadas, respecto de la 
promoción económica, del desarrollo de nuestro país, y acerca de nuestra 
política internacional. En otros términos, cuando se objeta el presupuesto 
no es tanto para decir si es pequeño o grande o si un órgano del gobierno 
recibe una cantidad superior a la de otro. Lo que se objeta es la política 
económica y social del Estado, o se aprueba y aun se aplaude, porque ese es 
el destino de los recursos financieros de la nación. 

Estar en aptitud, conociendo las orientaciones generales del presupues- 
to, de discutir desde el punto de vista político cómo se va a gastar el dinero 
del pueblo mexicano, es nuestra obligación y también nuestro derecho. Sólo 
el informe presidencial de cada año entera a los diputados de la forma en 
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que se han llevado a cabo las inversiones, pero no participa la Cámara en 
la formulación de esa política. Si algo tiene de importante la función polí- 
tica de la Cámara de Diputados, que es exclusiva de ella y no la comparte, 
es justamente la de vigilar la administración pública, y el primer acto de vi- 
gllancia justamente es ese: el de examinar los recursos del pueblo, la forma 
en que se van a emplear y, posteriormente, la forma en que se han aplicado. 

S1 hay otra forma mejor que la que nosotros sugerimos para que no nos 
agarre —permítaseme la frase— de improviso, por sorpresa, a los miem- 
bros de la Cámara de Diputados el conocimiento de la orientación del 
presupuesto, la aplaudiremos y retiraremos nuestra proposición. Lo que 
queremos es que la Cámara de veras participe en la discusión del presu- 
puesto, como deseamos que también de veras discuta de qué manera se 
cumple. Esa es la esencia de nuestra iniciativa. Si hay alguien en contra de 
este deseo que es sincero y legítimo y que, además, entraña un mandamien- 
to de la Constitución, allá quien se levante en contra de que cumplamos con 
nuestro deber constitucional. 


ES NECESARIO QUE EL CONGRESO CONVOQUE 
A UN PERIODO EXTRAORDINARIO DE SESIONES 





SENOR PRESIDENTE, 
SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 





Va a concluir en breves horas el primer periodo de sesiones de esta 
Legislatura del Congreso de la Unión, sin haber tenido oportunidad de dis- 
cutir algunas iniciativas de ley, de verdadera importancia, presentadas en 
la legislatura anterior. 

Deben existir, además de las que presentó el diputado del Partido Popular 
Socialista, algunas de semejante importancia y trascendencia; pero por lo 
que toca a esas iniciativas, se encuentran la concerniente a la supresión del 
delito de disolución social en el Código Penal; la iniciativa que propone la 
reforma del artículo 27 de la Constitución para darle su texto original, que 
fue corregido no precisamente en beneficio de las masas rurales. También 
la iniciativa con reformas al Código Agrario, que se ha convertido, como 
tenía que ocurrir con toda ley que trata de problemas vitales y dinámicos, 
en un ordenamiento atrasado. Y la iniciativa que propone reformas al sis- 
tema electoral de nuestro país, concretamente a la Ley Electoral Federal. 
Estas cuatro iniciativas no fueron consideradas, seguramente por falta de 
tiempo, en este periodo de sesiones. Pertenecen al rezago, pero no al reza- 
go inoperante y muerto, sino al rezago vivo que está esperando respuesta 
hace tiempo. 

Nos preocupa de una manera especial que el delito de disolución social 
desaparezca de nuestro derecho penal. Á este respecto, durante los últimos 
años se ha hablado mucho, se han escrito numerosos alegatos, estudios; 
se han emitido opiniones importantes, y puede decirse que hay ya una 
opinión generalizada en el sentido de que ese cuerpo delictivo debe des- 
aparecer de nuestro derecho público. Todos sabemos cuál fue el origen del 
delito de disolución social. 


Intervención para solicitar la convocatoria a un periodo extraordinario. Diario de los 
Debates de la XLVI Legislatura, México, D. F., 29 de diciembre de 1964. 
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Durante la Segunda Guerra Mundial, el Presidente de la República ex- 
pidió, facultado por el Congreso, porque nuestro país se hallaba en guerra 
con las potencias capitaneadas por la Alemania nazi, una serie de decretos 
de importancia para salvaguardar el orden interno de nuestro país y tam- 
bién la integridad de la República. Todas esas leyes fueron calificadas, de 
una manera justa, como leyes de emergencia. Entre ellas figuraba la ley que 
creaba el delito de disolución social y que tenía por objeto impedir que los 
agentes de la Alemania nazi, los falangistas españoles y otros elementos que 
vivían en México, pudiesen de alguna manera alterar el orden público o 
bien provocar dificultades a nuestro país, que se hallaba en una lucha muy 
difícil. Pero se cometió el error técnico de incorporar el delito de disolución 
social en el Código Penal, que es una ley permanente. Las otras leyes de 
emergencia conservaron su autonomía y cuando la guerra concluyó todas 
fueron derogadas. Sin embargo, el delito de disolución social, por haberse 
incorporado en una ley permanente, ha prevalecido. 

El problema no es una cuestión que ataña a un partido político, a una co- 
rriente ideológica o a una serie de intereses que no comparta la mayoría de 
los mexicanos. La opinión que se ha formado en contra del mantenimiento 
de ese cuerpo delictivo es un juicio en el que participan sectores sociales de 
intereses disímbolos, con una ideología diferente y, por tanto, no se puede 
decir que se trata de una cuestión privativa de un partido o de un sector de 
la sociedad mexicana. 

Es un hecho que el delito de disolución social es un cuerpo incorpora- 
do en un ordenamiento que hace ya mucho tiempo ha probado su eficacia 
para salvaguardar los intereses de la República, la integridad del país y la 
paz interior. 

Nosotros, los elementos del Partido Popular Socialista, empezamos a lu- 
char en contra de la existencia del delito de disolución social desde que 
apareció reformado, porque a la intención con la cual fue expedido el de- 
creto relativo y la incorporación del delito de disolución social en el Código 
Penal, fue sustituida por otra intención diferente. Ya no se trataba de perse- 
guir a los elementos profascistas o fascistas, sino a personas que en nuestro 
país, terminada la guerra, podrían realizar actividades de carácter delictuo- 
so en contra de la integridad de la República y de la paz interior. 

Pero el texto de la reforma introdujo factores e ideas totalmente opuestas 
a las de la primera iniciativa que se convirtió en ley. No quiero repetir aquí 
lo que todo el pueblo mexicano sabe: el delito de disolución social se ha apli- 
cado de una manera a veces ligera, injusta, improcedente, y es indudable 
que mientras se mantenga pueden cometerse también otros errores y equi- 
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vocaciones, es decir, nuevas injusticias. Nosotros no estamos en contra de 
que se castigue a quienes atentan en contra de la paz interior de México; no 
estamos en contra de que se tomen todas las providencias necesarias para 
salvaguardar la soberanía de nuestra patria; pero no podemos callar la exis- 
tencia de este delito que, por la primera vez en la historia del derecho penal, 
introduce factores realmente peligrosos, como el de que una persona pue- 
de ser inmediatamente detenida y procesada por la intención que tenga en 
cuanto a la expresión de sus ideas. La intención juzgada por cualesquiera 
elementos de la policía y aun por los tribunales, es un factor realmente ex- 
traño al derecho penal, porque no se trata de hechos concretos, no se trata 
de cuerpos de delitos comprobados, se trata de juzgar las intenciones de las 
personas, que naturalmente pueden llevar hasta la anulación de todas las 
garantías individuales que consagra la Carta Magna. 

Hay muchas maneras de preservar la paz y también de impedir atenta- 
dos en contra de la existencia de la nación mexicana, en cualquiera de sus 
aspectos. 

Por eso consideramos que el delito de disolución social debe desapare- 
cer. Si se quiere reforzar aún más las figuras delictivas que ya existen en el 
Código Penal, con objeto de hacer imposible un cambio indebido en nues- 
tro régimen jurídico, o bien que no haya la menor posibilidad de cometer 
delitos en contra del orden público que para nosotros significa, fundamen- 
talmente, la vigencia de los derechos del hombre o garantías individuales, 
hay muchas maneras de lograrlo. El reforzamiento de nuestras institucio- 
nes nunca es excesivo, pero lo que sí no puede mantenerse de una manera 
ya indefinida es este cuerpo delictivo que tiene todas estas desventajas que 
he recordado. 

En cuanto al artículo 27 de la Constitución, la experiencia ha demostra- 
do que con el texto que tiene en la actualidad se ha abierto la puerta para 
que la llamada “pequeña propiedad” —y digo la llamada, porque quienes 
acuden al juicio de garantías son simuladores de la propiedad agrícola au- 
téntica— haga imposible o estorbe de una manera grave la aplicación de la 
reforma agraria. Además, la reforma introducida últimamente al artículo 
27 tiene defectos de carácter técnico realmente imperdonables, como el de 
fijar los límites de la pequeña propiedad rural, cuando todos sabemos que 
eso no se puede determinar en un ordenamiento determinado y menos en 
la Carta Fundamental del país, porque depende de condiciones ecológicas 
muy particulares. En un mismo estado de la República puede ser excesiva 
una superficie para la pequeña propiedad en cierto lugar, y ser pequeña 
para otro sitio. Introducir esa norma fija de un número determinado de 
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hectáreas para señalar la pequeña propiedad, me parece que es una abe- 
rración desde el punto de vista jurídico, desde el punto de vista técnico y 
desde el punto de vista práctico. Por eso tenemos mucho empeño en que el 
artículo 27 vuelva a su texto original antes de la última reforma que sufrió. 

El Código Agrario también debe ser objeto de un estudio minucioso. 
Sabemos de sobra que una ley no hace la reforma agraria; pero también sa- 
bemos que una ley que no se reforma para adecuarla, para adaptarla a la 
realidad cambiante, es una ley que estorba la aplicación de los principios de 
carácter social que se han inspirado en la Carta Fundamental del país. 

Y en cuanto a la Ley Electoral Federal, si es cierto que se ha reformado, y 
la prueba está en la integración de esta Cámara, el sistema para elegir a los 
diputados; también es cierto que el régimen electoral en nuestro país nece- 
sita una revisión a fondo desde el padrón electoral. Mientras éste no sea un 
padrón permanente e infalsificable, tendremos dificultades cada vez que las 
elecciones ocurran. 

Por esta razón también, nuestro partido ha venido luchando hace mu- 
chos años por un sistema electoral nuevo que comience con la base, que es 
el padrón, y concluya con la calificación de las elecciones. 

Estas cuatro iniciativas están pendientes. 

Probablemente habrá otras que nosotros no conocemos. En esa virtud, yo 
he solicitado la palabra para sugerirle a la gran comisión de esta asamblea, 
que estudie la conveniencia de que se convoque a un periodo extraordina- 
rio de las cámaras del Congreso de la Unión, para la fecha que lo determine 
oportunamente la Comisión Permanente del Congreso. 

Si hemos de esperar hasta septiembre de 1965, es posible que continúen 
las demandas de todas partes respecto de todas estas iniciativas nuestras 
o respecto de otras que ignoramos que existen. Un periodo extraordina- 
rio de sesiones del Congreso sería de una gran importancia, pero como la 
Cámara no puede tomar acuerdos ahora, sin entrar a una discusión a fondo, 
para la cual indudablemente no tenemos tiempo, me limito a sugerir que la 
gran comisión estudie la cuestión. Es de su responsabilidad, además, diri- 
gir y despachar los asuntos de la competencia de la Cámara de Diputados. 
No podemos imponerle al Senado de la República nuestras propias moda- 
lidades, pero no podemos tampoco renunciar a una iniciativa nuestra que 
puede ser altamente ventajosa para las labores parlamentarias. 

En suma, dejo a la consideración de la gran comisión este asunto, para 
que, estudiándolo, proponga a la Comisión Permanente del Congreso la 
convocatoria oportuna del nuevo periodo de sesiones. 


EL SENADO ES DE UNA ÉPOCA 
SUPERADA POR LA NACIÓN 





SENOR PRESIDENTE, 

SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 

¿Por qué ha languidecido tanto el Senado de la República? ¿Por qué es un 
cuerpo triste? ¿Por qué tiene menos eficacia que el consejo de ancianos de 
nuestras tribus indígenas? 

El señor diputado Estrada Iturbide acaba de decirnos que él querría ir al 
Senado. ¿Como senador de partido o como un senador de mayoría? No le 
envidio el gusto ni la esperanza. Yo no iré al Senado, ni arrastrado que me 
llevaran a ese recinto. Pero voy a explicar por qué. 

Toda esta larga mañana que se juntó con la tarde y ya con la noche, hemos 
—£sa es mi impresión, perdónenme mis colegas, es mi impresión— hemos 
estado haciendo un debate muy curioso. Por una parte defender la pureza 
de un régimen constitucional que viene de hace más de un siglo. Unos para 
que no se toque, porque es una estructura perfecta, y otros tratando de re- 
novarla, porque estiman que es imperfecta. 

Ustedes me perdonarán, pero yo no estoy aquí ni en pro ni en contra de 
esa concepción de la vida constitucional de nuestro país. Desde luego, y casi 
es inútil decirlo, yo no comparto la teoría de que el sistema federal de hace 
ya siglo y medio casi, en nuestro país, haya sido una imitación extralógica 
de la estructura constitucional de los Estados Unidos del Norte. 

Naturalmente que las ideas de las primeras décadas del siglo pasado, 
en el campo político y aun jurídico, que se manejaban aquí por los dife- 
rentes bandos venían, en cierta forma, del extranjero. Por una parte, de las 
ideas de los enciclopedistas, casi es innecesario decirlo, los teóricos de una 
nueva época histórica que iba a manifestarse en una revolución profunda, 
empezaron a influir en el mundo entero: los derechos del hombre y del 
ciudadano. 





Intervención en el debate de la iniciativa de reforma al artículo 56 constitucional, 
que propone crear los senadores de partido, presentada por diputados del PAN. 
Diario de los Debates de la XLVI Legislatura, México, D. F., 23 de diciembre de 1966. 
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Es inútil decir que el cura Hidalgo y que el cura Morelos y los demás 
insurgentes se inspiraron en esas ideas revolucionarias. No había otro cami- 
no, y además eran justas. Quienes creían que la única solución para México 
era la monarquía, han recibido el mentís de nuestra historia. Una monar- 
quía, que nunca tuvo monarca en México, era absurda. Una monarquía sin 
emperador y sin rey propios, era ridícula. El único camino era el camino del 
régimen popular: la República. 

Pero, tratándose de la estructura de la Constitución, es decir, de la organi- 
zación jurídica de la nación mexicana, la causa del federalismo tenía hondas 
raíces en nuestra tierra. Durante trescientos años vivimos en un sistema 
que podríamos llamar feudal. Ya en 1810 era federal, en cuanto a que ha- 
bía entidades soberanas, distintas las unas de las otras, que desempeñaban 
un papel económico y, por lo tanto, político de una inmensa trascenden- 
cia. Alrededor de las minas de metales preciosos se crearon las tierras para 
sustento de los mineros. En una vasta tierra sin carreteras, sin caminos y 
sin comunicaciones; en lugar de un solo mercado nacional había muchos 
mercados regionales; en lugar de una sola concepción de las relaciones 
humanas y, por tanto, políticas, había varias concepciones que no eran pre- 
cisamente idénticas de una provincia a otra. 

Esa realidad desempeñó un papel muy importante durante la Revolución 
de Independencia, y vino claro, el aire de fuera, revolucionario, a alentar esa 
realidad mexicana. Yo diría que las teorías de la organización constitucional 
de las viejas colonias angloamericanas del norte de nuestro continente vi- 
nieron a ser la vestidura de una realidad muy mexicana, muy española, 
muy mestiza, muy mexicana. 

Por eso es que cuando entraron en choque los federalistas con los cen- 
tralistas en nuestro país, lo que en realidad entró a la batalla fue el régimen 
colonial, desde el punto de vista económico, ¿debía subsistir o no?; partida- 
rios de mantener la estructura económica de la Nueva España: los centralistas 
por el poder inmenso del Virreinato, y partidarios de la Federación, es de- 
cir, de la independencia de las provincias, aquellos que querían un cambio 
en la estructura económica. No era una teoría de juristas la que se debatía. 
No fue un debate académico durante treinta y cinco años, después de con- 
sumada la Independencia, hasta que la gran Revolución Liberal de Ayutla 
dio la victoria definitiva a los federalistas. Se peleó con las armas, y no sólo 
con las ideas. 

La Federación tuvo una razón histórica de ser. Era una necesidad impe- 
riosa, entonces, y triunfó. Pero no estamos ya en esa época. Sí, aquí se ha 
citado a los federalistas, autores del siglo pasado y aun algunos del presente 
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que siguen manejando todavía viejas concepciones del derecho constitucio- 
nal y de la organización jurídica de nuestro país. Es cierto. No sólo la teoría 
constitucional norteamericana se basó, hablando de principios filosóficos, 
en la tesis de los frenos y contratrenos. También la división de los poderes 
en Francia obedeció a la misma razón: frenos y contrafrenos; tres poderes 
en lugar de uno, para que nunca se sumen dos poderes en una sola perso- 
na o en una institución. 

¿A qué obedecióeso, tanto en la división de los poderes como la concepción 
de frenos y contrafrenos? Á que era menester hacer transacciones con las 
clases sociales que participaban, primero en la revolución democrático-bur- 
guesa de Francia y, después, en las colonias del norte de nuestro hemisferio. 
Se habló de frenos y contrafrenos en aquel tiempo. Había para ello razón. 
Porque no sólo una estructura económica influye en la superestructura de 
la sociedad, sino que las superestructuras influyen en otras. Y en un proceso 
de interacción, también se dirigen a la base de la cual partieron y la trans- 
forman en ocasiones. Se hablaba de frenos y contrafrenos, porque la teoría 
de Newton tenía una gran repercusión en la concepción de la sociedad y las 
instituciones que la integraban. Pero desde la teoría de Newton a la teoría 
de la energía atómica ya pasó un poco de tiempo, por favor. Ahora ya nadie 
se atreve a hablar de frenos y contratrenos. En la época en que no es una 
teoría la unidad de la materia y su transformación, sino que es una realidad. 

No creo que sea válido invocar el pasado como si se estuviera viviendo, 
ni para obtener la validez de los frenos y contrafrenos y de las soberanías de 
los estados ni para tratar de mejorar la soberanía de los estados y cambiar 
la realidad jurídica de México. Vayamos a la realidad, a la de hoy. ¿Cuál es 
la realidad?, y vuelvo a mi primera pregunta. ¿Por qué ha languidecido el 
Senado? ¿Porque son viejos los que están ahí? Hay unos jóvenes. Aquí tam- 
bién hay algunos viejos, entre los cuales me cuento yo. 

No es esa la causa. ¿Por qué han echado en el Senado, como si fuera la 
fosa común del cementerio político de México, a la gente inservible? Hay 
gente muy valiosa. Claro que hay muchos inservibles, porque es una forma 
de pensionar a algunos. Claro que hay unos que merecen pensión y otros se 
la toman sin merecerlo, o por lo menos la exigen. Pero no es ese el motivo. 

Tuvo que languidecer el Senado por una causa: Porque el Senado repre- 
senta el sistema federal, y el sistema federal, en tanto que no responda a 
una realidad económica, tiene que entrar en crisis. Ese es el hecho. Mientras 
los estados tuvieron independencia económica, defendían su independen- 
cia política. El día que los estados han ido cediendo su soberanía económica 
a la Federación, la soberanía política entra en una etapa de sopor o de, por 
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lo menos, prudencia exagerada y temerosa. ¿Malo esto? ¿Bueno? No. Es un 
hecho. 

¿Qué es lo que ha ocurrido en México en el último medio siglo? 
Afortunadamente ha ocurrido una revolución que, en su aspecto medular, 
fundamental, consiste en la intervención del Estado, vigorosa, en el proceso 
económico de México, en la nacionalización de los recursos de nuestro 
territorio, de nuestras riquezas materiales, en la promoción de nuevas 
fuerzas productivas por el poder federal. Ha ocurrido un cambio que está 
muy lejos del liberalismo en el proceso de México. Y eso ha provocado 
una nueva situación para la estructura política y jurídica. El proceso es 
saludable. No se puede hablar ya de economías regionales o provinciales 
o estatales autónomas. Seguiríamos viviendo con enorme atraso si esto 
ocurriera. 

En los Estados Unidos de la América del Norte, en donde sí, como se 
ha recordado aquí, fueron entidades diferentes las que pactaron, se asocia- 
ron y crearon su sistema constitucional. Ahí se configuró una asociación de 
entidades independientes, y por eso todavía hoy los estados de la Unión 
Americana defienden su soberanía. Áun para defenderse de la acusación de 
que como acaba de ocurrir con ese hecho dramático, terrible, aun para de- 
fenderse de la acusación de que asesinaron nada menos que al Presidente 
de la República defienden su soberanía; pero el desarrollo económico de 
los Estados Unidos está acabando con esa soberanía desde el punto de vista 
económico también. Ya la resistencia ante la Federación es menor que hace 
medio siglo. El famoso sur, el sur unido, vigoroso, fuerte, indivisible, ha en- 
trado en crisis. 

En nuestro continente, muy pocos son los países que tienen estructu- 
ra federal. Si no recuerdo mal, y eso los abogados me dirán, porque aquí 
hay muchos, y yo no lo soy: Estados Unidos, México, Venezuela y Brasil. 
Muy pocos, en donde todavía sobrevive el espíritu federal con fuerza es 
en Brasil. ¿Por qué? Porque todavía no es una nación integrada económica- 
mente hablando. Allá hay regiones independientes. El estado gaucho del 
sur, el estado industrial del sur, también el estado de Minas. Los estados del 
noreste, las regiones amazónicas son independientes. No hay carreteras, no 
hay ferrocarriles, para ir de la desembocadura del Gran Río, que sirve de an- 
dén a Río de Janeiro en una forma de transportes populares, hay que usar 
barcos que hacen de un mes a dos meses. Esta es una gran nación que está 
integrándose; pero hablar de federalismo en Venezuela, país monoproduc- 
tor de petróleo, es emplear un simple argumento de tipo político cuando 
conviene, y cuando no conviene mejor no se invoca. 
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Entre nosotros ya la autonomía económica desapareció; no habríamos 
llegado al punto en que nos encontramos en nuestro desarrollo económico 
social, político, y aun cultural sin este proceso de penetración del gobierno 
federal en todos los ámbitos de la vida de México, es decir, hemos llegado al 
centralismo económico y, por lo tanto, hemos arrastrado a unas viejas con- 
cepciones constitucionales a una situación crítica. 

¿Qué desean los senadores? ¿La autonomía económica de sus estados? 
No existe. ¿La autonomía política de los estados de la Federación mexicana? 
El presidente de la República nombra a los gobernadores. ¿Qué defienden? 
¡Nada! Entonces, ¿por qué discutir alrededor de entelequias? 

Yo pregunto: ¿No ha llegado el momento de considerar en serio, a fon- 
do, previo un estudio exhaustivo, de ir al referéndum nacional? Inclusive, 
¿no ha llegado el momento de preguntar si el Senado debe subsistir? A mí 
me parece en lo personal, y no lo estoy proponiendo, que mucho ganaría la 
democracia mexicana sin el Senado. ¿Colegisladores? ¡Valiente manera de 
colegislar! Allí sí hay frenos y contrafrenos. La teoría constitucional, ¿qué 
nos dice? Dice que hay que garantizar la paz interior del país, el equilibrio y, 
por lo tanto, el Senado tiene funciones no sólo específicas que se reconocen 
en la Carta Magna, sino también atribuciones políticas. 

Poner límites al frenesí de la Cámara Popular. Hasta antes de la refor- 
ma a la Constitución, que permitió la entrada a los diputados de partido, 
tampoco había mucho frenesí que yo recuerde. En esa etapa larga eran lo 
mismo el Senado que la Cámara de Diputados, pero imprudentes las dos 
instituciones, y una a la otra se alentaban no en la lucha, sino en la contra- 
lucha, en el silencio, en la prudencia, en lo que el señor Presidente de la 
República diga, en lo que él disponga, en lo que mande así en colaboración 
con el Ejecutivo. 

Yo no creo que el Senado gane mucho porque entren uno o dos sena- 
dores de partido, lo digo con sinceridad. ¿Qué ganaría el actual diputado 
Estrada Iturbide si se transformara en senador de partido? ¿Qué haría ahí? 
Parecería una de esas moscas que andan zumbando, sola, sin que nadie le 
hiciera caso y acabaría por salirse e ir a la calle a buscar aire y sol en donde 
sí abundan los aires renovadores. 

No, el remedio no está allí; provisionalmente está en que se respete real- 
mente la soberanía de los estados, en el sentido de que los gobernadores 
sean elegidos por el pueblo. ¡Ah!, porque el Presidente nombra a los go- 
bernadores, pero una vez que llegan al poder se consideran propietarios 
privados del estado que les tocó en lotería. Son terribles los gobernadores. 
Y más combativos y enérgicos en tanto que llegaron sin el apoyo popular. 
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No hago caricatura; eso es cierto, hace muy poco todavía se decía: hay que 
mandar de gobernadores a los que no tengan experiencia política. Y así fue. 
Llegaban personas que no tenían experiencia política. 

¡Y había que ver gobernadores! Ustedes lo recuerdan, del Pacífico, del 
litoral del Pacífico. Era de Sinaloa, por qué no decirlo. Creo que ya se murió. 
Descanse en paz. Se dedicaba a hacer poemas nada más. Y pasaba todo el 
tiempo en Mazatlán, en un Club de Banqueros, o en algo así, o el Club de 
los Treinta y Tres, de los treinta y tres terratenientes que asesinaron a más 
de cinco mil campesinos en aquella época de El Gitano y otros. El señor se 
dedicaba a hacer poemas. Claro, no tenía experiencia política. 

En un estado del centro de la República agarraron a un tipo y le dijeron: 
—Señor doctor, usted se va a gobernar a su estado. —Pero, señor, si yo no 
me meto en política. —Precisamente por eso. 

Y un individuo del norte, un día recibió un telegrama, diciéndole: —Lo 
espera a usted el jefe del PRI en México, mañana a tal hora. Lleva usted los 
boletos de avión. —Pero, ¿yo qué he hecho?, ¿quién me habrá calumniado? 
“Alguna acusación de algún enemigo gratuito”. Pues tuvo que venir. No 
quería. —Usted será gobernador. —Pero señor, ¿yo qué he hecho? Tengo 
poca experiencia. —Por eso precisamente. 

No sólo nombra el presidente a los gobernadores, sino que, a veces, con 
ese criterio. Por ahí se debe comenzar, para que el pueblo, los ciudadanos, 
elijan realmente a los gobernadores. Para que éstos se sientan ligados al 
pueblo que van a orientar y cuyos intereses van a administrar. ¿Qué pue- 
de hacer un gobernador que llegó por nombramiento del Ejecutivo? Estar 
siempre en la Secretaría de Gobernación, en la antesala, o con el teléfono 
por larga distancia: 

—Señor secretario de Gobernación, ¿qué hago en este caso? 

Y cuando no habla el gobernador, es el secretario de Gobernación el que 
habla. 

—Dígame usted qué pasó con el incendio de la tienda de abarrotes de la 
esquina de la calle de Madero. 

—Pues señor, mire usted que se quemó, pero no fue gran cosa. 

Es decir, unas relaciones de subordinados a superiores, que no ayudan al 
desarrollo democrático de México. Si queremos revivir la Federación y, por 
lo tanto, el Senado, en el terreno político, ya que en el económico no es de- 
seable, hay que respetar la voluntad popular. 

En cambio, cuando hay un gobernador que cuenta con simpatías reales, 
que fue elegido por mayoría, las cosas cambian. ¿Por qué? Porque tiene a 
quién dar cuenta, y tiene quién le exija cuentas también. 
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Ese es el hecho. Nada tenemos que hacer con Hamilton ni con El 
Federalista. Á estas alturas ni con el tratadista fulano y mengano. No, esos ya 
envejecieron también. No estamos viviendo a principios del siglo XIX ni a 
mitad de la pasada centuria; estamos viviendo una época de ritmo acelera- 
do. ¿Que hay que reformar muchas veces la Constitución? En buena hora. 
¿Que se invade la soberanía de los estados? Ya más invadida no puede estar. 
Ahora, cuando el Congreso de la Unión acuerda la reforma de un precepto 
de la Constitución, tiene que ir al referéndum de las legislaturas y en el mo- 
mento en que las legislaturas lo aprueben, ya no se estará atentando contra 
la soberanía de los estados. Es lógico 

El otro día decía yo aquí que ha sufrido tantas reformas la Carta Magna, 
que lo que resalta a la vista, después de un examen superficial, es el he- 
cho de que las atribuciones del Congreso han ido aumentando; ¿a costa de 
quién?, pues de las atribuciones de las legislaturas de los estados. Es natu- 
ral. Y seguirán aumentando en la medida en que el proceso de la economía 
de nuestro país se integre. Á mayor desarrollo económico, mayor autoridad 
del gobierno de la Federación, menos autoridad de los gobiernos de los es- 
tados en materia económica. 

Lo deseable sería, transitoriamente, federalismo político y centralismo 
económico. Eso no quiere decir que el centralismo económico no tome en 
cuenta la necesidad de la provincia; al contrario, simplemente que integre 
su esfuerzo al esfuerzo general de la nación representado por el gobierno 
de la República. 

Yo creo, señores, que esta iniciativa que estamos discutiendo no resuel- 
ve en realidad el problema. Yo estoy de acuerdo en que hay que hacer algo. 
Los señores diputados de Acción Nacional proponen darle aire al Senado. 
Yo propondría que se suprima definitivamente. Es la forma de darle el aire 
para siempre. ¿La democracia mexicana no ganaría con una cámara única, 
popular, integrada de acuerdo con un sistema más democrático que el de 
hoy? 

Mi partido aceptó los diputados de partido. ¿Por qué? ¿Era nuestro ideal? 
No, nosotros luchamos y seguiremos luchando por la representación pro- 
porcional para los ayuntamientos de los municipios, las legislaturas de los 
estados y las cámaras del Congreso. Esa es democracia. Pero aceptamos ese 
paso porque era un paso positivo, y lo es; lo es, evidentemente, pero llegará 
un día en que haya una Cámara, un Poder Legislativo con una Cámara úni- 
ca, integrada por mayor número de diputados de todos los partidos, ya no 
de diputados de partido y diputados de mayoría, porque yo he oído decir 
a algunas personas: es diputado de partido, como diciendo, es de segunda 
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clase. No es cierto, no somos de segunda clase. Somos mal afortunados, que 
es distinto; pero llegará un día en que lleguemos aquí todos iguales, por la 
misma ruta y por la misma puerta. 

¿No ganaría más nuestro país? ¿Por qué hay que mantener la tradición? ¿Cuál 
tradición? Si esa tradición ya se murió. Hay una realidad económica nueva, 
vigorosa. El ritmo al que México se desenvuelve es un ritmo extraordinario, 
vivo, que hay que impulsar más y más. Entonces hay una organización 
política que responde a este proceso económico revolucionario. La revolución 
ha revisado la estructura económica de México. Ahora la revolución tiene 
que revisar la estructura política y jurídica de nuestro país, si quiere que la 
organización jurídica y política marchen al unísono, al mismo ritmo que el 
desarrollo económico. Ya en materia de educación popular hay un solo sistema. 
Hemos llegado al centralismo. Ya se acabó la soberanía de los estados en materia 
de educación. ¡Qué bien! ¡Excelente! 

En otros aspectos, lo mismo ha acontecido. Por eso, aceptando las buenas 
intenciones que tiene el Partido Acción Nacional, de llevar aire al Senado, 
votaré en contra porque será tan poquito el aire que va a servir en nada a 
esa vieja institución. Y en cuanto venga el receso, por lo menos nosotros, 
los miembros del Partido Popular Socialista, vamos a levantar una encuesta 
a través de la República para ver qué hacemos con el Senado. ¿Lo regala- 
mos? ¿Lo rifamos? ¿Lo enterramos? ¿Lo transformamos? No sé qué dirá el 
pueblo, pero es indudable que el pueblo no puede gastar tanto dinero en 
símbolos que corresponden a una época ya sobrepasada por el propio desa- 
rrollo, no sólo económico, sino también cívico de nuestro pueblo. 

No propongo la desaparición del Senado ahora, que conste. Digo que 
hay que pensar seriamente qué hacemos con él, que es diferente. Y por eso 
votaré en favor del dictamen. 


OPINIONES Y PROPUESTAS 
SOBRE ESTADOS Y MUNICIPIOS 


RELACIONES ENTRE LA FEDERACIÓN 
Y LOS ESTADOS DE LA REPUBLICA 





SEÑOR PRESIDENTE, 
SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 





Sólo respecto de un punto del dictamen que va a discutirse, deseo exponer 
la opinión de la diputación del Partido Popular Socialista. El punto se refiere 
a las relaciones entre la Federación y los estados. 

Es importante subrayar la situación en que nos hallamos desde el pun- 
to de vista histórico, porque nos vamos a encontrar con frecuencia en la 
Cámara con iniciativas de ley o proposiciones en las que se tiene que debatir 
la facultad del Estado nacional frente a las facultades de los estados loca- 
les. Como desde que empezó a considerarse por la asamblea la iniciativa 
del Ejecutivo federal de un nuevo régimen penitenciario, surgió inevitable- 
mente la cuestión relativa a la soberanía de los estados ante la intervención 
cada vez mayor del gobierno federal, estimamos que es menester precisar 
cuál es la situación real en que nuestro país se encuentra. 

En los albores de la vida independiente de nuestra patria, dos corrientes 
políticas chocaron de una manera intransigente, irreconciliable: la partida- 
ria del sistema federal y la que postulaba el sistema central. La corriente 
progresista la formaban los liberales que lucharon en el campo del pen- 
samiento y en el terreno de las armas en favor del régimen federal. La 
corriente conservadora luchó con las armas y con las ideas en favor de la 
tesis centralista. Pero eso fue en las primeras décadas del siglo XIX. Desde 
entonces hasta hoy no sólo ha corrido el tiempo, sino que yo diría que no 
ha corrido en balde. 

El México actual es totalmente distinto al de hace más de un siglo. ¿Qué 
es lo que caracteriza a este proceso? La intervención cada vez mayor del 
Estado nacional en los problemas que abarcan a todo el territorio de la 
República. Paso a paso, sobre todo a partir de la Constitución de 1917, los 


Intervención en el debate del dictamen que adiciona el artículo 18 constitucional en 
materia de sistema penal. Diario de los Debates de la XLVI Legislatura, México, D. F., 6 
de noviembre de 1964. 
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poderes federales —el Ejecutivo y el Legislativo— han ido ganando juris- 
dicción e influencia en la vida de nuestro país. ¿Se trata de una intervención 
indebida? ¿De una actitud deliberada de violar la soberanía de los estados? 
Á nuestro juicio no es ese el aspecto esencial del fenómeno. 

Es una cuestión de mayor importancia y trascendencia: es el problema de 
un país atrasado que aspira a una vida nueva, civilizada, de un país semico- 
lonial que quiere ser independiente. Porque no es posible que un país como 
el nuestro, sin capitalización interior, sin la formación de recursos naciona- 
les cuantiosos por su condición de dependiente del extranjero en muchos 
aspectos, pueda desarrollarse progresivamente sin que la autoridad mayor, 
que es el gobierno federal, considere el territorio de la República como una 
unidad indivisible y a todos los problemas económicos, sociales, políticos y 
culturales, también como atribuciones suyas o como problemas que no se 
pueden distribuir entre múltiples autoridades. 

Todavía hay quienes defienden cerradamente la soberanía de los estados 
frente al gobierno federal; pero es curioso que la mayor parte de quienes 
adoptan esa actitud descienden de los que representaron en el siglo ante- 
rior la corriente centralista y ahora resultan los federalistas ortodoxos, en 
tanto que la corriente progresista que defendió el federalismo en la centuria 
pasada, ahora es partidaria del centralismo cada vez más acentuado. ¿Por 
qué ha ocurrido esto? Porque es la única forma de defender los intereses de 
nuestro pueblo, la única manera de garantizar el progreso hasta llegar a la 
plena independencia de la nación mexicana. 

Si recordáramos cuál fue el texto de la Carta Magna aprobado por el 
Constituyente de 1916-1917, en cuanto a facultades del Congreso, y lo com- 
paráramos con las atribuciones que hoy posee, veríamos de una manera 
nítida y precisa en qué ha consistido este proceso de intervención cada vez 
mayor del gobierno federal. Unos y otros, distintos partidos y clases socia- 
les, empezaron a luchar inmediatamente, a partir del primero de mayo de 
1917, cuando la nueva Constitución entró en vigor, porque se acelerara la 
intervención del gobierno federal en muchos de los principales aspectos de 
la vida pública. 

En esta tribuna, hace cuarenta años, logramos una victoria histórica 
para la clase obrera. Existían tantas leyes del trabajo como estados de la 
República. ¿De qué servía un artículo 123 constitucional que recogía las 
garantías y los derechos de la clase trabajadora, si a la hora de su aplica- 
ción cada gobierno local interpretaba las cosas a su modo? Empezamos a 
exigir que hubiera una sola ley del trabajo; pero para eso era preciso que 
el Congreso de la Unión tuviera facultades para legislar sobre la materia. 
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¡Resistencia de los estados! ¡Violación aparente de la soberanía local!, y otros 
argumentos semejantes se enfrentaron a nuestra demanda. Logramos, al 
fin, que se reformara la Constitución y que hubiese una sola ley del trabajo. 
Ahora estamos peleando porque no se aplique la ley única por los gobiernos 
de las provincias, porque este es el segundo tiempo del no cumplimiento de 
las disposiciones del artículo 123 y del propio contenido de la Ley Federal 
del Trabajo. 

Ese es un solo ejemplo. En muchos otros órdenes de la vida pública el go- 
bierno federal ha ido ganando, no diría yo terreno, sino intervención cada 
vez mayor. Cuando vemos que el Congreso de la Unión tiene facultades, 
como cuerpo representativo del poder nacional legislativo, para fijar contri- 
buciones hasta a los artículos de consumo, no obstante la salvedad de que 
deben participar en su recaudación y disfrute los gobiernos locales, estamos 
observando que no se trata ya de la producción agrícola o de la produc- 
ción industrial o de los transportes y los demás servicios públicos esenciales, 
sino de una nueva política fiscal, como lo prueba el hecho de que un ilus- 
tre Presidente de la República, cuyo nombre he olvidado, declaró que la 
cerveza es refresco y no bebida alcohólica, para que se consumiera más, 
y acto seguido promovió el derecho del Congreso de la Unión para legis- 
lar sobre la materia. Ahora hasta los impuestos al tabaco corresponden a la 
Federación y no a los estados. 

¿Estamos en presencia de una intervención monstruosa del gobierno 
federal en la autonomía de los estados? No. Es el proceso lógico de integrar 
la economía de nuestro país. Resultaría absurdo imaginar dos programas 
y, todavía peor, más de dos, para planificar y dirigir la agricultura. La 
agricultura es única y debe ser tomada como un todo. La industria igual, 
las comunicaciones, los transportes lo mismo. Y pasando de los aspectos 
económicos a los de la vida social también: los seguros sociales, la seguridad 
social, la salud pública, la educación, todo absolutamente debe ser 
considerado como un todo. 

Ha habido convenios, ya numerosos, entre el gobierno federal y los 
gobiernos locales para poder aplicar los preceptos de la Constitución o ex- 
tender los servicios públicos a la provincia. 

¿Entonces de qué se trata este debate? De respetar nominalmente, 
formalmente, la soberanía de los estados concertando arreglos con 
sus gobiernos, con el fin de dar un paso trascendental que implica 
la reforma al sistema penitenciario de nuestro país, apoyado en los 
argumentos superabundantes y correctos que han invocado las comisiones 
dictaminadoras. 
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Yo no creo que se pueda sostener seriamente el interés de la soberanía lo- 
cal, que es una ficción jurídica a estas alturas de la vida de México, frente al 
interés humano nacional. Menos posible es desde el punto de vista político 
y menos todavía desde el punto de vista social y moral. Siempre estaremos 
encontrándonos en la Cámara de Diputados, a propósito de este asunto o 
de cualesquiera otros, con la lucha entre el gobierno federal y los gobiernos 
locales, lucha no política, sino administrativa, porque no existe resistencia 
de parte de las autoridades locales frente al interés común o el bienestar co- 
lectivo. Esta es una lucha puramente imaginativa, de ficción. 

¿Qué ha pasado en el mundo en donde todavía prevalece el régimen 
de estados locales soberanos frente al Estado nacional? Para no mencionar 
otras regiones de la Tierra, en el continente americano, ¿cuáles son las 
naciones con estructura federal? Los Estados Unidos de Norteamérica, los 
Estados Unidos Mexicanos, los Estados Unidos de Venezuela y los Estados 
Unidos de Brasil. 

Los Estados Unidos de América nacieron como colonias autónomas, que 
pactaron su acción común primero frente a la monarquía de Inglaterra y 
después para el interés colectivo y la solución de los problemas que tenía 
el pueblo norteamericano. Pero hoy, siempre que se invoca en los Estados 
Unidos la soberanía de los estados, se apela a ella para fines negativos, no 
para acciones positivas. Ahora mismo estamos presenciando una gran ba- 
talla, la batalla contra la discriminación racial que empezó Lincoln y quiso 
concluir Kennedy. Algunos de los estados se resisten no sólo a la aproba- 
ción, sino a la aplicación de la Ley de Derechos Cívicos. Son los estados en 
donde la esclavitud tuvo raíces profundas, pero nunca invocan su sobe- 
ranía para fines progresivos. Por el contrario, la economía de los Estados 
Unidos: la agricultura, la industria y sus ramas derivadas, todo el proce- 
so del desarrollo programado de la gran potencia de nuestro continente, 
se dirige hacia la nacionalización, en el sentido de hacer de la nación nor- 
teamericana un todo indivisible. 

En el Brasil, los estados no defienden su soberanía desde el punto de 
vista político-jurídico. Defienden intereses colectivos locales porque, por 
desgracia, la nación brasileña, hermana de la nuestra, no ha llegado siquie- 
ra a consolidarse y a existir como una entidad única. La soberanía de los 
estados brasileños es una soberanía de la geografía más que de la vida polí- 
tica. Cuando se piensa que para ir del Amazonas a la capital de la República, 
desde el punto de vista de la movilización popular, hay que tomar un bar- 
co que hace quince días o tres semanas, es fácil comprender que los estados 
en el Brasil son estados atrasados, comunidades que no se incorporan to- 
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davía a la vida económica de la nación. Así es también el noreste brasileño. 
Las únicas entidades que realmente están en contacto las unas con las otras 
son las del sur, Río de Janeiro, Río Grande do Sul, etcétera. Un país que no 
tiene carreteras, que no tiene ferrocarriles, que no dispone más que de la 
vía marítima incipiente, porque la aviación no es un transporte popular, no 
está defendiendo la soberanía de sus estados cuando hay problemas locales. 
Está defendiendo simplemente su derecho a plantear al gobierno central ta- 
les o cuales problemas. 

En Venezuela, ¿para qué hacer comentarios sobre sus estados soberanos? 

La noción del Estado nacional equiparado a los estados soberanos lo- 
cales, es una noción anticuada, que no se puede sostener en esta época. 
lodavía la iniciativa del Ejecutivo que se discute aquí ahora, es una ini- 
ciativa muy diplomática y respetuosa de una ficción. El gobierno federal 
propone hacer convenios con los gobiernos locales para que los reos pue- 
dan ser trasladados a las penitenciarías modernas, con el objeto de que se 
reduquen. ¿Debemos apoyar esta iniciativa? Sí, plenamente, no sólo por 
las razones que las comisiones dictaminadoras exponen con toda claridad, 
sino porque es deber de nosotros no tratar de levantar fantasmas o entele- 
quias ante la intervención del gobierno federal tratándose de los intereses 
del pueblo y de la nación. 

Cuando discutamos el problema de la libertad municipal nos vamos 
a encontrar otra vez con la cuestión. Yo no estoy preconizando un go- 
bierno central único. ¡Lejos de nosotros tal pensamiento! Pero debemos 
preguntarnos si es incompatible la vida local real, la vida municipal, con la 
intervención cada vez mayor del gobierno federal. No creo que sea incom- 
patible, al contrario. 

Llegará un momento, en la medida en que los municipios sean de veras 
libres, y en la proporción en que los estados de la República sean regiones 
que contribuyan al desarrollo económico nacional unificado, planificado, 
en que no sean ya entidades que dependan de los impuestos del gobierno 
federal, sino que los municipios y los estados locales tendrán que ser fuer- 
zas productivas, fuerzas activas en la economía, en la vida social, política y 
cultural, de acuerdo con un plan nacional único. Debe haber un plan único 
para la agricultura, un plan único para la industria, otro plan único para los 
transportes y comunicaciones, otro para los aspectos de la vida social y para 
la educación popular, y aun para los niveles altos de la preparación educa- 
tiva, profesional y de la investigación científica. 

Por eso es que el gobierno federal ha ido ganando terreno. Aquí, en esta 
tribuna, hace ya casi medio siglo, todavía había diputados de algunos es- 
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tados que venían a reclamar la no intervención del gobierno federal en 
materia del petróleo. El diputado Covarrubias, que es un veterano, como 
yo, de aquel tiempo, debe recordarlo. ¿Por qué el gobierno del estado de 
Veracruz no iba a reclamar su derecho a legislar sobre petróleo? Porque no 
es posible considerar la industria petrolera desde el punto de vista local. 

No puede haber una industria del petróleo local, ni electricidad local, ni 
fierro y acero locales sin tener en cuenta el mercado nacional e internacional 
que sólo puede manejar el gobierno de la República. No puede haber políti- 
cas locales en el campo de la economía. ¡Imagínense ustedes si la soberanía 
de los estados implicara la prohibición, hasta el exceso, de las promociones 
en materia económica! Viviríamos en las cavernas y no como estamos hoy, 
con un criterio más claro y preciso de la intervención del Estado, tomando 
en cuenta el interés del pueblo y de la nación. 

Esos argumentos son válidos también para todos los aspectos de la vida 
social y aun para el desarrollo del pensamiento y de la conciencia colectiva. 
Yo creo que cada vez que discutamos problemas de este tipo, debemos tomar 
en consideración el grado de desarrollo histórico en que nos encontramos. 

Es incuestionable que si los recursos del gobierno federal son escasos, por 
desgracia, los de los gobierno locales son tan pocos que no llegan al 20 por 
ciento, todos juntos, de los ingresos del gobierno de la Federación. No diga- 
mos de los municipios, que representan alrededor del 8 o 10 por ciento de 
los medios financieros de los estados. 

Sólo un plan nacional del desarrollo de la economía, de la vida social, de 
los servicios, de la educación, de la cultura y de todos los problemas inhe- 
rentes a los hombres, puede hacer de México un país importante, realmente 
soberano, vigoroso, que logre en poco tiempo su plena autonomía y su in- 
dependencia cabal ante el extranjero. 

Los demás aspectos de la iniciativa no quiero tocarlos, porque creo que 
nadie se opondrá a ellos. No soy un abogado casuístico, en el sentido de ir al 
artículo tal del Código Penal, o el inciso de tal o cual disposición, porque ol- 
vidé mi profesión. Nunca la practiqué. Pero sí me interesa el derecho desde 
el punto de vista político y humano, que es el único que prevalece y el único 
que ha de levantar a nuestro país a la altura que deseamos. 


INICIATIVA PARA ESTABLECER 
UN VERDADERO MUNICIPIO LIBRE 


En ejercicio del derecho que nos otorga el artículo 71 de la Constitución 
de la República, los diputados del Partido Popular Socialista presentamos a 
vuestra soberanía la siguiente iniciativa del artículo 115 de la Carta Magna, 
concerniente al municipio libre. Las razones en las cuales se funda nuestra 
proposición son las que en seguida expresamos. 





ANTECEDENTES HISTÓRICOS 

Partiendo de Roma llegó a nuestro país, a través de España, la institución 
del municipio. Conquistada la península ibérica, los romanos impusieron 
a sus pueblos el sistema político de su metrópoli, estableciendo, además, 
otras organizaciones locales. Así se crearon los municipios de los ciudada- 
nos romanos, las colonias romanas civiles, las colonias itálicas, las ciudades 
confederadas y las ciudades estipendiarias. 

Los municipios de ciudadanos romanos gozaban de autonomía comple- 
ta, se regían por sus leyes propias, las modificaban, poseían un territorio con 
exención de tributos, y elegían libremente a los magistrados municipales. Las 
colonias romanas estaban compuestas por ciudadanos romanos, y se regían 
por las leyes de su país, poseían el terreno libre de impuestos y elegían a sus 
magistrados. Las colonias latinas se gobernaban por sus leyes propias tam- 
bién, que aplicaban libremente los magistrados; poseían el suelo sin pagar 
contribuciones y sus componentes adquirían la ciudadanía romana al desem- 
peñar un cargo público en la ciudad. Las colonias itálicas tenían magistrados, 
aunque estaban sometidos al 2mperzum de Roma; no gozaban de autonomía 
completa en materia tributaria ni les pertenecía el dominio del terreno, el cual 
disfrutaban a virtud de arrendamiento perpetuo. Las ciudades estipendiarias 
estaban completamente sometidas a la autoridad del pretor, que nombraba a 
las personas que debían administrarlas. Sus habitantes no disfrutaban de de- 
rechos civiles ni políticos y pagaban impuestos ordinarios y extraordinarios. 





Proposición de la diputación del PPS para reformar el artículo 115 constitucional. 
Diario de los Debates de la XLVI Legislatura, México, D. F., 27 de noviembre de 1964. 
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En la Edad Media española, la organización municipal tuvo caracterís- 
ticas diferentes según las regiones, pero en general fue, durante mucho 
tiempo, un conjunto de comunidades manejadas por los vecinos, con 
atribuciones administrativas, legislativas y judiciales, que defendían los in- 
tereses económicos y políticos de sus integrantes, hasta que el poder central 
las fue privando de sus derechos y sometiéndolas a su jurisdicción. 

En Castilla y León, los funcionarios y magistrados eran de elección po- 
pular y desempeñaban sus cargos por tiempo determinado, casi siempre 
por un año. La elección se hacía por colaciones o parroquias. Muchas villas 
y ciudades gozaban, por fuero, del privilegio de que no pudiera avecin- 
darse en ellas ningún noble. Algunas no permitían que se construyeran 
dentro de sus muros más palacios que los del rey y el del obispo; prohibi- 
ciones inspiradas en el temor de que las libertades municipales peligraran 
por la intervención de la nobleza. Los gobiernos municipales se componían, 
en su mayoría, de alcaldes, regidores, jueces, alguaciles mayores, alférez y 
escribanos. 

En Aragón, los consejos municipales se llamaban universidades. El go- 
bierno de las ciudades y villas se hallaba encomendado a un número muy 
variado de jurados, elegidos ordinariamente por el pueblo. En Cataluña, la 
base de la organización municipal era un cuerpo de vecinos distinguidos 
que se denominaban prob:-homin:s. Este cuerpo elegía o proponía, según los 
casos, un consejo, cuyos miembros se llamaban concelleres, y también cón- 
sules, procuradores y jurados. 

A pesar de la diversidad de las formas de la organización municipal, en 
la mayor parte de las villas y ciudades de España los magistrados populares 
tenían atribuciones judiciales en materia civil y criminal, y en todo lo refe- 
rente a la gestión económica. Reglamentaban los abastos, establecían reglas 
de policía, administraban, conservaban y defendían la propiedad muni- 
cipal, levantaban y organizaban tropas y nombraban procuradores que 
representaban a las ciudades ante las Cortes. Con el nombre de hermanda- 
des se organizaron verdaderas confederaciones de ciudades. 

Desde Alfonso XI, quien convirtió muchos de los oficios electivos en ofi- 
cios llamados a merced real, los reyes de España mantuvieron una lucha 
constante contra la vida municipal independiente. Las ciudades perdieron 
la facultad de elegir alcaldes y jurados, pasando al rey la designación. De 
ese modo fue ensanchándose el poder central, debilitando la vida democrá- 
tica de los municipios. 

Con el advenimiento del régimen absoluto, y la derrota de los comu- 
neros de Castilla por las tropas de Carlos V en 1521, las libertades locales 
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en España se extinguieron. La autoridad nacional designó gobernadores, 
corregidores y alcaldes mayores, que se constituyeron en la autoridad su- 
prema de los municipios. Áun en la Constitución de 1812, que en muchos 
aspectos representaba un progreso respecto de la estructura política tra- 
dicional, el municipio fue sometido a la autoridad del Estado. Después la 
reconquista de la libertad municipal tuvo periodos de lucha intensa, segui- 
dos de nuevo fortalecimiento del gobierno central, según la orientación de 
las autoridades supremas del país; pero los municipios, por ser comunida- 
des naturales, organismos básicos de la vida social, no renunciaron nunca a 
vivir con independencia dentro de la gran comunidad nacional. 

Esa lucha entre los municipios y el poder central se explica por el pro- 
pio desarrollo histórico, especialmente por el crecimiento de las fuerzas 
productivas que abarcan, inevitablemente, a todo el territorio de un país, 
liquidando la autonomía de las comunidades que durante mucho tiempo 
fueron las únicas formas permanentes de las relaciones sociales y políticas. 


EL MUNICIPIO EN LA NUEVA ESPANA 

La institución del municipio aparece en México con la Conquista. Hernán 
Cortés funda, el 23 de abril de 1519, la Villa Rica de la Vera Cruz, que elige su 
ayuntamiento. Su propósito fue el de recibir del cabildo, como hasta pocos 
años antes ocurría en España, la facultad legal para emprender la obra que 
se había propuesto, recibiendo los nombramientos de justicia mayor y de 
capitán general. Dominada Tenochtitlán, Córtes expide las Ordenanzas de 
1521 y 1525, que estuvieron en vigor hasta 1573, cuando Felipe II decretó las 
Ordenanzas sobre Descubrimiento, Población y Pacificación de las Indias, 
que duraron tres años en vigor, para ser sustituidas por las Ordenanzas de 
Independientes. 

Nada nuevo aportaron los conquistadores al régimen municipal español, 
concretándose a implantarlo y mantenerlo en la Nueva España durante tres 
siglos que duró el régimen colonial. Así se establecieron los municipios con 
el nombre, según su importancia, de ciudades, pueblos o villas. 

El gobierno municipal estaba integrado por regidores que designa- 
ban anualmente a los alcaldes ordinarios. A su lado actuaban el alcalde 
mayor o corregidor, que era el representante del poder virreinal, el procu- 
rador general o síndico, encargado de defender los derechos de la ciudad, 
nombrado con permiso de las autoridades superiores, y el escribano, espe- 
cializado por ramas administrativas, que hacía las veces de registrador de 
los acuerdos de la corporación y de las promociones de los vecinos ante el 
ayuntamiento. 
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Como ocurrió en la metrópoli, los municipios en México fueron per- 
diendo sus derechos y sus atribuciones a expensas del gobierno virreinal, 
y agobiados por la falta de recursos de la Corona Española establecieron la 
costumbre de vender los empleos municipales o darlos en arrendamiento. 
De este modo se crearon los regidores perpetuos junto a los electivos. 

Las funciones de los ayuntamientos eran judiciales y administrativas. Se 
ocupaban de las obras públicas, de los mercados, de las pesas y medidas, 
de la policía, y de cuidar los montes y pastos del municipio. Tenían también 
la facultad de legislar, decretando las ordenanzas de las ciudades dentro 
del marco de las expedidas por el rey, que debían ser confirmadas por el 
Concejo de Indias. Trabajan casi siempre bajo el sistema de cabildo cerrado, 
sin audiencias públicas. 

Si desde el punto de vista político los ayuntamientos de los municipios 
tuvieron facultades restringidas, en cambio en el campo económico disfru- 
taron de independencia. Poseían bienes comunes, bienes llamados propios 
y, en casos extraordinarios, contaban los arbitrios especiales. Los bienes co- 
munes consistían en los terrenos de aprovechamiento colectivo y en los que 
se establecían lo servicios públicos. Los propios eran rústicos y urbanos, que 
se administraban directamente por el ayuntamiento o se arrendaban para 
sufragar sus gastos. Los arbitrios consistían en derramas y contribuciones 
entre los vecinos o en concesiones que hacía el rey a ciertos municipios para 
cubrir las atenciones públicas. 

Los ayuntamientos formaban pósitos, que eran fondos destinados a la 
compra de granos en la época de las cosechas para venderlos cuando alcan- 
zaban mejores precios, o para aplicarlos, en caso de necesidad pública, en 
auxilio de los vecinos. Manejaban, asimismo, las alhóndigas que tenían por 
objeto impedir la especulación y la intervención de intermediarios, fijando 
precios a la mercancías y realizando la tarea de regular de una manera equi- 
tativa la oferta y la demanda de los productos. 


EL MUNICIPIO EN EL SIGLO XIX 

Lograda la independencia de la nación respecto de España, la institución 
del municipio sufrió las modalidades que les impuso el desarrollo de nues- 
tro país, de acuerdo con el propósito de estructurar definitivamente la 
República. Si se revisan los proyectos de las normas supremas y las constitu- 
ciones, desde la de Apatzingán, de 1814, hasta la de 1857, se puede advertir 
que en todos ellos el municipio es considerado como una comunidad básica 
de la vida democrática, aun cuando el interés principal giraba alrededor de 
la primacía del gobierno civil nacional sobre todas las corporaciones exis- 
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tentes, en primer lugar la Iglesia, que disfrutaba de fueros y privilegios y de 
cuantiosos bienes y recursos financieros. 

Al triunfar el Partido Liberal, persiguiendo la consolidación del Estado 
como la autoridad única, se expidieron las Leyes de Desamortización de 
1856 que, al aplicarse de una manera exagerada, afectaron negativamen- 
te los intereses de los municipios. Los ayuntamientos perdieron sus bienes 
propios, los terrenos y las casas construidas en ellos, que les daban una ren- 
ta permanente, y los terrenos que cultivaban o arrendaban para aumentar 
sus ingresos. Muchos de los pueblos de indios perdieron también el fundo 
legal, sus ejidos y sus bienes comunes. 

El régimen de Porfirio Díaz agrupó a los ayuntamientos en circunscrip- 
ciones político -territoriales con el nombre de distritos o partidos, y creó los 
jefes políticos, encargados de hacer cumplir los acuerdos y las órdenes de 
los gobernadores de los estados, anulando por completo la ya precaria vida 
independiente de los ayuntamientos. Fue, en la práctica, un sistema polí- 
tico dictatorial que partía de una autoridad única, la del presidente de la 
República, y tenía como instrumento básico de ejecución a los prefectos o 
jefes políticos. y como éstos eran las autoridades que vivían en contacto 
diario con el pueblo, se convirtieron en símbolos vivientes de opresión, des- 
pertando el odio de los habitantes de todo el país. Eran los que practicaban 
la leva para proveer al ejército de soldados, los que perseguían a los campe- 
sinos que huían de las haciendas, los encargados de organizar los trabajos 
forzados y gratuitos, los que utilizaban a los tribunales de justicia como ar- 
mas de castigo para los inconformes, los que sancionaban de manera brutal 
a quienes trataban de hacer valer los derechos del hombre, los que impe- 
dían la libertad de imprenta, de asociación política y de libre manifestación 
de las ideas. 


LA REVOLUCIÓN MEXICANA Y EL MUNICIPIO LIBRE 
Por eso el movimiento revolucionario que se inició en 1910, al lado de la 
demanda principal de respetar el voto de los ciudadanos y de prohibir la 
reelección del presidente de la República y de los gobernadores, exigió la 
supresión de los jefes políticos y la restauración del municipio libre como 
institución primordial de la estructura política del país. Á estas consignas 
iniciales habrían de sumarse la lucha contra los latifundios, la reforma agra- 
ria, el reconocimiento de los derechos de la clase obrera, y la reivindicación 
para la nación de las riquezas naturales de su territorio. 

La reforma agraria, a veces con impulso dinámico, en ocasiones con zig- 
zagueos y aun con retrocesos, se halla todavía en marcha, y gracias a ella 
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nuestro país ha podido pasar de su condición de país agrícola primitivo y 
exportador de minerales, a la de país agrícola e industrial. Los derechos de 
la clase obrera, recientemente ampliados, forman parte de las garantías so- 
ciales que el artículo 123 de la Constitución reconoce. El aprovechamiento 
de los recursos físicos de nuestro territorio para garantizar el desarrollo eco- 
nómico independiente de la nación y mejorar las condiciones de vida de las 
mayorias, prosigue y se amplía, y ha adquirido modalidades de importancia 
con la creación de las empresas descentralizadas del Estado. Pero tratándo- 
se del municipio libre nada concreto se ha dicho hasta hoy. 

El problema municipal se ha discutido innumerables veces. Se han escri- 
to sobre él muchos estudios y ensayos, y se han llevado a cabo asambleas 
regionales y nacionales para el fin de encontrar el camino de asegurar a los 
ayuntamientos su autonomía respecto de los poderes de los estados y del 
gobierno federal. 

La experiencia demuestra que generalmente hay más pasión en las lu- 
chas políticas por la elección de los miembros de los ayuntamientos, que por 
la designación de los gobernadores de los estados y aun del presidente de la 
República, porque de las autoridades municipales depende la tranquilidad 
de los pueblos, el establecimiento y la ampliación de los servicios públicos, 
y las perspectivas del mejoramiento de la vida del vecindario, tanto en las 
pequeñas poblaciones como en las grandes urbes. 

Y no obstante que el movimiento revolucionario le dio el carácter de 
exigencia popular que debía satisfacerse de inmediato, el problema del mu- 
nicipio no fue siquiera examinado a fondo por el Congreso Constituyente de 
1916-1917. La asamblea que formuló la nueva Carta Política de la República, 
apremiada por problemas que le parecieron de mayor trascendencia, re- 
dactó en su artículo 115 un estatuto para el municipio pero subordinándolo 
en lo económico a los gobiernos locales, y después las constituciones de 
los estados privaron a los ayuntamientos de independencia política, de tal 
manera que la libertad municipal es sólo una frase que por carecer de con- 
tenido sustancial no tiene vigencia. 


EL PANORAMA ACTUAL 

El panorama actual de la vida municipal en México, en cualquiera de sus as- 
pectos, no puede ser peor. He aquí los hechos. Existen en la República 2 377 
municipios. Pero su distribución es aparentemente anárquica, porque el es- 
tado de Oaxaca tiene 571 (24.02 por ciento del total); Puebla 222 municipios 
(9.34 por ciento); Veracruz 198, que representan 8.33 por ciento del total; 
el Estado de México 119 municipios (5.01 por ciento); Michoacán 110 (4.63 
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por ciento); Chiapas 11 municipios (4.67 por ciento del total), mientras que 
Chihuahua sólo cuenta con 66 municipios que representan 2.77 por ciento 
del total de los municipios del país; Coahuila 38 (1.60 por ciento) y el esta- 
do de Baja California 4 municipios, que corresponden a 0.17 por ciento del 
total. 

¿A qué se debe esta distribución desigual de los municipios? Á razones 
históricas. Si se observa el mapa de la división político-territorial de nuestro 
país se descubrirá inmediatamente que en donde hay mayor número de 
municipios es en las regiones de población indígena. Sería largo explicar 
el proceso que determinó la concentración de los grupos indígenas en las 
regiones montañosas del centro y del sureste del territorio nacional, pero 
independientemente del éxodo de la poblaciones nativas a las zonas más 
abruptas cuando fueron despojadas de sus tierras de labranza por los 
conquistadores y los colonos venidos de afuera, la multiplicidad de los 
municipios se debe a que cada uno de ellos recuerda todavía a los núcleos 
integrantes de las tribus. 

Al realizarse la Conquista, la estructura de las tribus se basaba en clanes, 
constituidos por personas ligadas por parentesco sanguíneo, y en fratrías, 
asociaciones de clanes. El conjunto de las fratrías formaban la tribu. Todavía 
hoy, a cerca de cinco siglos de distancia de la Conquista, muchos de los 
pueblos indígenas y aun pequeñas ciudades se dividen en barrios, supervi- 
vencia de las tratrías, y los barrios en solares familiares, los antiguos clanes, 
que tienen nombres propios de origen totémico o de carácter simbólico. Los 
españoles, indiferentes a lo que podía proporcionarles las regiones mon- 
tañosas, respetaron la estructura de las tribus y cambiaron de nombre a 
sus organismos. En algunos casos, sobre todo tratándose de poblaciones 
semiurbanas o francamente urbanas, junto a los grupos integrantes de las 
tribus colocaron a los gremios de artesanos que, para los fines religiosos, se 
agrupaba en cofradías con su respectivo santo patrón. 

Esa misma actitud tuvieron los liberales del siglo XIX para con las co- 
munidades indígenas, que vistieron con el ropaje puramente formal de 
municipios, incorporándolos a las teorías democráticas de carácter uni- 
versal. Se podría argumentar en contra de esa explicación antropológica 
e histórica, que todo el territorio de lo que hoy constituye nuestro país fue 
habitado por indígenas y que, sin embargo, del Trópico de Cáncer hacia el 
norte no ocurre el fenómeno de la concentración de los municipios como 
en la región del centro y del sur. Pero es necesario recordar también que 
el hecho que mencionamos corresponde a las tribus que habían alcanzado 
un alto nivel de cultura. Eran sedentarias, trabajan la tierra, cultivaban con 
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esmero las plantas naturales y habían descubierto muchos de los fenóme- 
nos de la naturaleza que influían en la agricultura y en sus artes derivadas, 
en tanto que las tribus del norte eran cazadoras y recolectoras de frutos es- 
pontáneos y no llegaron jamás al nivel de civilizaciones de los otros grupos 
humanos. 

Ni los españoles de la etapa colonial ni los elementos revolucionarios del 
México independiente pensaron en distintas normas jurídicas y políticas 
para la composición heterogénea de la población mexicana. Aplicando las 
normas vigentes en la península ibérica a sus colonias del Nuevo Mundo, 
trataron de ajustar a ellas la sociedad que descubrieron, en vez de que la 
realidad impusiera formas distintas de las relaciones sociales y políticas en 
un vasto país como el nuestro, con numerosos conglomerados sociales en 
muy diversos estados de evolución. Los segundos, partidarios de los dere- 
chos universales del hombre y del ciudadano, hicieron lo mismo. Este es 
el motivo que explica la ineficacia de muchos de los principios trasplanta- 
dos de Europa a México, debajo de los cuales ha sobrevivido hasta hoy una 
organización política casi clandestina, porque los núcleos de población abo- 
rígen que conservan sus lenguas nativas siguen gobernándose de acuerdo 
con sus tradiciones, aunque muchas de éstas hayan sucumbido en parte 
ante las leyes de tipo occidental, que no han sido asimiladas y menos aún 
convertidas en prácticas cívicas. 

Pero el problema no se limita a la disparidad en la distribución de los 
municipios. Hay otro también de gran importancia: el de la división po- 
lítico-territorial que se ha mantenido inmutable sin tomar en cuenta el 
desarrollo económico de nuestro país. En muchas regiones las cabeceras 
de los municipios están en lugares de buen clima, pero improductivos; el 
resto del territorio municipal corresponde a zonas potencialmente ricas, 
pero insalubres. El resultado ha sido el de que las cabeceras municipales 
viven de los pequeños impuestos a la producción económica de la mayo- 
ría de los habitantes del municipio, que carecen de los servicios públicos 
elementales. 

Y como a pesar de haber sido liquidados los prefectos y jefes políticos, 
en las antiguas cabeceras de los distritos subsisten los juzgados de primera 
instancia y las oficinas federales, el problema se agrava porque el municipio 
cabecera se convierte, de hecho, en una comunidad de categoría superior a 
las demás. No obstante esta situación, de suyo difícil y compleja, el mante- 
nimiento de esa antigua división político territorial se complica más, porque 
en algunas zonas han surgido centros industriales cuya población queda 
subordinada desde el punto de vista de la vida municipal a pequeños po- 
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blados, a veces distantes a los que tiene que acudir para tramitar sus diarios 
asuntos. 

¿De qué manera resolver esta situación? Creemos que un paso de 
trascendencia para ese fin es el de hacer coincidir el territorio de los 
municipios con zonas económicamente homogéneas. Puede y debe haber 
municipios con una extensión territorial pequeña —los centros industriales o 
con puertos marítimos o terrestres— y municipios con una extensión mayor 
dedicada al mismo género de producción económica, porque entonces las 
autoridades municipales representarían de una manera obligada el interés 
primordial de los vecinos y se convertirían en sus defensores y en los 
promotores de las actividades del conjunto. 

No es posible siquiera plantear una nueva división territorial de los es- 
tados de la República, porque hay viejos intereses históricos, económicos y 
aun psicológicos, que en esta etapa de la vida de México deben respetarse. 
Sin embargo, para los fines de la administración pública y aun de las activi- 
dades de instituciones privadas, la división territorial obedece a funciones 
precisas que tratan de evitar obstáculos. Á ese criterio corresponden las ju- 
risdicciones de las oficinas de correos, telégrafos, telecomunicaciones, de 
salubridad y asistencia, las zonas militares y aun las educativas, y lo mismo 
acontece con instituciones como la Iglesia Católica y los centros principales 
del crédito y del comercio. 

Por ese motivo se ha hablado durante muchos años y se sigue consi- 
derando todavía, la conveniencia de crear nuevas entidades federativas 
con ciertas zonas geográficas y económicas semejantes, que casi siempre 
coinciden con una población de iguales características, como las huaste- 
cas, las mixtecas, las de las regiones de los desiertos y bolsones, el Istmo de 
Tehuantepec, las regiones fronterizas, las cuencas de los grandes ríos y aun 
ciertos territorios de carácter marítimo. 

Hemos citado los hechos anteriores para reforzar nuestra opinión, porque 
sl la actual división político territorial de los estados crea numerosos proble- 
mas y en cierta forma estorba las funciones de la administración pública, 
tratándose de los municipios la cuestión es todavía más grave; pero al mis- 
mo tiempo fácil de resolver, porque no tropieza con obstáculos invencibles. 

Hacer coincidir a los municipios con zonas económicamente homogé- 
neas, es un paso de trascendencia, porque dará frutos en muy pocos años. 
Esto significa que muchos de los actuales municipios se tienen que reunir 
para formar nuevos y que habrá que crear otros tomando en cuenta sus 
características geográficas, ecológicas, y humanas, además de factores com- 
plementarios, como las comunicaciones y los transportes. 


212 / OBRA PARLAMENTARIA II 


En cuanto a los municipios de población indígena, es aconsejable unir a 
los de regiones económicamente semejantes que tengan, a la vez, la misma 
lengua nativa, porque no es verdad que las pugnas entre esos grupos se de- 
ban siempre a problemas de límites o de tierras. Hay que tener presente que 
conviven todavía en muchas regiones de nuestro país pueblos con distintos 
idiomas, que hacen difícil su trato, porque la lengua es el medio de expre- 
sión de una psicología colectiva que no comparten los vecinos. Es el caso de 
la sierra norte de Puebla, en la que se hablan el otomí, el totonaca, el olme- 
ca-mexicano y el náhuatl, sin que haya habido mezcla entre los habitantes 
de la región en ninguna época. También el caso de Oaxaca, de Chiapas y de 
otras zonas indígenas. 

El problema de la división político-territorial es, por tanto, una cuestión 
que debe ser resuelta tomando en consideración la realidad económica y 
social de México, si se quiere que los municipios tengan una base firme de 
sustento. 

Pero no es el único. Otro lo constituye la vida política municipal. Una 
simple lectura de las constituciones de los estados demuestra que o las le gis- 
laturas o los gobernadores califican las elecciones municipales o intervienen 
en ellas de tal modo, que finalmente imponen su criterio anulando la vida 
democrática de las comunidades que sirven de fundamento a la estructu- 
ra política de la República. Por eso, si ha de existir la libertad municipal, es 
indispensable que las autoridades superiores de los estados no interven- 
gan en las elecciones. Para que haya un amplio régimen democrático, que 
abarque todas las formas de la convivencia social, el proceso democrático 
debe partir de abajo hacia arriba y no sólo de arriba hacia abajo. Esta es la 
tesis que ha sostenido el Partido Popular Socialista desde su fundación, pos- 
tulando el sistema de la representación proporcional, que si tiene un gran 
valor para el Poder Legislativo nacional lo tiene todavía más, en cierta for- 
ma, para los municipios. 

A pesar de que en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión 
se ha dado apenas el primer paso en ese sentido, gracias al cual en esta le- 
elslatura están representados todos los partidos nacionales, es ya evidente 
la importancia de la medida. Por eso es fácil imaginar la trascendencia que 
para la vida democrátrica de nuestro país tendrían las elecciones municipa- 
les sin interferencias. 

Hasta antes de la aparición de los partidos políticos era difícil encon- 
trar una forma eficaz para garantizar la libertad política de los municipios; 
pero hoy la cuestión es simple, porque si los partidos nacionales y locales 
que tenga vida activa en los municipios intervienen en el proceso electoral, 


UN VERDADERO MUNICIPIO LIBRE /213 


principiando por la formación del padrón de los ciudadanos, hasta llegar a 
la calificación de los sufragios, aplicando el principio de que a la mayoría de 
votos corresponde la mayoría de los regidores, sólo frutos de gran impor- 
tancia habrán de cosecharse con tal sistema. 

El mejor apoyo popular que pueden tener los gobernadores de los es- 
tados y el presidente de la República es una vida democrática básica que 
permita la designación de autoridades respetadas por las mayorías y por las 
minorías, que juntas harán posibles los servicios públicos y la promoción 
del desarrollo económico. No es exagerado decir que a una verdadera vida 
democrática municipal corresponderá, de una manera espontánea, cons- 
ciente y activa, una vida democrática nacional. 

Nuestra proposición consiste, en tal virtud, en confiar a una comisión 
electoral municipal la preparación, la vigilancia y la calificación de las elec- 
ciones de los ayuntamientos, con algunas condiciones y modalidades que 
surgen de la experiencia ya vieja de nuestro pueblo. 

Los regidores deben ser la autoridad única de los municipios. Ellos de- 
ben designar al alcalde y podrán privarlo de su cargo, conservándole el 
de regidor, para impedir que se creen caciques por encima de los cabildos. 
Pero ha llegado el momento también de hacer innovaciones en la vida po- 
lítica municipal, para que sus autoridades se sientan ligadas al conjunto 
de la población y ésta tenga siempre el derecho de sustituir a sus manda- 
tarios que no cumplan con sus deberes. Por eso proponemos el derecho 
de iniciativa y el derecho de revocación del mandato, como prerrogati- 
vas de la mayoría de los ciudadanos del municipio, y la obligación del 
ayuntamiento de someter a su aprobación, en referéndum, el plan de la 
administración. 

No se puede argumentar que nuestro pueblo no está preparado para 
ejercer esos derechos ni para juzgar los planes del gobierno municipal, por- 
que, en la práctica, lo que ocurre es que cuando el vecindario ya no tolera 
a un alcalde, a uno o varios regidores o a todo el ayuntamiento, acaba por 
destituirlos de una manera tumultuosa. El derecho de iniciativa no sólo es 
bien comprendido por nuestro pueblo, sino que todos los días lo practica, 
aun cuando sin éxito, y en cuanto al referéndum para el programa de in- 
versiones y gastos del ayuntamiento, es una demanda que abarca a todas 
las comunidades del país, incluyendo a la capital de la República, cuya gran 
población no participa ni a título de sugestiones en la dirección de sus inte- 
reses colectivos. 

Esas medidas darán libertad política a los municipios, es decir, harán a 
sus habitantes factores activos, a través de sus partidos, en la gobernación 
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de sus intereses comunes y convertirán a las autoridades en verdaderos ad- 
ministradores honestos y respetuosos de los intereses generales. Pero falta 
aún garantizar la independencia económica, sin la cual es imposible hablar 
del municipio libre. 

Del total de los municipios que existen en la República, 2 377, 93.06 por 
ciento, o sea, 2 212 municipios, cuentan con ingresos inferiores a medio mi- 
llón de pesos al año; 66 municipios (2.78 por ciento), recibe entre uno y tres 
millones anuales; 17 municipios (0.72 por ciento), cuentan de 3a 6 millones; 
10 municipios (0.42 por ciento) obtienen entre 6 y 9 millones al año; 5 mu- 
nicipios (0.21 por ciento) logran entre 9 y 12 millones; 1 municipio (0.04 por 
ciento), tiene de 12 a 15 millones de ingresos; 2 municipios (0.08 por ciento) 
tienen ingresos entre 15 y 18 millones. Un municipio (0.04 por ciento) dis- 
fruta de 18 a 20 millones anuales; 4 municipios (0.17 por ciento), más de 21 
millones anuales. 

Confirmando nuestra iniciativa de que los territorios municipales deben 
coincidir con zonas económicamente homogéneas, veáse cuáles son los mu- 
nicipios con mayores recursos. Los hemos clasificado en tres grupos: las 
zonas industriales de mayor importancia, y los puertos marítimos y terres- 
tres de significación. 

Los municipios de las zonas agrícolas prósperas que tienen mayores re- 
cursos son los siguientes: 1. Mexicali: 23 millones 106 mil 642 pesos. Se trata 
de la cuenca del río Colorado. 2. Torreón: 16 millones 729 mil 244 pesos. Es 
la cuenca del río Nazas. 3. Culiacán: 10 millones 017 mil 893 pesos. Es el valle 
que riegan los ríos Humaya y Tamazula. 4. Cajeme: 10 millones 526 mil 163 
pesos. Es el valle del río Yaqui. 5. Matamoros, Tamaulipas: 7 millones 319 mil 
698 pesos. Es la zona regada por el río Bravo. 6. Navojoa: 5 millones 015 mil 
292 pesos. Es el valle del río Mayo. 7. Ahome: 4 millones 795 mil 176 pesos. 
Es el valle del río Fuerte. 8. La zona de San Luis Río Colorado, con 3 millo- 
nes 572 mil 291 pesos anuales que, como su nombre lo indica, corresponde 
al río Colorado, como la de Mexicali. 

La zonas industriales más importantes, exceptuando a la Ciudad de 
México, corresponden a los siguientes municipios: 1. Guadalajara con 33 mi- 
llones 508 mil 980 pesos; 2. Monterrey, 28 millones 390 mil 263 pesos; 3. Puebla, 
19 millones 430 mil 085 pesos; 4. San Luis Potosí, 12 millones 513 mil 828 pe- 
sos; 9. Mérida, 11 millones 779 mil 799 pesos; 6. León, Guanajuato, 6 millones 
927 mil 914 pesos; 7. Tlalnepantla, 6 millones 841 mil 352 pesos; 8. Irapuato, 5 
millones 205 mil 176 pesos; 9. Orizaba, Veracruz, 5 millones 042 mil 673 pesos; 
10. Naucalpan, 4 millones 431 mil 798 pesos; 11 Poza Rica, Veracruz, 4 millo- 
nes 111 mil 945 pesos; 12. Querétaro, 3 millones 232 mil 514 pesos. 
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El tercer grupo está formado por los puertos marítimos y terrestres de: 
a) Ciudad Juárez, 27 millones 252 mil 510 pesos; b) Tijuana, 16 millones 
604 mil 634 pesos; c) Mazatlán, 11 millones 175 mil 010 pesos; d) Veracruz, 
11 millones 208 mil 866 pesos; e) Tampico, 7 millones 724 mil 982 pesos; f) 
Ensenada, 7 millones 132 mil 100 pesos; g) Acapulco, 6 millones 927 mil 914 
pesos; h) Guaymas, 5 millones 383 mil 852 pesos; 1) Nogales, 5 millones 361 
mil 151 pesos; j) Coatzacoalcos, 4 millones 964 mil 740 pesos, y k) Nuevo 
Laredo, 3 millones 117 mil 290 pesos. 

En contraste con estos municipios que podrían llamarse ricos, hay otros 
que tienen una indudable importancia política, porque son capitales de 
estado; pero como no son centros de producción económica ni puertos, tie- 
nen muy bajos ingresos. En esta situación se encuentran los municipios de 
Morelia, 2 millones 975 mil 021 pesos anuales; Pachuca, 2 millones 662 mil 
062 pesos; Colima, 2 millones 711 mil 122 pesos; Campeche, 1 millón 828 mil 
326 pesos; Tepic, 1 millón 746 mil 604 pesos; Ciudad Victoria, 1 millón 509 
mil 374 pesos y Chilpancingo, 559 mil 158 pesos al año. 

Es tan precaria la situación económica de los municipios, que todos jun- 
tos, según las cifras de 1960, tienen un ingreso de 113 millones 131 mil 307 
pesos al año por impuestos indirectos, y por impuestos directos la suma de 
21 millones 935 mil 670 pesos. Los impuestos indirectos gravan la produc- 
ción: la agricultura, la ganadería, la minería y la industria. Son estorbos para 
el desarrollo económico, y el único recurso del que pueden disponer, que 
es el impuesto predial, lo absorben los gobiernos de los estados en esta pro- 
porción increíble, según los datos de 1962: los estados en conjunto tienen 
571 millones 758 mil 395 pesos de ingresos anuales por el impuesto predial, 
y todos los municipios del país 28 millones 202 mil 293 pesos, o sea, 4.93 por 
ciento del total recaudado del impuesto predial. Esta es la causa de la mise- 
ria en que viven los municipios en su gran mayoría, y lo que explica que en 
donde existen muchos municipios los cargos edilicios sean gratuitos, hono- 
ríficos, siendo difícil que las personas ocupadas en actividades productivas 
los acepten. 

¿De qué modo resolver esta situación crítica? Dando a los ayuntamientos 
la mitad de los ingresos por el impuesto predial. Es equitativo que las 
contribuciones sobre los bienes rústicos y urbanos que se encuentran 
dentro del territorio de un municipio contribuyan a los gastos de su 
ayuntamiento; pero, además, es necesario que participen los municipios 
de los impuestos federales. Puede decirse que se priva con esta medida a 
los gobiernos de los estados de sus ingresos mayores; pero no ha de seguir 
la vida provinciana de México estancada: el día en que los gobernadores 
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de los estados se conviertan en promotores de la producción económica, 
dentro del plan general del desarrollo de la nación, habrá muchas fuentes 
nuevas de trabajo e ingresos también de cuantía para las atenciones de los 
gobiernos locales. 

Vivimos en una etapa en la que ya no es posible parcelar el desarro- 
llo material y social de la República, pero, sobre todo, el programa de la 
producción. Si los ayuntamientos cuentan con medios económicos para 
atender sus funciones y se integran con personas honorables, representa- 
tivas de todas las corrientes de opinión; si no se interfiere la vida cívica 
básica de la estructura política de nuestro país, el régimen democrático 
será más amplio. Con las medidas que proponemos habrá un nuevo im- 
pulso colectivo del pueblo, que tendrá en los ayuntamientos a sus mejores 
colaboradores. 

Lo que no es posible es tratar de establecer la libertad municipal mante- 
niendo las normas y las prácticas que la han hecho imposible: la calificación 
de las elecciones de los ayuntamientos por los poderes de los estados o te- 
rritorios, la falta de recursos propios de los municipios, el divorcio entre el 
pueblo y sus mandatarios inmediatos, los alcaldes como jefes de los regido- 
res, la simulación de las elecciones entre las poblaciones indígenas, y otros 
métodos y costumbres semejantes. 

Los paliativos tampoco resuelven el problema, como la Ley de 
Coordinación Fiscal entre la Federación y los Estados, expedida por el 
Congreso de la Unión y promulgada por el Presidente de la República el 
28 de diciembre de 1953, que dio como fruto una comisión burocrática sin 
facultades ejecutivas. O la Ley de Compensaciones a los Estados por el 
impuesto federal sobre ingresos mercantiles, vigente desde el primero de 
enero de 1954, que es una simple medida administrativa que no mejora la 
situación económica de los municipios. 


PROPOSICIÓN 

En virtud de lo expuesto y de acuerdo con el derecho que nos asiste, propo- 
nemos a vuestra soberanía la aprobación del siguiente texto del artículo 115 
de la Constitución de la República, en reemplazo del que tiene: 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen anterior, la forma 
de gobiernos republicano, representativo, popular, teniendo como base de 
su división territorial y de su organización política y administrativa el mu- 
nicipio, conforme a las bases siguientes: 

Primera. Cada municipio será administrado por un ayuntamiento de 
elección popular directa. Ni las legislaturas ni los gobernadores de los es- 
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tados o territorios calificarán las elecciones municipales. Esta atribución 
corresponderá a una Comisión Electoral Municipal integrada por un repre- 
sentante de cada uno de los partidos nacionales y de los partidos locales 
registrados con tres años de anterioridad a las elecciones, que se encargará 
de formular el padrón de los ciudadanos. 

Los ayuntamientos se integrarán con el número de regidores, electos sin 
especificación de cargos, que determine un decreto del cabildo, según las 
necesidades de cada municipio. El partido que haya logrado mayoría de 
votos para sus candidatos, tendrá derecho a la mayoría de los regidores. El 
resto se escogerá por los otros partidos según el número de votos que hayan 
recibido sus respectivos candidatos. 

En los municipios en los que la mayoría de la población hable común- 
mente algunas de las lenguas indígenas, las elecciones tendrán el carácter 
de plebiscito, en el cual deberá participar, para ser válido, por lo menos el 
cincuenta por ciento de los ciudadanos inscritos en el padrón. Será convo- 
cado por la Comisión Electoral Municipal, y su resultado será inapelable. La 
misma Comisión Electoral Municipal lo hará cumplir y, en caso necesario, a 
petición suya, el gobernador del estado o territorio. 

Los regidores nombrarán al presidente municipal, que podrá ser removi- 
do de su comisión por el voto de las dos terceras partes de los miembros del 
ayuntamiento. Designarán también a los funcionarios y jueces municipales. 

Los presidentes y los regidores de los ayuntamientos no podrán ser 
reelectos para el periodo inmediato, y durarán tres años en sus funciones. Se 
excluyen de esta disposición los suplentes que no hayan estado en ejercicio. 

Se reconoce a los ciudadanos de los municipios el derecho de presentar 
iniciativas al ayuntamiento para mejorar la administración y los servicios 
públicos, debiendo recaer un acuerdo sobre cada petición, que se hará públi- 
co. Se les reconoce también el derecho de revocar el mandato del presidente 
municipal, y de uno o varios de los regidores, o de todo el ayuntamiento, 
por el incumplimiento evidente de sus obligaciones, su capacidad notoria 
o su falta de probidad. Este derecho corresponderá a la mayoría de los ciu- 
dadanos inscritos en el padrón. Comprobada que sea, la Comisión Electoral 
Municipal declarará revocado el mandato de los funcionarios señalados en 
la demanda y convocará a elecciones para los puestos vacantes, siguiendo 
el procedimiento señalado en el segundo párrafo de esta base. Mientras se 
eligen, entrarán los suplentes a desempeñar los cargos. 

Los ayuntamientos formarán, inmediatamente después de instalados, el 
programa de su administración, incluyendo los presupuestos de ingresos y 
de egresos, especificando cada una de sus partidas. Para que el programa de 
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gastos e inversiones se considere aprobado, será presentado al referéndum 
de los ciudadanos en la forma que determine el reglamento que será expe- 
dido por la Comisión Electoral Municipal. Tendrán también la obligación de 
publicar un informe mensual de sus egresos. 

Segunda. Con el fin de que los municipios cuenten con los recursos 
necesarios para sostener y ampliar los servicios de su incumbencia, las le- 
elslaturas de los estados y los gobernadores de los territorios procederán 
de inmediato a revisar la división político-territorial de los municipios, a fin 
de que éstos tengan una extensión geográfica que coincida con zonas eco- 
nómicamente homogéneas, y con una población de iguales características 
etnográficas en el caso de las regiones de población indígena. 

Los ayuntamientos administrarán libremente su hacienda, la cual se for- 
mará con la mitad de los ingresos del impuesto sobre predios rústicos y 
urbanos ubicados dentro del municipio, con la parte que fije la ley de todas 
las contribuciones que recaude el gobierno federal dentro de cada circuns- 
cripción municipal, y con los impuestos que no correspondan al gobierno 
del estado. Éste organizará, de acuerdo con un sistema técnico y justo, el 
catastro de las propiedades de los municipios. Las cuotas que cobre el go- 
bierno federal por los servicios públicos que haya establecido en el territorio 
de un municipio se fijarán de acuerdo con el ayuntamiento. Ni el gobierno 
federal ni los gobiernos de los estados podrán dispensar, a título de fomen- 
to a cualquiera actividad productiva o a los servicios públicos, los impuestos 
municipales. 

Los ayuntamientos no podrán gravar la entrada o la salida de mercancías 
dentro del territorio municipal, ni establecer alcabalas o dictar disposiciones 
que entorpezcan el desarrollo de la producción o del comercio. 

Tercera. Los municipios tienen personalidad jurídica para todos los efec- 
tos legales. Corresponde al Ejecutivo Federal y a los gobernadores de los 
estados, el mando de la fuerza pública en los municipios en donde residie- 
ren habitual o transitoriamente. 

Los demás incisos del artículo 113 conservan su texto actual. 

Proponemos también la adoptación de un nuevo artículo transitorio de 
la Constitución, que será el siguiente: 

Artículo 17. Mientras se fijan los territorios de los municipios según lo 
dispuesto en el primer párrafo de la base segunda del artículo 115, las legis- 
laturas de los estados podrán agrupar a dos o más municipios, que estarán 
a cargo de un solo ayuntamiento, integrado con representantes, electos en 
plebiscito, de los municipios afectados. En el caso de los municipios de po- 
blación indígena, se procurará agrupar a los que tengan el mismo idioma. 
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Sala de sesiones de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 
27 de noviembre de 1964. 

La diputación del Partido Popular Socialista: Vicente Lombardo Toledano, 
Roberto Chávez Silva, Jorge Cruickshank García, Rafael Estrada Villa, 
Roberto Guajardo, Jacinto López, Jesús Orta Guerrero, Francisco Ortiz 
Mendoza, Ramón Rocha Garfias, Joaquín Salgado. 


YA ES TIEMPO DE ASEGURAR 
LA LIBERTAD DEL MUNICIPIO 





SEÑOR PRESIDENTE, 
SEÑORAS Y SEÑORES DIPUTADOS: 





A pesar de nuestro deseo de redactar una exposición de motivos breve para 
la iniciativa que se acaba de leer, nos hemos visto obligados, por la magni- 
tud del problema, a hacer consideraciones de tipo histórico, antropológico, 
económico y político que resultan inevitables. No he de repetir los funda- 
mentos de nuestra proposición. Sólo deseo subrayar algunos aspectos de 
nuestra iniciativa, tan hondamente sentida por nuestro pueblo y tanto 
tiempo aplazada, desde la victoria de la revolución al promulgar la Carta 
fundamental que nos rige. 

Es indudable que el desarrollo económico y social de nuestro país había 
venido planteando, hace ya tiempo, la necesidad de un progreso paralelo 
en nuestras instituciones democráticas. Nos hallábamos con retraso en la 
vida política con relación a la vida económica, con la vida social y aun con 
la vida cultural. El primer paso dado en el sentido de ampliar el régimen 
democrático, lo hemos dicho todos varias veces, es la integración de esta 
Cámara de Diputados, pero es el primer paso nada más. 

Mientras la representación de los diversos partidos políticos no se halle 
instalada en los municipios de la República, nuestro sistema democrático 
carecerá de una base firme en la cual sustentarse. Áun suponiendo, y por 
eso hemos de luchar, que pronto sean reformadas las constituciones de los 
estados para que las legislaturas locales se integren como está compuesta 
en la actualidad la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, si no se 
revisara la estructura política de los municipios, aun con ese segundo paso, 
la vida democrática de nuestro país no tendría cimientos firmes. La base de 
la democracia mexicana tiene que partir de las comunidades naturales y so- 
ciales de nuestro territorio. No en balde la revolución equiparó el principio 


Intervención con el objeto de ampliar los argumentos que fundamentan la iniciativa 
relativa al artículo 115 constitucional. Diario de los Debates de la XLVI Legislatura, 
México, D. F., 27 de noviembre de 1964. 
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de respeto al voto, la no reelección del presidente de la República y de los 
gobernadores, a la demanda de la autonomía municipal. 

Las dificultades que ha habido para que exista el municipio libre, todos 
las conocemos y se han recordado en nuestro documento: libertad política 
restringida, dirigida o impuesta, aun cuando parezca redundante o para- 
dójico decir libertad impuesta, y falta de recursos económicos para que la 
vida municipal pueda existir. Numerosas iniciativas, estudios valiosos indu- 
dablemente, asambleas, reuniones, debates, todo ha habido en las últimas 
décadas. Sin embargo, a la hora de precisar la forma de garantizar la liber- 
tad política y la libertad económica, no hay proposiciones válidas por justas 
y eficaces, porque el interés de los gobiernos prevalece y ante las fuerzas 
mayores aun el gobierno federal prefiere seguir sacrificando la vida muni- 
cipal. Creo que ha llegado el momento de examinar a fondo esta cuestión. 

Desde 1917 hasta hoy no se ha dado un paso en firme para asegurar la 
libertad del municipio. Pero ya es hora de que no sólo se dé un paso, sino 
de que se tomen las medidas necesarias para que sea un hecho. Estimamos 
que también ha llegado el momento de ajustar las leyes a la realidad social 
de nuestro país, en lugar de que coloquen a la realidad social dentro de un 
vestido que no le queda, porque si México fuese un país de territorio breve, 
con una población homogénea, en los cuales no se puede diferenciar sus- 
tancialmente la población rural de la urbana, si todos hablasen la misma 
lengua o por lo menos hubiese una lengua común que todos practicaran, 
si hubiese un nivel de vida económico semejante y si también existiera un 
nivel de cultura común, las leyes de tipo general —porque los ciudadanos 
son más o menos semejantes en cuanto a su capacidad— serían las acon- 
sejables. Pero en un país como el nuestro, en que todavía hay millones de 
mexicanos que no hablan la lengua española, en que hay millones que ha- 
blan dos lenguas: la nativa y la castellana; en donde sobreviven muchas de 
las formas, aun cuando de un modo imperfecto o trunco, de la tradición, de 
la vida precolombina, insistir en principios que todavía no se comprenden 
y en prácticas que nadie acepta, es mantener la vieja postura de querer que 
nuestro pueblo sea considerado como un todo homogéneo y capaz de ac- 
tuar de la misma manera. 

La actual división político-territorial de los municipios, lo hemos expli- 
cado, obedece a razones de tipo histórico; pero ha llegado a constituir un 
verdadero problema para el desarrollo económico de cada región y de la 
República. Un caso concreto: hemos dicho por qué razones el estado de 
Oaxaca tiene la cuarta parte de los municipios, pero para no ser prolijos 
en nuestro documento omitimos deliberadamente algunas consideraciones 
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que tienen, sin embargo, valor. Las comunidades de Oaxaca, las comuni- 
dades de población que corresponden a comunidades municipales, no son 
sujetos del derecho agrario, porque sólo los ejidos tienen el derecho de exi- 
gir de los bancos del Estado el crédito barato, oportuno y bastante. Hay una 
renuncia indudable en los indígenas a transformar sus comunidades, los 
municipios, en ejidos. Esta es una labor de convencimiento, de educación 
política que lleva tiempo. Ya en el Istmo de Tehuantepec empieza la masa 
rural a darse cuenta de que es menester abandonar las viejas costumbres 
para acogerse al derecho moderno surgido del movimiento revoluciona- 
rio. Muchas cosas hay que corregir; pero es incuestionable que si no se va 
al fondo de la cuestión, si no se eliminan los estorbos que existen para una 
vida municipal independiente y próspera, no sólo la vida democrática de 
nuestra nación seguirá siendo una vida democrática muy imperfecta, sino 
que aun el desarrollo económico no se podrá planear o programar de una 
manera eficaz. 

En muchos países del mundo se ha respetado la tradición social e históri- 
ca, y se han conservado inclusive los idiomas fundamentales. La diversidad 
de la población no significa falta de posibilidades en las relaciones huma- 
nas. Hace años sugerimos que a nuestras lenguas originales se las dotara 
de alfabeto, porque ninguna de ellas fue lengua escrita. Los misioneros es- 
pañoles dieron alfabeto a algunos idiomas, pero de manera empírica, no 
técnica. Logramos que se aprobara la idea de formular alfabetos, de acuer- 
do con la estructura de cada una de las lenguas nativas, que no se parecen 
mucho entre sí, para enseñar el español por lo menos hasta el tercer año de 
la educación elemental, paralelamente a la lengua nativa, pero cuando la la- 
bor apenas se iniciaba se abandonó y hoy seguimos enseñando el español a 
la población indígena, que no lo comprende, usando métodos pedagógicos 
copiados de Estados Unidos con los que se enseña la lengua inglesa a los ni- 
ños norteamericanos. Esta es la causa, entre otras, de que nuestra educación 
básica no camine y no logre los éxitos que todos reclaman. 

Y si eso acontece en tal aspecto de la vida local, hay que imaginar lo 
que significa la multiplicidad de los municipios sin recursos y sin vida 
democrática. 

Esta iniciativa nuestra, señoras y señores diputados, debe ser estudiada 
con la seriedad que merece. No es sólo una iniciativa del Partido Popular 
Socialista. Es una proposición que ha nacido de los diputados del Partido 
Popular Socialista, pero sé muy bien que los diputados de todos los partidos 
estamos interesados en que exista una vida municipal independiente. ¿Por 
qué? Porque es la institución en la que todos los mexicanos están de acuer- 
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do, independientemente de sus ideas políticas y de sus creencias religiosas, 
e independientemente de los sectores sociales a los cuales pertenecen. Si en 
alguna institución puede caber la representación proporcional, que signifi- 
ca concurrencia de opiniones, de juicios y de intereses, es precisamente en 
el ayuntamiento como gobierno municipal. 

Ha habido antecedentes. Hace años, en el estado de Guerrero, un go- 
bernador inteligente e intuitivo estableció el sistema de la representación 
proporcional para los ayuntamientos. En el estado de Puebla también lo 
ha habido, en ciertas épocas, y quizá en otras regiones del país. No es nada 
nuevo. Lo que interesa es reunir las experiencias, oír opiniones distintas. Lo 
que deseamos es que cuando el debate se produzca para considerar nues- 
tra proposición, no sea una discusión reducida a la Cámara de Diputados, 
sino que sea precedida de un examen nacional. Es indispensable que los 
ayuntamientos opinen, que los gobernadores expongan su criterio, que las 
legislaturas de los estados digan, si esta forma de la iniciativa no les pare- 
ce viable, cuál es mejor. Que no haya nadie que no examine la proposición, 
para que, como resultado del análisis común, logremos en el siguiente pe- 
riodo de sesiones de la Cámara de Diputados realizar un estudio profundo 
como merece este problema que afecta a todo nuestro pueblo, coronado por 
resoluciones útiles. 

Para cierto tipo de leyes debería la Cámara de Diputados practicar el 
sistema del referéndum, que tiene dos aspectos: la consulta y, después, 
la confrontación de lo hecho con la opinión de la mayoría. Sería desea- 
ble que esta legislatura, respecto de algunas iniciativas de ley, utilizara ese 
procedimiento: que a título de consulta difundiera las iniciativas y que sus 
diputados, durante los recesos, desempeñaran el papel de representantes 
de la Cámara para recoger la opinión de los mexicanos. Ese sería un pro- 
cedimiento que honraría a esta legislatura y, al mismo tiempo, el único a la 
altura de un verdadero sistema democrático. 

La cuestión es de tal importancia, que estoy convencido de que se van a 
interesar todos en ella: historiadores, economistas, antropólogos, maestros 
de escuela, ingenieros, arquitectos, médicos, todos los profesionales de los 
servicios públicos, los investigadores, la gente preparada y, también, aque- 
llas que trabajan en contacto con las masas, como los maestros rurales. 

Si de esta iniciativa nuestra no quedara nada a la postre, porque hubiera 
sido remplazada por otra mejor, sus autores estaríamos no sólo satisfechos 
sino realmente felices. Lo que importa es no seguir cerrando los ojos ante 
la realidad, desoyendo los clamores populares. Cada uno de nosotros tiene 
experiencias en uno o en dos estados o en todos, respecto de lo que sucede. 
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La mayoría de esta Cámara está integrada por representantes que vienen de 
la provincia. Cada uno podría decir lo que ha sentido, lo que ha visto, lo que 
ha observado. Confrontando nuestras opiniones y experiencias llegaremos 
a un acuerdo que será una victoria del pueblo mexicano. 

Quizá también, como una manera de avanzar en el estudio, además de 
las otras formas que acabo de sugerir, valdría la pena, que si no de una ma- 
nera oficial por lo menos voluntariamente, durante el receso de la Cámara, 
los diputados constituyeramos una mesa redonda, con la ayuda de los 
técnicos que sean precisos, para examinar exhaustivamente el problema 
municipal de la República. 

Señoras y señores diputados: Me siento muy contento de que esta re- 
presentación del pueblo, por primera vez, empiece a plantear muchos de 
los problemas que hace mucho tiempo se consideraban enterrados y otros 
definitivamente perdidos. Si de esta iniciativa han de surgir otras sobre el 
mismo problema, habremos de saludarlas con regocijo. Lo que importa es 
que estemos a la altura de nuestro deber y que podamos decirle al pueblo 
que no en vano aprobó dar el primer paso para ampliar la democracia en 
nuestro país. 


INICIATIVA PARA CREAR 
EL CONSEJO METROPOLITANO DEL 
DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL 


HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS: 


Haciendo uso de la facultad que nos otorga la fracción I1 del artículo 71 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los diputados 
del Partido Popular Socialista proponemos a la consideración de vuestra 
soberanía las siguientes reformas a la Ley Orgánica del Departamento del 
Distrito Federal, reglamentaria de la base primera, fracción VI, del artículo 
73 de la Constitución. 

Los fundamentos de nuestra iniciativa son de carácter histórico, político, 
jurídico y económico, y tienen el propósito de perfeccionar nuestras institu- 
ciones en beneficio del pueblo del Distrito Federal y de la nación mexicana. 


ASPECTOS HISTÓRICOS 

El Distrito Federal tiene su origen en la fracción XXVIII del artículo 50 de 
la Constitución de 1824, en la que se señala como facultad del Congreso 
General “elegir un lugar que sirva de residencia a los Supremos Poderes de 
la Federación y ejercer en su distrito las atribuciones del Poder Legislativo 
de un estado.” 

Pero como la Ciudad de México, asiento de los poderes nacionales, se 
encontraba dentro del territorio y la jurisdicción del Estado de México, sur- 
gleron graves problemas. El Congreso Constituyente expidió entonces el 
decreto del 18 de noviembre de 1824, declarando que la Ciudad de México 
serviría de residencia a los Supremos Poderes de la Federación (artículo pri- 
mero) y que su distrito quedaría comprendido en un círculo “cuyo centro 
sea la plaza mayor de esta ciudad y su radio de dos leguas” (artículo segun- 
do), previniéndose que para “señalar los términos del distrito”, el gobierno 
federal y el gobierno del Estado de México nombrarían peritos (artículo ter- 
cero). El mismo decreto, en sus artículos del cuarto al sexto, da las bases 


Proposición de la diputación del PPS para reformar la Ley Orgánica del Departamento 
del Distrito Federal. Diario de los Debates de la XLVI Legislatura, México, D. F., 27 de 
diciembre de 1965. 
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generales de organización y funcionamiento del Distrito Federal, conforme 
a las disposiciones de la ley del 23 de junio de 1813, pero sustituyendo al jefe 
político por un gobernador que coexistiría con los ayuntamientos de elec- 
ción popular (artículo séptimo). 

El régimen de la Constitución de 1824 prevaleció hasta que la ley del 3 de 
octubre de 1835 destruyó el sistema federal, sustituyéndolo por un centralis- 
mo no declarado, que sancionaron las Bases para la Nueva Constitución (ley 
del 23 de octubre de 1835). Relacionando ambas disposiciones se llega al co- 
nocimiento de que el Distrito Federal quedó incorporado al Departamento 
de México, bajo el control de los poderes centrales y coexistiendo con él los 
ayuntamientos. 

El Congreso General sancionó una nueva Constitución, conocida por 
“Las Siete Leyes”, publicada el 30 de diciembre de 1836, adquiriendo el cen- 
tralismo, así, el carácter de constitucional. La sexta ley dio las bases para la 
división del territorio de la República, quedando compuesto por tantos de- 
partamentos cuantos estados había, con algunas variantes, entre ellas la de 
que el Territorio de Tlaxcala se agregaba al Departamento de México y que 
la capital del Departamento de México es la ciudad de este nombre. 

El 6 de enero de 1843 se reunió la “Junta de Notables” bajo la presiden- 
cia del arzobispo Manuel Posada, y el 13 de junio se expidieron las Bases de 
Organización Política de la República Mexicana. Conforme a ellas se dividió 
la República en 24 departamentos, quedando incorporado al de México lo 
que había sido el Distrito Federal. 

El 13 de mayo de 1846 se instaló en la capital de la República el nue- 
vo Congreso Constituyente. El 21 de mayo de 1847 se expidió el Acta 
Constitutiva y de Reformas de los Estados Unidos Mexicanos, que res- 
tableció el sistema federal, declarando vigente el Acta Constitutiva y la 
Constitución de 1824. En ella quedó aprobada, como parte final del artícu- 
lo 24, una redacción que da a entender claramente que la condición de la 
Ciudad de México, como Distrito Federal, se considera un hecho transito- 
rio. Con el Acta Constitutiva de 1847 surge nuevamente el Distrito Federal, 
como fue creado por la Constitución de 1824 y por el decreto del 18 de no- 
viembre del mismo año. 

Un nuevo pronunciamiento restaura en el poder a Santa Anna. Las 
Bases para la Administración de la República, hasta la promulgación de la 
Constitución, del 22 de abril de 1853, reimplantan el centralismo. 

El último código centralista conserva, en la división territorial, al Distrito 
Federal, hasta que el decreto del primero de febrero de 1854 cambia su de- 
signación, estableciendo la jurisdicción del Distrito de México, que abarcaba 
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San Cristóbal Ecatepec, Tlalnepantla, Los Remedios, San Bartolo, Santa Fe, 
Huixquilucan, Mixcoac, San Ángel, Coyoacán, Tlalpan, Tetepa, Xochimilco, 
Ixtapalapa, El Peñón Viejo y la medianía de las aguas del lago de Texcoco. 

En el Plan de Ayutla reformado en Acapulco, se habla del “Distrito de la 
Capital”, a propósito de la convocatoria a elecciones de representantes po- 
pulares. La coexistencia del Distrito Federal con la Ciudad de México, como 
capital de la República, ocupó la atención del Constituyente de 1857 en va- 
rias sesiones y fue objeto de diversas iniciativas. El 16 de junio de 1856, la 
Comisión de Constitución presentó dictámenes consultando cuál habría de 
ser la división territorial de la República, proponiendo la elección de un 
nuevo estado: el del Valle de México. Contra el dictamen de la mayoría, el 
voto particular del diputado Olvera propugnó la incorporación del Distrito 
Federal al nuevo estado y la elección, dentro del plazo de un año, del lugar 
que habría de servir de residencia a los Supremos Poderes de la Federación. 

La división territorial de la República fue considerada de tal importan- 
cia, que el Congreso acordó la designación de una comisión especial que 
presentó dictamen el 26 de noviembre de 1856, consultando la traslación 
de los Supremos Poderes a Querétaro y la erección del estado del Valle de 
México. Las discusiones fueron reñidas y el 3 de enero de 1857 la Comisión 
de División Territorial propuso que el Distrito Federal se formara en la ciu- 
dad de Aguascalientes, centro geográfico de la República, y que a partir del 
primero de julio de 1857 llevaría el nombre de Ciudad Hidalgo. Después de 
algunos incidentes parlamentarios, se aprobó la fracción XIII del artículo 64 
del proyecto de Constitución, concediendo a los congresos constitucionales 
facultad para elegir la residencia de los Supremos Poderes de la Federación. 
Los que lucharon porque la Ciudad de México siguiera siendo esa residen- 
cia alcanzaron, al fin, el triunfo mediante la aprobación del artículo 46: “El 
estado del Valle de México se formará del territorio que en la actualidad 
comprende el Distrito Federal; pero la erección sólo tendrá efecto cuando 
los Supremos Poderes Federales se trasladen a otro lugar”. 

En definitiva, bajo la Constitución de 1857, el Distrito Federal siguió sien- 
do parte de la Federación, y concedió facultades al Congreso para el arreglo 
interior del Distrito Federal y los Territorios, teniendo por base el que los 
ciudadanos elijan popularmente las autoridades políticas, municipales y ju- 
diciales, asegurándole rentas para cubrir sus necesidades propias. 

Más tarde hubo algunas disposiciones que afectaron al Distrito Federal. 
La Ley del 6 de mayo de 1861 y el bando del 6 de marzo de 1862, sobre su 
división política; el decreto del 7 de junio de 1862, que al determinar la 
composición de algunos distritos militares, amplía el territorio del Distrito 
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Federal; los decretos del 15 y 17 de diciembre de 1898 ampliando la compo- 
sición del Distrito Federal; convenios para la fijación de sus límites en los 
años de 1898 y 1899; disposiciones relacionadas con la demarcación de dos 
municipalidades y con la división territorial del Distrito Federal. 

La organización política municipal del Distrito Federal fue regulada por 
la ley del 26 de marzo de 1903, que sustancialmente establece los siguien- 
tes principios: 1) Sujeción del Distrito Federal, en su aspecto legislativo, 
al Congreso de la Unión, y en lo administrativo, político y municipal, al 
Ejecutivo Federal. 2) El Ejecutivo Federal ejercería el gobierno político y la 
administración municipal, por conducto de la Secretaría de Gobernación, 
con tres funcionarios: el gobernador del Distrito Federal, el presidente del 
Consejo Superior de Salubridad y el director general de Obras Públicas, 
siguiéndose en sus lineamientos generales el sistema norteamericano apli- 
cado al Distrito de Columbia. 3) Subsistencia de los ayuntamientos con 
funciones políticas, designados por elección popular. 4) Creación de los 
prefectos políticos en las municipalidades foráneas, y administración de 
los servicios públicos por funcionarios nombrados por el presidente de la 
República. 5) Designación de comisarios de policía en las poblaciones que 
no fueran cabeceras de municipalidad. 6) Supresión de la personalidad ju- 
rídica de los ayuntamientos, haciéndose el gobierno del Distrito Federal de 
todos sus bienes, derechos y obligaciones. 7) Control de la Secretaría de 
Comunicaciones y Obras Públicas de todos los sistemas de transporte y me- 
dios de comunicación existentes en el Distrito Federal. 

La ley de 1903 estableció un sistema intermedio de gobierno político y 
administrativo municipal. No tuvo la decisión de hacer desaparecer los 
ayuntamientos, que subsistieron precariamente y, por tanto, fueron origen 
de constantes conflictos y dificultades. El Distrito Federal, por su parte, se 
mantuvo con funciones vagas e imprecisas que ocasionaron frecuentes dis- 
putas jurisdiccionales. 

En el discurso de don Venustiano Carranza, al entregar a la Asamblea 
Constituyente de Querétaro su proyecto de Constitución, no hizo alusión 
a ninguna cuestión de límites que fundara las reformas que propuso. El ar- 
tículo 43 del proyecto considera como parte integrante de la Federación al 
Distrito Federal, y el 44 precisaba sus nuevos límites: “El Distrito Federal se 
compondrá del territorio que actualmente tiene, más el de los distritos de 
Chalco, de Ameca, de Texcoco, de Otumba, de Zumpango, de Cuautitlán y 
la parte de Tlalnepantla que quede en el Valle de México, fijando el lindero 
en el Estado de México sobre ejes geográficos de las crestas de las serranías 
del Monte Alto y del Monte Bajo”. 
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La mayor extensión del Distrito Federal implicaba la mutilación del 
Estado de México y determinaba la comprensión territorial de la residencia 
de los Supremos Poderes Federales dentro de los límites naturales del Valle 
de México, superficie que históricamente se había considerado como la ne- 
cesarla para la erección del estado de su nombre. 

En la sesión del 26 de enero de 1917 se presentó el dictamen de la segun- 
da comisión de Constitución sobre los artículos 43, 44, 45 y 48, documento 
que revela cómo Carranza se empeñó resuelta y decididamente en ampliar 
los límites del Distrito Federal a expensas del Estado de México. La comisión 
informó al Congreso: 


El C. Primer Jefe se ha servido hacer conocer a esta comisión las razones que 
hay que tomar en cuenta para resolver acertadamente la organización territorial 
del país y principalmente el ensanchamiento del Distrito Federal... El mismo C. 
Primer Jefe ha manifestado a esta comisión su vehemente deseo de que, si el 
Congreso no acepta sus propósitos, conste, cuando menos en los archivos del 
mismo y se haga presente en los debates la intención que a él lo ha inspirado, 
con el objeto de que el próximo Congreso Constitucional ya pueda trabajar so- 
bre una idea que es buena y que es útil... Los propósitos del C. Primer Jefe son 
militares, políticos y civiles: el Valle de México es una extensión territorial que 
tiene defensas naturales propias, que lo hacen, en cierto modo, inaccesible, y 
debiéndose aprovechar esas fortificaciones naturales es muy fácil defenderlas. 
Hacer de la Ciudad de México, comprendiendo esta circunscripción, una for- 
midable plaza fuerte que sería el último reducto, la última línea de defensa del 
país, en el caso de una resistencia desesperada en alguna guerra extranjera... 
Además, el Valle de México, hecho una sola entidad política, tiene sus recursos 
propios que le bastarían para su subsistencia y se presta para que, dependiendo 
directamente del Presidente de la República, que acuerda con el gobernador del 
Distrito, se implanten los adelantos modernos en maquinarias y procedimientos 
agrícolas de tal manera que pueda conseguir una especie de cultivo extensivo y 
por lo tanto el máximum de producción... Hay algunos pueblos, actualmente, 
que aunque no dependen del Distrito Federal se encuentran, sin embargo, más 
cerca de él y más lejos de los estados a que pertenecen y, en tal concepto, es más 
convincente para ellos depender legalmente del gobierno del Distrito, tanto para 
su comercio como para el progreso de su cultura en general... Haciendo del Valle 
una circunscripción distinta, independiente, esto es, como entidad con sus lími- 
tes propios, con sus recursos propios, con su administración propia, se establece 
efectivamente la residencia de los poderes en un lugar especialmente adecuado 
para ese objeto y puede lograrse con esto, también, la mayor independencia de 
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los estados, que ya no tendrán más ligas ni más relaciones con el poder del centro 
que aquellos que correspondan propiamente a nuestra organización constitucio- 
nal, esto es, aquellas que no son del régimen interior de cada estado. 


La Comisión de Constitución se limitó a presentar: Las razones que fun- 
damentan el proyecto del primer jefe, y la asamblea, en vista de ellas, 
resolverá en definitiva lo que estime más conveniente para los intereses 
públicos, adoptando una posición conciliadora al establecer la posibilidad 
de la erección del estado del Valle de México y dejando la determinación 
de su comprensión territorial al Congreso General. 

En la misma sesión se aprobó por mayoría el dictamen de la Comisión y 
el artículo 44 quedó así: “El Distrito Federal se compondrá del territorio que 
actualmente tiene, y en caso de que los poderes federales se trasladen a otro 
lugar, se erigirá en estado del Valle de México, con los límites y extensión 
que le asigne el Congreso General”. 

Pero se presentó un problema, porque el proyecto de Constitución de 
Carranza basaba la organización política de la República en los munici- 
pios libres, regidos por ayuntamientos de elección popular y con absoluta 
independencia de los poderes centrales de cada estado. Por eso, al plan- 
tearse la cuestión del régimen constitucional y la jerarquía administrativa 
del Distrito Federal, chocaron las ideas medulares del proyecto con la ne- 
cesidad de centralizar el mando y fortificar la acción de las autoridades. Se 
adoptó una solución que, sin destruir el municipio libre como cédula políti- 
ca, tampoco resultara denigrante o lesiva de la autoridad y prestigio de los 
poderes federales, evitando las invasiones de jurisdicción en conflictos y 
controversias que necesariamente habrían de surgir. De esta suerte coexis- 
tieron en la capital la autoridad del jefe del Ejecutivo Federal con la de un 
ayuntamiento de elección popular. 

La fracción VI del artículo 73 del proyecto de Carranza daba facultades 
al Congreso para legislar en todo lo relativo al Distrito Federal, sobre las 
siguientes bases: división en municipalidades capaces de subsistir con ele- 
mentos propios, garantizándose su independencia política mediante su 
capacidad económica; creación de los ayuntamientos como autoridades su- 
premas, excepción hecha de la municipalidad de México, “la que estará a 
cargo del número de comisionados que establezca la ley” y funcionamiento 
de un gobierno del Distrito Federal como una dependencia directa del pre- 
sidente de la República. 

El proyecto de Carranza propugnaba, como es fácil advertirlo, por el 
sistema norteamericano para el gobierno de la Ciudad de México, con la 
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única diferencia de que aquí iban a coexistir los comisionados municipales 
con el gobierno del Distrito, en tanto que en Washington fueron precisa- 
mente la inmoralidad y los despilfarros del gobernador Shepherd los que 
provocaron una ley del Congreso que estableció el gobierno del Distrito de 
Columbia “por una comisión de tres personas, dos de las cuales han de ser 
ciudadanos del Distrito y el tercero, un oficial del Cuerpo de Ingenieros del 
Ejército... Esta comisión no legisla, sino que el Congreso hace toda la legis- 
lación del Distrito”. 

La mayoría de la Comisión de Constitución aceptó el proyecto de 
Carranza, pero fue más fuerte la tradición histórica que la necesidad polí- 
tica. Después de apasionados debates, por cuarenta votos contra cuarenta 
y cuatro de la afirmativa, se rechazó la supresión de la municipalidad de 
México, coexistiendo su ayuntamiento con el gobierno del Distrito Federal. 

El 3 de octubre de 1918, Venustiano Carranza, ya como presidente de la 
República, envió un proyecto de reformas constitucionales sosteniendo su 
criterio. El Senado aprobó la iniciativa, y el 8 de marzo de 1919 se convocó a 
un periodo extraordinario de sesiones para discutir, entre otros, este asun- 
to, que no llegó a aprobarse en definitiva. Diez años más tarde, el 18 de abril 
de 1928, el general Álvaro Obregón —candidato entonces a la Presidencia 
de la República— presentó a la comisión permanente una iniciativa de re- 
formas constitucionales, con el objeto de resolver el problema político del 
Distrito Federal. 

Los hechos han demostrado —dice— que la organización munici- 
pal en el Distrito Federal no ha alcanzado nunca los fines que esa forma 
gubernamentativa debe llenar, debido a conflictos de carácter político y 
administrativo que constantemente han surgido por la coexistencia de au- 
toridades, cuyas facultades se excluyen a veces, y a veces se confunden. 
En consecuencia, para estar de acuerdo con la lógica y con la realidad, lo 
debido será organizar la administración del Distrito Federal de manera 
que haya unidad de mando y eficiencia en todos los órdenes del servicio 
público. 

La iniciativa de Obregón propone: La supresión del municipio libre en el 
Distrito Federal, porque las tunciones propias de los ayuntamientos no pue- 
den ser sino nominales, porque carecen de recursos económicos, no pueden 
administrar justicia como debiera ser, ni son el único poder que gobierna la 
municipalidad, como también debiera ser, puesto que la autonomía muni- 
cipal justamente tiende a ello. De suerte que desde su misma creación, el 
municipio en el Distrito Federal nació incompleto, inconsistente y, por lo 
mismo, autónomo únicamente en teoría. 
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En tal virtud, el general Obregón propuso la reforma constitucional (ba- 
ses primera, segunda y tercera de la fracción VI del artículo 73), dejando 
subsistente la facultad legislativa del Congreso para el Distrito y Territorio 
Federales. 

Pero la iniciativa no resolvía, ni constitucional ni administrativamente, 
el problema del Distrito Federal, porque la facultad explícita del Congreso 
para legislar en todo lo relativo a él era discrecional y, suprimidos los mu- 
nicipios, la caracterización política y la organización administrativa de 
la región en la que residían los Supremos Poderes de la Unión seguían 
siendo una formidable interrogación. Así lo entendió el propio Obregón, 
quien el 12 de mayo de 1928 se dirigió nuevamente a la comisión per- 
manente, diciendo haber omitido fijar la base que serviría de pauta al 
Congreso de la Unión para expedir la Ley de Organización Política del 
Distrito Federal. 

Por mandato constitucional —dice la adición— el Distrito Federal es la 
residencia de los Supremos Poderes de la Federación; en consecuencia, 
indudablemente que al Presidente de la República es a quien compete el 
gobierno de la misma entidad. Fijada la base anterior, la Ley Orgánica crea- 
rá, en vista de las necesidades y de la experiencia, el órgano u órganos por 
medio de los cuales el Presidente de la República ejercerá las referidas fun- 
ciones en el Distrito Federal. 

Con fecha 31 de diciembre, después del asesinato del general Obregón, 
el Congreso aprueba la Ley Orgánica del Distrito y Territorios Federales, en 
la cual se precisan sus principales aspectos. Extensión territorial y división 
del Distrito Federal en un Departamento Central y trece delegaciones (ar- 
tículos del primero al segundo). Su gobierno estará a cargo del presidente 
de la República, quien lo ejercerá por medio del Departamento del Distrito 
Federal, con sus órganos auxiliares: el Consejo Consultivo del Departamento 
Central y los consejos de cada una de las delegaciones (artículo 21). Se en- 
comiendan las funciones del Departamento del Distrito Federal al jefe del 
Departamento, a los delegados y a los demás empleados que determine la 
ley. Se enumeran detalladamente las atribuciones del Departamento, con- 
cediéndole todas las que correspondían a los ayuntamientos, más las que, 
por razones de ejecución expedita, corresponden a una autoridad subalter- 
na que actúa en nombre del presidente de la República. 

El jefe del Departamento del Distrito es nombrado y removido libremen- 
te por el presidente de la República; pero la ley le encomienda el ejercicio de 
todas las atribuciones que corresponden al Departamento y coloca bajo su 
inmediata autoridad los servicios propios del Departamento y los comunes 


CONSEJO METROPOLITANO DEL DF /235 


a todo el Distrito, con obligación de oír el parecer del Consejo Consultivo en 
determinados casos de excepción (artículos 25, 26 y 28). 


AUTORIDAD Y DEMOCRACIA 

El relato que antecede, de suyo largo por su propia naturaleza, pero ne- 
cesario para conocer bien el problema del gobierno del Distrito Federal, 
demuestra que la principal cuestión controvertida desde el nacimiento de la 
República, a ese respecto, ha sido la de contar con una autoridad eficaz para 
la entidad más importante del país, que funcione sin trabas ni obstáculos, y 
sin colocarla al margen de las instituciones y de los principios democráticos 
que constituyen la estructura política de México. 

Tal pareciera que hay oposición entre el concepto de autoridad y el con- 
cepto de democracia, que no ha quedado resuelta satisfactoriamente hasta 
hoy y que se profundiza con el correr del tiempo, porque el Distrito Federal 
no sólo plantea un problema político-administrativo, sino un tremendo 
problema económico y social, que afecta a todos los estados de la República 
y al pueblo de México. 

lodos conocemos y sentimos el problema. Pero unos cuantos datos preci- 
san su verdadera magnitud. La población del Distrito Federal, en la década 
de 1950 a 1960, aumentó en un 60 por ciento. La zona metropolitana creció 
en proporción enorme, penetrando en el territorio del Estado de México en 
varias direcciones y proyectándose sobre los estados de Hidalgo, Morelos y 
Tlaxcala. 

La Ciudad de México perdió su viejo carácter de urbe burocrática: 
rodeándola apareció un cinturón industrial, que en 1960 tenía 31 788 esta- 
blecimientos, con un capital invertido de cerca de 30 mil millones de pesos, 
con una producción por valor de 26 mil millones, y una población de 429 
mil obreros que percibieron sueldos y salarios por una cantidad cercana a 
cinco mil millones de pesos. Es decir, el Distrito Federal representaba hace 
cinco años el 31 por ciento de los establecimientos industriales de toda la 
República, el 35 por ciento del capital invertido en ellos, el 37 por ciento del 
total de la fuerza de trabajo industrial de todo el país, y el 43 por ciento de 
la retribución de la totalidad de la fuerza de trabajo de México en las prin- 
cipales ramas industriales. 

Aglomeración humana; aparición de colonias o barrios con construc- 
ciones deleznables y sin servicios públicos, en donde viven millones de 
individuos, muchos de ellos sin trabajo; agua potable y drenaje insuficien- 
te; falta de alumbrado eléctrico; escasez de viviendas para la población 
económicamente activa; congestionamiento del tránsito de vehículos de 
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transporte de personas; problemas de policía; contaminación atmosférica; 
enfermedades psicológicas además de las endémicas, y otros problemas de 
semejante importancia, han creado una situación que urge resolver yendo 
al fondo de la situación, pues las exigencias que plantea no pueden aten- 
derse una a una, aisladas entre sí, sin tomar en cuenta el problema general 
del Valle de México. 

Independientemente de que se erija el estado del Valle de México y den- 
tro de él se mantenga el Distrito Federal como asiento de los poderes de la 
Unión, o se resuelva el caso de la organización política del área metropolitana 
de otra manera, hay dos grandes problemas que no pueden ser posterga- 
dos por más tiempo. Uno es el problema de la planificación de la cuenca 
del valle, que implica una serie de medidas de trascendencia, ante todo la 
de coordinar la acción administrativa y los servicios del Departamento del 
Distrito Federal con los de los gobiernos de los estados de México, Morelos 
e Hidalgo dentro de la región. Y otro es el problema de la participación de 
los ciudadanos del Distrito Federal en los asuntos que más interesan, algu- 
nos de ellos vitales, a la población del área metropolitana. 

Nadie podría postular un sistema que privara de representación políti- 
ca a los ciudadanos de una parte de la República, cualesquiera que fuesen 
sus argumentos, porque equivaldría a pretender invalidar el principio de 
que la soberanía reside en el pueblo, y negar la estructura jurídica del país 
como nación organizada en república representativa y democrática. Sin em- 
bargo, los ciudadanos del Distrito Federal carecen de representantes que 
examinen, discutan y resuelvan los problemas que más les importan, como 
son los servicios de los que depende su vida diaria, su trabajo, su salud, su 
alojamiento, su transporte, su educación y el empleo del tiempo libre que 
disponen para el descanso. 

El Consejo Consultivo que actualmente existe, tanto por su integración 
como por sus funciones, es puramente simbólico, carece de autoridad y des- 
cansa en una concepción corporativa de las relaciones entre los individuos 
y el Estado, característica del régimen fascista, pero extraña en lo absoluto 
al sistema democrático. 


PROPOSICIONES 

Nuestra iniciativa tiende, sin modificar el sistema que establece la 
Constitución en la fracción VI de su artículo 73, a convertir al gobierno del 
Distrito Federal, que está a cargo del presidente de la República, en un ór- 
gano del que no quede excluida la opinión del pueblo en las cuestiones que 
más le afectan y le interesan. 
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Si los territorios, que no son estados libres y soberanos en lo concernien- 
te a su régimen interior, están divididos, por mandato constitucional, en 
municipios gobernados por ayuntamientos de elección popular directa, es- 
timamos que el Distrito Federal debe contar, por lo menos, con un cuerpo 
representativo que sus ciudadanos elijan a través de los diversos partidos 
políticos. 

En lugar de un Consejo Consultivo inoperante, que no llega siquiera 
a ornamental para la opinión pública, porque ignora su existencia, pro- 
ponemos un instrumento de colaboración con el jefe del Departamento 
del Distrito Federal, que exprese la opinión de los habitantes de la metró- 
poli respecto de los problemas de mayor importancia, y sirva para que el 
Ejecutivo federal conozca tal opinión y pueda establecerse una relación 
directa y constante entre los mandatarios y los mandantes, que en princi- 
pio resolvería la aparente contradicción entre los conceptos de autoridad 
y democracia. 

Por todo lo dicho y con los fundamentos legales invocados, proponemos 
la aprobación del siguiente 


DECRETO: 
Artículo primero. Se reforman los artículos quinto y sexto del capítulo 1 de la 
Ley Orgánica del Departamento del Distrito Federal, quedando como sigue: 

Artículo quinto. El presidente de la República tendrá a su cargo el gobier- 
no del Distrito Federal y lo ejecutará por conducto de un funcionario que se 
denominará jefe del Departamento del Distrito Federal, con sujeción a las 
disposiciones de la presente ley. 

Artículo sexto. El jefe del Departamento del Distrito Federal será nom- 
brado y removido libremente por el presidente de la República, y será 
auxiliado en el desempeño de sus funciones por un Consejo Metropolitano, 
por los delegados y subdelegados y por los demás órganos a que se refiere 
esta ley. 

Artículo segundo. Se modifican los artículos 58 y 59 del capítulo VI de la 
Ley Orgánica del Departamento del Distrito Federal que tendrán el siguien- 
te texto: 

Artículo 58. Corresponde al Consejo Metropolitano decidir si una acti- 
vidad debe considerarse como servicio público, y fijará las normas para su 
dirección y manejo. 

Artículo tercero. 5e reforma el capítulo VII de la Ley Orgánica del 
Departamento del Distrito Federal. Los artículos que lo integran, del 64 al 
74 inclusive, quedarán como sigue: 
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CAPITULO VI 

EL CONSEJO METROPOLITANO 

Artículo 64. El Consejo Metropolitano se integrará con representantes elec- 
tos en proporción de uno por cada cien mil habitantes y de acuerdo con el 
principio de la representación proporcional. 

Artículo 65. Los candidatos a concejales figurarán en una sola lista nu- 
merada que presentarán los diversos partidos políticos. Para ese fin, los 
partidos que así lo decidieren podrán coaligarse. Por cada candidato pro- 
pletario se propondrá un suplente. 

Artículo 66. Para la elección se utilizará el padrón de votantes que haya 
aprobado la Comisión Federal Electoral para las elecciones federales y par- 
ticiparán en ella sólo los partidos nacionales registrados. La elección será 
preparada, vigilada y calificada por la comisión electoral, integrada por 
los representantes de los partidos contendientes y el director general de 
Gobernación del Departamento del Distrito Federal, quien fungirá como 
presidente. 

Artículo 67. La Comisión Electoral determinará, una vez conocida la 
votación global y la obtenida por cada uno de los partidos, cuántos de sus can- 
didatos se considerarán concejales electos tomando en cuenta la proporción 
establecida en el artículo 64. Un decreto del presidente de la República regla- 
mentará el proceso electoral de acuerdo con las normas de la presente ley. 

Artículo 68. (Los iniciadores presentaron su original sin este artículo.) 

Artículo 69. Para ser miembro del Consejo Metropolitano se requiere: ser 
ciudadano, vecino del Distrito Federal y con residencia en él por lo menos 
de dos años inmediatamente anteriores a la postulación; no estar sujeto a 
proceso criminal, ni haber sufrido condena de esta especie, salvo por delitos 
políticos, y no desempeñar cargo de confianza en ninguna dependencia del 
gobierno de la Federación. 

Artículo 70. Los concejales durarán en su cargo tres años y podrán ser 
reelectos. 

Artículo 71. El Consejo Metropolitano elaborará su reglamento interior, 
que especificará las normas de su funcionamiento, la periodicidad de sus 
reuniones plenarias y el número de sus comisiones permanentes. Cada dos 
meses elegirá, a mayoría de votos, un presidente, dos vicepresidentes y dos 
secretarios. 

Artículo 72. Son atribuciones del Consejo Metropolitano: 

1. Estudiar los problemas económicos y sociales del Distrito Federal y los 
relativos a los servicios públicos, y proponer las medidas que considere ne- 
cesarias para resolverlos o mejorar su funcionamiento. 
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2. Declarar servicio público una actividad y determinar si queda confiado 
a la administración o si puede, en casos excepcionales y plenamente justifi- 
cados, encomendarse a particulares, fijando las condiciones del caso. 

3. Revisar o formular los proyectos e iniciativas de ley y los reglamentos 
del Departamento del Distrito Federal. 

4, Revisar los proyectos de modificaciones a la Ley de Hacienda y los 
proyectos de los presupuestos de ingresos y de egresos del Distrito Federal. 

5. Aprobar y jerarquizar los planes de las obras públicas elaborados por 
las dependencias del Departamento del Distrito Federal. 

6. Acordar las expropiaciones que por causa de utilidad pública deba lle- 
var a cabo el Departamento del Distrito Federal. 

7. Estudiar y proponer los medios para resolver los problemas de las co- 
lonias o barrios proletarios. 

8. Presentar iniciativas sobre cualesquiera cuestiones que interesen a la 
población del Distrito Federal. 

9. Los funcionarios del Departamento del Distrito Federal deberán pro- 
porcionar al Consejo Metropolitano los informes que se requieran para el 
mejor desempeño de sus funciones, y cuando el consejo lo acuerde, compa- 
recerán ante sus reuniones plenarias con el mismo fin. 

Artículo 73. (Los iniciadores presentaron su original sin este artículo.) 

Artículo 74. Cuando el jefe del Departamento no estuviere de acuerdo 
con alguna resolución del consejo, la someterá a la consideración del presi- 
dente de la República, quien decidirá sobre el particular en forma inapelable. 


TRANSITORIO 

La primera elección de miembros del Consejo Metropolitano se hará el pri- 
mer domingo de julio de 1966, y se instalará el primero de agosto del mismo 
año. 

Sala de sesiones de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 
23 de diciembre de 1965. 

Vicente Lombardo Toledano, Roberto Chávez Silva, Jorge Cruickshank 
García, Rafael Estrada Villa, Roberto Guajardo lamez, Jacinto López 
Moreno, Jesús Orta Guerrero, Francisco Ortiz Mendoza, Ramón Rocha 
Garfias, Joaquín Salgado Medrano. 


La reforma que crea los diputados de partido permite integrar en forma plu- 
ral la XLVI Legislatura (1964-1967), mediante el acceso permanente de repre- 
sentantes de los partidos políticos minoritarios a la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión. 

Para V. Lombardo Toledano, la reforma significa volver —cuatro décadas 
después de la primera ocasión en que fue electo diputado federal— a formar 
parte del Poder Legislativo y participar en la actividad parlamentaria como 
representante del Partido Popular Socialista. 

El presente volumen, segundo de la Obra parlamentaria de Vicente Lombardo 
Toledano, recoge las iniciativas, intervenciones y debates sobre temas diversos 
que se relacionan con la integración, funcionamiento y responsabilidades de 
los poderes públicos de la federación, con aspectos esenciales concernientes a 
la relación que debe existir entre la federación y las entidades federativas, así 
como con aspectos medulares vinculados al municipio libre y a la necesidad 
de convertirlos en una reálidad en la vida política del país. 

Su presencia contribuyó a revitalizar la labor legislativa. Prueba de lo an- 
terior es que muchas de sus propuestas fueron aceptadas posteriormente, y 
que otras sigan siendo demanda de amplios sectores de la población. 


SECRETARÍA DE 
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